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PRÓLOGO 

Es indudable que en el momento actual los estudios relativos al 
sindicalismo en México han disminuido, con respecto a otras épo­
cas. Esto se debe principalmente a la inmovilidad que muestra 
este sector de la sociedad, y a su incapacidad para proponer al­
ternativas, ante la creciente pérdida de legitimidad del sindica­
lismo oficialista. Por otro lado, la disminución de estudios so­
bre el tema está relacionada con las limitaciones del llamado 
sindicalismo independientt;:, para proyectarse como una opción 
real ante un sindicalismo preso de su relación con el Estado, y 
para configurarse como una genuina representación obrera; es­
to, además del hecho incuestionable de que la crisis económica 
ha provocado -entre otras cosas- el debilitamiento generali­
zado del sindicalismo. 

El interés que suscitó el sindicalismo durante los años seten­
ta, estuvo estrechamente vinculado al auge de lo que parecía re­
presentar una alternativa al sindicalismo oficialista, opción que 
no surgió precisamente del seno de la sociedad, sino como parte 
de un proyecto gubernamental de reforma "desde arriba", du­
rante la presidencia de Echeverría. Ese interés se ha venido des­
plazando hacia estudios sobre el sistema político y sobre movi­
mientos de corte cívico, emanados principalmente de las clases 
medias urbanas. Es así como el sindicalismo y sus perspectivas, 
se ubican ahora dentro del contexto más general del sistema po­
lítico mexicano. Su suerte se percibe íntimamente ligada e inclu­
so subordinada a la de este último, pese a que anteriormente, los 
estudios contemplaban al sindicalismo como uno de los factores 
determinantes, quizá el principal, en el cambio de régimen po­
lftico. 

Este libro parte de la premisa expuesta e intenta justificarla. 
Para ello, es indispensable plantear diversas cuestiones: ¿en qué 
medida es cierto que la suerte del sindicalismo mexicano está se-

191 



10 PRÓLOGO 

Hada por la del sistema político, en lugar de ser un elemento cla­
ve en la transformación de este último? Este cuestionamiento ge­
neral mantiene una estrecha relación con otras preguntas más 
concretas que se abordan directamente en esta investigación: 
¿cuáles fueron las limitaciones que enfrentó el sindicalismo in­
dependiente y que contribuyeron a su virtual derrota en el pre­
sente? ¿Dónde radicó la fuerza del sindicalismo oficialista, que 
le permitió resistir los embates de la oposición? ¿Cómo pode­
mos explicar que el sistema político mexicano haya pasado del 
proyecto echeverrista que se proponía fomentar una opción a un 
sindicalismo oficialista que se consideraba estaba anquilosado, 
y llegar, como ocurrió en los sexenios de López Portillo y De la 
Madrid, no sólo a abandonar el intento reformador, sino a la ne­
cesidad de apoyarse en los grupos más tradicionales? El sindica­
lismo de oposición prácticamente dejó de ser entonces una fuer­
za importante. 

El presente libro no intenta dar respuesta cabal a todas estas 
interrogantes, sino establecer un horizonte teórico y empírico que 
sirva de punto de partida para contestarlas. Por otro lado, pen­
samos que ha llegado el momento de hacer un balance de la re­
serva de experiencia derivada de los numerosos estudios de caso 
que se llevaron a cabo básicamente en el decenio pasado. 

Éstos son los propósitos que subyacen en el planteamiento 
de este libro; espero que hayan sido planteados con claridad y 
que sean cumplidos en buena medida. Pero conviene mencionar que 
ni siquiera lo hubiera intentado de no haber dispuesto de las 
condiciones materiales derivadas del apoyo de ciertas institucio­
nes y personas. En primer lugar, agradezco a las instituciones 
que me permitieron estudiar durante casi tres años en París; al 
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, que me otorgó una 
beca durante ese tiempo; a El Colegio de México, y particular­
mente a sus presidentes: Víctor L. Urquidi, hasta 1985, y Mario 
Ojeda desde entonces, así como a la directora del Centro de Es­
tudios Internacionales, Blanca Torres, quienes generosamente me 
otorgaron una licencia y me apoyaron para llevar a cabo mis es­
tudios. 

Quiero agradecer especialmente al profesor Alain Touraine, 
mi director de estudios, el privilegio de haber sido su alumno, 
su buena disposición para discutir los avances de mi tesis de doc­
torado de la cual surgió el presente libro; sus atinados comen-
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tarios, que me hicieron cambiar innumerables veces el texto y me­
joraron considerablemente el trabajo. A mis amigos Fran~;ois 
Delprat y Gilles Fourt quienes me ayudaron en la versión fran­
cesa del trabajo, les agradezco su apoyo. A Claude Bataillon y 
a Michel Wieviorka, quienes enriquecieron el trabajo con sus crí­
ticas. A María Eugenia Negrín, quien efectuó la corrección de 
estilo. 

Pero sobre todo, me hubiera sido imposible llevar a cabo mi 
proyecto de estudios y este libro, sin la colaboración constante, 
tanto en la etapa de trabajo de investigación, como en la de re­
dacción, de mi querida Leticia quien me brindó además su apo­
yo moral durante estos años. 

Finalmente, este trabajo no hubiera podido prosperar sin la 
generosa renunciación a mi apoyo por parte de mis queridos pa­
dres, en el curso de una lucha que finalmente perdieron. 





INTRODUCCIÓN 

La investigación que aquí presentamos se abocó a caracterizar 
el sindicalismo, analizando tanto la relación tradicional que ha 
mantenido éste con el Estado, y que se ha concretado en el sin­
dicalismo oficialista, como las limitaciones y los alcances del 
sindicalismo de oposición. Dicho propósito determinó la estructu­
ra de este escrito. Así se decidió que en una primera parte, era 
necesario caracterizar al Estado mexicano, en especial en lo que 
se refiere a su relación con la sociedad, tanto en el plano eco­
nómico como en el político. Aunque esta parte hace uso de 
datos históricos que han sido ampliamente discutidos en otros 
textos y que tal vez no fuera necesario repetir, consideramos su 
inclusión como un elemento fundamental del libro, pues a partir 
de dicha interpretación se define el contexto teórico e histórico 
en el cual se ubica el análisis del sindicalismo mexicano contem­
poráneo. Es esencial para nuestro propósito dejar sentado que 
,el papel que el grupo gobernante posrevolucionado le asignara 
al Estado, como principal agente de desarrollo, tuvo consecuen­
cias fundamentales para definir la relación de éste con la socie­
dad. A esta última se le consider9_.~Qm_Q_ un recurso que debía 
seimovilizado por el Estado~ eii función de su_proyecto de mo­
derñb:ar af país. Esta fQrma de c.oncebir a la sociedad 1UVO co­
mo consecuencia la constitución de una débil sociedad civil: la 
inexistencia de una burguesía nacional y la presencia de orga­
nizaciones populares dependientes de su relación política con el 
gobierno, más que de su capacidad autónoma de representación 
f~e mo.Yilii.ación. A su vez, lllllUSep.cia de una t?urgues~a na­
cional tuvo como resultado la politización del modelo econó­
ni~c<? y, por tanto, sus desequilibrios fundamentales, que desem-
6ocan en la crisis actual. 
· · Por otra parte, el hecho de que el Estado haya considerado 

a la sociedad como una reserva de recursos sociales, tuvo como 
consecuencia que las organizaciones sociales fueran estimuladas -·- -

[13) 
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desde arriba y que fueran concebidas por sus miembros, más co­
mo mecanismos de control que como canales de manifestación 
de intereses y reivindicaciones. De ahí resulta lo que hemos lla­
mado el doble desequilibrio del sistema político, el cual consti­
tuye más un instrumento de coerción y movilización de recursos 
sociales, que un espacio para expresar conflictos y un contexto 
normativo para su institucionalización. Ello implica, a su vez, 
que el sistema político mexicano sea pobre como fuente de le­
gitimidad (en este caso de legalidad) para el sistema de domi­
nación, y que su legitimidad provenga casi exclusivamente del 
consenso que pueda establecerse en torno a la orientación ge­
neral de la sociedad, fundada primordialmente en el desempeño 
del Estado como agente de desarrollo y en su efectividad para 
modernizar al país. Dicha fuente dé legitimidad es muy endeble, 
especialmente en épocas de crisis económica, como la actual. Pa­
ra llegar a establecer tal horizonte, nos fue indispensable explo­
rar, por una parte, la génesis del Estado como agente de desa­
rrollo y la constitución del actual sistema político, y por otra parte, 
las fuentes tradicionales de legitimidad del sistema de domina­
ción, a saber, el nacionalismo y el populismo. 

En la segunda parte del libro, se aplican al campo del sin­
dicalismo los conceptos de desequilibrio derivados del análisis 
del modelo económi~o y del sistema político. Asimismo, se es­
tudia la heterogeneidad de la clase obrera con base en los datos 
sobre la distribución de los trabajadores por rama de actividad 
y las condiciones de inversión y productividad, así como las de 
trabajo, salario y prestaciones en cada una de ellas; también se 
describe en esta parte la estructura organizacional sindical. Lue­
go se analiza cómo el papel asignado a las organizaciones po­
pulares en un sistema político supeditado al Estado, ha impli­
cado el desarrollo de un sindicalismo subordinado, el surgimiento 
del sindicalismo llamado oficialista. Esto tiene consecuencias di­
rectas para la vida interna de las organizaciones sindicales, así 
como para las relaciones industriales. La legislación obrera y las 
formas de organización fueron concebidas con la intención de 
lograr concentrar el poder. en las direcciones sindicales y de que 
existiera tal verticalidad al interior de los sindicatos, lo que tu­
vo como resultado, por un lado, que se inhibiera la participa­
ción obrera, y, por otro, que se permitiera a las direcciones hacer 
frente a cualquier intento de disidencia. Las relaciones industria-
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les también se ven afectadas por esta centralización del poder sin­
dical, que se traduce en un intervencionismo y un paternalismo 
estatal que impiden la resolución de los conflictos por medio de 
la confrontación dire<;:ta entre sindicatos y patrones, lo cual da 
lugar a una gran rigidez. Al final de esta segunda parte del libro 
discutimos en qué medida la politización y la burocratización de 
las organizaciones sindicales han determinado que se privilegie 
una perspectiva del estudio del sindicalismo: áquella que apunta 
a la relación de éste con el Estado, y su función como agente po­
lítico. 

En la tercera parte de este escrito, intentamos investigar có­
mo pasar del estudio de la acción sindical, en el contexto del sis­
tema político y del marco de léls relaciones industriales, al estu­
dio de la acción obrera. Pensamos que sólo mediante un cambio 
tal de perspectiva, es posible analizar el carácter del sindicalis­
mo mexicano, superando las limitaciones que han restringido a 
los estudios tradicionales. Sólo desde esta perspectiva pueden ana­
lizarse los alcances y las limitaciones del sindicalismo de oposi­
ción, sin tener en mente un modelo preconcebido. Se trata de ver 
en qué medida la acción obrera -que se propone enfrentar al 
sindicalismo oficialista- tiene la capacidad de integrar clara y 
coherentemente una concepción de lo que une a los obreros en­
tre sí, lo que constituye su identidad; o si, por el contrario, res­
ponde a un sector de obreros calificados ·que surge con la mo­
dernización de la industria nacional durante los afios setenta. En 
otros términos, se cuestiona si el sindicalismo independiente se 
opone auténticamente a un tipo de sindicalismo, o responde a 
reivindicaciones corporatistas de un nuevo sector de la clase obre­
ra mexicana; si la llamada insurgencia sindical fue básicamente 
una acción de crisis organizacional o una acción contestataria que 
proponía una alternativa al sindicalismo tradicional. 
· Para responder a estas interrogantes ha sido necesario ana­
lizar la capacidad del sindicalismo de oposición para plantear 
quién constituye el oponente de su lucha, más allá de la direc­
ción de una organización sindical que había desvirtuado su 
función. También era necesario estudiar su capacidad de postular 
un objetivo que trascendiera los marcos organizacionales y de­
terminar en qué medida era o no diferente la concepción del Es­
tado que tenía el sindicalismo de oposición. Las encuestas que 
llevamos a cabo entre los obreros siderúrgicos nos permitieron 
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abordar estas interrogantes, proporcionándonos un recurso adi­
cional para investigar si los principios de identidad, oposición 
y totalidad fueron coherentemente planteados por el sindicalis­
mo independiente, y si éste ha sido capaz de constituir un con­
senso, un contexto intersubjetiva, en torno a estos principios, y 
en qué medida han sido comprendidos e "internalizados" por 
los propios obreros. 

Sin embargo, no nos abocamos a estas tareas desde una pers­
pectiva teórica general sobre el sindicalismo, sino al contrario, 
a partir de la experiencia aportada por dos estudios de caso, que 
efectuamos entre 1979 y 1984. Durante este periodo estudiamos 
a profundidad las secciones 271, 147 y 288 del Sindicato Nacio­
nal de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la Re­
pública Mexicana. La sección 271 agrupa a los obreros de la Si­
derúrgica Lázaro Cárdenas-Las Truchas, empresa paraestatal que 
está ubicada en Lázaro Cárdenas, Michoacán, en la costa del Pa­
cífico; esta planta entró en operación a fines del año de 1976, 
con 5 100 obreros sindicalizados y 2 000 trabajadores de confian­
za. Dicha empresa contaba, al momento de hacer el estudio, con 
un solo alto horo.o, el cual tenía una capacidad instalada de pro­
ducción de 1 300 000 toneladas anuales de acero, con una mo­
derna planta de aceración al oxígeno, y con un departamento de 
laminación que operaba sólo para la fabricación de aceros re­
dondos. Las secciones 147 y 288 agrupan a los obreros de otra 
empresa estatal: Altos Hornos de México, ubicada en el norte 
del país, en la ciudad de Monclova, Coahuila. Esta empresa ocu­
pa alrededor de 21 500 trabajadores, consta de dos plantas; la 
más vieja de ellas con cuatro altos hornos, existe desde 1941; 
la nueva planta, conocida como la número dos, tiene un solo al­
to horno y fue construida e inaugurada al mismo tiempo que la 
de Las Truchas, en 1976. Entre ambas plantas reúnen una ca­
pacidad instalada de 3 750 000 toneladas anuales de acero, con 
instalaciones de aceración muy antiguas (Siemmens-Martin) y 
otras muy modernas, de aceración al oxígeno y colada continua; 
esto permite la producción de aceros redondos y planos. La sec­
ción 147 agrupa a los 12 600 obreros sindicalizados de la planta 
número 1; la sección 288 aglutina a los 2 500 obreros de la plan­
ta 2; el resto de los trabajadores son de confianza. 

A pesar de que estos dos estudios de caso tienen algunos con­
trastes, nos permiten conocer las principales características del 
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sindicalismo de oposición, ya que comparten el hecho de ser sin­
dicatos dominados por una misma corriente sindical, en este ca­
so la Línea Proletaria. Esta corriente se derivó de una escisión 
de un grupo político que se denominaba la Línea de Masas, el 
cual tuvo su origen en medios estudiantiles, a mediados de la dé­
cada de los ai\os setenta, y se caracterizó por adoptar una ideo­
logía y una práctica maoísta. En ese momento, esta línea estuvo 
compuesta por estudiantes de la Escuela Nacional de Economía 
de la Universidad Nacional Autónoma de México y del Instituto 
Politécnico Nacional. Después del movimiento de 1%8, la Lí­
nea de Masas se dedicó a hacer trabajo político entre los habi­
tantes de las colonias populares de las grandes ciudades del país, 
plincipalmente en Monterrey, Nuevo León y en Torreón, Coa­
huila. A principios de los ai\os setenta se creó la Línea Prole­
taria con el objetivo de influir en los sindicatos. Es a partir de 
ese momento cuando se aleja de la corriente original y sus miem­
bros se infiltran en las principales siderúrgicas del país. Aunque 
es indudable que esta tendencia tuvo un origen netamente estu­
diantil y que su influencia en las secciones sindicales que nos in­
teresan se debió a una infiltración, semejante a la de muchos gru­
pos maoístas, en otros países, después de varios ai\os de trabajo 
efectivo dentro de los sindicatos de Las Truchas y de Monclova, 
y debido a la ideología de sus miembros y a sus métodos de or­
ganización -que ponen especial énfasis en la impo.rtancia de las 
bases sindicales frente a los dirigentes-esta tendencia logró ha­
cer emerger a ciertos líderes obreros naturales, que adoptaron 
la corriente ya no como un proyecto político, sino como un pro­
yecto sindical y con tendencia al particularismo. Así, los nuevos 
dirigentes hacen a un lado a los líderes infiltrados originalmen­
te, y convierten a la Línea Proletaria en una corriente auténti­
camente obrera, sin relación alguna con medios estudiantiles o 
políticos, ante los cuales expresa incluso una actitud de rechazo. 
Por su parte, la Línea de Masas,- ajena al sindicalismo, se inte­
gra al sucesor del Partido Socialista Unificado de México, el Par­
tido Mexicano Socialista. 

Conviene aclarar que estos dos casos fueron escogidos por 
considerárseles críticos, ya que se dieron en sectores industriales 
que, en un país como México, bien pueden verse como sectores 
de punta, donde existe una proporción importante de obreros ca­
lificados, generalmente ocupados en labores de mantenimiento; 
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este hecho resulta crucial, porque es justo en estos sectores don­
de surge el movimiento que cuestionaría al sindicalismo oficia­
lista. Por otra parte, se trataba de estudiar una corriente sindi­
cal que se diferenciara de la Tendencia Democrática del Sindicato 
Nacional de Trabajadores Electricistas de la República Mexica­
na, la cual reivindicaba la alianza original del sindicalismo con 
el Estado, misma que según ellos se había desvirtuado y corrom­
pido después del cardenismo. También se intentaba analizar un 
sindicalismo que contrastara con la corriente de oposición que 
predominaba en la rama automotriz: la Unidad Obrera Indepen­
diente, que se proponía desligar a los sindicatos del Estado, 
separar su función gremial de su papel político y convertir al sin­
dicalismo en un mecanismo de reivindicación netamente gremia­
lista, a la manera del modelo norteamericano. La Línea Prole­
taria, por lo menos en sus inicios, postulaba que no era solamente 
una corriente sindicalista, pues planteaba opciones para las for­
mas de organización y hasta contemplaba un proyecto político 
que pudiera extenderse a otras organizaciones sociales. Otro he­
cho que marcó la importancia de los casos estudiados, es que la 
Línea Proletaria tomaba el poder de las secciones siderúrgicas, 
después del auge del sindicalismo llamado independiente. Esto 
le brindaba la oportunidad de aprovechar las experiencias de otros 
movimientos, y a nosotros nos permitió evaluar más adecuada­
mente los alcances y las limitaciones de este movimiento de 
"insurgencia sindical". 

Por todo ello, consideramos que los casos estudiados son pro­
picios para analizar el sindicalismo de oposición. No obstante, 
en virtud de que se pretende que este libro logre caracterizar al 
sindicalismo mexicano, en su totalidad, no podíamos limitarnos 
a nuestras dos investigaciones. 1 Por esta razón, para el presen­
te trabajo, utilizamos los resultados de otros estudios de caso que 
consideramos ejemplares y decidimos recurrir a nuestras propias 
investigaciones, solamente como dos experiencias más, en la me­
dida en que refuercen algunas de las premisas que se plantean 
en relación a otros trabajos, o que cubran lagunas que no pu-

1 Al respecto hemos escrito dos textos donde se trata de manera cabal ca­
da uno de los casos: La acción obrera en Las Truchas, México, El Colegio de 
México, 1982 y El sindicalismo siderúrgico: autonomfa o democracia, inédito, 
1984. 
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dieran ser ilustradas con otros casos. Pero quizá todavía más im­
portante que el uso de nuestras investigaciones de campo, como 
recurso o "reserva" de experiencias, fue su aplicación como pa­
rámetro y sobre todo como contexto para enmarcar una pers­
pectiva general desde la cual se llevó a cabo la investigación cu­
yos resultados presentamos ahora. 





PRIMERA PARTE 

ESTADO Y SOCIEDAD EN MÉXICO 





l. EL ESTADO COMO AGENTE DE DESARROLLO 

Si tuviéramos que determinar la característica más general para 
definir a México, así como a las otras naciones que han sido con­
sideradas como países en vías de desarrollo, tendríamos que ha­
blar precisamente de desarrollo. Si preferimos utilizar un tér­
mino más neutral, menos cargado de significación, podríamos 
decidir denominar a estos países como países en cambio. Aun­
que la definición de lo que implica este cambio pueda generar 
discusión, si comparamos a un país como México, o a otras na­
ciones del continente latinoamericano, con los países europeos, 
difícilmente podemos negar que en estos últimos, no sólo es más 
gradual el movimiento de cambio, sino que dicho cambio, ade­
más, parece estar situado en el interior de una formación social 
determinada, dentro de un sistema de acción histórica definido. 
Por el contrario, en los países latinoamericanos, por lo menos 
a lo largo de los últimos cincuenta años, la transición (siempre 
incompleta) va de un sistema de acción histórica a otro diferen­
te. Algunos autores han declarado incluso que la característica 
principal de estos países es precisamente la transición en el pla­
no diacrónico, mientras que el cambio que se produce en los paí­
ses desarrollados se sitúa en el plano sincrónico. Esto quiere decir 
que estas últimas naciones se ubican en el plano del funciona­
miento, y que esto es lo que define las orientaciones y los pro­
blemas a los que dichas naciones se enfrentan, En contraposi­
ción, en los países en transición, las orientaciones y los problemas 
están definidos por el cambio. 

Esta diferencia fundamental tiene como consecuencia que en 
los países circunscritos en un sistema de acción histórica, sea la 
sociedad misma la que, en función de sus recursos económicos 
y sociales así como de su modelo cultural, ponga en práctica su 
orientación, o dicho de otra forma, se produzca ella misma. Y 
en el caso de las sociedades en vías de desarrollo, la capacidad 

[23) 
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de acción que éstas tienen sobre sí mismas es limitada. Esto no 
está tan relacionado con las limitaciones propias de estas socie­
dades, como con una circunstancia que ha dado materia· a la dis­
cusión de la literatura sociológica y política de estos países, y que 
fue definida como dependencia. 

En el plano económico, el factor más importante fue el he­
cho de que los países en vías de desarrollo comienzan a indus­
trializarse cuando ya existen países de avuwida industrialización, 
que dominan la escena mundial. Así, esas naciones que empie­
zan a industrializarse tardíamente aspiran a ocupar un lugar en 
una economía mundial en la cual existen pocos espacios libres. 
Por otra parte, a excepción de algunos casos notables, es el ca­
pital de los países que lograron industrializarse primero, el que 
va a introducirse en las naciones no industrializadas para pro­
ducir los bienes necesarios para su propia industria, ya sea por­
que estos bienes se generan en cantidad insuficiente en las me­
trópolis, o porque pueden producirse a un precio más bajo en 
la periferia, lo que implica aumentar la competitividad de los pro­
ductos manufacturados de los paises centrales. Es por esta ra­
zón que las economías periféricas fueron consideradas como de­
pendientes. Una dependencia cuyo origen se relaciona con la 
producción de las materias primas necesarias para la metrópoli, 
a lo que habría que ailadir el hecho de que en la mayoría de los 
casos, el capital extranjero impone la orientación a la economía, 
como muestra el ejemplo de los enclaves mineros, petroleros, o 
aun las plantaciones de algodón, de henequén, de frutas tropi­
cales, etc. (Cardoso y Faletto, 1960.) 

Esta primera etapa del desarrollo económico, en la cual las 
economías de los países actualmente en vías de desarrollo están 
·directamente orientadas por el capital extranjero en el marco de 
su estrategia internacional, es seguida por otra etapa, en la cual 
son los estados nacionales -luego de los efectos que produce la 
crisis de 1929 y de la Segunda Guerra Mundial (como en el caso 
de México)-, los que impulsan a las economías de los países en 
vías de desarrollo a orientarse hacia el interior, en función de 
sus propias necesidades. Esta segunda fase de desarrollo, en el 
caso de las naciones latinoamericanas, se caracteriza por una fuer­
te intervención del Estado en la economía, así como por la pro­
ducción de los productos esenciales para el desarrollo econó­
mico, como son el acero, el petróleo, la energía eléctrica; además 
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se distingue por la construcción de la infraestructura necesaria 
para el desarrollo económico y el establecimiento de una legis­
lación que estimule la producción nacional y que proteja al mer­
cado interno de la competencia internacional (Furtado, C., 1970 
y Solís, L., 1975). 

El factor común a estas dos etapas, y de una manera general 
al desarrollo económico de un país como México, es que, a di­
ferencia de las naciones que se desarrollaron tempranamente, don­
de fue la burguesía nacional y en ocasiones el Estado, el que ini­
ció la industrialización y protegió al mercado interno, se dio 
nacimiento a una burguesía nacional que luego relevó al Estado 
en el fomento al desarrollo industrial (lo que Barrington Moore, 
1983, denomina el modelo bismarkiano); en nuestros países, lo 
que fue un desarrollo que comenzó estimulando externamente a 
la sociedad, continuó siéndolo. Los países latinoamericanos, en 
los que se logró constituir un empresariado nacional, una bur­
guesía nacional, son excepciones raras y notables. Los agentes 
de desarrollo fueron en un principio externos al propio país (como 
ya mencionamos en un primer momento fue el capital extran­
jero directo) luego fue el Estado nacional el que adoptó el papel 
de agente principal de desarrollo en la mayoría de los casos. El 
capital extranjero fue remplazado por el Estado, por lo menos 
en los sectores más estratégicos de la economía, los que definen 
la orientación general de ésta. Sin embargo, podemos afirmar 
que a pesar de este desplazamiento, no es la sociedad misma 
la que define sus propias orientaciones; sino que hay un agente 
exterior que lo hace: en la primera etapa de desarrollo el capital 
extranjero y en la se~unda el Estado. 

En el mejor de los casos, es el Estado nacional quien define 
las orientaciones económicas del país, lo que debe o no debe ser 
acumulado; las modalidades de la acumulación; la movilización 
de los recursos económicos y humanos. Y ello, en función de su 
proyecto, en una primera etapa de integración nacional y de con­
trol político del territorio, como fue, en efecto, el caso de Mé­
xico en el periodo del porfiriato y del plan .económico de Calles, 
entre 1924 y 1928; ya sea en función de un proyecto específico 
de desarrollo económico, que correspondería al proyecto que re­
giría de la época de Cárdenas hasta nuestros días. En ambos ca­
sos,. la sociedad civil no ha tenido la posibilidad de actuar sobre 
sf misma. La capacidad de orientar a la sociedad no proviene de 
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la distancia que ésta establece en relación a sus logros, y con ba­
se en la utilización de sus propios recursos, sino más bien bajo 
la dirección de un agente exterior. 

Es esta misma situación de dependencia inicial, a nivel eco­
nómico, la que implica que no sólo las orientaciones económi­
cas, sino también la social y la política (es decir, la orientación 
cultural en el seui.ido más amplio del término), sean determina­
das por un agente externo a la sociedad. La destrucción de las 
orientaciones tradicionales, que sobreviene por este cambio, no 
implica el desarraigo de estas sociedades en vías de desarrollo, si­
no más bien la sustitución de tales orientaciones tradicionales por 
otras, las cuales, como lo han precisado numerosos estudios, pro­
vienen del exterior. El hecho de que no sea la sociedad misma 
la que defina las formas de acumulación, la utilización de los re­
cursos económicos y humanos y, en general, la orientación de 
la acción de la sociedad sobre sí misma, implica que los valores 
sobre los cuales se basa esta orientación, los modelos de consu­
mo y de ahorro, así como de trabajo y de ocio, que conforman 
el modelo cultural y las prácticas sociales mediante las cuales és­
te se materializa, son definidas heterónomamente. Ello significa 
que no son impuestas al resto de la sociedad por una clase di­
rigente local, sino por un agente exterior a la sociedad. 

A nivel institucional, aunque formalmente los países latinoa­
mericanos reciben influencia de las democracias europeas y nor­
teamericana, en el fondo, son las particularidades locales las que 
dominan. Sin embargo, aquí las variantes son demasiado impor­
tantes para poder generalizar. Aunque sí es posible afirmar, oo­
mo lo veremos más adelante, que una vez más, y en términos 
generales, el impulso institucionalizador, la creación de institu­
ciones, proviene mucho más del Estado que de la propia socie­
dad, y esto ya sea a través de un gobierno dominante (como es 
el caso de Brasil y de México), o de una oligarquía dominante, 
o bien de una élite política muy poderosa y dinámica, pero que 
también se mantiene muy autónoma de la sociedad (como es el 
caso de Colombia, Argentina y Chile). En el caso de México, es­
tá bien claro que es el Estado, confundido con el gobierno y con 
el sistema político fundamentado sobre un partido dominante, el 
que define las orientaciones políticas. Los ejemplos relativos 
a este hecho son múltiples, desde el otorgamiento de los dere­
chos sindicales, por parte de la élite dirigente, después de la Re-
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volución de 1910; la institución del derecl}.o de voto universal, 
incluso antes que en algunos países industrializados; la existen­
cia de una legislación social muy avanzada; la creación y el es­
tímulo a las organizaciones obreras y campesinas, las cuales des­
de muy temprano obtuvieron un peso político muy importante; 
las aperturas democráticas (Echeverría), las reformas políticas 
(López Mateos y López Portillo), etcétera. 

Todo ello no ha sido consecuencia de la presión popular. En 
términos generales, la necesidad de institucionalización no fue 
precisamente úna respuesta, una solución del gobierno a un con­
flicto dado en el seno de la sociedad, sino que fue mucho más 
una decisión gubernamental, con el objeto de prevenir conflic­
tos, y asegurarse del control político de un sector de la pobla­
ción. La orientación política: la constitución de las instituciones 
que determinan las reglas del juego y la movilización de los re­
cursos sociales con los menores costos y el menor número po­
sible de conflictos sociales, no proviene de la sociedad; no surge 
de los conflictos entre los distintos sectores sociales, sino de un 
agente externo que se impone a la sociedad. 

LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA ECONOMÍA 

Desde los inicios mismos de la conformación de un Estado mo­
derno en México, bajo el régimen porfirista, se puso de mani­
fiesto que una de las funciones principales de éste sería la inter­
vención en la economía. A pesar de que la política del gobierno 
de Porfirio Díaz se definió a sí misma como liberal, estuvo pro­
fundamente marcada por el positivismo, una corriente de pen­
samiento que daba prioridad al progreso espiritual y material. 
En la medida en que la política del gobierno porfirista recibió 
una fuerte influencia de esta corriente filosófica, encarnada en 
un grupo de personas que ocupaban un lugar privilegiado en el 
interior del gobierno, el Estado se planteó como una de sus fun­
ciones principales, sentar las bases sobre las cuales debía desa­
rrollarse una economía moderna, misma que una vez constitui­
da, sería regulada por las fuerzas libres del mercado, muy de 
acuerdo con el liberalismo del siglo XIX. , 

.Pero para sentar las bases de una economía que pudiera fun­
cionar de acuerdo con una política de tendencia liberal, en un 
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primer. momento, debían ser destruidas las estructuras econó­
micas que reposaban sobre las relaciones sociales tradicionales 
y las retroalimentaban, ya que se pensó que dichas relaciones obs­
taculizaban el progreso, o lo que llamaríamos actualmente la mo­
dernización. Los gobiernos liberales anteriores al de Porfirio Díaz, 
habían intentado, en gran medida, habían logrado debilitar el 
poder de la Iglesia, la cual era propietaria de bienes y riquezas 
que no participaban en el sistema económico. También se ha­
bían comenzado a destruir los fundamentos de las comunidades 
indígenas, que estaban basadas en formas de propiedad y en re­
laciones sociales y políticas, en radicar oposición a la primacía 
del mercado, del individuo y del ciudadano, que el liberalismo 
proclamaba a viva voz. 

De estas circunstancias aparece la paradoja principal del ré­
gimen de Porfirio Díaz, el ·cual está definido por F .X. Guerra 
como intervencionista, por ser liberal, en relación con la socie­
dad tradicional, y no intervencionista, también por ser liberal, 
con respecto a los nuevos actores económicos. Tanto el inter­
vencionismo, como el no intervencionismo, provenían de las mis­
mas fuentes, y perseguían el mismo objetivo: crear las condicio­
nes favorables para que el juego entre los actores económicos 
nacionales e internacionales pudiera llevarse a cabo sin obstácu­
los (Guerra, F.X., 1985, p. 295). 1 

En el plano social, la intervención del Estado fue, en un pri­
mer momento, inspirada exclusivamente por la necesidad de cons­
tituir las bases sociales del desarrollo económico. Bajo la con­
cepción de que una sociedad dividida, heterogénea, constituida 
de cuerpos sociales, no puede permitir que las fuerzas econó­
micas modernas se desarrollen libremente, la primera de las ac­
ciones del Estado debe ser la unificación y· homogeneización po­
lítica y social de la sociedad. Y para ello era necesario destruir 
las estructuras sociales tradicionales. Es por esta razón que se 
conservan y se aceleran las medidas establecidas, desde las Le­
yes de Reforma, tendientes a transformar las propiedades co­
munales, en propiedad individual, hasta las que llevan a desa-

1 Ello no excluye, como lo indica Guerra, que el régimen de Porfirio Diaz 
haya basado su poder politico sobre relaciones sociales y politicas tradiciona­
les; que se hubiera puesto de acuerdo con la Iglesia, con los caciques locales, 
y con las comunidades indígenas con el objeto de reforzar su poder politico. 
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rrollar y laicizar la educación, todo lo cual era fuertemente 
promovido por el grupo de los "científicos". 

Otra contradicción del régimen porfirista surge de la "fuerza 
de las cosas", más que de su posición fundamental. Frente a los 

. nuevos actores sociales que debían surgir sobre las bases del de­
sarrollo económico; el Estado porfiriano, fiel al liberalismo, pro­
ponía la no intervención en lo que concierne al libre juego eco­
nómico, pero también en lo que se refiere a los conflictos sociales, 
que van tornándose cada vez más frecuentes. González Navarro 
ha contabilizado 250 huelgas durante este periodo, de las cuales 
la mitad afectó a la industria textil (González Navarro, 1971). 
Esta situación, obligó al gobierno porfirista a abandonar su doc­
trina liberal, en particular hacia fines del régimen, sobre todo 
en el caso ,de las huelgas que afectaban a las grandes empresas, 
y cuando el gobiérno ya había comenzado a constatar los frutos 
de la unificación del territorio, a través de la construcción de los 
ferrocarriles y de la eliminación de los impuestos locales (las al­
cabalas). 

1 

Y en efecto, la intervención del Estado no se limitaría a la 
destrucción de los obstáculos a la modernización, como fue el 
caso de la educación y de la propiedad de las tierras, sino que 
se extendería hasta llegar a las relaciones que existían entre los 
nuevos actores sociales, que habían surgido durante el acelerado 
crecimiento económico de México durante los treinta años del 
gobierno de Porfirio Dfaz, y más particularmente, entre 1895 y 
1910.2 La creciente complejidad de las relaciones sociales, espe­
cialmente en los sectores económicos más modernos: los ferro­
carriles, las minas, las. industrias textil y tabacalera, obligan al 
gobierno porfirista a al!!jarse cada vez más de la doctrina dellais­
sez jaire que lo caracterizaba hasta entonces en el campo de las 
relaciones sociales de los sectores modernos. El gobierno se trans­
forma en árbitro de la huelga de la industria textil de 1905, y en 
la de los ferrocarriles de 1908. Aunque su intento por conciliar 
a los sindicatos con los patrones de la industria textil fracasa, 

2 El producto interno bruto creció durante todo el periodo a una tasa me­
dia de 2.60!o por afto, cifra que no será alcanzada de nuevo, sino hasta los aftos 
cuarenta. Durante los primeros años del siglo xx, el crecimiento se acelera y 
rebasa, antes de la crisis de 1907, 3.307o por afto (Guerra, F.X., 1985, p. 301). 



30 ESTADO Y SOCIEDAD EN MÉXICO 

y a consecuencia de ello se da la lamentable matanza de Río Blan­
co, todo indica que el papel de agente de desarrollo que se atri­
buye el Estado, lo lleva paulatinamente a abandonar su política 
netamente liberal (Cosío Villegas, 1973). 

Para apoyar la afirmación de que incluso en la esfera eco­
nómica el régimen porfirista debe desviarse de la doctrina libe­
ral, Guerra, como lo han hecho otros autores anteriormente, 
demuestra cómo el gasto público aumentó de una manera im­
presionante durante los quince últimos años del gobierno de Por­
firio Díaz. A ello, Guerra añade el hecho de que el gobierno ha­
ya intervenido directamente en sectores económicos que eran 
considerados modernos, a pesar de que eso debía considerarse 
como prohibido, en un régimen que se definía como liberal. En 
1906, por ejemplo, el gobierno obtiene el control de las princi­
pales líneas de ferrocarril, con el propósito declarado de lograr 
la expansión que los dueños anteriores se habían negado a llevar 
a cabo. Para intervenir en este sector de primera importancia, 
se hizo alusión al interés nacional, a la soberanía del Estado y 
a las "exigencias del comercio y de la industria". La preocu­
pación primordial del gobierno porfirista por sentar las bases del 
desarrollo económico, lo obligó a concentrar progresivamente en­
tre sus manos, todo lo que concernía al desarrollo de la econo­
mía. Guerra nos dice que el gobierno porfirista no solamente se 
d~dicó a acelerar la construcción de los ferrocarriles, de los puer­
tos y del telégrafo, así como a otorgar la concesión de las tierras 
baldías, sino que añadió a su jurisdicción la legislación minera, 
la comercial, la bancaria y la dotación y uso de aguas, además 
de reservarse la capacidad de la obtención de préstamos en el ex-
tranjero (Guerra, F.X., 1985, p. 278). , 

De esta manera, puede decirse que el gobierno porfirista, le­
jos de ser un régimen que se distingue radicalmente del régimen 
que surge de la Revolución, como nos lo propone la lectura 
"oficial" de la historia, por lo menos en lo que concierne al pa­
pel del Estado en la economía, representa un antecedente. Aun­
que también es igualmente manifiesto que sí hubo variaciones 
importantes, sobre todo en lo que se refiere a la reconsideración 
que se hizo, después de la Revolución, del papel que debía jugar 
el capital extranjero directo (lo que en realidad también tiene su 
precedente durante el gobierno de Porfirio Díaz, especialmente 
en lo que se refi~re a los ferrocarriles) y de una economía diri-
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gida hacia el exterior. La misma premisa es aplicable, aunque 
con mayores restricciones, al plano social. 

No es posible admitir que haya habido una ruptura radical 
en todas las relaciones entre el Estado y la sociedad, entre el go­
bierno de Porfirio Díaz y los gobiernos posteriores; eso sería apli­
cable exclusivamente a la política agraria del porfiriato, donde 
es evidente que la diferencia es total, aunque fue concebida y apli­
'cada gradualmente. Ahora bien, la actitud del gobierno porfi­
ri~ta, como árbitro en algunos conflictos sociales y sus tentati­
vas de cooptación de los dirigentes obreros de la más importante 
de las organizaciones obreras del fin del siglo pasado, el Con­
greso Obrero, es la excepción que confirma la regla. Bajo el man­
dato de Porfirio Díaz, el gobierno no intervino en los conflictos 
sociales, sino hasta el momento en que afronta hi huelga textil 
de 1905 o aquella de los ferrocarriles de 1908,3 situación que 
afectaba a un sector estratégico y que ponía en peligro la esta­
bilidad del sistema político. La intervención no es, como en el 
caso del régimen posterior, una parte integrante del sistema y un 
instrumento fundamental de la política. No obstante, es sorpren­
dente la semejanza que existe entre la relación del gobierno con 
el Congreso Obrero, y los nexos entre los gobiernos posteriores 
con las centrales sindicales más importantes (Siller, 1974). 

En el muy importante campo de la utilización del gasto pú­
blico tampoco hay una ruptura radical entre el porfiriato y los. 
gobiernos posteriores; existe un indicador muy valioso que es el 
monto y los fines del gasto público. Una de las grandes inno­
vaciones de los gobiernos posteriores es el haber consagrado una 
parte cada vez más importante del gasto público al desarrollo de 
las inversiones4 y no solamente abocar sus recursos al gasto co­
rriente de la administración y de las fuerzas armadas. Desde 1877, 
fecha del inicio del segundo periodo presiden~ial de Díaz, s la in-

3 En el conflicto que tiene lugar en la industria textil, frente a la inmi­
nente huelga obrera, los dueños de las empresas deciden llevar a cabo un paro 
patronal, un lockout. Ello fuerza al gobierno de Diaz a convocar a una con­
vención para intentar llegar a un acuerdo, porque se trataba de una industria 
fundamental para la estructura económica de esa época. Sólo el fracaso de este 
intento de conciliación de intereses da lugar a la sangrienta represión. 

4 Los gobiernos posteriores innovan además la manera de financiar estas 
inversiones, con el objetivo de reducir su impacto inflacionario. 

s Porfirio Díaz gobierna por vez primera el país de 1877 a 1880. Es sus-



32 ESTADO Y SOCIEDAD EN MÉXICO 

·versión pública pasa de 6 a 10 OJo del gasto público total en 1910 
(Guerra, F.X., 1985, p. 278). 

Aunque las interpretaciones acerca del rol del Estado por­
firista son frecuentemente divergentes, debido principalmente al 
carácter paradójico que ya hemos mencionado, existe un con­
senso casi absoluto en lo que se refiere a la intervención del Es­
tado durante toda la época posrevolucionaria. No cabe duda de 
que durante todo este periodo y hasta el presente, la interven­
ción del Estado en la economía y su función de árbitro en los 
conflictos sociales, representan la esencia del régimen. También 
hay acuerdo en el sentido de que durante el periodo compren­
dido entre el fin de la Revolución y el fin del gobierno de Cár­
denas, se dieron cambios institucionales y de formación del apa­
rato del Estado, que fueron fundamentales para el crecimiento 
económico que tuvo lugar entre 1935 y 1981, y que se llevó a ca­
bo de manera casi ininterrumpida (Solís, L., 1975, Meyer, L., 
1979). 

Solís nos da un buen resumen de los cambios institucionales 
más importantes. Como todos los autores que estudian este pe­
riodo, propone que en él se fijan las bases actuales del sistema 
político. Se dio el fin del predominio de los caudillos políticos 
y el nacimiento de la institucionalización de las reglas políticas, 
a través de la creación del partido oficial. Por otra parte, se or­
ganizó a los obreros, a los campesinos y al sector popular dentro 
del partido oficial; se reformó la política del gasto público y se 
le orientó prioritariamente hacia la atención de las necesidades 
del desarrollo econ'>mico y social; se establecieron las bases del 
sistema financiero con la fundación del Banco de México y las 
instituciones nacionales de crédito agrícola e industrial y de ser­
vicios públicos; se crearon·empresas como la Comisión Federal 
de Electricidad y Petróleos Mexicanos, con lo cual se pudo sen­
tar las bases para que posteriormente pudiera dirigirse la inver­
sión en estos rubros hacia las necesidades de la economía inter­
na (Solís, L., 1975, p. 99). Más tarde veremos cuáles fueron las 
transformaciones más importantes que llevaron a cabo los go­
biernos posrevolucionarios sobre el sistema político. En este in-

tituido por Manuel Oonzález, para gobernar de nuevo de 1884 hasta la Revo­
lución, sin interrupción alguna. 
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ciso nos conformamos con analizar el papel del Estado en la eco­
nomía. 

Durante el gobierno de Álvaro Obregón, mientras que los 
gastos militares eran todavía muy altos, debido a' la proximidad 
del periodo armado de la Revolución y del hecho de que la ma­
yor parte de los grupos que habían intervenido en este periodo 
todavía estaban armados y en estado de alerta, listos para pro­
seguir la guerra en cualquier momento, la inversión pública os­
cilaba entre 20 y 2507o del gasto público total. Unos quince afios 

. más tarde, bajo la presidencia de Cárdenas, periodo que puede 
considerarse como la cristalización del aparato de Estado y del 
sistema institucional actual, la inversión pública representaba en­
tre 37 y 40% del gasto público total (Solís, L., 1975, p. 99). 

A pesar de que ya durante el gobierno porfirista hay un in­
cremento importante en el porcentaje del gasto público que se 
destina a la inversión, existe, en efecto, una diferencia funda­
mental entre el gobierno de Díaz y los regímenes posrevolucio­
narios. Se trata de la proporción de esta inversión que se con­
sagra a los rubros sociales. Aunque también en este campo hubo 
ciertos cambios durante el régimen porfirista, no fueron consi­
derables. Los recursos destinados a la educación pasan de 3% 
que se asignaban a ese rubro en 1877 y 1878, a 6.8% en 1910 
y 1911. Ello estuvo indudablemente ligado a la importancia que 
daban los "científicos" a este campo. Por otra parte, los gastos 
para el rubro de asistencia social, que eran prácticamente ine­
xistentes en 1877 (de 0.16%), se elevaron a 1.6% a fines de este 
periodo. El contraste salta a la vista cuando ~onstatamos que du­
rante el sexenio de Cárdenas, el gasto spcial representó 19.9% 
del total del gasto público (Solís, L._, 1975, Wilkie, J., 1978). 6 

Sin embargo, la diferencia incontestable entre estos dos pe­
riodos reside en el carácter de la intervención del Estado. Como 
ya lo hemos mencionado, el régimen porfirista se contentaba con 
establecer las bases del desarrollo económko y crear las condi­
ciones propicias para que avanzara la inversión privada; ade­
más, para estos efectos, no establecía diferencias entre el capital 
naCional y el extranjero, si no es que tenía una marcada prefe-
rencia hacia este último. Por otra parte, la intervención directa 

6 Wilkie da una cifra ligeramente diferente para el sexenio de Cárdenas, 
de 18.3 por ciento. 
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del gobierno porfirista sólo se producía durante las crisis, cuan­
do un sector fundamental para la economía era puesto en peli­
gro. Por el contrario, los gobiernos posrevolucionarios no se pro­
ponen solamente establecer las bases del desarrollo económico, 
sino sobre todo dirigirlo y orientarlo. 

El primer proyecto de desarrollo digno de ese nombre, es el 
de Calles. Este plan económico fue de corta duración, 1924-1926, 
y su aplicación durante este periodo sólo fue posible gracias a la 
desmovilización de los grupos armados que operó en esta épo­
la reconstitución del ejército federal y que tuvo lugar en esta épo­
ca. Otro factor que contribuyó notablemente al periodo de paz 
que permitió la aplicación de un plan de desarrollo económico, 
fue la desaparición de los caudillos más importante~ surgidos du­
rante la Revolución (Carranza, Zapata, Villa), así como el retiro 
voluntario, aunque temporal, de Obregón. 

Durante la primera mitad de la presidencia de Calles, se plan­
tea un proyecto de desarrollo global y articulado que se orienta, 
entre otras cosas, a la construcción del sistema de carreteras, gran­
des obras de irrigación, a un esfuerzo muy importante en el cam­
po de la educación y en el de la salud, así como a la creación 
de un sistema bancario y la reforma del sistema financiero. Co­
mo el crédito externo era prácticamente inexistente, los únicos 
recursos con los que se podía contar eran los internos. Por esta 
razón, el punto esencial del proyecto era la reforma hacendaria, 
que tenía como objetivo fundamental la reducción de los gastos 
corrientes y la creación de un sistema fiscal que no sólo gravara 
a las empresas, que era lo que se había venido haciendo hasta 
ese momento, sino que impusiera a los particulares un régimen 
fiscal. La reforma del sistema hacendario era el eje alrededor del 
cual giraba la viabilidad de todo el proyecto, en la medida en 
que permitiera efectuar las inversiones previstas para infraestruc­
tura. 

Esta reforma tuvo como consecuencia no sólo la obtención 
de recursos que pudieran utilizarse para la consecución del pro­
yecto, sino además, la extensión de las funciones del Estado. Uno 
de los primeros frutos concretos de la restructuración del gasto 
público y financiero del Estado, fue la creación del Banco de Mé­
xico, el cual en un primer momento solamente pudo actuar co­
mo un banco privado más; posteriormente logró actuar como ban­
ca central (Krauze, E., 1978, p. 18). 
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El intento, que parecía simple, de reducir los gastos del go­
bierno en sectores como el ferrocarrilero, forzosamente impli­
caba reducir salarios y empleos, por lo que tenía consecuencias 
políticas directas, que reforzaron la extensión de las atribucio­
nes del Estado. Por ello, hubo de instaurarse una nueva y más 
estrecha relación con los sindicatos más directamente afectados, 
lo que a su vez implicó un mayor control sobre ellos. Esta cues­
tión será abordada con más detalle en la segunda parte de este 
libro. 

Por todo ello, a medida que se realiza el proyecto, el papel 
del Estado se extiende y profundiza. No obstante, el propósito 
era, desde el principio, muy claro, en la medida de que se am­
pliaban las funciones del Estado a muchas ramas de actividad, 
que actualmente parecen evidentes, pero que en la época no lo 
eran en absoluto, salvo en la Unión Soviética. 

Es necesario precisar que en esta época, el plan económic,.ó 
no apuntaba al desarrollo industrial del país, sino a la moder­
nización de la explotación agrícola. El objetivo que buscaban to­
dos los esfuerzos de inversión, desde la construcción de la red 
carretera, hasta las obras de irrigación, era la apertura de nue­
vas tierras al cultivo. El modelo que seguían los sonorenses, que 
dominaron la vida política hasta 1934, era el jarmer norteame­
ricano que ellos conocían muy bien y que admiraban; este mo­
delo era imitado ya en sus propiedades del noroeste del país. 

El proyecto de Calles estaba basado en la creación de una 
clase media agrícola (a la cual se le daría todo tipo de apoyo eco­
nómico) que se situaría, en lo que respecta a sus intereses y as­
piraciones, entre los ejidatarios y los grandes propietarios. Por 
un lado estaban aquellos a los que se les darían tierras para ase­
gurar la estabilidad política, pero que estaban limitados por los 
medios tradicionales de producción que utilizaban y, en ocasio­
nes, por el hecho de que la propiedad de la tierra era colectiva; por 
otro lado, los propietarios de los latifundios, que no utilizaban 
cabalmente la totalidad de sus tierras, porque como ya lo ha­
bían mencionado los críticos del porfirismo, las inmensas exten­
siones de tierra no eran económicamente viables, ya que era di­
fícil que un solo individuo poseyera los recursos necesarios para 
capitalizarlas. Así, el sector de clase media agraria, al que se pro­
ponía apoyar y hacer surgir, podría ser creado con base en los 
rancheros del norte de México, que no poseían tierra alguna y 
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que habían laborado para los grandes propietarios de tierras. Es­
tos nuevos propietarios medios serían un ejemplo a seguir para 
los ejidatarios, y a la vez, una barrera que obstaculizaría las am­
biciones monopolistas de los grandes propietarios (Krauze, E., 
1978, p. 136). El punto fundamental del proyecto era que si la 
sociedad, en efecto, evolucionaba en el sentido del ideal de la cons­
titución de los pequeños y medianos propietarios, el papel del 
Estado, que consistía en servir de barrera entre los ejidatarios 
y los latifundistas, mediante el reparto agrario a las comunida­
des y el freno al poder de la oligarquía terrateniente, pasaría a 
ser una función de la propia sociedad. 

El proyecto callista también preveía frenar los intereses ex­
tranjeros, en especial el más importante de ellos: el de la indus­
tria petrolera. El plan precisaba que debían limitarse las con­
cesiones que habían sido otorgadas a perpetuidad durante el 
gobierno de Díaz. También se intentaría, como ya lo había he­
cho el gobierno de Carranza, aumentar los impuestos a las em­
presas petroleras. 

Pero la situación interna fue amenazada de nuevo por un con­
flicto armado. Se tenía conciencia de que, como en los conflic­
tos armados precedentes, Estados Unidos serviría no sólo de mer­
cado en la compra del armamento para los rebeldes, sino hasta 
podría convertirse en tierra de asilo; las facilidades para ello de­
penderían de la relación que, en ese momento, tuviera el gobier­
no mexicano con el de Washington. Por otra parte, la negocia­
ción de la deuda exterior mexicana, la cual se debía en buena parte 
a bancos norteamericanos y de la cual dependía la obtención de 
nuevos créditos que eran vitales para el proyecto callista, tam­
poco facilitaba el intento de endurecer la posición del gobierno 
callista frente a las compañías petroleras. A todo ello debe aña­
dirse el hecho de que México era, todavía en aquella época, uno 
de los principales exportadores de petróleo, puesto que los man­
tos petrolíferos de Venezuela y de Irán apenas comenzaban a ser 
explotados (Meyer, L., 1972). 

No es sino hasta diez años más tarde, durante la presidencia 
de Cárdenas, cuando el Estado mexicano puede llevar a su tér­
mino algunas de las medidas más importantes que el gobierno 
de Calles apenas había esbozado. Se trata en especial, de la con­
solidación del aparato de Estado, la expropiación de la industria 
petrolera y la constitución de un sistema político estrechamente 
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ligado al Estado y que logra incorporar a las organizaciones po­
pulares. En esta época, además, se llevó a término un proyecto 
agrario totalmente diferente del que proponía el callismo, el cual 
ya había sido frenado desde 1927, tanto por razones financie­
ras, como por el estallido de la guerra cristera. 

Es a partir del gobierno de Cárdenas cuando la situación na­
cional e internacional permitirá al Estado consolidar su posición _ 
como principal agente de desarrollo. Una vez que Calles y su gru­
po perdieron todo su poder político, el gobierno de Cárdenas co­
bró la fuerza necesaria para continuar la conformación del apa­
rato estatal y del sistema político como lo conocemos actualmente. 

No obstante, aunque en ese momento el proyecto todavía se­
guía siendo fundamentalmente agrario, conoció transformacio­
nes radicales. La reforma agraria ya no fue considerada como 
una transición necesaria e mevitable (para los sonorenses, en gran 
medida, indeseable), sino como el elemento principal del pro­
yecto. Se había decidido repartir la tierra primero, y luego bus­
car los medios para hacerla fructificar. Para el gobierno de 
Cárdenas, el reparto agrario no respondía solamente a una preo­
cupación de estabilidad política, ni tampoco exclusivamente a un 
deseo de restablecer la justicia social, urgente a más de 20 años 
del fin de una revolución agraria, sino que era también una for­
ma de premiar a un sector que había apoyado activamente la can­
didatura del presidente en turno, Cárdenas, y que le había per­
mitido enfrentarse a Calles, así como un medio de sentar las bases 
para una nueva relación en el campo y una organización cam­
pesina que llegaría a constituirse en una corporación que for­
maría parte del sistema político vigente. 

Por razones fundamentalmente políticas, se impuso enton­
ces una reforma agraria masiva. El Estado, utilizando al máxi­
mo las facultades que le otorgaba la Constitución de 1917, cam­
bió radicalmente la estructura de la propiedad de la tierra, o como 
lo plantea Meyer, estableció la dualidad de la agricultura me­
xicana. Según los datos señalados por este autor, en 1930, las 
propiedades ejidales apenas representaban 13o/o de las tierras cul­
tivables del país, mientras que en 1940 esta proporción llegó a 
ser de 47%, lo que significa que casi la mitad de la población 
rural tuvo derecho a tierras ejidales. En 1940, los ejidatarios po­
seían casi 7 millones de hectáreas cultivables, mientras que los 
propietarios privados poseían 6.8 millones (Meyer, L., 1975, p. 
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165). Así, de manera voluntarista, el Estado modificaba la es­
tructura agraria del país. 

El aparato financiero del país también sufrió grandes trans­
formaciones durante este periodo: se trata de cambios que es­
taban de conformidad con el proyecto surgido desde la presi­
dencia de Calles. El Banco de México se convierte en el banco 
único de emisión, aunque como ya mencionamos no había al­
canzado ese objetivo al momento de su creación. Bajo la presi­
dencia de Abelardo Rodríguez, fue creado el banco de inversio­
nes del Estado, Nafinsa, el cual, como el Banco de México y el de 
Crédito Ejidal, fueron reformados durante el gobierno de Cár­
denas. No obstante, Nafinsa, no pudo cumplir con el papel de 
estimular activamente la economía sino hasta después de 1940. 

Un instrumento, esta vez jurídico, que le será de gran uti­
lidad al gobierno de Cárdenas en su conflicto con las compañ.ías 
petroleras, fue la ley de expropiación de 1936. Esta ley iba mu­
cho más lejos que el artículo 27 de la Constitución, porque no 
solamente concernía a las riquezas naturales del país, ya que otor­
gaba al Estado la facultad de expropiar todo bien privado en be­
neficio del país, en razón del interés nacional (Shulgovsky, A., 
1972 y Meyer, L., 1972). 

Además de haber reformado el aparato estatal, el gobierno 
de Cárdenas logró consolidar el sistema político y movilizar a 

. las organizaciones populares para que constituyeran el principal 
apoyo al Estado. Este hecho, cuando la situación internacional 
se caracterizaba por la proximidad de la Segunda Guerra Mun­
dial y cuando México ya no era el gran exportador de petróleo, 
como había sido hasta mediados de los añ.os veinte, le permitió 
al gobierno intentar de nuevo, cambiar las reglas del juego bajo 
las cuales funcionaban las compañ.ías petroleras. La caída de las 
exportaciones petroleras de México y, en general, de su produc­
ción, fueron de hecho, una de las razones por las cuales el go­
bierno de Cárdenas consideró urgente establecer un control más 
estrecho sobre la industria petrolera. A ello hay que añ.adir la 
reivindicación nacional de un producto fundamental para el de­
sarrollo económico, que estaba en manos del capital extranjero. 

La situación al interior del país también era favorable para 
proceder a la expropiación de las compañ.ías petroleras. El país 
estaba en paz; ya no había ningún caudillo de talla nacional que 
pudiera ser manipulado por los intereses extranjeros y que fuera 
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lo suficientemente fuerte como para ejercer una presión decisiva 
sobre el gobierno (con la excepción relativa de Cedillo en San 
Luis Potosí). Además, el apoyo popular a una medida tal estaba 
prácticamente garantizado. Desde su candidatura, Cárdenas re­
cibió el apoyo de buena parte de las organizaciones campesinas, 
reforzado después por el impulso que dio el gobierno cardenista 
al reparto de tierras. También se podía contar con las organi­
zaciones sindicales. El Frente Nacional de Defensa Proletaria, 
creado en 1935, que se convertiría un afio más tarde en la CTM, 
ya había sido constituido para luchar contra la tentativa de Ca­
lles de imponer su dominio sobre el ejecutivo, como lo había lo­
grado con los gobiernos precedentes. La movilización provoca­
da por el carácter antiobrero de sus declaraciones, aseguraba a 
Cárdenas una relación privilegiada con el sindicalismo. Más par­
ticularmente, fue el sindicato petrolero, constituido por todos los 
sindicatos de las empresas extranjeras, cuya unión había sido es­
timulada por el gobierno, el que sirvió de pretexto legal para la 
nacionalización de la industria petrolera. Un conflicto de orden 
contractual, que fue resuelto por las autoridades de la Junta Fe­
deral de Conciliación y Arbitraje en favor del sindicato, fue el 
motivo del cual se valió el gobierno para obtener el control de 
un recurso que consideraba fundamental para la economía del 
país y para desempeiiar su función rectora del desarrollo. 

Con la industria petrolera en manos del Estado y con la crea­
ción de la Comisión Federal de Electricidad, que vigilaría a las 
compaiiías generadoras y distribuidoras de energía eléctrica, las 
cuales quedarían todavía por más de veinte aiios en manos del 
capital extranjero, el aparato de Estado disponía de un instru­
mento vital para controlar el aprovisionamiento y el precio de 
los recursos energéticos, que serían fundamentales para el desa­
rrollo industrial del país. 

La reforma agraria del gobierno de Cárdenas también fue 
un factor determinante para que el país pudiera lanzarse a la vía 
de la industrialización. Y esto no sólo porque garantizaba la es­
tabilidad política del país, 7 sino también por razones estricta-

7 Se puede encontrar una explicación del fracaso del primero de los go­
biernos posrevolucionarios, el de Madero, en su incapacidad de responder a las 
reivindicaciones campesinas. La guerra cristera también tuvo raíces agrarias, 
además de su carácter netamente religioso. 
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mente económicas. Hasta mediados de los afies sesenta, el re­
parto de tierras (así como las inversiones en la infraestructura 
agrícola que comenzaron bajo el gobierno de Calles y que con­
tinuaron a niveles elevados hasta el gobierno de Miguel Alemán, 
y cuyo principal beneficiario fue la agricultura de exportación y 
no el sector ejidal) tuvo consecuencias importantes porque au­
mentó la oferta de productos alimentarios y permitió así man­
tener bajos sus precios. La sustitución de los latifundios impro­
ductivos por la producción familiar tuvo como consecuencia que, 
durante el lapso de una generación, hubiera suficientes exceden­
tes agrícolas para alimentar al México urbano. Ello, además de 
la exportación de productos agrícolas, permitió que el campo sub­
sidiara (a través de bajos precios de materias primas y de ali­
mentos) y financiara directamente (gracias a la transferencia de 
recursos financieros, ahorro y divisas) buena parte de la indus­
trialización. 

Sin embargo, los efectos benéficos de la reforma agraria se 
atenuaron progresivamente. Una de las causas fue la creciente 
presión demográfica, sobre las tierras repartidas. Otra, fue la di­
ficultad que tuvieron los ejidos para invertir y capitalizarse, con 
el objeto de aumentar su productividad. Esta situación, además 
del creciente descuido hacia el campo, por parte del Estado, a 
partir de la segunda mitad del sexenio de Miguel Alemán, con­
dujeron a la crisis alimentaria que ha vivido México desde fines 
de los afios sesenta (Solís, L., 1975; varios autores, 1974; Gu­
telman, M., 1974). 

Es bien claro que todas las reformas que durante el gobier­
no de Cárdenas afectaron al aparato de Estado, al sistema po­
lítico, así como a la estructura económica fueron la base sobre 
la cual se fundó el desarrollo económico que se inicia a partir 
de la Segunda Guerra Mundial. Los indicadores económicos mues­
tran que a pesar de la gran agitación obrera y las declaraciones 
y acciones que favorecieron a las clases populares, durante el car­
denismo la inversión privada fue considerable. El sector privado 
cobró conciencia rápidamente de que, a pesar de las apariencias, -
le eran favorables las medidas que se estaban tomando y, sobre 
todo, las perspectivas que se abrí~n. Sólo ello puede explicar que 
durante la Segunda Guerra Mundial el país hubiera podido au­
mentar rápidamente la producción industrial para sustituir las 
importaciones que los países en guerra ya no podían seguir cu-
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briendo, así como comenzar a exportar ciertos productos que de­
mandaban las naciones involucradas en el conflicto, por encima 
de su capacidad de producción. Todo ello se daba en un mo­
mento en el cual la importación de maquinaria y equipo nece­
sario para el desarrollo de la industria nacional estaba seriamen­
te obstaculizado por la situación bélica, y en algunos casos, por 
la prohibición formal de algunos países (notablemente de Esta­
dos Unidos) de exportar cualquier tipo de material y de equipo 
industrial que pudiera servir para apoyar el esfuerzo bélico (Meyer, 
L., 1977a, p. 205; Solís, L., 1973; Hamilton, N., 1982). 

Aparentemente, los empresarios aceptaban que el Estado se 
erigiera mediador de los conflictos relativos a las relaciones in­
dustriales. Cárdenas consideraba que era necesario que obreros 
y patrones se organizaran en sus respectivas asociaciones para 
que sus relaciones dejaran de ser anárquicas -como propo­
nía que eran las que existían entre los individuos- y se transfor­
maran en la interdependencia constante que existe entre los gru­
pos organizados (Cárdenas, L., 1934, p. 70). En su informe de 
gobierno correspondiente a 1938, Cárdenas afirmaba que en una 
sociedad en la cual la lucha de clases se manifestaba bajo la for­
ma de un conflicto entre grupos organizados, todas las tenden­
cias opuestas pueden presentarse y coexistir, sin que ninguna de 
ellas elimine a otra (Cárdenas, L., 1966, p. 97). Con base en es­
tas declaraciones, el capital privado podía sentirse seguro de que 
se le asignaba una función de primera importancia, de que su 
lugar en la sociedad estaba garantizado, y de que las condicio­
nes económicas y políticas eran propicias para un desarrollo eco­
nómico estable, a pesar de que el radicalismo de Cárdenas, en 
lo que se refiere al reparto agrario y al establecimiento de la edu­
cación socialista, podría despertar dudas. 

Existe un consenso en el hecho de afirmar que el gobierno de 
Cárdenas consolida la fase institucional de la época moderna 
de México, que establece las bases políticas y organizacionales 
para el desarrollo económico sostenido que mantendrá México 
durante los siguientes cuarenta añ.os. Aunque desde entonces no 
se han dado cambios institucionales radicales, no se puede ig­
norar que los gobiernos posteriores han aplicado ciertas medi­
das importantes.fSe puede decir que prácticamente se frenó la 
reforma agraria y-que incluso se protegió a los propietarios de 
grandes extensiones de tierra, quienes obtienen, durante el se-
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xenio de Miguel Alemán, la promulgación de la Ley de Amparo 
Agrario; se suprimió el proyecto cardenista de educación socia­
lista; progresivamente fueron excluidos del seno de los sindica­
tos más importantes, los líderes más radicales; y finalmente, cuan­
do el PRM se convierte en PRI, se suprime al sector militar. No 
obstante, durante todo el periodo que va desde el cardenismo has­
ta la actualidad, el Estado conserva todas sus facultades, inclu­
so las amplía, y el PRI conserva la estructura sectorial, es decir 
el control corporativo de las organizaciones populares, lo que sig­
nifica que se mantiene la alianza con el sindicalismo y se respeta 
al sector ejidal, aunque a este último no se le otorgue el sufi­
ciente apoyo económico. 

Sin embargo, el proyecto de desarrollo sí sufre una modi­
ficación fundamental; no tanto en lo que se refiere al rol del Es­
tado ni a la fun.cion del capital privado, sino en lo que respecta 
a su .orientación. Por un lado, operaba un modelo agrario, que 
giró primero en torno a la modernización del agro que promo­
vían los "sonorenses." y después en torno a la reforma agraria 
del gobierno cardenista. De ambos proyectos en los que la in­
dustria era considerada como complementaria, se pasa a un ter­
cero en el cual la industria se convierte en el eje principal del de­
sarrollo. A partir de la Segunda Guerra Mundial, el desarrollo 
va a significar industrialización. La agricultura tendrá como fun­
ción proveer de materias primas y alimentos, a bajo precio, pa­
ra mantener bajos los salarios, así como obtener divisas a través 
de la exportación. Este modelo funciona de manera eficiente has­
ta mediados de los aiios sesenta, momento en el cual comienza 
a dar signos de agotamiento, hasta llegar a una franca crisis du­
rante los aiios setenta. 

Este cambio en el contenido del proyecto tuvo como conse­
cuencia el abandono de la agricultura ejidal, que contaba con 
recursos propios mínimos y la atención casi exclusiva a los sec­
tores susceptibles de obtener las divisas necesarias para el esfuer­
zo de industrialización. De esta manera, mientras el sector de la 
agricultura comercial y las exportaciones que generaba siguie­
ron creciendo hasta nuestros días, los excedentes de productos 
agrícolas básicos para la alimentación se fueron extinguiendo. 
La crisis agrícola sería en rigor la del renglón alimentario, y es­
taría provocada por la imposibilidad del sector ejidal de conti­
nuar produciendo excedentes en cantidad suficiente (Hewitt de 
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Alcántara, C., 1978, Luiselli, C., 1980). 
Pero quizá la cuestión más importante, por lo menos en lo 

que a este libro se refiere, es que a pesar de que esta transfor­
mación del proyecto de desarrollo, afectaba a los sectores so­
ciales que hasta ese momento habían sido los beneficiarios de un 
cierto proyecto de desarrollo y a sus aliados en el interior del go­
bierno, el cambio se llevó a cabo sin transformación del régimen 
político. Todo lo contrario; el hecho de que este cambio se haya 
llevado a cabo sin necesidad de grandes transformaciones polí­
'ticas representa en cierta medida la prueba de fuego para el ré­
.gimen que había sido establecido aproximadamente veinte años 
antes. Se plantea así la pregunta clave para cualquier estudio que 
.se proponga observar los mecanismos de la estabilidad del sis­
tema político mexicano. 

En diferentes circunstancias históricas, en otros países, un 
cambio en el modelo de desarrollo usualmente ha conducido 
a cambios en el régimen político. En el caso mexicano, es evidente 
que la situación política después del sexenio <:ardenista estuvo ca­
racterizada por una menor recurrencia y aceptación de la mo­
vilización de las masas obreras y campesinas. Los gobiernos pos­
teriores fueron estructurando un sistema político basado en la 
no-participación, sobre la base del control corporativo de ·aque-. 
IJas masas que el gobierno cardenista había logrado movilizar. 
También es claro que los gobiernos posteriores al cardenista (y 
en particular el de Miguel Alemán) se mostraron mucho menos 
interesados en favorecer los intereses de las clases popul'ares, y 
más autoritarios; además, el poder político fue centralizándose 
aún más. Se favoreció a los empresarios agrícolas e industriales, 
en detrimento del ejido y de los sectores obreros. Lo más nota­
ble es que nada de esto significó un cambio en el régimen po­
lítico, sino más bien suscitó el rejorzamiento de la herencia del 
gobierno cardenista. 
· Es digna de atención la capacidad del Estado para neutra­

lizar las presiones del sector ejidal, el más afectado por la trans­
formación del proyecto, pues al mismo tiempo se le mantuvo al 
interior del sistema institucional establecido. También destaca el 

. hecho de que se haya logrado conservar el sindicalismo al inte­
rior de este sistema y que se haya podido mantener el consenso 
en torno al proyecto de industrialización, a la vez que se eli­
minaba a los más radicales dirigentes obreros y se abandonaba 
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el discurso pro-obrerista, así como que en términos generales, 
se limitara considerablemente la influencia del sindicalismo en 
el gobierno, cuando además, la inflación golpeaba duramente los 
salarios de los obrero~. 

Para comprender cómo se evitó la ruptura, cómo el pacto 
"populista" fue mantenido, a pesar.de que ya no había1condi­
ciones para sostener una .Política coincidente con el objetivo ori­
ginal de esta alianza, es inevitable hablar de dos dimensiones adi­
cionales que permitieron, por su interrelación, que el Est;;tdo 
actuara en la que es su función principal: ser agente de desarro­
llo. Esta discusión, así como la aplicación de dicho "modelo" 
al sindicalismo, y a su relación con el Estado, nos permitirán com­
prender por qué es hasta nuestros días cuando, por primera vez, 
se presenta un debate real sobre la intervención del Estado como 
agente principal de desarrollo. Como veremos más adelante, ni 
los grandes conflictos de 1958-1959, ni el surgimiento de lo que 
se conoció como "insurgencia obrera", ni el mismo movimien­
to estudiantil de 1968, cuestionaron el rol del Estado o la orien­
tación que éste ha dado a la sociedad; asimismo fue pasado por 
alto lo que podría denominarse el sistema de dominación. Los 
éuestionamientos han aludido exclusivamente a las formas de re­
partición de los beneficios del desarrollo y a la rigidez del sis­
tema institucional. Por el contrario, hoy en día se pone en en­
tredicho la viabilidad del modelo voluntarista de desarrollo en 
el cual el Estado es el agente principal. No obstante, nunca (con 
excepción de los momentos iniciales de la puesta en marcha del 
proyecto industrializador en los inicios de la década de los cua­
renta) se ha llegado a cuestionar la orientación de la sociedad: 
la forma de llevar a cabo el propio proyecto de industrialización. 

LA LÓGICA NACIONAL~POPULAR DEL ESTADO 

El nacionalismo 

La circunstancia de que el proyecto de industrialización fuera al 
mismo tiempo un proyecto de desarrollo y un elemento de afir­
mación nacional estuvo estrechamente ligada al consenso que 
existía en torno a él. Este consenso fue lo que permitió la tran-
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sición entre el gobierno de Cárdenas y. los de Á vila Camacho y 
Miguel Alemán, durante los cuales se cuestionaron numerosas 
medidas que fueron adoptadas durante la presidencia de Lázaro 
Cárdenas, así como también fue lo que permitió un cambio en 
la actitud de cara al sindicalismo y al sector campesino, todo ello 
sin grandes transformaciones políticas. La doble lógica, nado­
mil y popular, bajo la cual se planteó el proyecto de moderni­
zación económica, que era 'todavía más eficaz frente a la ame­
naza exterior que representaba la Segunda Guerra Mundial, fue 
lo que hizo factible un cambio de actitud hacia las organizacio­
nes populares, al tiempo que se pasaba de un proyecto funda­
mentalmente agrario a otro básicamente industrial. 

Fue precisamente la coyuntura del conflicto internacional la 
que permitió al gobierno de Á vila Camacho lanzar un llamado 
a la unidad nacional. Este llamado exigía no solamente que las 
clases populares aceptaran lo que se llamó las "contrarreformas", 
que llevaron a cabo los gobiernos de Ávila Camacho y de Miguel 
Alemán, sino que además se estableciera un consenso en torno 
a las medidas que iba a implantar el Estado. Era necesario des­
movilizar a las fuerzas que habían sido activadas durante el go­
bierno cardenista, las que tenían el suficiente poder para exigir 
al Estado lo que convenía a sus intereses y para frenar algunas 
de las medidas que se proponía el gobierno. La idea de la unidad 
nacional suponía la sumisión de estas fuerzas al poder estatal, 
o por lo menos, su renuncia temporal a intereses meramente par­
ticulares. 

Durante la campaña del entonces candidato del PRM a la pre­
sidencia, Ávila Camacho declaró ante una manifestación de tra­
bajadores, los que eran, sin duda alguna, el sector social mejor 
organizado, y el que en ese entonces representaba una fuerza in­
dependiente del Estado, que: 

Puesto que las masas trabajadoras han afirmado sus garantías, de­
ben aorirse los grandes recursos del país a las inversiones legítimas 
y al estímulo de la iniciativa privada, rodeándolas de una justa se­
guridad, siempre que garantice el respeto a la libertad económica 
de Méxi~ y a las conquistas del proletariado [ ... ] H~y algo que 
está más alto que nuestras luchas transitorias y es el sentimiento 
de la patria mexicana. Todo un pasado cargado de satrificios y to­
do un porvenir de legítimas esperanzas, debe elevar, en un movi-
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miento de unión, el sentimiento genuino de la patria. Que nuestro 
patriotismo prepondere ante todo (Manuel Ávila Camacho, Excél­
sior, 17/IV/39, citado por Medina, L., 1974). 

Durante el sexenio inmediato anterior, los intereses de las cla­
ses populares habían sido reforzados, tanto los del sector cam­
pesino (por medio del reparto agrario) como los del sector obre­
ro (con el impulso que se dio a su organización y a la obtención 
de reivindicaciones que se habían logrado por: medio de las nu­
merosas huelgas que el gobierno había apoyado tácita o explí- · 
citamente). El gobierno de Manuel Ávila Camacho proponía que 
había llegado el momento de recuperar la paz social, de dar con­
fianza al capital privado para que invirtiera, porque el país se 
encontraba en una época en la cual se abrían grandes perspec­
tivas para· su desarrollo. Las "contrarreformas" eran necesarias 
para restablecer el equilibrio y para garantizar la seguridad de 
los inversionistas. Oponerse a ello sería imponer los intereses par­
ticulares, en detrimento de los intereses de la nación, de un "futuro 
de esperanzas legítimas"' lo que en pocas palabras equivalía a 
una traición a la patria. 

Más adelante analizaremos las consecuencias del consenso , 
que se obtuvo en ese momento en torno a estas ideas; por el mo­
mento basta con indicar que este llamado a la unidad nacional 
fue efectivo, al punto de que se llegó a establecer una tregua de 
las reivindicaciones obreras y de las huelgas, y que incluso se fir­
mó un pacto entre los sindicatos y los patrones: el pacto obrero­
industrial.8 La razón por la cual las organizaciones obreras fir­
maron este pacto tiene una causal adicional, relacionada con el 
hecho de que la industrialización del país efectivamente prome­
tía beneficios para los obreros y para sus organizaciones. La CTM 

8 En efecto, a pesar de que después de 1943 las huelgas fueron más fre-. 
cuentes, durante los dos primeros años de la presidencia de Ávila Camacho, 
se percibe una baja considerable de la frecuencia de los movimientos huelguís­
ticos en comparación con el sexenio de Cárdenas, 1935-624 huelgas; 1936-674; 
1937-576; 1938-319; 1939-303; 1940-357; 1941-142; 1942-98; 1943-766; 1944-
887; 1945-220; 1946-207. Como lo señala Middlebrook, en los dos años duran­
te la presidencia de Á. Camacho en los que existe un fuerte incremento de huel­
gas, se trata más bien de una táctica por parte de los sindicatos de la industria 
textil (Rott, R., 1975, Middlebrook, K., 1982). 
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respondía a las propuestas del candidato en los siguientes tér­
minos: 

La reacción quiere rectificar a Cárdenas; la Revolución desea con­
tinuarlo. Pero es indispensable aclarar que la continuación de la 
tarea cardenista debe estar guiada por una visión exacta de la di­
námica misma del movimiento revolucionario y por un conoci­
miento verdadero de los cambios que se operan en la estructura so­
cial del país[ ... ]. Lo importante es proclamar que las rectificaciones 
no lian de ser de ninguna manera, rectificaciones a la esencia y la 
dirección de la política cardenista, sino en todo caso, a su aplica­
ción y acoplamiento a la realidad (CTM, El Popular, 18/IV /39, ci­
tado por Medina, L., 1974). 

Es bien claro que estas respuestas son una justificación de 
la actitud que el sindicalismo estaría obligado a adoptar, si que­
ría evitar romper con el gobierno y, en consecuencia, obligar a 
una ruptura de régimen. El sindicalismo decidió, provisional­
mente,.aceptar las nuevas reglas del juego, manteniendo una ac­
titud vigilante. No obstante, es importante señalar hasta qué pun­
to la relación que fue establecida entre el Estado y el sindicalismo, 
así como la que el primero estableció con las organizaciones cam-

, pesinas, restringían el campo de acción de las organizaciones po­
pulares. 

Además, ello se debió al éxito que había logrado el Estado 
en su propósito de erigirse en el principal agente de desarrollo 
y a St! manera de presentar el proyecto de desarrollo como una 
afirmación nacional, así como al hecho de obtener legitimidad 
de su papel como defensor de las clases sociales menos favore­
cidas, lo que postulaba a través de su políti'ca social. La legiti­
midad que el Estado había logrado hacia fines del. sexenio de Cár­
denas era tal, que difícilmente permitiría a las organizaciones 
populares plantear una oposición a sus políticas. 

De esta manera, el nacionalismo, como ideología del Esta­
do, pasa de tener un contenido negativo, que durante todo el si­
glo XIX postulaba como la. existencia de un enemigo externo o 
como la debilidad que significaba la falta de unidad nacional, 
a un contenido positivo que se logra a través de considerar al de­
sarrollo económico como una afirmación nacional. De esta ma­
nera, del patriotismo deviene uno de los elementos que legiti­
man el Estado. 
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La lógica popular 

La lógica social y populista del Estado mexicano, así como la 
de otros estados o regímenes latinoamericanos que en algún mo­
mento estuvieron en el poder, es también importante para com­
prender la legitimidaq que logró obtener el Estado en su rol de 
agente de desarrollo. 9 Es esta lógica la que determina la políti­
ca social del Estado mexicano; lo que ha sido fundamental para 
un país que, durante la segunda década de este siglo, conoció uno 
de los movimientos sociales más.significativos de la historia con­
temporánea. 

Aunque durante el gobierno de Porfirio Díaz no se estable­
ció legislación alguna que, a nivel federal, se refiriera a las re­
laciones laborales, algunos de sus gobernadores sí legislaron en 
este sentido. Éste es el caso de Bernardo Reyes, gobernador de 
Nuevo León y de José Vicente Villada, en el Estado de México. 
Ambos promulgaron leyes que regulaban las formas de contra­
tación de los peones y que se referían a los accidentes de tra­
bajo. No obstante, estas leyes representan más bien la excepción 
a la regla. Aunque se puede afirmar que el régimen porfirista 
muestra uri creciente interés por el arbitraje de las relaciones so­
ciales, que rompe paulatinamente con la práctica liberal de abs­
tenerse de intervenir en las relaciones de trabajo y que establece 
los primeros elementos de legislación social (Guerra, F.X., 1985, 
p. 277), también es cierto que tendremos que esperar a la irrup­
ción de las masas populares durante la Revolución, para que los 
dirigentes políticos se convenzan de la necesidad de la interven­
ción permanente del Estado en el dominio de las relaciones so­
ciales. 

Mientras que el Estado nacional definía su carácter, en fun­
ción de las características que adoptaría su relación con la so­
ciedad, el desarrollo económico le era impuesto a ésta desde el 

9 En el marco de este libro, es imposible discutir las diferencias entre paí­
ses como México y Brasil, en los cuales se constituyó un Estado que basó su 
acción sobre las tres dimensiones que estamos analizando, y países en los cuales 
fue una élite dirigente, una oligarquía o un empresariado nacional, el que las 
adoptó, aunque en ellos, por el contrario, no se logró constituir un Estado. Ello 
necesitaría de un estudio comparativo y una profundización que rebasan el mar­
co de este trabajo. 
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~xterior (en un primer momento desde el exterior del país por 
'Ut:apital extranjero, en seguida, desde el exterior de la sociedad 
por el propio Estado). Esta situación es distinta de aquella de 
los países que han conocido una industrialización temprana, don­
de el cambio emerge desde el interior de la propia sociedad (a 
pesar de que no se puede negar que también existan importantes 
estímulos externos). En estos países, el desarrollo es promovido 
por un agente que es un actor social, un sector de la sociedad 
que se desarrolla en una clase patronal dirigente, lo que implica 
un desarrollo más progresivo, en el cual a medida que las an­
tiguas instituciones sociales son destruidas, la sociedad se adap­
ta creando nuevas. En cambio, en los países donde el cambio es 
exógeno, es también mucho menos progresivo y la sociedad no 
puede crear por sí misma nuevas instituciones para remplazar 
aquellas que son destruidas; es el Estado el que debe de encar­
garse de ello. Si no lo hace, o si lo hace con demasiada lentitud, 
los desequilibrios resultantes pueden llevar a un rompimiento 
social. 

Con la irrupción de las masas populares en el escenario po­
lítico, durante la Revolución, fue imposible limitarse a un cam­
bio estrictamente político, como lo querían los primeros revo­
lucionarios, y fue necesario constituir un Estado y un sistema 
político que estuviera basado sobre una distinta alianza social, 

_lo que equivalía a un sistema: de dominación diferente. Se esta­
bleció un Estado que interviniera activamente en la construcción 
de las instituciones, lo que se tradujo en un proceso de 
institucionalización por vía autoritaria , así como en la adop­
ción de una política social ''popular''. Pero aquello que tuvo que 

. ser adoptado como consecuencia de la entrada violenta de las ma-
sas populares al escenario político, rápidamente se transformó 

.. en un elemento de legitimación. 
Para establecer un nuevo orden, fue necesario que el Estado 

adoptara una política social-popular. La estabilidad del nuevo 
régimen exigía que no se volvieran a descuidar las relaciones so­
ciales. Para ello, era necesario promulgar leyes que respondieran 
a las reivindicaciones campesinas, indispensables para restable­
.cer la paz, pero también era necesario anticipar una legislación 
que concerniera las relaciones entre los obreros y los patrones. 
'Por ello, a pesar de que el sindicalismo tenía un peso específico 
nmcho menor que el del campesinado, se le otorgó un impor-
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tante lugar en la Constitución; lo mismo ocurrió con las rela­
ciones que se establecieron entre las organizaciones obreras y sus 
dirigentes, en los distintos gobiernos posrevolucionarios. 

El hecho de que el movimiento constitucionalista adoptara 
la Ley Agraria y la legislación obrera que se promulgaba en las 
regiones que iban siendo ocupadas, fue tan importante como :la 
propia lucha armada contra Villa y Zapata. Es evidente que los 
mismos campesinos, a excepción de aquellos que se hallaban de­
masiado anegados a Zapata y a Villa, preferían apoyar un mo­
vimiento que prometía otorgarles tierras de una forma legal, que 
uno que haría lo mismo, sin apoyarse en el derecho. Las me­
didas legislativas en beneficio de los obreros confirieron a Ca­
rranza el apoyo de éstos, a tal grado que se organizaron bata­
llones obreros para combatir a los ejércitos campesinos que 
luchaban contra el movimiento carrancista. 

Todo ello no solamente inauguraba un nuevo tipo de Esta­
do, sino también un nuevo estilo de política. Por una parte, a 
partir de este momento, el Estado ya no podría ignorar las ne­
cesidades sociales que inevitablemente derivaban de los desequi­
librios inherentes al desarrollo. Por otra parte, las reivindicacio­
nes populares más urgentes serían recuperadas por el gobierno 
y utilizadas como un mecanismo de movilización en su favor. 
El Estado no sólo comprendió la necesidad de su intervención., 
en las cuestiones sociales, con el objeto de evitar o resolver con­
flictos, sino que asumió que la política populista le permitiría ven­
cer a la oposición, adelantándosele o robándole banderas, lo que 
en efecto ha sucedido en muchas ocasiones, desde el movimien­
to zapatista hasta épocas más recientes. 

La recuperación de las reivindicaciones del movimiento za­
patista y sobre todo el haber logrado derrotar a los ejércitos 
campesinos, le concedieron al Estado posrevolucionario la ex­
clusividad de la aplicación de reformas sociales. Un régimen re­
volucionario difícilmente se rige por el principio de la división 
de poderes. Un Estado revolucionario no puede aceptar la exis­
tencia de poderes paralelos. En el caso mexicano, esto significó 
que las reformas debían aparecer siempre como obra de la vo­
luntad política de los gobiernos y jamás como resultado de la 
presión popular. Sucede frecuentemente que una medida exigi­
da por un movimiento o por una huelga, no $e materializa sino 
hasta después de terminado (a veces incluso en forma violenta) 



EL ESTADO COMO AGENTE DE DESARROLLO 51 

el conflicto. Se ha tenido siempre cuidado de que quede bien cla­
ro que, si bien el Estado adquiere una clara conciencia social, 
también es el único capacitado para determinar el contenido de 
las reformas, que van a ser establecidas en función de su visión 
de la realidad y no por presiones sociales. El hecho de que el Es­
hilio se hubiera constituido en garante de la justicia social, tam­
bién implicaba que fuera el agente exclusivo que dictaría las me­
didas concretas que se derivaran de esa privilegiada condición. 
La razón de Estado en México siembre ha estado basada en la 
idea de que si se responde a las presiones sociales, el sistema po­
lítico será rebasado rápidamente por éstas. 

La lógica social del Estado, así como su función de agente 
de desarrollo, fue cristalizada en la Constitución de 1917, que 
le otorgó un poder muy amplio en lo referente a la legislación 
de los asuntos sociales y en lo que concierne al derecho de dis­
poner de los recursos naturales de la manera que, en función de 
su estrategia de desarrollo, le pareciera más conveniente. Ésta 
es la base a partir de la cual se llevaría a cabo la expropiación 
del petróleo, pero también el reparto agrario. La fuerza que con­
cedía la Constitución de 1917 al ejecutivo reducía, por ende, las 
atribuciones del congreso, el cual había sido muy importante en 
las precedentes constituciones, lo que, entre paréntesis, había obli-

~ gado al gobierno porfirista así como a los anteriores gobiernos 
dé la república restaurada, a hacerlo a un lado para poder go­
bernar. Así se justificaba históricamente que el rol de agente de 
desarrollo que iba a adoptar el Estado mexicano, implicaba la 
necesidad de la concentración del poder político. 

Esta nueva política y la institucionalización, por vía auto­
ritaria, permitieron incorporar a las organizaciones populares en 
el seno del PRI y a darles albergue ahí hasta nuestros días. La 
legitimidad que obtenía el Estado gracias a su política social y 

' a su hábil manejo de las reivindicaciones populares, sobre todo 
de aquellas que surgían de los sectores más sensibles política­
mente, ha sido determinante para mantener la estabilidad del sis­
tema político y de dominación que surge al fin de la Revolución. 





11. LOS DESEQUILIBRIOS: MODELO 
DE DESARROLLO Y SISTEMA POLÍTICO 

El desequilibrio de las sociedades latinoamericanas implica dos 
cuestiones diferentes que deben ser claramente distinguidas si se 
pretende entender la especificidad de la situación de estas nacio­
nes de cara a los países desarrollados. Es evidente que en ambos 
casos, como en toda sociedad en cambio, existe un cierto dese­
quilibrio, que sería más correcto calificar como desfase. En la 
medida en que una sociedad se encuentra en un proceso de cam­
bio, cualquiera que sea el sistema al que se esté haciendo refe­
rencia, ya sea al de acción histórica, al institucional (o político), 
o aun al sistema organizacional, existe un "desfase (deca/age) en­
tre las formas de acción de la sociedad sobre sí misma y las for­
mas de decisión, de conflictos sociales o de dominación" 
(Touraine, A., 1973, p. 440). 

En las sociedades desarrolladas, el cambio, que es en gran 
medida endógeno, implica un desfase entre la capacidad de la 
sociedad para actuar sobre sí misma y las formas de su funcio­
namiento, entre la dinámica mediante la cual la sociedad se pro­
duce a sí misma y el orden social que reproduce sus estructuras 
y que continuamente establece un equilibrio interno. Y es pre­
cisamente este desfase el que impone continuamente a la socie­
dad la necesidad de transformarse de nuevo, de trascenderse. A 
medida que una sociedad cambia, destruye el orden social vi­
gente, y su funcionamiento se "desajusta''; tiene, por lo tanto, 
la necesidad de un nuevo cambio, que genere las nuevas formas 
de funcionamiento. En general, estos cambios, estos nuevos mo­
dos de funcionamiento, se producen a través del conflicto so­
cial, el cual permite crear e institucionalizar las nuevas formas 
que reviste el orden social. 

Pero en el caso de las sociedades en vías de desarrollo, el cam­
bio no sucede de esta manera, porque no existe un simple des-

[53] 
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fase entre la ac~lón de la sociedad sobre sí misma y las formas 
mediante las cuales esta sociedad funciona. En estas sociedades 
el desfase fundamental no se sitúa al interior de la sociedad mis­
ma, entre sus diferentes dimensiones, sino que principalmente se 
ubica entre una capacidad limitada de acción autónoma de la so­
ciedad y un agente de cambio que ejerce sobre ella una acción 
de orden exógeno. 

El cambio en las sociedades en vías de desarrollo, y parti­
cularmente en las latinoamericanas, está definido en una pri­
mera etapa por la posición que esos países ocupan en la estruc­
tura económica mundial, lo que se ha denominado dependencia, 
tema que ha sido tratado en numerosos estudios. 1 En una segun­
da etapa, el cambio se define por la situación en la que se en­
cuentran la mayoría de los países latinoaméricanos en la actua­
lidad, donde es el Estado el que, de manera voluntarista1 actúa 
sobre la sociedad con el objetivo de transformarla. Es así como 
el Estado se sustituye al capital extranjero como agente de cambio. 

Esta situación, de la que también participaQJas sociedades 
desarrolladas -como ya vimos-'-, produce desfases entre las di­
ferentes dimensiones del sistema de acción histórica, principal­
mente entre la dinámica del cambio, su orientación, y las for­
mas de funcionamiento, el orden social. En nuestros países, es 
común afirmar que el cambio destruye las relaciones sociales tra­
dicionales y que lo hace tan rápidamente que no permite que se 
constituyan nuevas relaciones para suplir a aquéllas. A ello ten­
dríamos que añadir que el hecho de que el Estado sea el agente 
de desar,rollo y que la sociedad no tenga sino una capacidad re­
ducida de acción sobre sí misma, dificulta aún más la construc­
ción de nuevas relaciones sociales, que, por decirlo de alguna ma­
nera, concuerden con la nueva etapa de desarrollo. Es el Estado, 
entonces, el que tiene que encargarse de establecer estas nuevas 
relaciones, y lo hace por medio de lo que Touraine ha llamado 
la institucionalización por vía autoritaria. 

De esta manera, tenemos como .resultado que en los países 
en vías de desarrollo el desfase no es "simple", sino que, por 
el contrario, se traduce en un verdadero desequilibrio. Porque 

1 En especial en los trabajos de Prebisch, de Furtado y de Cardoso y 
Faletto. 



LOS DESEQUILIBRIOS 55 

si bien el cambio puode ser impuesto desde afuera, no es tan fá­
cil imponerle a la sociedad, de manera exógena, las formas de 
su funcionamiento. Esta situación tiene como consecuencia el fe­
nómeno siguiente, que también ha sido estudiado en distintas in­
vestigaciones: al mismo tiempo que existen relaciones de pro­
ducción de tipo industrial, las formas mediante las cuales funciona 
la sociedad y a través de las cuales se establece el orden social, 
derivan deformas tradicionales,·y, en el peor de los casos, se tra­
ducen en el desarraigo y la descomposición social. 

Solamente a partir de estas premisas es posible comprender 
las distintas expresiones de lá dependencia, trátese de la depen­
dencia económica o cultural; así como los argumentos que pro­
ponen la incompatibilidad estructural entre un modelo de desa­
rrollo (y un modelo cultural que lo engloba) impuesto desde afuera 
y las relaciones sociales tradicionales. Es también sólo a partir 
de esta perspectiva que se puede comprender el autoritarismo de 
los Estados latinoamericanos. Cuando en una segunda etapa, 
es el Estadoel que"impone los cambios a la necesidad, cuando, 
una vez destruidas las relaciones sociales tradicionales, es el Es­
tado quien debe encargarse de consolidar un nuevo orden social, 
su función rebasa el marco económico y el socioeconómico, y 

. se extiende a los sistemas institucional y organizacional. El Es­
tado sustituye la institucionalización del funcionamiento social 
por medio del conflicto, por la institucionalización autoritaria. 
Es éste el significado más profundo del autoritarismo. 

En una situación de desequilibrio como la que estamos ana­
lizando, el Estado no es sólo un agente de cambio, sino que es 
también un agente del funcionamiento y del orden. Esto es im­
portante no sólo porque el Estado adquiere un carácter autori­
tario que se extiende a muchos campos, sino además porque es­
to perpetúa la incapacidad endémica rle la sociedad para actuar · 
sobre sí misma, lo que, en un momento determinado, puede re­
presentar un obstáculo al desarrollo. 

El desenlace de todo lo expresado conduce, a su vez, a dos 
cuestiones que trataremos de analizar para el caso mexicano. Por 
una parte, a diferencia de lo que sucede en los países desarro­
llados, donde el desfase estimula al cambio, en los países en de­
sarrollo el desequilibrio exige la intervención del Estado, que com­
pensa el bajo nivel de acción de la sociedad sobre sí 'misma. Por 
otra parte, este desequilibrio, lejos de representar un estímulo 
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al cambio, llega a convertirse en su principal obstáculo. Es ob­
vio que estos dos problemas explican el fracaso de las teorías de 
la modernización como las propuestas por Lipset, en las que se 
sustenta que a un mayor desarrollo económico corresponde casi 
mecánicamente un desarrollo político (Lipset, S.M., 1960 y Kahl, 
J.A., 1968). 

Vamos a intentar definir la situación de México, en lo que 
respecta a esta problemática, esencialmente en dos distintos pla­
nos: el económico y el institucional o político. Con el estudio so­
bre el sindicalismo analizaremos las consecuencias que tienen los 
desequilibrios inherentes al modelo de desarrollo y a la institu­
cionalización autoritaria sobre el sistema organizacional y sobre 
la acción social. 

EL MODELO DE DESARROLLO 

Es evidente que a nivel económico, el desequilibrio acompaña 
tanto al modelo de sustitución de importaciones como al mo­
delo anterior de desarrollo hacia afuera. La CEPAL, y particu­
larmente Prebisch, no son solamente precursores de la defi­
nición y del análisis del desequilibrio inherente a la situación 
de desarrollo hacia el exterior; su pensamiento es además uno de 
los más originales. Su teoría, así como sus tecomendaciones a los 
gobiernos latinoamericanos sobre política económica, se fun­
damentan esencialmente en el análisis de la disociación entre la 
estructura de la demanda y la estructura productiva. En las eco­
nomías latinoamericanas ocurre que mientras la estructura de la 
demanda se diversifica, gracias al aumento y a la concentración 
de los ingresos, la estructura productiva se concentra en los pro­
ductos primarios; muy frecuentemente se trata sólo de uno o dos 
productos distintos (CEPAL, 1969, p. 23). 

Mientras este sistema funcionaba, es decir, mientras conti­
nuaban las exportaciones de productos primarios, permitiendo 
la obtención de las divisas necesarias para las importaciones exi­
gidas por la demanda diversificada, el modelo impidió el desa­
rrollo de otras ramas de actividad que no fueran las directamen­
te exportadoras o las que estuvieran ligadas indire(.;tamente a éstas. 
Los sectores exportadores (para el caso poco importa si se tra­
taba de propiedad nacional o extranjera), constituían enclaves 
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modernos en una economía que en gran medida continuaba sien­
do tradicional. 2 De esta manera, se generó un desequilibrio adi­
cional al ya mencionado, ahora de tipo regional, que era, sin em­
bargo, menos significativo que el que existía entre la producción 
y la demanda. 

Es necesario que este modelo entre en crisis para que el de­
sequilibrio entre demanda y producción, en vez de ser un obs­
táculo al desarrollo, se convierta en un estímulo. En la mayoría 
de los países latinoamericanos, el sector exportador afronta res­
tricciones, producto de la situación por la que atraviesan las na­
ciones desarrolladas durante la gran crisis mundial de 1929-1932., 
En el caso de México, la crisis del modelo exportador será cau­
sada por la situación generada por la Segunda Guerra Mundial. 
En ambos casos, la imposibilidad de satisfacer, mediante las im­
portaciones, la demanda interna va a implicar la necesidad de 
compensarla por producción nacional. 3 Así sé da el inicio de la 
sustitución de importaciones y comienza el modelo de desarrollo 
dirigido hacia el interior, que algunos economistas consideran 
espontáneo porque está determinado heterónomamente. 

En esta primera etapa de la sustitución de importaciones, la 
estructura productiva intenta simplemente adaptarse al modelo 
de demanda existente. Pero desde el momento precedente, como 
lo demostró la CEPAL, en la medida en que los precios de los pro­
ductos exportados oscilaban constantemente, se desataban gra­
ves consecuencias para las economías periféricas en lo que con­
cierne a su capacidad para satisfacer la demanda; además, lo que 
es todavía más importante, la posibilidad de expansión de la in­
dustria local dependiente del centro exportador se vio limitada, 
pues no podía mantener un ritmo de crecimiento estable. Existía 
siempre un desequilibrio, pues por diversas razones la demanda 
de productos primarios tendía a crecer lentamente y con un cier­
to retraso con respecto al crecimiento de los ingresos en los cen­
tros industriales (CEPAL, 1969, p. 18).4 

2 En los países, como Argentina y Uruguay, donde la producción jamás 
fue de enclave, este segundo desequilibrio no existe. 

3 La capacidad previa de producción industrial, desarrollada alrededor del 
sector exportador y de los centros urbanos que este centro estimulaba, explica, 
en parte, la posibilidad de pasar a la sustitución de importaciones. 

4 Existen diversas razones para ello, entre las más importantes figuran: 
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La crisis del modelo de desarrollo hacia el exterior dio lugar 
a las siguientes consecuencias: desde que fueron capaces de 
hacerlo, los países latinoameriCanos dirigieron sus economías 
hacia el interior y justificaron esta medida apoyándose en las teo­
rías cepalinas. La idea motriz de este modelo de desarrollo era 
la construcción de una industria nacional -que fuera capaz de pro­
ducir lo que hasta ese momento había sido necesario importar, 
con el fin de que las naciones latinoamericanas fueran menos vul­
nerables a las fluctuaciones de la economía internacional. Pero 
el objetivo nunca fue alcanzar la autosuficiencia, ni la capaci­
dad de protegerse completamente de las fluctuaciones de la eco­
nomía mundial. No obstante, sí se preveía hacer menos endebles 
nuestras economías y sobre todo se buscaba la posibilidad de un 
desarrollo más diversificado. Para ello era necesario orientar nues­
tras economías hacia el interior, lo que a su vez suponía una po­
lítica económica que estimulara la expansión de los mercados in­
ternos. 

El primer problema al que se enfrentó este modelo hacia el 
interior fue el restablecimiento del sistema económico mundial 
después de la gran crisis y de la Segunda Guerra Mundial. Ello 
significaba que los flujos del comercio internacional se restable­
cían, y que por una parte la demanda de productos primarios 
que nuestros países producían, volvía a estar presente, mientras 
por otra parte, la incipiente industria nacional se vería amena­
zad~, ya que no podría competir con las naciones industrializa­
das. Ante esto, la respuesta de los países en vía de desarrollo fue 
el proteccionismo. Pero las medidas proteccionistas que se in­
tentó aplicar en los países en desarrollo padecieron las presiones 
que ejercían las naciones desarrolladas para eliminarlas. Éste fue 
el caso de México, que se enfrentó a los intentos, por parte de 
Estados'' Unidos, de obstaculizar la aplicación del modelo. Tal 
propósito se fundamentó en la teoría económica que presentaba 
la ineficiencia de la producción industrial en países en los cuales 
existía un mercado interno muy limitado. Por esta razón, die-

la sustitución de materias primas por productos sintéticos; el aumento continuo 
de la productividad y la introducción de equipo cada vez más sofisticado, dis­
minuye constantemente la proporción del costo de las materias primas en el pro­
ducto final. 
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taba la teoría, se debía respetar la.división internacional del tra­
bajo que reinaba anteriormente, la cual se regía en función de 
la especialización y de las ventajas comparativas. Además se apli­
có todo tipo de presiones políticas y económicas. En el caso me­
xicano, es posible que la presión más importante haya sido el re­
chazo por parte del gobierno de Estados Unidos para renegociar 
o poner fin al convenio bilateral de comercio, a pesar de que és­
te ya no convenía a México (Torres, B., 1979). 

Ahora bien, lo que es más importante para este estudio es 
que el nuevo modelo económico, hacia adentro, que sólo pudo 
establecerse después de haberse vencido las resistencias de los paí­
ses desarrollados, implicó, a su vez, otros desequilibrios. El más 
importante de ellos es que en todos los países que participaron 
eh la sustitución de importaciones (con la excepción parcial y re­
ciente de Brasil), este hecho no marcó el fin de la dependencia 
con respecto a las importaciones y a las divisas necesarias para 
financiarlas. Lo que sucedió, en realidad, fue que se suscitó un 
cambio en la composición de las importaciones, un giro de la de­
pendencia frente a las naciones industrializadas. 5 Para industria­
lizarse, nuestros países tienen necesidad de equipo, de produc­
tos intermedios, así como de algunas materias primas que no son 
generadas internamente, además de las piezas de recambio. La 
producción de las manufacturas va a implicar, entonces, un in­
cremento muy sensible de importaciones de productos más cos­
tosos y aún más necesarios para el funcionamiento de las. eco­
nomías de nuestros países, que los propios productos de consumo 
que eran importados anteriormente. A ello hay que agregar que 
las clases medias que van a surgir como consecuencia del mo­
delo de sustitución de importaciones, van a imitar el modelo de 
consumo de los países industrializados y que para satisfacer su 
demanda se requerirá de productos cada vez más sofistic&dos y 
por ello más difíciles de producir. 

De ahí resulta un desequilibrio casi constante de la balanza 
comercial de los países latinoamericanos. Por una parte, la ex­
portación de productos primarios no será suficiente para cubrir 

5 Podría incluso pensarse que la aceptación de la industrialización de los 
nuevos países y el consecuente relajamiento de la presión, por parte de los paí­
ses más desarrollados, sobre las economías que comenzaban a industrializarse, 
fueron resultado, en cierta medida, de la constatación de este hecho. 
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las necesidades de divisas; por otra parte, nuestras naciones van 
a afrontar fuertes dificultades para iniciar la exportación de otros 
tipos de productos y formar parte del mercado internacional de 
manufacturas industriales, lo que implica un alto nivel de pro­
ductividad, así como un grado de sofisticación y complejidad cre­
ciente. En un primer momento, es la misma juventud de las in­
dustrias latinoamericanas, el principal obstáculo para la 
exportación de productos industriales. En un segundo momen­
to, lo será la perpetuación de su incapacidad para ser competi­
tivas a nivel internacional, es decir su ineficiencia, causada por 
el proteccionismo, que en general fue excesivo y aplicado sin dis­
criminación. En el caso mexicano, primero el turismo y los pro­
ductos agrícolas, luego la inversión extranjera, y finalmente los'· 
créditos del exterior y la exportación petrolera, van a permitir 
equilibrar la balanza en cuenta corriente. Las consecuencias de 
esta situación, y más particularmente del financiamiento por en­
deudamiento, son evidentes en la actualidad y representan una 
prueba palpable de que el modelo de sustitución de importacio­
nes jamás logró resolver el desequilibrio al cual estamos hacien­
do referencia (Rodríguez, 0., 1980; Solís, L., 1973). 

Las razones que explican este desequilibrio fundamental de 
las economías de los países en vías de desarrollo son múltiples 
y no sólo se derivan de factores de orden económico, como por 
ejemplo, la dificultad para que la industria nacional fuera com­
petitiva en un mercado internacional ya desarrollado, cuando 
nuestras industrias todavía eran incipientes; además de que exis­
tieron errores técni~os en el cálculo del impacto real del protec­
cionismo.6 La continuación del proteccionismo, cuando la indus­
tria debía ya haber llegado a su madurez, es un problema mucho 
más ligado al carácter paternalista del Estado en su papel de agen­
te de desarrollo. Este carácter del Estado tiene consecuencias so­
ciales que rebasan el problema del proteccionismo y que se ma­
nifiesta en la incapacidad. de que se constituya una burguesía 

6 Como lo analiza Solís, el proteccionismo real aplicado a la in(iustria me­
xicana fue mucho mayor de lo que indican las tasas nomináles. En el caso de 
muchos de los productos, ~e protegía no solamente al producto final, sino ade­
más a sus componentes, que también se gravaban porque debían ser importa­
dos. Ello dio lugar a un proteccionismo excesivo que iba mucho más allá de 
las propiaS intenciones de los técnicos que habían diseñado las políticas fiscales. 
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nacional. Trataremos este problema un poco más adelante; por 
el momento sólo analizaremos con mayor detalle, los orígenes 
de carácter económico y las consecuencias sobre la economía del 
que consideramos como el principal desequilibrio de las socie­
dades en vía de desarrollo. 

Como ya lo hemos mencionado, el desequilibrio principal de 
las economías de todos los países del continente es el de la ba~ 
lanza comercial. En términos menos técnicos, la situación es for­
malmente la misma que la existente en el modelo precedente, es­
to es, un desequilibrio entre la producción y la demanda, a pesar 
de que cambia de contenido. Ahora ya no se trata de la produc­
ción de bienes primarios frente a una demanda de bienes de con­
sumo manufacturados, sino más bien de una producción indus­

:trial frente a una demanda de productos también manufacturados, 
pero de diferente tipo; en este caso no se trata de productos de 
consumo, sino de productos indispensables para el mantenimien­
to y la expansión de la industria nacional. En los términos a los 
que nos referimos antes, esta situación representaría un desajus­
te estimulante del cambio, que tendría como consecuencia la pro­
ducción de estos bienes o la diversificación de los mecanismos 
mediante los cuales se pudieran obtener las divisas necesarias pa­
ra su importación, lo cual sería viable si nos encontráramos en 
una situación en la cual existiera una clase empresarial dirigente 
que tuviera su propio proyecto de desarrollo. 

Pero en México, es el Estado el que orienta el desarrollo, y 
el empresariado sólo reacciona frente a las medidas que éste adop­
ta. De esta manera, la necesidad de importar equipo implicó que 
el aparato estatal diera toda una serie de estímulos fiscales y man­
tuviera una tasa de cambio mediante la cual subvaluaba las di­
visas, lo que favorecía la importación. El Estado estuvo primor­
gialmente preocupado por la generación de la industria nacional, 
lo que formaba parte integral de su proyecto de desarrollo, pero 
jamás trató de impulsar la constitución de t~na clase empresarial 
dirigente que amenazara con convertirse en 'un desafío a su pro­
pia función de agente de desarrollo.~ El hecho de que esa clase 
empresarial se hubiese consolidado, hubiera provocado intentos 
de lucha por la· hegemonía_política que mantenía el Estado y su 
partido, y ello a su vez hubiera causado conflictos sociales con 
el re~ultado probable de la constitución del sindicalismo tam­
bién como actor social, y por tanto independiente del Estado. 
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Y el comportamiento del Estado, en el sentido de adoptar la de­
cisión de evitar esta formación de actores sociales independien­
tes que podrían llegar a amenazar su poder político, tuvo im­
plicaciones sobre la economía nacional. Es en parte por la 
inexistencia de una clase empresarial dirigente que la industria­
lización se tradujo en una estructura económica poco integrada 
verticalmente, reducida a un mercado interno protegido, contro­
lado en forma oligopólica, con sus consecuencias evidentes en 
cuanto a la estructura de precios y a la calidad de los productos. 

Una de las consecuencias principales de esta situación eco­
nómica fue que, en un momento dado, el crecimiento del mer­
cado interno resultara bloqueado. Esto tuvo efectos sobre la pro­
pia expansión de la industria, sobre el nivel del emplea..y ·del 
consumo, pero también en lo que respecta a la posibilidad de sa­
lir de este círculo vicioso en el que se encuentra la economía. Una 
fuerte expansión del mercado interno podría tener como conse­
cuencia una mayor competitividad en el mercado internacional, 
por el aumento de los niveles de productividad que este incre­
mento implicaría. Es evidente que un mercado de 77 millones de 
habitantes es grande, dentro de la escala internacional. Sin em­
bargo, el mercado interno está bloqueado debido al desequili­
brio fundamental provocado por el modelo de desarrollo. Para 
comprender mejor esto es necesario precisar las diferentes eta­
pas por las que atravesó el desarrollo industrial mexicano. 

Durante la Segunda Guerra Mundial, la economía mexicana 
comenzó por sustituir los productos más necesarios dentro de la 
gama de los que se importaban. Éstos también eran los produc­
tos más fácilmente remplazables, pues podían ser producidos de 
manera menos compleja; además ya existía, en cierta medida, 
la disponibilidad de capacidad instalada para su manufactura. 
Es por ello que la producción se concentró principalmente en la 
generación de productos de consumo de primera necesidad, co­
mo los alimentarios y el vestido, las llamadas industrias tradi­
cionales (Solís, L., 1975).7 

7 A los empresarios, que evidentemente no podían obtener divisas con fa­
cilidad, el gobierno les otorgó una baja tasa de cambio. Se puso en marcha una 
política de estímulos fiscales para permitir que los empresarios importaran el 
equipo necesario. La perpetuación de estas dos medidas, muy necesarias en los 
inicios de la industrialización, fue uno de los hechos que dieron como resultado 
el débil desarrollo de la industria de bienes de producción en México. 
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La segunda etapa del desarrollo económico mexicano se si­
túa entre 1955 y 1970, llamada de desarrollo estabilizador, por­
que durante ese periodo la inflación fue muy, baja, giró alrede­
dor de 50Jo en promedio. Esta época se caracteriza por la 
. sustitución de productos manufacturados más complejos, como 
son los bienes de consumo duradero: destinados hacia la clase 
media que estaba en esos momentos en plena expansión, ade­
más de ciertos bienes interm·edios y de capital. P,ero esta época 
también se caracteriza porque el sector agrícola y el turismo, que 
eran las principales fuentes de divisas en el periodo anterior, pier­
den importancia y van a ser remplazadas por la inversión extran­
jera directa y por la deuda exterior. Otro rasgo distintivo de esta 
fase es el aumento considerable y continuo de los salarios reales, 
debido tanto a los bajos niveles de inflación, como a la voluntad 

· del Estado en el sentido de desarrollar el mercado interno (Solís, 
L., 1975). 

En el primero de los periodos se comenzó, en forma 
"natural"·, a elaborar los productos más simples y a importar 
el material y los bienes intermedios necesarios para su fabrica­
Ción. En el segundo periodo, cuando ya era necesario invertir pa­
ra integrar verticalmente a la industria existente -para lo cual 
el Estado contaba no solamente con su propio gasto, sino ade­
más, con instrumentos fiscales que le permitían dirigir las inver­
siones privadas hacia lo que mejor convenía al proyecto de 

. desarrollo-, la industria se expandió horizontalmente, en fun­
ción de una producción de bienes de consumo y duraderos cada 
vez más diversificada; se trataba de productos que eran exigidos 
por la cla.Se media y por una clase obrera que no cesaba de cre­
cer; en esto se apoyaba, en gran medida, la legitimidad política 
del régimen, pues se tenía en mente un modelo de consumo co-

.mo el que comenzaba a existir en los países desarrollados. Por 
esta razón, el mercado interno se dirigió cada vez en mayor me­
dida hacia estos sectores sociales que concentraban los ingresos, 
lo que trajo como consecuencia que el mercado fuera estrecha­
mente dependiente del destino de estos sectores y de los factores 
que determinaban su expansión, a saber, la extensión de la ad­
ministración estatal, de los servicios sociales y de la educación, 
así como de las grandes industrias modernas que ocupaban obre­
ros. y empleados calificados y bien remunerados. 

Ello implica dos problemas que están íntimamente ligados: 
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por una parte, la no resolución de lo que hemos denominado el 
desequilibrio fundamental de nuestra economía, y por la otra, 
los límites inherentes a una economía centrada en torno a un mer­
cado interno dirigido hacia un sector en el cual se concentra ca­
da vez en mayor medida, la capacidad de compra, sector social 
que es además muy dependiente de la capacidad de gasto del Es­
tado. En un contexto que se caracterizó por una crisis fiscal del 
Estado mexicano, esto provocó la recesión de la economía na­
cional durante algunos afios de la primera mitad de la década 
de los setenta y la profunda crisis a partir de 1982. 

Durante el sexenio de Luis Echeverría se tomaron algunas 
medidas destinadas a inducir la redistribución de los ingresos 
(principalmente la creación del Infonavit y del Fonacot), y se in­
tentó una reforma fiscal que no pudo instaurar~e por presiones 
de parte del empresariado nacional; asimismo se adoptaron otras 
medidas que concernían a la instalación de empresas que pro­
dujeran algunos de los bienes intermedios y de equipo que eran 
importados, así como de estímulo y presión sobre el capital na­
cional y extranjero en el sentido de que redujeran sus importa­
ciones, que integraran verticalmente la industria y que exporta­
ran más (Tello, C., 1979). Por el <;ontrario, durante el sexenio 
de José López Portillo, con el descubrimiento de las enormes re­
servas de petróleo y con la gran disponibilidad de crédito exte­
rior, se pensó que una resolución del desequilibrio fundamental 
de nuestra ~conomía (el de la demanda y la producción que se 
traducía en un desequilibrio constante en la balanza comercial) 
por la vía de una fuente de divisas que se consideraba ilimitada, 
sería más efectivo (más factible) que la solución directa de los 
desequilibrios estructurales. 

Se apostó todo sobre el petróleo pensando que el déficit ex­
terior podría ser resuelto gracias a su exportación, y s~ olvidó 
la intención de integrar verticalmente la industria. Se pensaba, 
además, que el mercado interno se extendeiÍa gracias al impulso 
que el Estado le daría al consumo. Y esto, al grado de que ni 
siquiera se intentó integrar a la misma industria petrolera, pues-· 
to que se importó una gran parte del equipo, que el país hubiera 
podido producir si la expansión se hubiera dado en forma más 
lenta. El crecimiento económico y el consumo se desarrollaron 
con base en un creciente déficit en los gastos gubernamentales, 
lo cual alimentaba la inflación y la importación creciente de pro-
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duetos de consumo. De esta manera, las divisas se dilapidaron 
y los efectos dinámicos de la expansión de la industria petrolera 
se desplazaron hacia el exterior. Así se aseguraba que la expan­
sión del mercado interno tuviera un carácter puramente coyun­
tural, lo cual se comprobó en los hechos un poco más tarde, con 
la caída de los precios internacionales del petróleo y el incre­
mento de las tasas de interés de la deuda (Villareal, R., 1982; Szé­
kely, G., 1983). 

Pero no basta con describir la incapacidad del país para re­
solver el desequilibrio estructural inherente al modelo de desa­
rrollo, sino que es necesario definir los elementos que han de­
terminado que el paso del país de importador neto de productos 
petroleros, a uno de los exportadores principales, desembocara 
en la peor crisis económica de nuestra historia contemporánea. 
Este hecho, que demostró la incapacidad del país para aprove­
char la ocasión que ofrecía la coyuntura internacional después 
de 1974 para intentar resolver, al menos parcialmente, el dese­
quilibrio entre la producción y la demanda, no fue esencialmen­
te causado por factores económicos sino más bien por condicio­
nes de orden político y otras concernientes a relaciones sociales. 
Detrás de todas las circunstancias y decisiones económicas que 
definieron la forma en la que se manejó el auge petrolero figu­
raba una resolución que no era de orden económico. 

La restricción crítica a la cual se:; sometía el modelo econó­
mico a principios de los aiios setenta era la disponibilidad de di­
visas. Esta situación se agravó por el agotamiento del modelo 
agrícola que había sido eficaz hasta mediados de los aiios sesen­
ta y la tendencia seguida por las inversiones extranjeras directas, 
las que eran ahora más deficitarias que excedentarias. A esto ha­
bría que aiiadir un déficit del Estado que no cesaba de aumen­
tar, debido a los subsidios directos a través de los precios de los 
bienes y de los servicios de las empresas estatales y paraestata­
les, así como por efecto de los subsidios indirectos a través de 
una estructura fiscal cada vez más regresiva. 

Partiendo de estas premisas y siguiendo un análisis pura­
mente económico de la situación, parecía que la única solución 
que tenía el gobierno de Luis Echeverría consistía en seguirse en­
deudando, a pesar de que los indicadores apuntaban a la cre­
ciente ineficacia de este mecanismo de financiamiento en cuanto 
al pago de los intereses y del capital de la deuda, que pesaban 
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cada vez más sobre las capacidades de inversión del Estado. Es­
ta difícil disyuntiva se acentuaba aún más porque el crecimiento 
de la economía dependía del impulso que se daba a la inversión 
pública. Cuando el gobierno invertía, el capital privado lo se­
guía con un poco de retraso; cuando el sector público dejaba de 
invertir o invertía poco, la economía frenaba su crecimiento 
(Whitehead, L., 1980). 

De estas consideraciones se puede deducir, en síntesis, que 
la gran debilidad del modelo no respondía a factores de orden 
estrictamente económico, sino que estribaba básicamente en la 
dependencia del papel del Estado como agente económico. Ello 
se expJica por el paternalismo del Estado frente al empresaria­
do, una actitud que derivaba de las condiciones en las cuales ha­
bía surgido este sector social, que estaba poco constituido como 
tal y que carecía de un proyécto económico independiente. Por 
otra parte, el problema de la insuficiencia alimentaria y la crisis 
del campo, que ahora no producía lo suficiente para asegurar 
el consumo interno, implicaban la necesidad creciente de recu­
rrir a las importaciones. También es claro que el problema del 
campo tampoco es netamente económico, sino fundamentalmen­
te .político y social. Tiene relación con la tenencia de la tierra y 
con el hecho de que el reparto agrario, al cabo de algunos de­
cenios de haberse efectuado (una generación), provocara la ato­
mización de las tierras cultivables. 

La decisión tomada durante el sexenio de José López Por­
tillo en el sentido de intentar "resolver" las dificultades finan­
cieras del país convirtiendo a México en un importante expor­
tador de petróleo y contrayendo una deuda exterior masiva, 
incurrió en errores de orden netamente económico, que son los 
siguientes: no haber previsto la tendencia, a mediano plazo, de 
una baja de la demanda internacional de petróleo debida a la de­
saceleración del crecimiento económico de los países desarrolla­
dos, al remplazo parcial del petróleo como fuente de energía 
(mediante la construcción de centrales nucleares, el regreso par­
cial a la utilización del carbón), a los fructíferos esfuerzos por 
economizar considerablemente la utilización de energía en los paí­
ses industrializados, y a una mayor oferta de petróleo, en virtud 
de su descubrimiento en regiones que devenían rentables, a. con­
secuencia del gran incremento en sus precios después del shock 
petr.olero. También existían indicadores mediante los cuales se 
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podía prever el incremento, también a mediano plazo, de lasta­
sas de interés: esencialmente el enorme déficit gubernamental nor­
teamericano y los aumentos en las tasas de inflación en los paí­
ses desarrollados. 

Pero más allá de estas razones económicas y de otras más, 
de carácter técnico, como la dificultad de producir ciertos equi­
pos, o la necesidad de aprovechar el momento en que los precios 
del petróleo eran elévados, existían básicamente razones de or­
den político que justificaban las decisiones que se tomaron du­
rante el auge petrolero mexicano. La estructura misma del ré­
gimen, presidencial y sexenal, tiene como consecuencia que cada 
gobierno sea un todo, una unidad, que se considera a sí misma 
como responsable de sus obras, de sus actos, y para la cual es 
difícilmente aceptable dejar que el gobierno siguiente recoja lo 
que ha sido sembrado por él. Esta estructura sexenal ha dificul­
tado la continuidad de las políticas económicas, por lo menos 
en lo que respecta a las últimas dos transiciones, anteriores a la 
de 1988. A su vez, esta misma corta tradición de los últimos se­
xenios, acentúa la tendencia de elaborar proyectos en términos 
sexenales. Eflo puede explicar en gran medida el hecho de que 
el gobierno de José López Portillo haya contraído una cuarta par­
te de la deuda externa del país (cerca de 18 mil millones de dó­
lares) en un sólo afio (1981), justo en el momento en que au­
mentaban vertiginosamente los intereses y cuando los precios del 
petróleo iniciaban su caída. La única racionalidad detrás de esta 
decisión fue el no dejar sin terminar o desacelerar los proyectos 
que ya se habían iniciado. 

El Estado tenía como propósito reforzar su papel de agente 
de desarrollo y para ello era necesario que asegurara el apo­
yo de los sectores sociales sobre los cuales había descansado tra­
dicionalmente. En un momento en el cual parecía lógico que de­
bía imponerse la austeridad, cuando la industria petrolera exigía 
la concentración de todos los esfuerzos, se impuso la necesidad 
de asegurar el apoyo político de ciertos sectores sociales, prin­
cipalmente el sindicalismo y las clases medias. Al empresariado 
se le ofrecieron dólares a bajo costo para sus importaciones, pe­
ro también para la especulación. 8 Las clases medias se benefi-

8 El gobierno mantuvo bajo el precio de las divisas sobrevaluando el pe­
so mexicano. Al mismo tiempo, se abrían las fronteras a las importaciones, no 
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ciaban del incremento del poder adquisitivo, del cual habían si­
do momentáneamente privadas a finales del sexenio de Luis 
Echeverría, a causa de la inflación creciente y de· las de"aluacio­
nes, lo que fue logrado en cierta medida en forma indirecta a 
través del mantenimiento, hasta 1980, de las tasas de inflación, 
a niveles inferiores a las de 1977; conservando bajo el precio del 

, dólar y abiertas las fronteras a la importación de productos de 
consumo.9 A los obreros organizados se les ofreció el fin del pe­
riodo de austeridad que había prevalecido durante los tres años 
precedentes. Se les otorgaron aumentos salariales que, aunque 
no garantizaban el incremento del poder de compra, sí asegu­
raban su mantenimiento, 10 pero sobre todo, se les ofrecían em­
pleos suplementarios que estaban siendo generados mediante la 
inversión masiva por parte del gobierno. 

Sin embargo, el Estado, en lugar de poner en .quda el mo­
delo de desarrollo, en vista de los problemas a los que se enfren­
taba, decidió mantener el statu quo, lo que le permitió conti­
nuar asegurando su función central como agente de desarrollo. 
Sólo el aprovechamiento del petróleo como medio para obtener 
recursos económicos y el endeudamiento externo le permitían con­
tinuar siendo el estímulo para el desarrollo del capital privado, 

solamente a aquellas necesarias para el desarrollo industrial, sino también a las 
importaciones de productos de consumo, las cuales aumentaron en forma ver­
tiginosa hasta 1982. Según Trejó Reyes, S. (1987), el tipo de cambio real evo­
lucionó durante 1977 a 1981 de un índice de 99.3 en 1977 a 61.50!o en 1981, 
recuperándose apenas a 89.50!o en 1982, después de las devaluaciones de ese año. 

9 Las tasas de inflación evolucionaron de la manera siguiente: 1971-5.50!o; 
1972-4.9; 1973-12~; 1974-23.8; 1975-15.0; 1976-15.8; 1977-29.1; 1978-17.4; 1979-
18.2; 1980-26.4; 1981-28.0; 1982-98.80!o. (Banco de México, fndice Nacional de 
Precios al Consumidor, México, varios años.) Hasta 1982, aunque las tasas de 
inflación se mantuvieron a tasas parecidas a las registradas en 1977, mantener 
bajos los precios del dólar y las fronteras abiertas a importaciones de produc­
tos de consumo compensaba en parte el poder adquisitivo de estas clases medias. 

10 La tasa de crecimiento de los salarios mínimos que había descendido 
desde 1977, (-0.60!o en 1977; -3.4 en 1978; -1.3 en 1979 y -6.60!o en 1980), creció 
a 2.40!o en 1981, para volver a caer, sin embargo en 1982. La evolución de los 
salarios industriales fue similar' aunque con una menor pérdida de poder ad­
quisitivo; lo importante en el caso de estas últimas percepciones, fue el hécho 
de que a los grandes sindicatos se les compensó en las negociaciones colectivas, 
a través de prestaciones, lo cual evidentemente no ocurrió en el caso de los sa­
larios mínimos (Bizberg, 1., 1984). 
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a través de su propia inversión, de los subsidios directos e in­
directos, y del aumento de la demanda que todo ello implicaba. 
El Estado también sería el que le aseguraría a la clase media, crea­
da por él mismo, un nivel de consumo equivalente al de un país 
desarrollado, en función de las expectativas que el propio Esta­
do había generado. Por último, también conservaría el apoyo de 
los grupos obreros organizados, fundamentales para la realiza­
ción de este proyecto, mediante el mantenimiento de los tradi­
cionalmente bajos precios de los productos de primera necesi­
dad, la creación de empleos y la conservación -e incluso 
incremento- de los privilegios que gozaban los sectores obreros 
más estratégicos (Bizberg, 1., 1984). 

Como veremos más adelante, esta situación se tradujo, por 
una parte, en el hecho de que se mantuviera la dirección volun­
tarista del Estado sobre la economía y, por ende, sus relaciones 
paterna/islas con la sociedad. Pero por otro lado tuvo como con­
secuencia una sociedad poco autónoma, en la cual los actores 
sociales están débilmente constituidos, lo que a su vez implica 
la imposibilidad de un desarrollo sobre la base de una acción 
de la sociedad sobre sí misma y sobre todo la legitimación del 
autoritarismo y la imposibilidad de la democracia. 

EL DESEQUILIBRIO DEL SISTEMA POLÍTICO 

Para comprender lo que significa el desequilibrio político, es ne­
cesario definir primero las principales características del régi­
men político mexicano, en un contexto en el cual, como ya he­
mos mencionado, el Estado remplaza en sus funciones a la 
burguesía nacional. El sistema político o institucional es aquel 
que produce las decisiones y reglas que rigen el funcionamiento 
de la sociedad (Touraine, 1972, p. 211). Para que estas reglas 
sean aceptadas, no sólo como restricciones, sino también como 
formas de constitución de un orden social, deben tener un grado 
de legitimidad. Para que ello sea posible, el sistema político es 
un espacio en el cual los distintos intereses sociales pueden or­
glJ¡nizarse en diferentes grupos de presión, en partidos políticos, 
o en otro tipo de asociaciones voluntarias. Permite _queJos con­
flictos entre estos distintos intereses se resuelvan de manera ins­
titucional, es decir con base en arreglos entre las partes. El Es-
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tado, en este caso el gobierno, sanciona estos arreglos y vigila 
su aplicación, reservándose siempre el derecho de imponerlos por 
la fuerza, la cual es, en ese caso, legitimada por la existencia de 
una definición de las reglas del juego, establecida en una legis­
lación que es aceptada por todos los actores sociales. El rechazo 
de estas reglas institucionalizadas por parte de alguno de los ac­
tores sociales o políticos, implica que éste no está integrado a 
ellas y significa un conflicto que podría amenazar la legitimidad 
del régimen y del Estado que vigila sobre él, lo cual podría even­
tualmente tener como resultado la represión de este actor o un 
cambio de régimen. 

En aquellos países donde el Estado impone las reglas del jue­
go, no es a través del conflicto que se lleva a cabo el proceso de 
institucionalización, sino que el propio Estado establece las le­
yes, ya sea para prevenir los conflictos futuros, ya sea porque 
quiere favorecer a alguno de los sectores de la sociedad o porque 
percibe la necesidad de restablecer el equilibrio entre diferentes 
sectores. En la medida en que esta situación sea la más frecuen­
te, nos encontramos ante una preeminencia del Estado sobre la 
sociedad, ante un sistema político poco autónomo del Estado y, 
en general, frente a una débil constitución de actores sociales y, 
por lo tanto, frente a una endeble capacidad de expresión po­
lítica y de representación de la sociedad civil. 

En los países en los cuales predomina la institucionalización 
por la vía del conflicto, el sistema político tiene una mayor au­
tonomía frente al Estado. Este último estará encargado sola­
mente de vigilar que se apliquen las leyes: las reglas del juego 
establecidas en el contexto del conflicto institucional entre los ac­
tores sociales representados en el sistema político. Ello no sig­
nifica la ausencia de las relaciones de poder y de dominación, 
sino por el contrario, su existencia. Lo que sucede es que estas 
relaciones de poder son legitimadas por el sistema institucional, 
en el cual están representados los diferentes sectores sociales y 
los diversos grupos de interés. En aquellos casos en que el Es­
tado es el que define las reglas del juego porque la representa­
ción política es muy débil, se trata entonces de una institucio­
nalización por vía autoritaria (Touraine, A., 1972). 

Estas dos situaciones contrastantes implican distintas con­
secuencias sobre la legitimidad de las reglas de funcionamiento 
de la sociedad y en consecuencia, sobre la legitimidad del régi-
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men en su totalidad, así como del propio Estado. En el primero 
de los casos, las reglas institucionales son, en gran medida, le­
gitimadas por las formas mismas en las que son establecidas, es­
to es por la manera en la que se escenifica el conflicto de inte­
reses, el cual ocurre en un marco institucional aceptado 
previamente por los distintos actores y que es refrendado con­
tinuamente con su acción. Existe un acuerdo sobre las formas 
en las que debe desarrollarse el conflicto y en la manera como 
deben aplicarse sus resultados. Cuando las reglas institucionales 
son establecidas por el Estado, la legitimidad surge mucho me­
nos de las formas en las cuales se produce la institucionalización, 
que del resultado de la acción global del Estado, principalmente 
eo lo que respecta a su desempefio en los campos económico y 
soci_al. Esta circunstancia tiene consecuencias importantes sobre 
el- carácter del régimen y, como lo veremos más adelante, so­
bre la naturaleza de la acción social, la cual, por una parte, carece 
de una expresión autónoma a nivel político (existe una gran au­
tonomía entre la acción social y la representación política), pero 
por otra parte, esta gran autonomía del sistema político en re­
lación a la acción social, implica la disponibilidad política de és­
ta y la hipertrofia del sistema político; ambas características mues­
tran que las reivindicaciones y los conflictos de todo tipo se dirigen 
rápidamente hacia este sistema y que fácilmente adquieren un ca­
rácter político al orientarse hacia las instancias y agentes políticos. 

Vamos a analizar lo que significa la débil autonomía del sis­
tema político frente al Estado para el caso de México. En primer 
lugar, hay que sefialar que esta situación deriva directamente del 
papel que el Estado se ha adjudicado como agente de desarro­
llo. Es el Estado el que define las reglas de funcionamiento de 
la sociedad, y lo hace en función de su voluntad de movilizar los 
recursos sociales. Existe una articulación entre el papel del Es­
tado, como agente de desarrollo, y el sistema político que esta­
blece las reglas y las decisiones de funcionamiento de la socie­
dad. El Estado engloba al sistema político y a los sectores e 
intereses que se han organizado social o políticamente, en su afán 
de encuadrarlos y asegurarlos como interlocutores unificados. 

La génesis del régimen político mexicano, así como su situa­
ción actual que ha variado poco luego de que fuera definitiva­
mente establecido en su forma actual hacia fines de los afios treín­
ta, es muy representativa de esta situación. El sistema político 
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mexicano no fue creado en 1929, para establecer un espacio a 
la participación política, sino más bien con la intención de ter­
niíñar con la inestabilidad que había resultado de la Revolución, 
sobre todo en lo que respecta a la proliferación de caudillos y 
caciques locales y regionales. Fue, además, una forma muy há­
bil por parte de Calles de extender su poder rebasando su pe­
riodo presidencial, y lo logró efectivamente por intermedio del 
control del partido gubernamental. u 

Por lo tanto, la reconstrucción política no fue la consecuen­
cia de una presión emergida "desde abajo", de actores sociales 
que exigían el derecho a la expresión política y a un espacio para 
ejercerla, sino más bien provino de la necesidad que tenía el Es­
tado de recuperar su poder político, de restablecer su control pa­
ra comportarse como agente de desarrollo, lo que estaba pre­
visto desde el plan económico de Calles. Se pretendía entonces 
recentralizar el poder en el gobierno federal, principalmente en 
manos del ejecutivo. Por ello era necesario destruir la fuerza de 
los caciques, que se había venido intensificando desde la caída 
del régimen porfiriano, en virtud de la prolongada ausencia de 
un poder central fuerte y dominante. 

Bajo la presidencia de Álvaro Obregón, lo primero que se 
hizo para alcanzar este objetivo fue oponerse a los poderes lo­
cales, justo en el punto donde eran más independientes del po­
der central: sus efectivos militares. Bajo la presidencia de Calles, 
se trabajó en la reconstitución del ejército federal y en la des­
movilización de los grupo·s armados locales. En un segundo mo­
mento, una vez debilitada la fuerza militar de los caudillos y ca­
ciques locales, el objetivo fue utilizarlos como mediadores entre 
el poder central y las localidades. Una vez más, como ocurrió 
en el caso del gobierno de Díaz, las fuerzas locales existentes fue­
ron empleadas para reforzar el poder central; para ello fue ne­
cesario respetar la fuerza e influencia de estas figuras, en la me-

11 Se trata de la interesante tesis de Medin, T. (1982), quien propone que 
la creación del PNR, además de ser necesaria para el control de los poderes lo­
cales, fue la forma mediante la cual Calles pudo preservar su dominio sobre 
los presidentes de la República, que lo sucedieron durante todo el periodo co­
nocido como el Maximato. La existencia de dos poderes paralelos, el de la pre­
sidencia de la República y el de la presidencia del Partido, tuvo como conse­
cuencia la preeminencia de Calles. 



LOS DESEQUILIBRIOS 73 

dida en que limitaran sus ambiciones al nivel local. Una vez 
vencidos los grandes caudillos que contaban con una fuerza po­
lítica a nivel nacional, y que representaban una ainenaza poten­
cial para el poder central, se utilizó a los caciques locales para 
estable'cer una relación clientelista entre el centro y las regiones, 
gracias a la cual el poder central se extendió y reforzó. 

Es por ello que, luego del debilitamiento de las fuerzas mi­
litares locales, surgió una gran cantidad de pequeños partidos lo­
cales y regionales, que en el fondo representaban políticamente 
a los caciques; aunque es evidente que la voluntad de Calles por 
constituir un partido nacional aceleró la formación de tales gru­
pos. Lo que logró el PNR en el momento de su creación, fue la 
coalición de todos estos pequeños partidos, unión que sirvió pa­
ra institucionalizar la función del partido como intermediario de 
los poderes locales, por un lado, a fin de garantizar que las lu­
chas de estos poderes entre sí y con el gobierno federal, se lle­
varan a cabo en un marco institucional, vigilado por el poder 
central, y por el otro, para asegurar el consenso en torno a los 
objetivos y decisiones de este poder (Meyer, L., 1977b y 1980). 

La constitución del Partido Nacional Revolucionario repre­
sentó el complemento institucional a la restructuración del ejér­
cito y a las derrotas de los generales y grupos rebeldes que se ha­
bían levantado con De la Huerta en 1923, con Cedillo en 1926 
y con Escobar en 1929. 12 El PNR fue constituido con el objetivo 
de terminar, de una vez por todas, con las ambiciones políticas de 
los militares y con las posibles aspiraciones que éstos pudie­
ran llegar a tener en el futuro, de convertirse en nuevos caudillos 
(Garrido, L.J ., 1982, p. 102). Pero también fue una advertencia 
para las "fuerzas vivas" del país, en el sentido de que a partir 
de ese momento, las ambiciones políticas debían ser canalizadas 

12 La más importante de estas rebeliones fue la de De la Huerta. Éste se 
oponía a la decisión de Obregón de postular a Calles como su sucesor. Él tenía 
fuertes razones para hacerlo, puesto que fue presidente interino luego de la caí­
da de Carranza y hasta la elección de Obregón y había ocupado el cargo de se­
cretario de Relaciones Exteriores durante la presidencia de este último, habien­
do negociado una cuestión muy importante que era la deuda externa del país, 
con los bancos norteamericanos y europeos. Durante la revuelta de De la Huer­
ta, participan 102 generales a su lado, una tercera parte de los generales en ser­
vicio, así como más de la mitad de los efectivos del ejército federal .. 
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exclusivamente a través de los medios que el partido de la Re­
volución estableciera para ese efecto. 

No obstante, el sistema político que Calles intentaba crear 
no involucraba solamente a los caudillos locales, porque a di­
ferencia del establecido durante la época de Porfirio Díaz, de­
l:>,ería incluir a las masas populares y a las organizaciones que se 
habían creado a raíz de la Revolución, las cuales en ciertos ca­
sos, raros pero significativos, sobresalían del cuadro meramente 
local. Pero, a pesar de la intención explícita de incorporar a las 
organizaciones populares, el carácter confederar del partido no 
reservaba lugar alguno para las organizaciones de clase que ha­
bían sido creadas anteriormente, como las ligas agrarias y la Con­
federación Regional Obrera Mexicana. Como lo plantea Garri­
do, era evidente que buena parte de los campesinos y de los 
obreros que estaban organizados en ligas y sindicatos se man­
tenían fuera del control del partido. Además, a pesar de que el 
proyecto original de Calles había previsto hacer del PNR una ver­
dadera organización de masas, las características no ya de or­
ganización del partido, sino de la misma política que llevaba a 
cabo el gobierno, no favorecía la adhesión de grupos de cam­
pesinos y obreros (Garrido, J.L., 1982, p. 103). 

Esta situación fue solucionada mediante la transformación 
del PNR en Partido Revolucionario Mexicano, bajo la presiden­
cia de Cárdenas. La creación del PRM, su constitución sobre la 
base de cuatro distintos sectores, cada uno de elloc; representan­
do y agrupando a una de las categorías sociales que tenían en 
ese momento alguna importancia: el ejército, el sector campe­
sino, el obrero y el popular, permitió reunir en una sola orga­
nización no solamente-a los hombres fuertes del país, sino a los 
ac,tores sociales más importantes. Una de las consecuencias de 
la nueva estructura del partido fue que la designación de las can­
didaturas ya nd operaba en función de criterios relativos a la geo­
grafía del poder regional, sino que ahora se practicaba en base 
a la pauta sectorial. 13 

13 En 1945, con la transformación del PRM en PRI, se intentó de nueva 
cuenta cambiar los criterios de selección de candidatos, regresar a la pauta geo­
gráfica, con el objetivo evidente de debilitar a las organizaciones populares, prin­
cipalmente a la CTM, todavia muy influida por los militantes del PCM, y por los 
cardenistas-lombardistas. No obstante, algunos años más tarde, cuando los ele-
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Esta transformación del partido no fue más que una forma 
de lograr las intenciones originales de los sonorenses, misma que 
permitió aprovechar la movilización que se había logrado en tor­
no a Lázaro Cárdenas, desde su candidatura, con el apoyo del 
sector campesino, con base en la promesa del reparto de tierras, 
y desde el inicio de su gobierno con el beneplácito del sector obre­
ro, que había creado el Frente Popular de Defensa Proletaria pa­
ra apoyar a Cárdenas frente a las críticas y a las presiones de Ca­
lles. La estructura del PRM ofreció a estos sectores populares un 
espacio en un partido que había sido instituido originalmente pa­
ra recuperar la fuerza acaparada por los poderes locales, y que 
ahora reafirmaba la concentración del poderío político, gracias 
al encuadramiento de estos sectores. 

La constitución del PRM representó un paso decisivo para el 
proceso de reconstrucción del centralismo, que había sido desar­
ticulado con la caída del gobierno porfirista (Meyer, L., 1972). 
También prosperaba el intento de debilitar a los personajes po­
líticos, a los caudillos y a los caciques (Reyna, J.L., 1973). La 
organización por sectores, al separar el proceso político del fac­
tor territorial, dificultaba aún más la manipulación del aparato 
de partido por parte de los caciques locales (Meyer, L., 1972, p. 
163). Sin embargo, la nueva estructura también suponía formas 
más eficaces y modernas de control, ya no de individuos, sino 
de organizaciones populares. Por otra parte, si anteriormente el 
control político dependía de compartir el poder con los jefes lo­
cales, desde ahora la jerarquía del partido y del Estado estable­
cía sus relaciones con sindicatos, ligas campesinas, asociaciones 
de profesiones liberales, etc. (Hamilton, N., 1982.) 

De hecho, la formación del partido de la Revolución, de acuer­
do con un esquema que podría definirse como corporativo, y que 
será analizado más adelante -cuando se estudien las relaciones 
entre el sindicalismo y el Estado-, no ha cambiado en forma 
fundamental hasta el presente, 14 en realidad lo más notable que 

mentos más radicales fueron expulsados de la CTM y del resto de las organi­
zacioRes populares, durante el sexenio de M. Alemán, se retornó al "viejo" sis­
tema. 

14 Cuando se dio por concluido el relevo de los generales revolucionarios 
con la elección de M. Alemán, el primer presidente civil de la época posrevo­
lucionaria, también se eliminó el sector militar del PRI y se ofreció a sus miem-
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sucedió, hasta fines de los años setenta, fue que su- penetración 
en la sociedad se extendió considerablemente (Meyer, L., 1979). 
Durante los dos últimos años del gobierno de Cárdenas, inme­
diatamente después de las presiones que sufriera tanto el país co­
mo el gobierno, a raíz de su política agraria y especialmente a 
causa de la expropiación petrolera, el sistema político va a dejar 
de fundamentarse en la movilización para pasar a sostenerse so­
bre la no participación, a pesar de que fue precisamente lamo­
vilización el recurso mediante el cual se logró incorporar a los 
sectores populares al sistema. 

Como vimos anteriormente, las expresiones nacionalista y po­
pular del Estado mexicano le permitieron legitimar su función 
como agente de desarrollo, pero también le otorgaron la capa­
cidad para canalizar y concentrar el apoyo popular, además de 
resolver los conflictos que surgieron entre los diferentes sectores 
que constituían el partido, así como para enfrentar los desa­
fíos que imponía la oposición a las decisiones gubernamentales, 
sin utilizar la violencia sino como último recurso y de manera se­
lectiva. Sin embargo, también es claro que la consolidación de un 
sistema político subordinado al Estado, la conformación de un~ 
relación en la cual los actores sociales dependen de éste y donde 
el partido oficial es fundamental, en la medida de que sirve de 
mecanismo de control y movilización de los recursos sociales, 
permitió que el país se lanzara hacia la industrialización a partir 
de la Segunda Guerra Mundial. 

La estabilidad de este régimen político se ratificó a lo largo 
de los sesenta año~ de su existencia. Esta característica estuvo 
ligada a la capacidad de los diferentes gobiernos que se suce­
dieron, tanto para conservar como para extender el campo de 
acción corporativo. El Estado demostró ser capaz de integrar ca­
da vez a un mayor número de grupos a este sistema; logró in­
corporar a las organizaciones y a los dirigentes disidentes, y mar­
ginar a aquellos que no pudo cooptar, a fin de evitar que 
estorbaran al sistema. Por otra parte, siempre logró otorgar ven­
tajas reales a los sectores integrados; tuvo éxito en sensibilizar 

bros la posibilidad de afiliarse al sector popular, pero a título individual. Desde 
entonces, el PRI está constituido por tres sectores, el popular (la CNOP), la CTM 

y la CNC. 
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a la sociedad civil sobre el hecho de que las presiones y las pro­
testas canalizadas al interior de este sistema eran recompensa­
das, que la satisfacción de una reivindicación se conseguía no tan­
to por la capacidad de movilización que tenía un grupo o sector 
de interés como por su influencia política y por la relación que 
mantenía con la cúpula del sistema político, especialmente con 
el jefe del ejecutivo. Esto, a pesar de que en ocasiones se abría 
la oportunidad de integrarse a movimientos que surgían fuera 
del sistema y que demostraban una capacidad de movilización. 
Con la salvedad de que si la oferta era rechazada, automática­
mente el grupo en cuestión se convertía en un desafío directo pa­
ra el régimen y para el Estado, lo que implicaba su marginación 
o su represión. 

Es evidente que un régimen de este tipo reposa sobre el prin­
cipio de la exclusividad, lo que significa que la canalización de 
las reivindicaciones y de la movilización no debía rebasar los mar­
cos del PRI y de las organizaciones populares oficialistas. El par­
tido tenía que ser la única entidad con poder político. real; era 
necesario que el PRI y sus organizaciones oficiales dominaran to­
talmente la vida política. En la medida en que lo expuesto con­
fería estabilidad al régimen, es explicable el hecho de que una 
vida política abierta sea difícilmente aceptable. Los otros par­
tidos y organizaciones populares sólo sirven al sistema mientras 
permiten su legitimación, en tanto que ofrecen una apariencia 
democrática. Pero una vez que estos límites son franqueados, es 
decir, cuando los partidos o las organizaciones aspiran a un po­
der real, ya no son admisibles. 

De est.a forma se derivan las dos características fundamen­
tales del régimen político mexicano. En primer lugar, el hecho 
de que exista un desequilibrio hacia una de las funciones que cum­
ple todo sistema político: canalizar las demandas, las reivindi­
caciones, o lo que viene a ser lo mismo, resolver los conflictos 
dentro del marco de las reglas del juego preestablecidas. Dicho 
desequilibrio indica que la función complementaria de cualquier 
sistema político: servir de espacio al conflicto y a su institucio­
nalización, .. desde abajo, -también de acuerdo con ciertas re­
glas del juego-, está prácticamente ausente. La génesis y el de­
sarrollo del régimen político mexicano han demostrado cómo 
predomina la dimensión canalizadora, la función del sistema po­
lítico como fuente de limitaciones. La escasa autonomía del sis-
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tema político frente al Estado, a pesar de que este último repre­
senta a fuerzas sociales reales, que a veces incluso están en 
conflicto, implica, sin embargo, la subordinación de este siste­
ma a las necesidades de movilización de recursos por parte del 
Estado en su función de agente de desarrollo. El control de los 
cuerpos intermedios ha llegado a tal grado que la mayor parte 
de ellos han sido estimulados e incluso creados por voluntad del 
Estado, y cuando han surgido independientemente, han sido obli­
gados a aceptar las reglas establecidas previamente por el Esta­
do (Segovia, R., 1976). 

Por otra parte, es el Estado el que dicta las reglas de fun­
cionamiento del sistema político, así como las determinaciones 
que luego serán aplicadas a la sociedad civil. Esta situación, que 
hemos descrito por medio de ejemplos históricos, ha tenido con­
secuencias significativas particularmente en lo que se refiere a las 
fuentes de legitimidad, tanto a nivel de la legitimación de las de­
. cisiones y de las reglas establecidas por el propio sistema polí-
tico, como al de la relación entre este sistema y el Estado. Como 
ya ha sido dicho de Weber a Habermas, una de las fuentes (aunque 
no la única) de legitimidad de la dominación por parte de un Es­
tado, del mantenimiento de un sistema de dominación que el Es­
tado está encargado de vigilar, es la existencia de ciertas reglas 
que definen esta observancia y que son aceptadas por la mayor 
parte de lo~ actores sociales. De esta manera, la legalidad se de­
fine como una de las fuentes de legitimidad. Como lo precisa Ha­
bermas, para que la legalidad pueda ser establecida y aceptada 
es necesario que exista autonomía entre el sistema administra­
tivo y el político, entre el Estado y el sistema de legitimación, 
entre el aparato encargado de vigilar la aplicación de la legali­
dad y de castigar su incumplimiento, y el sistema a través del cual 
se establecen las reglas que definen a aquélla, determinando lo 
que es legal y lo que no lo es. Si tal autonomía no existe, es evi­
dente que en la medida en que es él mismo, el único órgano, el 
que define y vigila la aplicación de las reglas, la legitimidad no 
tiene la misma significación ni la misma fuente que cuando esta 
autonomía sí existe (Habermas, J., 1978). 

El caso mexicano se aproxima a lo que se plantea arriba, aun­
que el sistema de legitimación formal (de legalidad) no está to­
talmente desprovisto de una función legitimadora. Si no hicié­
ramoséstá diferencia, no podríamos encontrar distinción alguna 
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entre una dictadura que excluye la propia existencia de un sis­
tema político, y un régimen autorj!¡rio que le otorga un cierto 
espacio, aunque limitado, y que utiliza a este sistema como re­
curso para legitimar sus decisiones. De esta manera no se podría 
comprender por qué al Estado mexicano le importó tanto con­
servar un sistema político que pretendía ser legítimo, pues in­
cluso ha intentado reforzarlo a través de las reformas políticas 
que se han llevado a cabo prácticamente en cada sexenio. 

Aunque, como dice Habermas, esta racionalidad formal en 
el sentido de Weber no es fundamento suficiente para la legiti­
mación, sí representa una de sus fuentes principales. La otra fuen­
te deriva de un tipo distinto de racionalidad, del consenso ge­
nerado por la ideología dominante, o como lo diría Touraine, 
por la aceptación de un modelo cultural, de una cierta orienta­
ción de la sociedad. En un contexto como el de México, se re­
gistra un desequilibrio hacia esta última fuente de legitimidad. 
Se privilegia la ideología y "la interpretación general que sos­
tiene al sistema de dominación en su conjunto'' (Habermas, J., 
1978). En este sentido, para el Estado mexicano, la ideología po­
pular y nacionalista es más importante que las formas y los pro­
cesos legales, como de hecho es el caso en todo régimen revo-
lucionario. -

En rigor, nos encontramos frente a un sistema político que 
encierra un doble desequilibrio, pues por una parte pr.ivilegia una 
de sus funciones, y por otra, limita su papel como fuente de le­
gitimidad. El primer desequilibrio consiste en el hecho de que 
el sistema político dependa más de las necesidades de control y 
de movilización por parte del Estado, que de los requerimien­
tos de representación de la sociedad civil. Es el Estado el que abre 
o cierra el sistema político, el que decide si hay necesidad de mo­
dificar o no las reglas del juego, de institucionalizar los intere­
ses, más que el nivel de la lucha y de conflicto social. El segundo 
desequilibrio radica en que el sistema político no funcione como 
sistema de legitimación más que en una proporción muy restrin­
gida, que marca precisamente la diferencia que existe entre una 
dictadura y un régimen autoritario. La legitimidad no está re­
partida entre la legalidad (la legitimidad formal) y la ideología 
o interpretación general que sostiene al sistema de dominación, 
sino que se inclina básicamente hacia esta última. La legitimi­
dad que pueda provenir de la orientación general está, a su vez, 
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. fundada en la capacidad real del Estado para asumir su papel 
de agente de d~sarrollo y responder directamente a las expecta­
tivas de los diferentes sectores de la sociedad. 

Esta situación tiene consecuencias importantes sobre el sis­
tema de legitimidad y, como veremos más adelante, sobre el siste­
ma organizacional y sobre las características de la acción so­
cial. Por una parte, la legitimidad está directamente ligada a la 
acción del Estado, a su capacidad de obtener una integración ca­
l{~-vez- mayor de la población al sector-moderno, o por lo me­
nos; iiúuitener viva la esperanza de dicha integración. Esto su­
pone un sisteina de legitimidad relativamente rígido, puesto que 
su estabilidad depende directa o principalmente de la medida en 
que el Estado y su acción puedan mantener y movilizar los re­
,cursos sociales, en función de un consenso relativo a la idea de 
(iesarrollo. El consenso se genera principalmente de esta idea; muy 
!poco en función de la racionalidad formal. La rigidez proviene 
justamente de que la legitimidad esté directamente ligada a la ac­
ción del Estado, pues en realidad es limitado el campo de acción 
del sistema político. Y esto implica, a su vez, que problemas sur­
gidos en el marco de la acción del Estado puedan conducir a una 
ruptura del consenso, a una crisis de la legitimidad y a un cues­
tionamiento de la legalidad, sin disponer del .. amortiguador, que 
iéprésenta un sistema político autónomo del Estado. Como ve­
remos también más adelante, tal sistema de legitimidad frecuen­
temente debe afrontar acciones críticas, que, en ciertas condi­
ciones, podrían incluso llegar a ser de tipo revolucionario. 
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III. LA HETEROGENEIDAD DE LA CLASE 
OBRERA MEXICANA• 

LA ESTRUCfURA DE LA INDUSTRIA 

La voluntad política y las condiciones favorables para la indus­
trialización del país efectivamente permitieron aumentar la pro­
porción de la población activa ocupada en el sector industrial. 
Como muestra el cuadro 1, la población activa dedicada a labo­
res agrícolas no ha cesado de disminuir desde la década de los 
cuarenta. Si en 1940 aproximadamente las dos terceras partes de 
los habitantes llevaban a cabo una actividad agrícola, en 1987 
ya no era más que una cuarta parte de la población la que se ocu­
paba de dicha labor. Con el proceso de crecimiento industrial, 
la población activa de este sector, que incluye tanto a los traba­
jadores de la industria minera, como a los de la petrolera, la cons­
trucción, la electricidad, y la manufacturera, pasó de constituir 
15.507o del total en 1940, a un poco más de 20% de la población 
activa total en 1987. 

Ya hemos aludido brevemente a los obstáculos que afrontó 
y que aún actualmente enfrenta el proceso de industrialización, 
mismos que desde 1982 incluso se han agravado. A pesar de su 
auge, el sector industrial no ha sido el que ha absorbido el ma­
yor porcentaje de trabajadores. Aquellos campesinos que aban­
donaron el campo o que ya no encontraron espacio en este sec­
tor, no engrosaron las filas de la clase obrera industrial, sino más 
bien las del sector terciario. Una elevada proporción de lapo­
blación trabajaba en 1987 en los servicios, en el comercio y en 

1 Una información mucho más amplia y profunda de los tópicos tratados 
en este capitulo sobre la heterogeneidad de la clase obrera mexicana se encuen­
tra en Bizberg, 1., La clase obrera Mexicana, México, SEP, 1986. 

[83] 
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actividades no especificadas en el censo. Se sabe que estas activi­
dades no solamente concentran a la mayor parte de la población 
económicamente activa nacional, sino también a buena parte de 
los subempleados. Es por ello que frecuentemente se enfatiza que 
la transformación de nuestro país se ha traducido menos en un 
proceso de industrialización que en un proceso de "terciariza­
ción", que se traduce en una elevada proporción de población 
subempleada. 

Pero para profundizar en la noción de heterogeneidad, es ne­
cesario discutir en primer lugar cómo se reparte la población que 
trabaja en la industria. Del conjunto del sector, es la industria 
de la transformación o industria manufacturera, la que ocupa 
al mayor número de trabajadores. Le sucede la industria de la 
construcción, luego la de extracción minera y petrolera, y por 
último la eléctrica. Más de dos terceras partes de lo que se po­
dría considerar como la clase obrera industrial, se encuentran en 
las distintas empresas que manufacturan productos esencialmente 
para el mercado interior. En contraste, la industria eléctrica es 
la que ocupa el menor número de trabajadores, alrededor de 
140 000 en 1987 (véase el cuadro 2). 

Aunque utilizamos datos referentes al crecimiento de la pro­
ducción y no al incremento de personal ocupado, es interesante 
analizar la evolución del sector industrial que brinda ocupación 
al mayor porcentaje de población: el sector manufacturero. A 
partir de los añ.os cincuenta, comienzan a desarrollarse las in­
dustrias manufactureras d·e productos intermedios, que son in­
sumos para la producción industrial, por ejemplo los productos 
químicos y petroquímicos, el acero y otros metales, y los mate­
riales no metálicos. Todos éstos son necesarios para la fabrica­
ción de bienes que cobrarán auge durante la segunda etapa de 
industrialización; se trata del desarrollo llamado estabilizador, 
y que se constituye por los bienes de consumo duradero. Es tam­
bién en este momento cuando se comienzan a fabricar en Méxi­
co, algunos de los bienes de producción necesarios para la insta­
lación y reposición de las instalaciones industriales. En 1950, estos 
tres tipos de productos representaban poco menos de la cuarta 
parte de la producción total de la industria manufacturera, y para 
1980, llegaron a representar más de la mitad (véase el cuadro 3). 

Como la fabricación de estos productos intermedios, de con­
sumo duradero y de bienes de capital es más difícil, y la tecnolo-
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gía para manufacturarlos es más compleja y cara, es frecuente 
que sean empresas extranjeras (algunas de ellas asociadas al ca­
pital nacional o estatal), las que los fabriquen. También es cier­
to que, en términos generales, las condiciones de empleo y de sa­
larios, como lo veremos más adelante, son muy distintas en estos 
sectores, en comparación con las empresas que fabrican produc­
tos textiles o alimentarias, y particularmente con los pequeños 
talleres o microempresas, que abundan en estas últimas ramas 
de actividad productoras de bienes de consumo no duradero. 
La disparidad en las condiciones laborales entre los distintos sec­
tores se aprecia claramente si atendemos al análisis de las carac­
terísticas de la industria manufacturera. 

En primer lugar, es significativo que el promedio de perso­
nas ocupadas en los aproximadamente 119 212 establecimientos 
de la industria manufacturera y extractiva que fueron captados 
por el censo industrial de 1975,2 era de 14 personas; en 1985 se 
censaron 127 539 establecimientos de la primera, y el promedio 
se incrementó a 18. Para comprender mejor lo que esto significa 
es necesario recordar que esta cifra, que representa un prome­
dio, indica que existe un número muy elevado de establecimien­
tos que son todavía más pequeños. Es preciso tener en cuenta, 
además, que de acuerdo con la Ley Federal del Trabajo, un sin­
dicato sólo puede ser reconocido si cuenta al menos con 20 miem­
bros. Aunque es posible registrar un sindicato constituido por 
trabajadores que pertenezcan a diferentes establecimientos, eso, 
en el caso mexicano, generalmente da lugar a sindicatos-"de mem­
brete'' o a agrupaciones estrechamente dependientes de dirigen­
tes que mantienen poca relación con sus agremiados. Esto signi­
fica que, en principio, la mayor proporción de los establecimientos 

2 Es sobre la industria manufacturera (o de la transformación) sobre la 
cual tenemos más información para nuestro análisis. La fuente principal de es­
tos datos es el Censo Industrial y Comercial que se lleva a cabo cada cinco años. 
En 1989, cuando reunimos los últimos datos necesarios para elaborar los cua­
dros incluidos en esta parte del libro, el censo de 1985 todavía no había sido 
publicado, por lo cual sólo contamos con datos preliminares. Por otra parte, 
la ausencia en gran parte del subsiguiente análisis, de datos y discusión sobre 
ciertas industrias como la petrolera, la eléctrica y la construcción se debe al he­
cho de que el censo quinquenal industrial no las incluye y la otras fuentes esta­
dísticas en las que sí aparecen estas industrias, no son comparables. No tene­
mos datos de la industria minera para 1985, por lo que también decidimos 
eliminar y abocamos exclusivamente a la industria manufacturera. 
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de la industria manufacturera nacional, en realidad no cuenta 
con una representación sindical. 

Estos datos que se refieren al tamaño de los establecimien­
tos, representan un indicador de que una buena parte de ellos 
son empresas familiares, lo que será confirmado más adelante, 
cuando veamos ciertos datos que muestran que la remuneración 
en este sector de la industria manufacturera es casi inexistente. 
Siguiendo con la información sobre el tamaño de las empresas, 
se observa que, en 1975, 81 O!o de los establecimientos industria­
les son microindustrias en las cuales el número promedio de per­
sonal es de 2 a 3 trabajadores; 1001o de los establecimientos son 
pequeñas empresas que cuentan en promedio con 12 trabajado­
res; finalmente, sólo 901o de los establecimientos pueden ser con­
siderados como empresas o fábricas, en el sentido cabal de la pa­
labra, y son las que ocupan entre 38 y 823 trabajadores en 
promedio. En 1985los porcentajes son: 7701o de los establecimien­
tos ocupan entre 2 y 4 personas, 120!o cuentan en promedio con 
1 O trabajadores y sólo 11% de los establecimientos emplean en­
tre 32 y 1 122 trabajadores (Bizberg, 1., 1986). 

De esta manera, menos de una cuarta parte de la industria 
nacional está constituida por empresas cuyos trabajadores tie­
nen una buena posibilidad de organizarse en forma autónoma 
para defender sus derechos. Como se podrá ver en la informa­
ción que presentaremos más adelante, en lo que se refiere a las 
condiciones salariales y de trabajo, el contar con una represen­
tación sindical es un verdadero privilegio. En referencia a los datos 
que ahora estamos discutiendo podemos constatar que en prin­
cipio en 1975 sólo 19% y en 1985, 23% de los establecimientos 
(las grandes y pequeñas empresas) gozan de este privilegio. Ve­
remos que la otra variable distintiva, que va a definir las condi­
ciones de salario y laborales, es la de trabajar en una gran empre­
sa. De los datos a los que nos estamos refiriendo, podemos deducir 
que en 1975 sólo 2% y en 1985 el 301o de los establecimientos 
industriales, aquellos que ocupan más de 100 trabajadores, go­
zan de estos dos privilegios. Como lo veremos más adelante, no 
es una coincidencia que precisamente en este tipo de empresas 
de la gran industria, se concentren los sindicatos más activos. 

En el estudio citado, con los datos del censo de 1975 referi­
dos no sólo al tamaño de los establecimientos, sino al valor de 
la producción y al capital invertido, nos fue posible caracterizar 
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a la industria nacional de la forma siguiente: más de la mitad 
de las empresas estaba representada por microindustrias, en su 
mayor parte familiares. En éstas trabajaban, en promedio, dos 
personas, y la producción apenas lograba cubrir un salario mí­
nimo; el capital promedio invertido era prácticamente nulo. Po­
demos pensar que en este caso se halla todo tipo de talleres de 
reparación, de confección de ropa, o pequeñas industrias alimen­
tarias. 

En segundo lugar figuraban los pequeños talleres que no son 
familiares, pues emplean una o dos personas; estos representa­
ban una cuarta parte del total de establecimientos manufacture­
ros del país. El monto de la producción y del capital invertido, 
hacen suponer que son talleres que requieren de algún equipo o 
maquinaria para reparar o fabricar partes de bienes de consumo 
duradero. Se trata, por lo tanto, de pequeños talleres producto­
res de piezas para la industria automotriz, de reparación de llan­
tas o automóviles, o que fabrican ciertas partes industriales, uti­
lizando para ello un torno o una fresadora. 

En tercer lugar, se ubicaba una parte del sector que puede 
ser considerado propiamente como empresarial, y que represen­
taba IOO?o de la totalidad de los establecimientos manufacture­
ros. Éstas son las pequeñas empresas, definidas como tales tan­
to por lo que concierne al volumen de la producción como en 
lo que toca al personal ocupado y al capital invertido. En este 
sector probablemente se encuentra una buena proporción de las 
empresas de capital nacional que fabrican productos tradicionales. 

Por último, figuraban las grandes y medianas empresas que 
representaban una décima parte del total de la industria manu­
facturera y que en su mayoría se establecieron durante la etapa 
de desarrollo estabilizador. Es en este sector de empresa~. en las 
que predomina el capital extranjero y el estatal, donde se con­
centran las industrias modernas. Se cuentan entre ellas las que 
fabrican bienes de consumo duradero, así como algunas de las 
que producen otros bienes de consumo no dl!radero, como por 
ejemplo las empresas textiles, las de refrescos y las de alimentos 
enlatados. Como veremos, las condiciones de trabajo y los sala­
rios de los obreros que laboran en este tipo de empresas son muy 
diferentes a las de los otros tres sectores. Por otra parte, tam­
bién veremos que es aquí donde se pone en juego el futuro del 
sindicalismo mexicano. 
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Ahora intentaremos definir cuáles son las ramas industria­
les en las que se concentra en mayor proporción cada uno de es­
tos cuatro tipos de establecimientos industriales. 

Las ramas industriales en las cuales la media de trabajado­
res ocupados es menor son: la fabricación de productos alimen­
tarios (esta industria representaba casi la mitad del total de esta­
blecimientos censados en 1975, y más de la tercera parte en 1985), 
la confección de prendas de vestir, la fabricación y reparación 
de muebles no metálicos, la industria editorial, y por último, la 
industria de minerales no metálicos (la fabricación de loza, en­
tre otras), que ocupa a 12 trabajadores por establecimiento (véase 
el cuadro 4). 

Otro indicador para determinar las características de las dis­
tintas ramas industriales, es la producción por empresa. Las in­
dustrias que citamos arriba son aquellas que además de registrar 
la media más baja de trabajadores por establecimiento, reflejan 
el promedio más bajo de producción; todas tienen una produc­
ción anual por empresa menor a la media de la industria manu­
facturera. A éstas se añaden la fabricación de zapatos y otros 
productos de cuero y la rama maderera. Todas ellas son consi­
deradas como industrias tradicionales, donde como ya hemos vis­
to, predomina la microindustria, frecuentemente de tipo fami­
liar (véase el cuadro 5). 

El valor agregado por persona, nos ofrece un indicador adi­
cional para analizar la industria manufacturera, esta vez se trata 
de un índice relativamente burdo aunque bastante aproximado de 
la productividad. Con base en el dato sobre el valor agregado 
por persona, se deduce que las industrias mencionadas antes, no 
solamente son las más pequeñas, sino además las menos produc­
tivas. Ello significa que se trata de ramas de actividad en las que 
predominan las empresas menos avanzadas tecnológicamente (véa­
se el cuadro 6). 

Al otro extremo se ubican las industrias que presentan la me­
dia más alta de personal ocupado. En los primeros lugares figu­
ran la industria del tabaco (un hecho básicamente debido a la 
penetración y monopolio del capital transnacional), la produc­
ción de metales básicos, y la industria automotriz. Siguen las in­
dustrias de bebidas, la preparación y envasado de frutas y legum­
bre~. la producción de maquinaria y equipo eléctrico y electrónico, 
la industria del papel y la industria química (véase el cuadro 4.) 
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Todas ellas son productoras de bienes modernos. Conviene, 
sin embargo, recordar que estamos trabajando con promedios. 
En los datos de la industria del hierro y del acero, están las em­
presas siderúrgicas que emplean a miles de trabajadores y las pe­
queñas empresas de productos laminados. Ello demuestra hasta 
qué grado la utilización de la media representa limitaciones, y 
la necesidad de combinar los indicadores, como lo estamos ha­
ciendo. Si analizamos la producción por empresa encontramos 
que existen ciertas industrias en las cuales un elevado promedio 
de personal ocupado coincide con una alta media de producción 
por empresa. Esto sucede en la industria del tabaco, donde la 
producción media por empresa llegaba a los 100 millones de pe­
sos en 1975 y a 5 000 millones de pesos en 1985, en la produc­
ción de metales de base, donde la producción por empresa reba­
saba los 143 millones de pesos en 1975 y los 1 300 millones de 
pesos en 1985. La industria productora de equipo de transporte, 
la cual incluye a la industria automotriz, la fabricación de bebi­
das, la celulosa y papel, las industrias química, del petrófeo y 
del carbón mineral son actividades en las cuales la producción 
por empresa es muy elevada. Además, todas estas industrias re­
gistran un elevado nivel de valor agregado por persona (véanse 
los cuadros 5 y 6). 

En resumen, podemos concluir que la industria manufactu­
rera puede dividirse en dos tipos de actividades: las tradicionales 
y las modernas. Las primeras están representadas por las indus­
trias alimentarias, la textil, la productora de zapatos y cuero, los 
muebles no metálicos, la fabricación de productos de minerales 
no metáliaos y la indu~tria editorial. Las modernas están básica­
mente representadas por la producción de metales de base, la fa­
bricación de equipo de transporte y eléctrico, la refinación de pe­
tróleo y gas, la producción de químicos y la industria del papel. 

También se puede afirmar que, en general, las actividades 
tradicionales son llevadas a cabo en empresas cuyo promedio de 
trabajadores ocupados, y cuya media de producción y de pro­
ductividad son muy bajos. En contraste, las actividades moder­
nas se despliegan en grandes empresas, en las cuales la media de 
estos tres indicadores es elevada. Existen, sin embargo, excep­
ciones a esta regla: se da el caso de grandes empresas modernas 
que ocupan a un elevado número de trabajadores, llevando a cabo 
actividades de las que hemos considerado como tradicionales, al 
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fabricar productos tradicionales, pero que han logrado concen­
trar su producción y se han modernizado. Se encuentran en este 
caso, entre otras, las industrias de fabricación de cerveza y lata­
bacalera. Por otra parte, sucede que empresas más pequefias, en 
lo que concierne al promedio de trabajadores empleados, con­
centren una gran producción y registren altos índices de produc­
tividad; éste es el caso de la industria química. Por último, existen 
actividades que se llevan a cabo tanto en grandes empresas de 
tecnología avanzada·, como en pequefios establecimientos de tec­
nología anticuada, como sucede con las industrias de elabora­
ción de bebidas y con la bulera. 

Todo esto se confirma con el análisis de la gran industria. 
Cuando hicimos referencia a la situación de la industria manu­
facturera en su totalidad, notamos que existía 230Jo de estableci­
mientos que según consideramos en aquel momento, constituían 
el sector empresarial, en el sentido cabal del término. Indicamos 
también que el 77% restante correspondía a las microindustrias, 
frecuentemente de tipo familiar, así como a los pequefios talle­
res artesanales o de reparación. Como ya hemos precisado, es 
en este 23% donde se decide la producción nacional; es también 
aquí donde está ocupada relativamente la mayor proporción de 
obreros. Además, éste es el sector que concentra a la mayor par­
te de la clase obrera organizada. 

Como afirma el Instituto Nacional de Estadística, Geogra­
fía e Informática (INEGI) en su Estadística Industrial, los datos 
muestran que el número de las empresas más grandes del país 
(las cuales según lo11 criterios de la SPP-INEGI para su muestreo 
de 1980 son las que generan 90% del total de la producción de 
cada una de las industrias consideradas), en 1980 correspondía 
a 1 928 y en 1985 a 1 159. Otra de las características de la gran 
industria es que el promedio de personal ocupado era de 455 tra­
bajadores en 1980 y de 458 en 1985, cifras considerables si las 
comparamos con la media de la totalidad que registra la indus­
tria manufacturera, la cual, como ya lo mencionamos, ocupaba 
sólo a 18 trabajadores en 1985. La gran industria ofrecía ocupa­
ción en 1985, a 530 881 personas. De hecho entonces, este 1 OJo de 
las empresas manufactureras nacionales acapara gran parte de la 
producción nacional y ocupa a poco más de una cuarta parte del 
total del personal que es empleado por este sector industrial. 

La industria nacional está entonces conformada por un sec-
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tor moderno, altamente productivo, constituido por empresas 
grandes, que coexisten con un sector arcaico, tradicional, con­
formado por microindustrias, pequeños talleres y pequeñas y me­
dianas empresas. En el primer grupo, la producción, la produc­
tividad e incluso·buena parte del personal ocupado se concentra 
en pocas empresas. 

Ahora bien, también existen diferencias al interior de lo que 
se denomina la gran industria, pues si bien es cierto que este sec­
tor concentra gran proporción de la producción, conviene tener 
claro que eso puede deberse a distintas causas que es necesario 
exponer: la producción es importante ya sea porque se deriva de 
grandes industrias o porque se trata de empresas con un alto ni­
vel tecnológico y de productividad, sin que forzosamente sean 
empresas muy grandes. Podemos notar que las actividades tra­
dicionales se distinguen de las modernas porque se desarrollan 
en empresas más pequeñas y en las cuales el nivel de productivi­
dad es más bajo. Y esto es cierto, aun si eliminamos a las mi­
croindustrias, como lo hemos hecho, simplemente al escoger la 
información de la Estadística Industrial Anual. Por otra parte, 
y también de una manera general, se puede afirmar que las acti­
vidades modernas son aquellas que se desarrollan en las empre­
sas más grandes y con mayores niveles de productividad (véase 
el cuadro 7). 

No obstante, el análisis de la gran industria ofrece la posibi­
lidad de establecer distinciones que el estudio de la totalidad de 
la industria manufacturera no permite. La industria nacional pue­
de ser dividida en seis tipos: primero figuran las actividades tra­
dicionales, que son agrupadas en las empresas de tamaño medio 
y que registran un nivel bajo de productividad; entre otras se in­
cluyen las industrias tradicionales "clásicas": la alimentaria y la 
textil. En segundo lugar se ubican las actividades tradicionales 
que han logrado un alto nivel de concentración de la producción 
y de la productividad;3 entre éstas destacan la industria del ta­
baco y la cervecera. En tercer lugar están las actividades moder­
nas que se realizan generalmente en empresas de tamaño media­
no, que tienen un bajo nivel de productividad: la producción de 
muebles metálicos, de aparatos eléctricos y de carrocerías. El 

• 3 Sólo tenemos datos sobre productividad, definida por el valor agrega­
do por persona, para 1975. 
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cuarto lugar lo ocupan las actividades modernas llevadas a cabo 
en grandes empresas con un nivel bajo de productividad, como 
la producción de hierro y acero, la elaboración de fibras sintéti­
cas, la producción de envases de vidrio y la fabricación de equi­
po y de aparatos electrónicos. En quinto lugar, las actividades 
modernas realizadas en empresas de tamaño mediano y que tie­
nen un nivel muy alto de productividad, entre las cuales figuran 
las industrias productoras de cemento hidráulico, de celulosa y 
papel. Por último están las actividades modernas que se llevan 
a cabo en grandes empresas que tienen un nivel muy elevado de 
productividad como la industria automotriz, la bulera y la !ami­
nación secundaria de hierro y acero, así como la laminación del 
cobre, la fabricación de vidrio plano y la reparación y produc­
ción de equipo ferroviario (véase el cuadro 7). 

Este análisis de la estructura industrial nos permitirá definir 
en qué medida se traduce esta gran heterogeneidad al nivel de 
las condiciones de trabajo y de salarios, y en qué grado repercu­
te esto sobre las condiciones de la clase obrera mexicana. 

LOS SALARIOS Y LAS CONDICIONES LABORALES 

Salarios y prestaciones 

Los datos del Censo General de Población de 1980 nos permiten 
comparar el ingreso medio de los trabajadores ocupados en las 
actividades industríales, con los que se dedican a labores agríco­
las, el comercio y los servicios. Se observa claramente que la agri­
cultura es la actividad en la cual las remuneraciones son las más 
bajas. Más de 850Jo de la población activa en el medio rural per­
cibe remuneraciones inferiores al salario mínimo urbano. Por otra 
parte, 470Jo de la población que declaró sus ingresos en este mis­
mo sector' no estuvo remunerada, lo cual puede relacionarse fá­
cilmente con el hecho de que trabajó en una propiedad familiar. 

4 Es necesario seftalar que, en este caso, sólo consideramos a la población 
que reportó sus ingresos en el Censo General de Población de 1980; 170!o de 
las personas censadas no lo hicieron y, en consecuencia, fueron eliminadas del 
análisis. 
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Solamente 50Jo de la población empleada en la agricultura goza­
ba de una remuneración equivalente al doble del salario mínimo. 

El comercio y los servicios también son actividades mal re­
muneradas, en comparación con las industriales. Casi la mitad 
del personal que desempefia esas labores recibe percepciones in­
feriores al salario mínimo. Existe también un porcentaje consi­
derable de trabajadores que no son remunerados; se trata de 15% 
del total, cifra que aunque inferior a la que existe en la actividad 
agropecuaria, supera a la correspondiente en las actividades in­
dustriales. Nuevamente, como ocurrió en la rama de la agricul­
tura, se puede interpretar que en este último caso se trata de es­
tablecimientos familiares. Por otra parte, sólo 24% del personal 
ocupado en el comercio y en los servicios recibe un ingreso que 
representa el doble o más del salario mínimo. 

En este contexto, se puede afirmar que las personas dedica­
das a las actividades industriales gozan de una condición privile­
giada, pues solamente una tercera parte de la población ocupa­
da en la industria de extracción y en la manufacturera recibe 
salarios inferiores al mínimo. Cerca de 30% del total de los obre­
ros y de los empleados de estas industrias percibe el doble o más 
del salario mínimo. El personal ocupado en la industria eléctrica 
es el que está mejor remunerado, pues solamente 16% de sus efec­
tivos percibe menos del salario mínimo, mientras que 50% reci­
be el doble o más del salario mínimo. El personal de la industria 
petrolera está en una situación similar, y quizá aún más privile­
giada que los trabajadores de la electricidad, pero las estadísti­
cas que estamos manejando no nos permiten distinguirlo del per­
sonal ocupado en la industria minera. 

Por su parte, la construcción es la actividad industrial que 
registra el nivel más bajo de salarios. La proporción de personal 
ocupado en este ramo, que recibe una remuneración inferior al 
salario mínimo llega casi a 50%, cifra muy aproximada a la que 
encontramos en el comercio y en los servicios. No obstante, la 
proporción de personal que percibe más del doble del salario mí­
nimo es menor a la que existe en esas dos actividades, puesto que 
no alcanza 17%. (Bizberg, 1., 1986, p. 151) 

Estos datos muestran claramente la ventaja de emigrar del 
campo a la ciudad. También indican que entre los empleos ur­
banos, los menos favorecidos son el comercio, los servicios y la 
construcción. Los estudios llevados a cabo entre los migrantes 
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a las grandes ciudades del país, han concluido que es efectiva­
mente en estas actividades donde, en un primer momento, en­
cuentran empleo los migrantes (Cornelius, W., 1980, Germidis, 
D., 1974), quienes luego intentan ubicarse en un empleo mejor 
remunerado dentro de la industria manufacturera. Sólo unos 
cuantos miles de trabajadores se ven privilegiados realmente por 
un trabajo en la industria eléctrica y petrolera. 

Pero al interior mismo de la industria manufacturera exis­
ten diferencias importantes. En el inciso anterior, encontramos 
que el promedio de personal ocupado en esta industria era de 18 
trabajadores. Ello nos invitaba a pensar que existían grandes di­
ferencias entre las pequeñas y las grandes empresas. Pudimos con­
firmar la exactitud de este juicio en lo que se refiere a la produc:­
ción por empresa y al valor agregado. Existe una relación directa 
no solamente entre estas variables estructurales, sino también con 
el nivel de salarios y de prestaciones que reciben los obreros y 
empleados. Es sorprendente que exista un nexo tan estrecho en­
tre el tamaño de la empresa5 y el nivel de las remuneraciones, 
como la que encontramos en el libro citado anteriormente. 

En el inciso precedente mencionamos que, en 1975, poco más 
de la mitad de las empresas manufactureras podían ser conside­
radas como familiares. En ese año, la remuneración total anual 
de una persona que recibía el salario mínimo se elevaba a 17 255 
pesos. Si la remuneración promedio anual de 5407o de las indus­
trias más pequeñas era solamente de 2 200 pesos, eso quiere de­
cir que en esas empresas prácticamente no se empleó a nadie, sino 
para llevar a cabo algún trabajo de instalación, reparación o cons­
trucción. Este dato indica que las labores cotidianas se efectua­
ron como un trabajo familiar no remunerado. En 1985, encon­
tramos que en 4907o de las empresas, que no ocupaban más de 
2 personas, la relación entre personal no remunerado y remune­
rado era de 4. 7 a 1; esto quiere decir que había casi 5 personas 
no remuneradas por cada trabajador remunerado, lo que con­
firma su carácter familiar. 

De los empleados de establecimientos manufactureros, en 

5 El tamaño de los establecimientos se determina mediante dos criterios: 
por la cantidad de personal y por la producción anual promedio. Las afirma­
ciones siguientes son válidas para ambos criterios. 
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1975, 220Jo perciben una remuneración promedio aproximada al 
monto del salario mínimo anual; además, en 28% de estas em­
presas, que ocupaban entre 3 y 5 trabajadores, la relación en­
tre personal no remunerado y remunerado era de 1 a l. Se trata 
evidentemente de pequefios establecimientos o talleres que no em­
plean más que a una o dos personas para efectuar las tareas coti­
dianas, y en las que el duefio también labora. Por encima de es­
tos dos sectores que representan más de las dos terceras partes 
de la industria manufacturera nacional, se ubica el sector que po­
dríamos considerar como propiamente empresarial. Este último 
está representado por establecimientos en los cuales se emplea 
a un número de trabajadores, y el patrón se ocupa de las tareas 
administrativas y no de la producción. 

Es posible interpretar las diferencias que existen al interior 
de la industria manufacturera separando las actividades tradi­
cionales de las modernas. Al parecer existe una relación estrecha 
entre el tipo de actividad y el nivel de remuneraciones. En el sec­
tor tradicional de la industria manufacturera, los salarios son in­
feriores al promedio de lo que se percibe en el conjunto de esta 
industria. Ésta es la situación que priva en las industrias que fa­
brican productos en madera y corcho, en la del vestido, en la del 
carbón y del grafito, en la del calzado y el cuero, en la fabrica­
ción de muebles no metálicos y en la industria alimentaria. La 
única rama de actividad tradicional en la que se encuentran me­
jores condiciones, es la industria textil. Aparentemente en ésta, 
la elevada tasa de sindicalización, pero sobre todo la existencia 
de los distintos contratos-ley que cubren y dan homogeneidad 
a todas las subramas de actividad de esta industria, tienen como 
resultado que los salarios lleguen a un nivel cercano a la media 
industrial (véase el cuadro 8). 

Por otra parte, las actividades que ofrecen a los obreros los 
salarios más elevados, son precisamente las modernas. Por or­
den decreciente, encontramos a la industria de metales de base, 
a la química, los derivados de petróleo y de carbón, l¡t de equipo 
de transporte, la producción de papel, la industria editorial, la 
fabricación bulera y de plástico, y la producción de maquinaria 
y de equipo no eléctrico. 

Las actividades que retribuyen los salarios más bajos son tam­
biéJ;J. aquellas en las cuales se perciben los niveles más bajos de 
prestaciones. El único caso donde no se cumple esta regla, es la 
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industria del tabaco. Es bastante común que en las industrias mo­
dernas las prestaciones económicas sirvan para compensar los sa­
larios generales poco elevados. De esta manera, también en la 
industria productora de maquinaria y de equipo no eléctrico, don­
de los salarios apenas llegan al nivel promedio de la industria, 
las prestaciones rebasan el promedio. 6 

En contraste, en el sector de la gran industria encontramos 
que son muchas las excepciones, al intentar separar las activida­
des tradicionales de las modernas. No obstante, sí se da el caso 
de que las industrias en las cuales los salarios y las prestaciones 
por obrero son de las menos elevadas, coincidan con las activi­
dades que se pueden considerar como tradicionales: en primer 
lugar, la industria alimentaria (el enlatado y envasado de frutas 
y legumbres, la fabricación de galletas y pastas, de aceites y gra­
sas vegetales). Los niveles de salario más elevados se encuentran 
en las actividades modernas, como la producción de llantas y cá­
maras, la producción de cemento, la celulosa y papel, la siderur­
gia, la laminación secundaria de hierro y acero, la industria auto­
motriz, la producción de abonos y fertilizantes, la fabricación 
de tubos y postes de acero, de fibras sintéticas y la producción de 
envases de vidrio (véase el cuadro 9). 

Pero existen también ramas modernas en las que la .media 
de las remuneraciones es baja; esto ocurre por ejemplo en la in­
dustria productora de tocadiscos, radios y televisiones, la pro­
ducción de carrocerías, la industria refresquera, la fabricación 
de muebles metálicos, de aparatos eléctricos, de productos far­
macéuticos y la laminación primaria de cobre. ¿Cómo podemos 
explicar esta situación? ¿Qué relación tiene con otras caracterís­
ticas de las industlias? 

Es posible encontrar algunos indicadores que apunten hacia 
la relación que existe entre el nivel de remuneraciones y el nivel 
de productividad media. Por otra parte, también es posible en­
contrar nexos entre las remuneraciones y las variables sindica­
les. El primero de los casos parece explicar el hecho de que cier­
tas industrias modernas tengan bajos niveles salariales (véase el 
cuadro 7). El segundo de los casos, se encuentra con claridad en 
la industria textil, en la cual los salarios son relativamente eleva-

6 Para 1985 no pudimos obtener datos desagregados de las remuneracio­
nes y, por lo tanto, "desconocemos el nivel de prestaciones. 
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dos, pese a que su nivel de producción y de productividad sea 
similar al de las demás actividades tradicionales. Ello debe ser 
atribuido a que la industria textil cuente con grandes organiza­
ciones sindicales por rama industrial. Estos sindicatos, que per­
tenecen al sindicalismo oficialista, principalmente a la CTM y a 
la CROM, defienden salarios obreros por encima de lo que, por 
así decirlo, justificaría su estatuto de actividad tradicional. A ello 
hay que añadir que el contrato colectivo y, por tanto, los sala­
rios son negociados para todo el ramo y no por empresa, pues 
así funcionan los contratos -ley, lo que implica la homogeneiza­
ción hacia arriba de las condiciones de contratación. 

Pero también existen industrias en las cuales el nivel de sala­
rios se mantiene relativamente bajo, a pesar de una productivi­
dad y de una producción media por empresa muy elevadas. Es 
posible que este hecho se relacione con las condiciones de sindi­
calización de las ramas, es decir, que éstas estén caracterizadas 
por una débil tasa de sindicalización o por un sindicalismo dé­
bilmente organizado. 

De esta manera, se puede inferir que existen diversas varia­
bles determinantes de las condiciones salariales, aunque ningu­
na de ellas -de manera independiente- brinda una explicación 
suficiente. En general, son varios elementos los que deben con­
jugarse para determinar una situación laboral. Existen industrias 
en las cuales, a pesar de que predominan empresas grandes y que 
tienen altos niveles de productividad, los obreros no disponen 
de una organización sindical que los c!efienda y que exija mejo­
res condiciones laborales a las empresa::. Por el contrario, exis­
ten actividades tradicionales en las cuales los salarios son com­
parativamente elevados gracias al apoyo de una organización 
sindical poderosa, a nivel nacional, y a que el Estado ha interve­
nido en la fijación de condiciones, por ejemplo a través de los 
contratos-ley, tema que será analizado con más detalle un poco 
más adelante. 

Las condiciones laborales 

El tener un trabajo fijo o temporal es un indicador complemen­
tario al de nivel salarial, para efectos de determinar las condi­
ciones esenciales en las cuales se encuentra una persona emplea-
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da en cualquier actividad. De las entrevistas que llevamos a cabo 
entre los obreros de las siderúrgicas sobresale el hecho de que 
la seguridad en el empleo tiene incluso más importancia que la 
propia remuneración. En algunas circunstancias, los obreros pre­
fieren un empleo fijo, aunque relativamente mal pagado, que uno 
temporal bien remunerado. Como lo veremos ahora, estas dos 
variables, sin embargo, en muchas ocasiones coinciden. En las 
actividades donde la remuneración es la más elevada, existe una 
menor proporción de trabajadores temporales. No obstante, la 
industria petrolera es una excepción a esta regla, porque a pesar 
de que las condiciones de remuneración que ofrece son muy ele­
vadas, emplea a una gran proporción de trabajadores eventuales. 

Aunque no contamos con información directa acerca del por­
centaje de personal ocupado que labora en forma temporal, la 
información sobre la población asegurada permanente al Insti­
tuto Mexicano del Seguro Social, nos puede servir como indica­
dor. Es necesario precisar en primer lugar que, en 1986, el IMSS 
no cubría más que 31.9o¡o del total del personal ocupado. Los 
empleados que laboran directameilte en el sector público, así como 
los que trabajan en Pemex, en la Secretaría de la Defensa Nacio­
nal y en la de Marina, así como el sector bancario, tienen servi­
cios de seguridad social que benefician exclusivamente al perso­
nal de estas dependencias; el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado, el ISSSTE, 
protege a los primeros. En 1984, sólo 490Jo de la población mexi­
cana (contando al personal directamente asegurado y a sus fa­
miliares) gozaba de algún tipo de cobertura derivada de alguna 
de estas instituciones. El resto de la población tenía que acudir 
a las clínicas de la Secretaría de Salubridad y Asistencia (SSA), 
cuyos servicios son muy limitados. Hay que recordar, además, 
que el IMSS y el ISSSTE no sólo se encargan de brindar servicios 
médicos, sino también los de guardería y jubilación. 

La población empleada en la agricultura es la menos prote­
gida en lo que a estos servicios se refiere. En 1986, una propor­
ción muy baja, 8.8% del total de los trabajadores, está asegura­
da en forma permanente por el IMSS. Se trata indudablemente 
de los trabajadores de las plantaciones de henequén, ubicadas 
en Yucatán; de las plantaciones de caña de azúcar, así como de 
los ejidos colectivos de la Laguna y del Valle del Yaqui en el norte 
del país, además de las plantaciones de tabaco, y quizá incluya 
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a alguna proporción de jornaleros agrícolas que están sindicali­
zados. El resto de la población rural económicamente activa y 
sus familias, no reciben ninguna protección social, aunque parte 
de ellos pueda tener acceso a las clínicas de la SSA si es que exis­
te una cerca del lugar donde vivan estos trabajadores. 

La situación es muy diferente en el medio urbano; ahí se con­
centra la proporción más elevada de trabajadores asegurados por 
el IMSS y por los otros institutos de seguridad social del Estado. 
Se puede comparar a la población ocupada con la población que 
está cubierta por el IMSS para saber qué parte de ella recibe los 
beneficios de este servicio, pero también para conocer la propor­
ción de trabajadores que tienen un empleo fijo. 

Entre la población ocupada en la industria minera, un por­
centaje muy elevado no está cubierto por el IMSS. Existen dos 
explicaciones: por una parte, y en general, la explotación de las 
minas de arena, de grava y de arcilla, así como de otros minera­
les no metálicos, se lleva a cabo en pequeñas empresas, lo que 
supone el empleo de un importante número de trabajadores even­
tuales. Por otra parte, las grandes empresas mineras, de fierro, 
de carbón, de cobre, generalmente están aisladas geográficamente 
y por ello tienen sus propios servicios de salud, establecidos por 
las compaiiías (véase el cuadro 10). 

En las actividades más estrictamente urbanas, el patrón de 
la cobertura deliMSS es similar al que describimos para los sala­
rios. La industria que absorbe la más elevada proporción de tra­
bajadores temporales es, sin duda alguna, la construcción. Es ésta 
la única donde existe un estatuto especial deliMSS para trabaja­
dores temporales. En ella, el porcentaje de asegurados en forma 
permanente es de 7.30Jo. Los únicos amparados en esa forma se­
guramente son los trabajadores altamente calificados, como los 
soldadores, los paileros y los conductores de maquinaria pesa­
da, que cuentan con un empleo fijo en alguna de las grandes em­
presas del ramo. El resto lo constituyen los obreros no califica­
dos, que son contratados localmente. Y a pesar de que es posible 
asegurar a estos trabajadores en forma temporal, el porcentaje 
que se beneficiaba de esta posibilidad en 1980, no alcanzaba 30% 
del total. Ello significa que más de la mitad de los trabajadores 
que son contratados en el ramo, no recibe ningún tipo de asis­
tencia médica en caso de accidente, pese a que la naturaleza del 
trabajo presupone tantos riesgos. 
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Vale la pena señalar otra particularidad de la industria de 
la construcción. Se sabe que la mayor proporción de los trabaja­
dores del ramo tienen contratos de 28 días, que son renovados 
permanentemente. Es obvio que en estas condiciones, no puede 
existir un sindicato que regularmente lleve a cabo asambleas y 
que en ellas exista una elevada participación. Como consecuen­
cia, lo que es más común en esta industria es que operen sindica­
tos de membrete y que sean las propias organizaciones sindi­
cales y sus dirigentes los que administran el contrato colectivo y 
se arroguen las prerrogativas de contratación, convirtiéndose en 
verdaderos intermediarics entre el patrón y los trabajadores, más 
que en sus representantes. En contraste, el pequeño núcleo de 
trabajadores altamente calificados están sindicalizados y dispo­
nen de una organización poderosa y activa: el Sindicato Nacio­
nal de Industria-Liga de Soldadores, que estuvo ligado al parti­
do comunista en los años setenta y que protagonizó célebres 
huelgas en algunos de los más importantes proyectos guberna­
mentales de construcción, como la refinería de Tula en Hidalgo, 
la industria siderúrgica Lázaro Cárdenas-Las Truchas en Michoa­
cán y la refinería de Cactus en Chiapas. 

El comercio es otra actividad donde el porcentaje de traba­
jadores temporales y sin seguridad social es muy elevado. Sola­
mente 41.7% del total de personal está adscrito al IMSS, lo que 
se explica por la existencia de una gran proporción de personal 
subempleado en esta actividad. En la rama de los servicios, de 
la cual hemos excluido a los asegurados directos al ISSSTE, es de­
cir al personal empleado por el sector público, el porcentaje de 
la población activa asegurado por el IMSS, y que seguramente co­
rresponde a población que tiene un empleo fijo, es inferior al que 
existe en el comercio, puesto que llega a 33.307o. En lo que con­
cierne a la rama del transporte y comunicaciones, el porcentaje 
relativamente bajo de personal ocupado que está asegurado, 39%, 
puede explicarse si se toma en cuenta que una gran parte del trans­
porte terrestre es llevado a cabo por particulares. 

En coincidencia con las afirmaciones anteriores, se observa 
que la industria manufacturera no sólo representa una actividad 
privilegiada tanto en lo que concierne a las remuneraciones, como 
en lo que se refiere a la elevada proporción de personal que está 
asegurado en forma permanente al IMSS y que según podemos 
suponer, cuenta con un empleo fijo; más de 80% del total de la 
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población ocupada en esa actividad goza de dichos beneficios. 
De nueva cuenta, es la industria eléctrica la que se distingue, por 
una proporción muy elevada, de asegurados permanentes, que 
se acerca a 900Jo. Esta situación es comparable a la que existe en 
Pemex, aunque nuestros datos del IMSS no lo reflejen debido a 
que Pemex posee sus propios servicios médicos. Aunque es cier­
to que menos de 90% del total del personal ocupado en la indus­
tria petrolera tiene un trabajo fijo (el porcentaje varía entre 50% 
y 70% dependiendo si se trata de la extracción petrolera, de la 
refinación o de la construcción), este tipo de personal goza de 
condiciones incluso más favorables que el de la industria eléctri­
ca. Los obreros de esta industria, sean o no permanentes, po­
seen sus propios servicios médicos, de guardería y de retiro, que 
son de mucho mejor calidad que los que brinda el IMSS, por el 
simple hecho de que cubren a una población menor. Los traba­
jadores temporales se benefician con este tipo de prestaciones du­
rante todo el periodo de su contratación por Pemex (Orozco, L., 
1978 y Alonso, A. y López, R., 1986). 

La jerarquía propuesta para los salarios es aplicable a la de 
afiliación al IMSS, con la sola excepción de la industria minera 
y de la industria de la construcción. De la misma forma que 
ocurre en el caso de los salarios, es posible encontrar diferencias 
interesantes en relación a la afiliación al IMSS, al interior de la 
indu· .ria manufacturera. 7 Las ramas de actividad industrial con 
una _.filiación más débil al IMSS, en relación al total de la pobla­
ción ocupada son: la industria alimentaria, la de la madera y cor­
cho (incluyendo la fabricación de muebles con esos materiales), 
la industria de los productos minerales no metálicos, la papelera 
y la refresquera. Todas ellas ejercen actividades de tipo tradicio­
nal, en las cuales un elevado porcentaje del personal ocupado, 
que varía entre 30% y 50%, no está asegurado por el IMSS. In­
dudablemente ello está ligado al hecho de que en estas ramas de 
actividad existe una fuerte proporción de establecimientos fami­
liares o microindustrias. 

Por el contrario, en las industrias modernas como la bulera 

7 Véase Bizberg, l., 1986, pp. 54-57. Es necesario seflalar que la informa­
ción con la que contamos es poco confiable y difícilmente comparable (aunque 
evidentemente sí la comparamos) porque proviene de dos fuentes distintas que 
no utilizan la misma clasificación para ciertas ramas de actividad. 
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y la de metales básicos, aproximadamente 900Jo del total de per­
sonal ocupado está afiliado aliMSS. Desafortunadamente no po­
demos llegar a conclusión alguna en referencia a las industrias 
químicas, de fabricación de productos metálicos (incluyendo a 
la industria automotriz), de maquinaria y equipo no eléctrico y 
de maquinaria y equipo eléctrico, porque la clasificación del IMSS 
no es comparable con la de la SPP. Es posi6le, sin embargo, afir­
mar que en función de la proporción de afiliados y del personal 
ocupado, el porcentaje de trabajadores afiliados aliMSS debe ser 
muy elevado. 

Por lo tanto, puede afirmarse que en las actividades moder­
nas, la proporción de personal que recibe el beneficio de los ser­
vicios del IMSS, es elevada, pero no se puede generalizar la tesis 
contraria, en lo que respecta a las actividades tradicionales, por­
que existen muchas excepciones. Entre las más importantes, fi­
gura la industria textil y, lo que podría parecer más sorprenden­
te, la confección de prendas de vestir. No obstante, esto se explica 
en la medida de que estas actividades están reglamentadas por 
el Estado, a través de los contratos-ley y también por el hecho 
de que en estas ramas existen sindicatos nacionales de industria. 
A su vez, eso nos permite comprender por qué en la industria 
bulera casi la totalidad del personal ocupado está afiliado aliMSS, 
a pesar de que en el ramo, si bien es cierto que existen unas cuantas 
industrias grandes (que se dedican a la fabricación de llantas y 
cámaras) también lo es que hay millares de pequeñas vulcaniza­
doras y talleres varios. En esta industria también existe un 
contrato-ley que permite al Estado regular y, hasta cierto punto, 
homogeneizar las condiciones de trabajo. 8 

En resumen, podemos afirmar que en la medida de que en 
las actividades modernas predominan las grandes empresas, que 
registran elevados niveles de productividad y generan una pro­
ducción fundamental para el resto de la industria, como es el caso 
de la rama de energéticos, la eléctrica, el acero y el cemento, o 
por último, que fabrican productos de consumo duradero desti-

8 La industria tabacalera es una rama moderna, pero con una débil pro­
porción de trabajadores afiliados aliMSs, probablemente porque los participan­
tes en la cosecha del tabaco, están contabilizados dentro del conjunto del per­
sonal empleado, y como ésta es una actividad estacional, la proporción de 
trabajadores eventuales es alta. 
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nados a sectores de la población que perciben ingresos elevados, 
las empresas cuentan con una mayor capacidad financiera que 
les permite otorgar mejores condiciones salariales y de empleo. 

Es análoga la explicación de que en las actividades tradicio­
nales los salarios, las prestaciones y los índices de afiliación al 
IMSS sean más bajos. En el caso de las industrias alimentaria, 
de la madera y del caucho, así como la de los muebles fabrica­
dos con estos materiales, son preponderantes las empresas que 
presentan una baja concentración de personal. Una parte impor­
tante de los trabajadores de estas ramas no son remunerados, 
sobre todo en el ramo alimentario. Algunos de los trabajadores 
apenas reciben el salario mínimo; esto se debe a que los niveles 
de productividad de la empresa son bajos y los productos están 
destinados a un sector de población que cuenta con bajos recur­
sos económicos. Como ello implica que se trata, en general, de 
establecimientos familiares o microempresas, los obreros que están 
empleados ahí no disponen de una organización sindical que vi­
gile y proteja sus condiciones laborales. 

En lo que a esto último se refiere, ya hemos postulado la im­
portancia del sindicalismo y del control del Estado sobre las con­
diciones laborales, particularmente en los casos de la industria 
textil y de la confección de ropa. 

En el caso de la primera, los salarios rebasan a los que ofre­
cen otras actividades tradicionales. En el caso de la segunda, a 
pesar de que los salarios son bajos, en relación a la media, una 
fuerte proporción del personal está afiliado al IMSS. Esto puede 
interpretarse como consecuencia de que existe un contrato-ley que 
asegura el respeto de ciertas condiciones mínimas. A pesar de 
que la acción del Estado tiende a reducir las diferencias entre las 
distintas ramas de actividad en lo que se refiere a las condiciones 
de salario y de empleo, como lo veremos en el próximo aparta­
do, su acción legal tiende a acentuarlas, especialmente en lo que 
se refiere a la condición sindical. 

La heterogeneidad de la clase obrera y del sindicalismo 

En lo que se refiere a la estructura organizacional del sindicalis­
mo, la acción del Estado tiende a perpetuar las diferencias exis­
tentes. Las disposiciones de la legislación del trabajo tuvieron 
como consecuencia dividir a la clase obrera sindicalizada entre 
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las ramas establecidas bajo la jurisdicción federal y aquellas que 
se rigen por la jurisdicción local. Los sindicatos que pertenecen 
a la primera de ellas, tienen que llevar a cabo todos sus trámites 
legales ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, que hasta 
1979, operaba solamente en la ciudad de México, aunque estaba 
dividida en varios sectores que se ocupaban de los asuntos co­
rrespondientes a las distintas ramas de actividad. En 1979, fue 
descentralizada dicha junta, y se abrieron oficinas en distintas 
partes del país, lo que permitió la solución de los asuntos a nivel 
local, evitando los desplazamientos hasta la ciudad de México. 
Pero lo más importante es que la jurisdicción federal está direc­
tamente ligada al gobierno federal, mientras que las instancias 
locales dependen de las gubernaturas estatales. 

En la jurisdicción federal se encuentran las ramas de activi­
dad más estratégicas. Ésta es la primera gran diferencia que, en 
el seno de la clase obrera mexicana, existe sobre el plano sindi­
cal. La evolución de la jurisdicción federal muestra un largo pro­
ceso que comienza en 1926, con la creación de la Junta Federal 
de Conciliación y Arbitraje. En ese momento, el secretario de 
la organización obrera más importante de esa época, la Confe­
deración Regional Obrera Mexicana, la CROM, Luis N. Moro­
nes, era el secretario de lo que se denominaba Industria, Comer­
cio y Trabajo. 

La creación de la jurisdicción federal y la incorporación de 
la industria ferrocarrilera, obedecieron a causas estrictamente po­
líticas. El gobierno de Calles y más particularmente, el secreta­
rio del Trabajo, en gran medida más en su calidad de secretario 
de la CROM, que tenía poca fuerza entre los ferrocarrileros, te­
nían interés en intervenir en uno de los sectores de la economía 
nacional en el cual se estaban dando los conflictos más agudos 
del momento. Los obreros ferrocarrileros estaban fuertemente 
influidos por las ideas anarco-sindicalistas y habían creado un 
sindicato nacional desde el fin del gobierno de Porfirio Díaz. Ellos 
representaban la oposición más importante, no sólo a aquellas 
medidas del gobierno que concernían a la reestructuración eco­
nómica -que tenía que pasar forzosamente por los ferrocarriles 
nacionales-, sino también a la CROM, que dirigía Morones. Es 
por ello que el gobierno y el secretario del Trabajo tuvieron inte­
rés especial por intervenir en esta rama e intentar cambiar la orien­
tación del sindicato. Y en efecto, el objetivo fue logrado dos años 
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más tarde, cuando una de sus huelgas fue declarada inexistente 
por la Junta Federal (Krauze, E., 1979). 

Un año más tarde, en 1927, las industrias minera y del pe­
tróleo fueron incorporadas a la jurisdicción federal. Las razo­
nes son distintas y en estos casos, se vinculan más con el hecho 
de que estas dos industrias representan actividades estratégicas 
para el país. Aludimos a una industria minera y otra petrolera, 
ambas en franca decadencia, luego de su auge durante el porfi­
riato, en el caso de la primera, y desde fines de la Primera Gue­
rra Mundial, hasta mediados de los afíos veinte, respecto a la se­
gunda. Ambas industrias eran fundamentales para el futuro 
desarrollo del país; era importante asegurar su control porque 
ambas estaban dominadas por el capital extranjero. No hay que 
olvidar que el gobierno de Cárdenas, a fin de expropiar a la in­
dustria petrolera, utilizó precisamente un laudo expedido por la 
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, en favor de los sindi­
catos, debido al conflicto con las empresas extranjeras. Desde 
el gobierno de Calles se manifestó la necesidad de otorgar al Es­
tado la posibilidad de intervenir directamente en las relaciones 
entre sindicatos y empresariado en estas dos ramas. 

Por otra parte, la razón por la cual el gobierno de Calles de­
cidió incorporar a la industria textil fue la gran disparidad de 
condiciones salariales y de trabajo, que habían generado cons­
tantes conflictos desde el porfiriato. Incorporar a ésta en la ju­
risdicción federal, era la única forma mediante la cual el Estado 
podría hacer entrar en razón tanto a sindicatos como a patro­
nes, y ofrecer estabilidad a esta importante rama de actividad. 
La industria textil fue la primera que se desarrolló en nuestro 
país; de hecho se lleva a cabo en forma industrial desde media­
dos del siglo XIX; antes de ese momento había sido una labor 
artesanal de primera importancia. Durante el régimen porfirista 
conoció un auge considerable, pelO sobre todo, fue la rama de 
actividad en la cual el sindicalismo gozó de mayor aceptación du­
rante ese fin de siglo y, por cierto, donde estallaron más huel­
gas; en este ramo se suscitaron 75 de las 250 huelgas contabiliza­
das durante este periodo. La incorporación de esta industria a 
la jurisdicción federal fue el primer paso; el segundo, que se dio 
casi inmediatamente, fue la convocatoria de los representantes 
obreros y patronales para negociar una convención colectiva con 
validez para todo el ramo. 
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La industria eléctrica entra en la jurisdicción federal en di­
ciembre de 1940, al inicio del periodo de industrialización. En 
1942, poco tiempo después de la firma del pacto obrero-industrial 
de junio de ese mismo año, que sienta las bases consensuales en 
favor de la industrialización, ingresaR la rama electrónica (que 
forma parte de la eléctrica); la rama bulera y la del azúcar. Se 
le incluyó por la importancia que a partir de ese momento ten­
drían dentro del marco del nuevo impulso que se estaba dando 
al desarrollo industrial. 

Es en 1962, cuando se integran las nuevas ramas de activi­
dad que se desarrollan durante los años cuarenta y cincuenta, 
como son la siderurgia, la laminación de productos de hierro y 
acero, la petroquímica y la industria cementera. En 1975, son 
incorporadas otras actividades modernas que se desarrollan du­
rante los años sesenta, tales como la industria automotriz, la de 
productos químico-farmacéuticos, la fabricación de papel y ce­
lulosa, la producción de aceites y grasas vegetales, la de alimen­
tos empacados y envasados y la industria productora de bebidas 
envasadas. Hay que enfatizar que a excepción de la industria de 
la celulosa y papel y de grasas y aceites vegetales, en el resto de ac­
tividades, la participación del capital extranjero es significati­
v-a. Conociendo el interés del gobierno de Echeverría por con­
trolar el capital extranjero, es posible establecer una relación en­
tre la integración de estas industrias a la jurisdicción federal y 
la legislación sobre el capital extranjero, que fue expedida ese 
mismo año. 

Las ramas siguientes son las últimas en incorporarse a la ju­
risdicción federal, en enero de 1978: la calera, la cervecera (que 
forma parte de la rama productora de bebidas envasadas), la in­
dustria de la madera básica, la vidriera y la industria tabacalera. 
Por otra parte, ya desde 1942, toda empresa administrada por 
el gobierno, en forma directa o indirecta, cualquier industria que 
operara en virtud de un contrato o concesión federal y todas aque­
llas que ejecutaran trabajos en zonas federales, en aguas territo­
riales o en zonas económicas exclusivas a la nación, estaría so­
metida a la jurisdicción federal. De esta manera, ciertas empresas 
de transporte terrestre, marítimo y aéreo, así como algunas de 
las grandes obras públicas, concedidas por el Estado, están regi­
das por esta jurisdicción. 

Bajo la jurisdicción local quedan las industrias tradicionales 
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como: la fabricación de zapatos y otros productos de cuero, los 
productos de madera y corcho, la fabricación de muebles en ma­
dera, la de productos de minerales no-metálicos y la construc­
ción. De esta manera, el Estado mexicano quiso reagrupar, en 
una jurisdicción especial que le permitiera intervenir a través de 
la Secretaría del Trabajo y de la Junta Federal de Conciliación 
y Arbitraje, a todas las actividades modernas, así como a las tra­
dicionales que se llevan a cabo con medios modernos de produc­
ción, y finalmente a las industrias que tenían un pasado sindical 
importante y conflictivo. 

Este interés se explica por las atribuciones de la Junta Fede­
ral de Conciliación y Arbitraje, así como de las juntas locales. 
Ambas están facultadas para autorizar o rechazar el reconoci­
miento de un sindicato y para juzgar la legalidad de las huelgas. 
Los sindicatos deben pedir su reconocimiento a estas autorida­
des, anunciar los cambios de su directiva sindical, el incremento 
o disminución de sus afiliados y el contenido de sus estatutos; 
también deben depositar sus pliegos petitoiios para cada revisión 
contractual, así como notificar los emplazamientos a huelga. Aun­
que la Ley Federal de Trabajo limita las atribuciones de las Jun­
tas en lo que a todo esto concierne, en realidad sus funciones reales 
van mucho más allá de la mera formalidad administrativa. Por 
ejemplo, el no otorgar reconocimiento a un sindicato, a pesar de 
que en teoría no es requisito indispensable para la existencia 
de una agrupación de este tipo, implica la imposibilidad de ha­
cer estallar huelgas, porque si los emplazamientos a huelga no 
son depositados, éstas son declaradas ilegales. 

Pero la diferencia entre estas jurisdicciones no radica sola­
mente en el tipo de actividad que rigen, sino además, que en cada 
una de ellas predomina un cierto tipo de sindicato. En la juris­
dicción local, la proporción de pequeños sindicatos es mayor, lo 
cual se relaciona directamente con el hecho de que en las ramas 
de actividad tradicional el personal promedio por empresa es muy 
bajo. Ello se refleja en la situación siguiente: a pesar de que, se­
gún un censo del CENIET, en las dos jurisdicciones existe apro­
ximadamente el mismo número de trabajadores, un poco más 
de un millón, el número de sindicatos es mucho menor en la ju­
risdicción federal, donde se ubican 2 500, mientras que en la lo­
cal figuran más de 13 000 sindicatos (Zazueta, C. y Peña, R., 
1981, reproducido en Bizberg, 1., 1986, p. 190). 
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Además de las diferencias relativas al tamaño promedio de 
los sindicatos, hay desigualdades que conciernen al tipo de orga­
nización sindical. En México existen cinco distintas formas de 
organización sindical: la gremial, la de oficios varios, la de em­
presa, la de industria y la nacional de industria. En los dos pri­
meros casos, la unidad de base no es la empresa ni la rama de 
actividad, sino el tipo de trabajador definido por el oficio que 
ejerce. La forma de organización más "natural" es por empre­
sa, ya que en ésta se agrupa a todos los trabajadores de califica­
ción y de oficio diferentes, que corresponden a un mismo centro 
de trabajo. Los sindicatos industriales reúnen a los trabajadores 
de dos o más empresas que se agrupan bajo la misma rama in­
dustrial. Cuando estos sindicatos congregan a organizaciones 
obreras de distintos estados, pueden constituir un sindicato na­
cional de industria, lo que obviamente implica un nivel de orga­
nización más complejo. 

En el ámbito de la jurisdicción local, son más frecuentes las 
formas de organización tradicionales que las modernas. Sucede 
lo contrario en las ramas de jurisdicción federal. Casi dos terce­
ras partes de los sindicatos de la jurisdicción local son gremiales 
o de oficios varios. En el caso de la federal, los sindicatos gre­
miales o de oficios varios no constituyen más que una cuarta parte 
del total. Ello se explica perfectamente si tenemos en cuenta la 
composición por rama de actividad de ambos tipos de jurisdic­
ción (Zazueta, C., 1982, reproducido en Bizberg, 1., 1986, p. 
190-191}. 



IV. EL SINDICALISMO MEXICANO 

LA FORMACIÓN DE LA ACCIÓN SINDICAL SUBORDINADA 

La relación de dependencia del sindicalismo hacia el Estado se 
estableció durante el periodo revolucionario. Fue un proceso que 
llegó a su culminación durante la presidencia del general Lázaro 
Cárdenas, y que fue reforzado durante el gobierno de Ávila Ca­
macho, a consecuencia de la situación política y económica pro­
vocada por la Segunda Guerra Mundial~ Durante la presidencia 
cardenista, el factor determinante en la relación entre sindicatos 
y Estado, es la creación de la Confederación de Trabajadores de 
México, que hasta el presente sigue siendo la principal organi­
zación del sindicalismo mexicano. Desde ese momento, la CTM 
representó además uno de los sectores o corporaciones del par­
tido que desde 1929 conservaría el control político del país. 

La alianza entre el sindicalismo y el Estado en México se ha 
mantenido como una constante que explica la estabilidad polí­
tica del paíS.\La transición de la etapa que antecede a la creación 
de la CTM y~su integración al partido oficial, constituye uno de 
los momeqtos más significativos.11Durante la fase que va desde 
la concertación del pacto que Obregón logró establecer entre la 
Casa del Obrero Mundial y el Movimiento Constitucionalista, 
y que significó la creación de los Batallones Rojos, hasta 1938, 
año de transformación del PNR en PRM, la alianza entre el sin­
dicalismo y el Estado había sido utilizada básicamente por un 
sector del grupo revolucionario triunfante contra otro: primero 
los carrancistas contra los villistas y los zapatistas; después los 
obregonistas contra los carrancistas, seguidos de los partidarios 
de Calles contra los de Obregón y, finalmente, los cardenistas 
contra los callistas. En contrast~urante el periodo que va des­
de la. consolidación de la presidencia de Cárdenas hasta el pre­
sente, la alianza entre el sindicalismo y el Estado se ha consti-

[1091 
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tuido en tomo a un proyecto nacional que las dos partes aceptan1 
y que otorga a la industrialización del país, ctirigida y estimula­
da por el Estado, el papel central. 1 

La alianza se estableció sobre la base de un pacto entre las 
fuerzas que triunfaron al final de la lucha armada, con la que 
en ese entonces (1915) era la más importante de las organizacio­
nes obreras: la Casa del Obrero Mundial. Los Batallones Rojos, 
formados por grupos de obreros armados, fueron creados para 
luchar aliado del Ejército Constitucionalista contra las filas cam­
pesinas de Villa y Zapata. La inclusión en la Constitución de 1917 
del artículo 123, que otorga derechos de, asociación y organiza­
ción a los obreros, el estímulo que el gobierno de Carranza le 
dio al surgimiento de la Confederación Regional Obrera Mexi­
cana, la CROM y, finalmente, bajo la presidencia de Calles, la 
ubicación del principal dirigente de la CROM en tan importante 
puesto, secretario de Industria, Comercio y Trabajo, indican la 
configuración del nexo entre el sindicalismo y el Estado. Por una 
parte, el sindicalismo ocupa, desde esos mismos momentos, 
una posición política que no podía ser atribuida a su propio 
peso específico• o a una presión social de su parte. Por otro la­
do, esta situación inaugura una relación de dependencia del mo­
vimiento sindical con respecto al Estado.' 

A fines de la segunda década del presente siglo, no había ra­
zones objetivas para justificar que la Constitución de 1917 con­
firiera el mismo lugar al sindicalismo que al movimiento cam­
pesino, cuando este último había sido la médula popular de la 
Revolución. Tampoco se fundamenta la incorporación del secre­
tario general de Ja CROM, al gabinete del presidente Calles, es­
pecialmente en un puesto tan importante, si se toma en cuenta 
exclusivamente el peso real del sindicalismo. Es claro, entonces, 
que para explicar la actitud de los gobiernos inmed~atos poste­
riores a la Revolución, es necesario considerar que~a excepción 
del ejército, la clase obrera era el único ~ector social que dispo­
nía de una organización a nivel nacional, desde las últimas dé­
cadas del siglo x~3! En consecuencia, ésta era la única organi-

1 En 1921, 71 "7o de la población económicamente activa trabajaba en la 
agricultura, 14"7o en la industria y el 15"7o resta~te en el comercio y los servi­
cios. Para la evolución seguida desde 1940 hasta la fecha, véase el cuadro l. 
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zación que podía servir d.fr contrapeso al ejército. Existe además, 
una razón estratégica, de proyección política respecto a la po­
sición que se le otorgó al sindicalismo. Desde las discusiones re­
lativas a la inclusión del artículo 123, se pueden encontrar los 
gérmenes de la ·política que posteriormente se adoptaría hacia 
los sindicatos, pues ya se intuía la posición fundamental que 
tendrían éstos en el futuro. 

Cuando en el sexenio cardenista los sindicatos se organizan 
en el seno de la CTM y ésta forma parte del Partido de la Re­
volución Mexicana, el Estado mexicano logra consolidar su aso­
ciación con el sindicalismo en base a un proyecto común. Este 
proyecto y la consecuente alianza fueron confirmados en varias 
ocasiones durante la presidencia cardenista: primero cuando se 
suscitó el conflicto con Calles, y luego, en el mismo afio, cuando 
surgió el problema con los empresarios de Monterrey (1935); des­
pués en 1938, al enfrentarse el gobierno al capital extranjero, a 
raíz de la expropiación petrolera. La alianza se consolidó jus­
tamente a través de estas experiencias. 

Dicha consolidación es tan clara como el compromiso del sin­
dicalismo con el proyecto de desarrollo a través de la industria­
lización, a partir del momento en el que se crea la CTM. Lom­
bardo Toledano, el primer secretario general y el ideólogo más 
destacado que ha tenido el sindicalismo mexicano, declara en el 
primer Congreso Extraordinario que: 

... desde que la CTM existe, el movimiento obrero de México ha se­
guido una trayectoria diversa en la técnica empleada por las agru­
paciones de trabajadores de nuestro país en años pasados. ~a CTM 
resolvió abarcar en su programa aspectos que rebasen el interés in­
mediato y estricto del proletariado [ ... ] de un modo expreso, de­
liberadamente, quiso hacer notar, desde el momento de su origen, 
que nacía a la vida pública de nuestro país una fuerza nueva que 
habría de preocuparse no sólo por los intereses partidistas del pro­
letariado, sino también por los intereses todos del pueblo mexica­
no (Vicente Lombardo Toledano, citado por Yañes Reyes, 1981). 

En efecto, los intereses del pueblo mexicano y de la nación 
estaban, justo en ese momento, en oposición a los intereses ex­
tranjeros, esencialmente a los de aquellas compaiiías que con­
trolaban los recursos energéticos del país, y enfrentaban el pe­
ligro derivado del fascismo. A un término más largo, existía el 
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proyecto, también general, de modernizar al país mediante el es­
fuerzo de industrialización. 
• La alianza, que se fundamenta en las coincidencias que men­

cionamos arriba, se mantiene durante toda la Segunda Guerra 
Mundial, dando lugar incluso a la firma del pacto obrero­
industrial entre dirigentes obreros y empresarios, con el presi­
dente Manuel Ávila €arnacho. Este pacto es acogido incluso por 
los dirigentes sindicales más ra~icales que estaban ligados al Par­
tido Comunis'ta, quienes propugnaban en ese entonces una po­
lítica de frente amplio ·con los sectores 'democráticos del país, en 
su enfrentamientocon el fascismo/Pero al finalizar la guerra ya 
no existía razón alguna para que estos dirigentes continuaran apo­
yando la alianza con el Estado. SI bien es cierto que en algunos 
casos el gobierno maniobró para expulsar a los líderes que se opo­
nían a man~er la alianza con el Estado, si la mayor parte de 
los dirigentes si.ndicales no.la hubieran apoyado y si no hubiera 
habido un consenso fundamental sobre el rumbo que, se pen­
saba, debía seguir eJ desarrollo del país, no podría explicarse el 
mantenimiento, e incluso la ampliación de dicha alianza después 
de la guerra. • 

En la voluntad de industrializar al país, la alianza obrera con 
el Estado encontró un contenido real y que además no estaba de­
terminado por una simple coyuntura, como había sido el apoyo 
al gobierno cardenista frente a la ofensiva de Calles y frente a 
la embestida del capital extranjero, luego de la expropiación pe­
trolera, o al que durante la Segunda Guerra Mundial se le dio 
al gobierno de Ávila Camacho por medio de la política de "frente 
amplio". El acuerdo en torno a la industrialización se sitúa den­
tro de una perspectiva a más largo plazo. El nacionalismo y el po­
pulismo, fundamento de la alianza entre el sindicali~!Jlo y el 
Estado, permitían cristalizar un proyecto modernizador'\ En vir­
tud de esta lógica de desarrollo, el sindicalismo se mostró dis­
puesto no sólo a mirar más allá de sus propios intereses (como 
decía Lombardo Toledano), sino a apoyar abiertamente a un go­
bierno como el de Miguel Alemán, que para favorecer el desa­
rrollo económico daba marcha atrás a muchas de las conquis­
tas que se habían logrado durante la época populista, y 
particularmente en lo que se refiere a la reforma agraria, la edu­
cación "socialista" e incluso en lo que concierne a las atribu­
ciones del sindicalismo. 
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Es necesario tomar en cuenta que la alianza que se estable­
ció durante el cardenismo y que se consolidó al fin de la Segun­
da Guerra Mundial y al inicio del primer esfuerzo de industria­
lización, ha sufrido una serie de cambios durante los cu¡uenta 
años que han transcurrido desde entonces. Es importante ano­
tar que estos cambios no han sido fundamentales; constituyen 
más bien ajustes a nuevas coyunturas económicas y políticas. Ha­
blaremos brevemente de algunos de estos momentos. 

Durante todo este periodo, y en ciertos casos, ya desde fi­
nales de los años treinta, los grandes sindicatos nacionales de in­
dustria habían dejado de pertenecer a la CTM, pok lo que cons­
tituían, todavía a fines de los años cuarenta, un desafío abierto 
a la alianza. Tras la exclusión de los dirigentes y de, los grupos 
obreros que habían favorecido la salida de estos gremios de la 
CTM, los sindicatos fueron integrados de nuevo al pa~o con el 
Estado; incluso los sindicatos petrolero y electricista s~ reinte­
graron a la CTM. 

El inicio del periodo llamado de desarrollo estabilizado'~: fue 
otro momento en el cual se puso en duda la alianza. El comien­
zo de esta etapa de desarrollo implicó la devaluación de la mo'>. 
neda, la reducción del gasto gubernamental y aumentos salaria­
les por debajo de los niveles de inflación. La aplicación de estas 
medidas no hubiera sido posible de no haberse contado con un 
control sobre las reivindicaciones sindicales. Esto, a pesar de que 
dicha política económica influyó, a la larga, para controlar la in­
flación que se habían provocado durante la primera etapa de de­
sarrollo (y para aumentar paulatinamente los salarios reales), por 
causas estructurales así como a consecuencia de una sobrevalua­
ción de peso, un gasto gubernamental deficitario y una política 
salarial cuyo objetivo principal consistía en mantener el poder 
de compra y aumentar el mercado interno (Solís, L., 1975). 

A pesar de todo, a lo largo de este periodo, el Estado y los 
sindicatos oficialistas fueron capaces de oponerse a las tenden­
cias que cuestionaban la alianza; esto se logró gracias a la ex­
clusión (e incluso represión selectiva) de los dirigentes más ra­
dicales, a la cooptación de los dirigentes moderados, y al 
incremento de los salarios y prestaciones de los sectores obreros 
más estratégicos, aunque, como mencionamos, también se lo­
graron incrementos generales al poder adquisitivo de los salarios. 
Por otra parte, durante la presidencia de Adolfo López Mateos, 
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los mecanismos indirectos de distribución del ingreso, a través 
del incremento del gasto social del Estado, en materia de edu­
cación, salud y subsidios a los productos alimentarios, fueron 
extendidos considerablemente. 2 

Esta política hacia los sindicatos, aunada al crecimiento ace­
lerado de la economía (que no era un simple reflejo de la polí­
tica económica nacional, sino también de la situación interna­
cional), junto con las bajas tasas de inflación (menos de SOlo en 
promedio anual), rinde sus frutos de tal manera que los años se­
senta pueden ser considerados como un periodo de calma sin­
dical y de reforzamiento de la alianza, lo que se materializa con 
la creación del Congreso del Trabajo en 19663 (veáse el cuadro 
11). Los movimientos sociales de médicos y residentes, en 1965, 
así como el estudiantil, en 1968, prácticamente no contaron con 
participación obrera. Sólo de esta manera puede comprenderse 
que la dirección del sindicalismo oficial haya apoyado abierta­
mente al gobierno de Díaz Ordaz en su decisión de reprimir vio­
lenta e indiscriminadamente al movimiento estudiantil. 4 . 

Iniciada la década de los setenta empiezan a surgir, con ma-

2 El gasto social promedio expresado en porcentaje del gasto público to­
tal durante los distintos gobiernos es el siguiente: Cárdenas 18.30!o, Ávila Ca­
macho 16.SO!o, Miguel Alemán 13.00!o, Ruiz Cortines 14.SO!o, López Mateos 
19.207o. Wilkie, J. La Revolución mexiéana: gasto federal y cambio social. Mé­
xico, FCE, 1978. 

3 A fines de la década de los setenta el Congreso del Trabajo reagrupaba 
bajo un mismo techo, aunque en forma no orgánica, a aproximadamente 4.8 
millones de trabajadores de diferentes ramas de actividad y de distintos sin­
dicatos. Entre las organizaciones más importantes que estuvieron en oposición 
al Congreso del Trabajo durante los años setenta y principios de los ochenta 
se encontraban: la UOI (Unidad Obrera Independiente); la Línea Proletaria; la 
eNTE (Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación); el SUNTU 
(Sindicato Único Nacional de Trabajadores Universitarios); el FAT (Frente Au­
téntico del Trabajo). 

4 La declaración de Fidel Velázquez, algunos días después de la represión 
violenta contra el movimiento estudiantil es muy clara al respecto: "El pseudo 
movimiento estudiantil es atentatorio de la mexicanidad, lesivo a la nación, per­
judicial a la patria, netamente subversivo. Ante él, los trabajadores mexicanos 
deben tornarse agresivos, tender un cerco y liquidarlo [ ... ] les pedimos (a los 
obreros cetemistas) que al grito de ¡Viva México!, defendamos a Gustavo Díaz 
Ordaz, no como persona física, sino como representante de las instituciones na­
cionales, la patria y el pueblo mexicano." Citado en Rodríguez Araujo, O., En 
el sexenio de T/ate/olco, México, Siglo XXI, 1984. 
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yor frecuencia, corrientes sindicales que promueven el sindica­
lismo independiente. Si hacemos abstracción de las diferencias, 
a veces profundas, que existían entre todos los movimientos que 
se dieron en los años setenta, podemos observar que el movi­
miento denominado "insurgencia sindical" se caracterizó por nu­
merosos intentos de desafiliación, por parte de los sindicatos in­
corporados a las grandes organizaciones tales como la CTM, la 
CROM, la CROC, la COR, que en el seno del Congreso del Tra­
bajo constituyen la alianza tradicional y congregan a la gran ma­
yoría de los obreros organizados de México. Aunque el Congre­
so del Trabajo no está ligado formalmente al PRI, de hecho 
funciona como si fuera el sector obrero del partido, al menos cuan­
do se trata de apoyo para las campañas electorales. Además, en 
la mayoría de los estatutos de las organizaciones afiliadas, se in­
cluye la obligación de votar por el PRI. Por ejemplo, en el caso 
del SNTMMSRM existe una cláusula que especifica que 

... en el caso de ser ciudadanos, es obligación de los socios per­
tenecer al partido político que acuerden las convenciones generales 
del sindicato, y actuar políticamente conforme a su declaración de 
principios y programa de acción. Los socios que aún no sean ciu­
dadanos deberán actuar en los movimientos juveniles del partido 
político correspondiente (Estatutos del SNTMMSRM capítulo XXII, 
art. 145, XXXI, 1966 con las reformas de 1970 y 1978). 

En las convenciones generales del sindicato, que se efectúan 
cada dos años, siempre se ha votado por continuar pertenecien­
do al PRI, por lo cual los miembros de1 sindicato tienen, al me­
nos una obligación formal de pertenecer a este partido. 

Aunque sería absurdo pretender que los movimientos en fa­
vor de la independencia sindical fueron impuestos a los sindi­
catos desde arrit?a, sí es posible afirmar que se impuso un clima 
político favorable a estos movimientos, por el hecho de que el 
gobierno de Echeverría apoyara la renovación de las formas de 
control político ejercido sobre los sindicatos. Este proceso de ins­
titucionalización por la vía autoritaria se produjo en el contexto 
de una apertura del espacio político, misma que se proponía co­
mo una medida destinada a recuperar la legitimidad del sistema 
político, que había sido erosionada a consecuencia de la repre­
sión del movimiento estudiantil. Sin embargo, esta tentativa del 
gobierno de Echeverría en el sentido de reformar al sindicalismo 
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oficialista enfrentó dos obstáculos: por una parte, la esperada 
reacción del sindicalismo oficialista en la medida en que forzo­
samente implicaba cambios en el seno de sus direcciones y sig­
nificaba debilitar el poder político que la CTM había acumulado 
durante más de treinta años, y por la otra, la agudización de los 
problemas económicos y políticos que tuvieron lugar durante el 
sexenio, como consecuencia de la política económica y de la pro­
pia apertura democrática. 

• El pacto entre el Estado y el sindicalismo ha asegurado al 
primero un control sobre las demandas de la clase obrera y el 
apoyo electoral al partido del Estado; así los diferentes gobier­
nos -a partir del cardenista- han logrado imponer las medi­
das de política económica que han considerado necesarias y el 
mantenimiento en el poder del Partido Revolucionario Institu­
cional. La burocracia sindical es retribuida políticamente, a tra­
vés de la atribución de posiciones políticas que otorga el PRI a 
su sector obrero, y que son determinadas en relación a la capa­
cidad de control de cada sindicato. A su vez, este potencial de 
control y la perpetuación de los líderes sindicales favorables a 
la alianza con el Estado, son apoyados por la Secretaría del Tra­
bajo y por la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, con ba­
se en atribuciones sobre el reconocimiento de sindicatos y direc­
ciones sindicales, así como sobre las sanciones a los disidentes, 
por medio de la aplicación de la cláusula de exclusión. 

De esta manera, existe una interdependencia entre la élite go­
bernante y la dirección sindical. No obstante, esta última posee 
una autonomía relativa en tanto que su poder no depende ex­
clusivamente de su relación con el gobierno. Existe también una 
dependencia mutua entre los dirigentes de las grandes centrales 
y los líderes de los sindicatos, en la medida en que estos últimos 
son ayudados para mantenerse en el poder por las atribuciones 
que otorgan los estatutos a las direcciones nacionales, mientras 
conserven un control real sobre su base sindical. La burocracia 
sindical también presenta una cohesión basada en lealtades y com­
plicidades. Ello significa que aunque el Congreso del Trabajo, 
la CTM o alguna de las otras grandes centrales o sindicatos na­
cionales de industria oficialistas no se han enfrentado abierta­
mente al gobierno, siempre es virtualmente posible que lo ha­
gan, si éste se atreve a amenazar sus intereses. La duda con 
respecto a esta posibilidad y a la capacidad de movilización de 
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la burocracia sindical ha sido lo suficientemente fuerte como pa­
ra haber hecho fracasar hasta el presente todos los intentos por 
debilitar a la CTM. 

En 1972, por ejemplo, frente al apoyo implícito que demos­
traba el gobierno de Echeverría hacia el movimiento de indepen­
dencia sindical, el principal dirigente de la CTM, Fidel Velázquez 
planteó que si bien hasta ese momento el sindicalismo había si­
do como un ejército que apoyaba la alianza con los regímenes 
posrevolucionarios y había estado de acuerdo con el proyecto na­
cional que éstos habían propuesto, también podía rebelarse ante 
cualquier gobierno que intentara promover una estrategia en con­
tra de "la mayoría de los trabajadores mexicanos". (CETEME 
15/01172). Esta amenaza explícita contra una reforma que es­
taba siendo tácitamente apoyada por el gobierno, recibió la res­
puesta de éste un poco más tarde, cuando surgió el segundo de 
los obstáculos que hubo de enfrentar la reforma echeverrisia: los 
problemas económicos que se manifestaron de· forma más agu­
da a fines del sexenio y las protestas y fuga de capitales de los 
empresarios ante la creciente intervención del Estado en la eco­
nomía y ante la situación que se estaba gestando en el seno de 
las organizaciones populares urbanas y rurales. 5 

, A causa de la acumulación de problemas económicos y po­
líticos, el gobierno de Echeverría se vio obligado a renovar su 
acuerdo con las direcciones sindicales tradicionales, y llegó in­
cluso a obstaculizar la creación de nuevas organizaciones sindi­
cales independientes !...la Junta Federal de Conciliación y Arbitra­
je les negaba registro-, lo que contrastó con el comportamiento 
precedente. La medida más drástica contra el sindicalismo in­
dependiente, que tomó el gobierno echeverrista, fue contra la Ten­
dencia Democrática del SUTERM, la cual unos aftos antes había 
sido considerada, por el propio grupo de Echeverría, como la 
alternativa a las direcciones oficialistas tradicionales. Sin embar­
go, la misma administración tuvo que ordenar la ocupación mi­
litar de las instalaciones y centrales eléctricas, con el fin de evi­
tar el inicio de una huelga que la Tendencia Democrática había 
decidido como último recurso en el enfrentamiento contra la co-

5 El gobierno de Echeverrfa no solamente intentó renovar las organiza­
ciones sindicales, sino también las campesinas. 
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rriente oficialista en el interior del SUTERM. En el último capí­
tulo de la tercera parte del libro hablaremos en forma más de­
tallada sobre este conflicto. 

La renovación del pacto con el sindicalismo no quedó más 
que en tentativa, aunque es indudable que logró crear las con­
diciones para la aparición de una serie de sindicatos indepen­
dientes o autónomos. Aunque, aun a finales de los años setenta, 
cuando el sindicalismo independiente estaba en pleno auge, la 
relación de fuerzas estaba claramente a favor del sindicalismo 
oficial, la presencia de direcciones sindicales que se comportan 
en términos distintos a los de la alianza tradicional con el Es­
tado es definitiva. La aparición, durante la década de los seten­
ta, de corrientes sindicales autónomas empujó a los sindicatos 
oficialistas a renovar sus mecanismos de control y de relación 
con sus bases sindicales, especialmente en las empresas más gran­
des y en las industrias de punta, en donde fue más frecuente la 
presencia de estas corrientes independientes. Ello significa que, 
en cierta medida, aunque a un plazo más largo, y por razones 
más ligadas a las exigencias propias del funcionamiento de las 
empresas más modernas y dinámicas, el proyecto echeverrista tu­
vo un éxito relativo. 

LOS MECANISMOS DE CONTROL SINDICAL 

La estabilidad del sistema político mexicano y especialmente de 
la función que cumple el sindicalismo dentro de este sistema, han 
sido explicadas, en general, como consecuencia de la génesis y 
del desarrollo histórico específico que hemos descrito muy bre­
vemente y, en particular, con referencia a los mecanismos por 
medio de los cuales se reproduce esta estabilidad; en ambos ca­
sos se ha recurrido a una tautología. Se menciona la domina­
ción, el control, la alienación de la conciencia obrera, que han 
impuesto al sindicalismo su alianza con el Estado. Otros autores 
han propuesto diferentes explicaciones: J. F. Leal y J. Wolden­
berg (1976) postulan la baja tasa de sindicalización y la estruc­
tura organizativa del sindicalismo mexicano como los elementos 
determinantes de la atomización sindical (1976). J. L. Reyna 
(1974) propone que la estabilidad del sistema político se explica 
por su capacidad para mantener reducido el número de deman-
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das y para transformarlas en problemas burocrático­
administrativos. Con el objeto de reducir el número de deman­
das, el sistema dispone de diversos medios que van desde la coop­
tación de los dirigentes disidentes, a la represión. M. Camacho 
(1976) ha enfocado su atención no tanto a los mecanismos que 
se utilizan para el control de los dirigentes sindicales, sino a los 
instrumentos mediante los cuales se controla a las bases sindi­
cales, a sus asambleas y, en general, a su acción (1976). Cama­
cho parte de los planteamientos de Lipset, basados, a su vez, en 
Roberto Michels, sobre las tendencias a la burocratización de los 
dirigentes sindicales. 

El primero de los puntos de vista parte de la premisa de que 
en relación al total de la población económicamente activa que tie­
ne la posibilidad de sindicalizarse, la tasa de los trabajadores 
que efectivamente lo hace fluctúa entre 18 y 240Jo, dependiendo 
de la manera en que se lleven a cabo los cálculos. Según esta pers­
pectiva, la estabilidad sindical en México se debe a la existencia 
de una baja tasa de sindicalización. Ésta representa una de las 
principales debilidades del sindicalismo mexicano en la medida 
en que es una minoría frente a la gran proporción de la pobla­
ción trabajaáora que no está sindicalizada. Pero este punto de 
vista ya ha sido criticado por F. Zapata e l. Roxborough (1978), 
simplemente al observar que la tasa de sindicalización mexicana 
es equivalente a las de otros países, en los cuales ello no impi­
de que el sindicalismo sea independiente del Estado y que gene­
ralmente adopte una actitud conflictiva en las relaciones indus­
triales. 

Otra característica que frecuentemente es esgrimida por los 
autores que enfatizan la estructura organizativa para explicar la 
debilidad del sindicalismo mexicano, es su extrema dispersión, 
debida a la ausencia de sindicatos nacionales de industria en la 
mayor parte de los sectores de la economía. Por lo general, los 
autores que postulan esta explicación6 nos recuerdan las condi­
ciones que privan en el interior de las grandes confederaciones 
sindicales como la CTM, la CROM, la CROC, etc. La organización 
de estas confederaciones no está basada en una división por ra­
mas de actividad, sino por criterios geográficos. De esta forma, 

6 Leal, J.F. y Woldenberg, J., 1976; Á1varez, A. y Sandoval, E., 1975; 
Trejo Delarbre, R., 1979. 
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por ejemplo, en la CTM, encontramos federaciones que agrupan 
a sindicatos de la industria eléctrica, junto a otros de la indus­
tria del pan, textil o metalúrgica. Esta estructura integra a tra­
bajadores cuyas condiciones laborales y salariales, como ya vi­
mos en el capítulo anterior, son muy distintas, lo cual dificulta 
la acción unitaria, ya que los problemas e intereses también di­
fieren. Tal dispersión se observa con mayor claridad si enfoca­
mos nuestra atención hacia un sector específico de la economía, 
por ejemplo, la industria electrónica, donde no existe una or­
ganización unitaria a nivel nacional para toda la rama, pues 50fo 
de los trabajadores están afiliados a la CTM, 14% a la CROM, 
12% a la COCEM, y el resto a cuatro confederaciones distintas 
(Leal, J.F., y Woldenberg, J., 1976). 

Si uno sigue a estos autores, que comparten su interpreta­
ción con buena parte de la izquierda mexicana reagrupada ac­
tualmente en el Partido Mexicano Socialista, cae en la cuenta de 
que esta situación constituye la mayor desventaJa para el sin­
dicalismo en lo que toca a su relación con el Estado. Se afirma, 
entre otras cosas, que todo eso implica una debilidad inherente 
a todo movimiento de oposición, en el interior de las centrales 
sindicales oficialistas, por la dificultad que habría para movili­
zar a la totalidad de los trabajadores de un sector específico de 
la economía. Conforme a este argumento, la dispersión del sin­
dicalismo imposibilita el surgimiento de una oposición sindical 
al interior de las grandes centrales. 

~ Ante esta situación, los distintos autores proponen como es­
trategia para un sindicalismo de oposición, la conformación de 
sindicatos nacionales de industria organizados por rama de ac­
tividad. De acuerdo con este punto de vista, se puede compartir 
la idea de que una de las fuentes principales del poder de las con­
federaciones sindicales como la CTM, es precisamente la debili­
dad de sus bases. Es la falta de solidez de cada una de las partes 
que componen este tipo de organización, lo que conforma la fuer­
za de su núcleo dirigente, pues eso le permite controlar sus de­
mandas y llevar a cabo las políticas sobre las cuales tanto la di­
rección del sindicalismo oficialista como la administración estatal 
están de acuerdo. No obstante, pensamos que esta perspectiva 
hace total abstracción de la situación real que priva en los sec­
tores sindicales que ya están organizados de esta forma, los cua­
les a pesar de que constituyen una baja proporción de la clase 
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obrera organizada, pertenecen a los sectores económicos más iJ:ll.-· 
portantes y, por tanto, a los que puede considerarse como los 
más estratégicos. Además, este argumento parece ignorar la si­
tuación que existió en otros países, como el Brasil, donde la or­
ganización por rama de actividad generalizada y centralizada, ha 
sido el fundamento del control corporativo sobre el sindicalismo. 

Repasemos brevemente algunos indicadores que nos permi­
tan analizar en qué medida el control del sindicalismo mexicano 
está fundamentado precisamente en la organización por rama de 
actividad y no sólo en la dispersión sindical. En lo que se refiere 
a las tasas de sindicalización de las ramas de actividad más es­
tratégicas, está claro que son muy superiores a la tasa media na­
cional. La débil tasa de sindicalización y la dispersión, pueden 
constituir, en efecto, el principal mecanismo de control, pero só­
lo en las ramas de actividad tradicionales, donde predominan las 
empresas pequeñ.as. En las ramas de actividad a las cuales per­
tenecen los establecimientos con el promedio de empleados más 
elevado, y en los sectores fundamentales para el desarrollo eco­
nómico del país, en general en manos del Estado, el control se 
lleva a cabo mediante otros mecanismos. Intentemos profundi­
zar más en esta cuestión. 

Las tasas de sindicalización en la industria minera, metalúr­
gica y siderúrgica (48.90Jo ), la industr-ia del petróleo y gas (57 .1% ), 
la electricidad (52.4%), los ferrocarriles (79.2%) (véase el cua­
dro 12), son considerablemente más elevadas que la media na­
cional (que se sitúa entre 18 y 240Jo). Por otra parte, los traba­
jadores de estos sectores están agrupados en organismos unitarios, 
en sindicatos nacionales de industria: el Sindicato Nacional de 
Trabajadores Petroleros de la República Mexicana (STPRM, crea­
do en 1935), el Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de 
la República Mexicana (SUTERM, creado en 1972), el Sindicato 
Mexicano de Electricistas (SME, 1916), el Sindicato de Trabaja­
dores Ferrocarrileros de la República Mexicana (STFRM, 1933), 
el Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana (STRM, 
1950), y finalmente, el Sindicato Nacional de Trabajadores Mi­
neros, Metalúrgicos y Similares de la República Mexicana 
(SNTMMSRM, 1934). De esta manera, aunque es posible consi­
derar a la baja tasa de sindicalización y a la dispersión como for­
mas de control, es necesario oponer a esta interpretación, las prác­
ticas de control que son aplicadas en otros sectores del sindicalismo 
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mexicano, los cuales están organizados por rama de actividad. 7 

En primer lugar, y manteniéndonos estrictamente a nivel 
"externo", en cuanto a las formas de organización y a la acción 
sindical, podemos constatar que estos sindicatos son los que re­
curren con más frecuencia a las instancias estatales para llevar 
a cabo su negociación colectiva. Las organizaciones sindicales 
de las ramas minera, metalúrgica y siderúrgica, así como la pe­
trolera, la de telecomunicaciones, la ferrocarrilera y la eléctrica, 
son aquellas que, en caso de conflicto, acuden con mayor fre­
cuencia a la Dirección General de Conciliación (DGC), que de­
pende de la Secretaría del Trabajo. Los sindicatos y los repre­
sentantes de la parte empresarial, o los administradores de las 
empresas públicas, acuden a la Secretaría del Trabajo a discutir 
los problemas que implica la negociación de un contrato colec­
tivo o de un tabulador de salarios. 8 

Por otra parte, estas ramas de actividad también destacan 
porque los niveles de salarios ahí existentes son muy superiores 
a los de otros sectores obreros. Aunque consideramos que este 
hecho no puede contemplarse como uno de los elementos fun­
damentales de control sobre estos sectores, sí es un indicador sig­
nificativo de que existe una política específica del Estado hacia 
ellos; tal política incluye una tasa de sindicalización elevada, la 
creación de sindicatos nacionales de industria, 9 el establecimien­
to de una costumbre de conciliación de los conflictos con la in­
termediación del Estado y la atribución de condiciones de sala­
rio y prestaciones mayores a las que existen en otros sectores de 
la economía.w 

7 Un caso evidente es el de la sección 271 del SNTMMSRM, en la empresa 
Sicartsa, en la cual los primeros dirigentes locales querían crear un sindicato 
de empresa, pero las autoridades del trabajo los obligaron a que afiliaran su 
organización al sindicato de industria. 

8 Véase el cuadro 3, en Bizberg, l., 1983, p. 343. 
9 El gobierno, a través de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje no 

sólo tiene la atribución de otorgar el reconocimiento a todo sindicato, sino ade­
más la de convocar a la creación de un sindicato nacional de industria. 

1° Como un indicador de las diferencias salariales y de prestaciones que 
existen en estos sectores, véase en especial el cuadro 8, en el cual resalta la di­
ferencia de condiciones del sector petrolero y del eléctrico. Para confirmar esta 
situación se tendrían que analizar los contratos colectivos de los sindicatos na­
cionales de industria que existen en estos sectores con los contratos colectivos 
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Pero, sin lugar a dudas, el mecanismo más importante de con­
trol sindical es la cláusula de exclusión, la existencia generali­
zada de lo que en el sindicalismo inglés se conoce como closed 
shop (Roxborough, 1., 1984). Precisamos esto, para demostrar 
que en el caso mexicano, la cláusula de exclusión reúne las tres 
posibilidades de esta modalidad sindical: la closed shop de en­
trada, al momento de la contratación, según la cual para poder 
trabajar en un establecimiento determinado es condición perte­
necer al sindicato que representa a los obreros de éste; tal me­
dida es, en principio, defensiva (incluye, además, un aspecto más 
limitado del closed shop, según el cual, solamente los miembros 
del sindicato obtienen los beneficios de su lucha); la closed shop 
de salida, según la cual es necesario ser miembro del sindicato 
para conservar el empleo; y, por último, el hecho de que exista 
un sólo sindicato por empresa. Estas dos últimas restricciones 
pueden considerarse como ofensivas, ya que se presentan como 
la mejor manera de asociarse frente a un único patrón. Todas 
estas posibilidades se expresan en la cláusula de exclusión me­
xicana, que estuvo prevista no tanto como una política delibe­
rada de los sindicatos, sino por la propia legislación mexicana 
del trabajo. Desde 1931, con la promulgación de la Ley Fede­
ral del Trabajo, todas estas modalidades de la cláusula de exclu­
sión, no solamente fueron permitidas y legalizadas, sino además 
adquirieron carácter de obligatoriedad. 

De acuerdo con la primera de las modalidades, una especie 
de cláusula de inclusión, el patrón está obligado a contratar a 
todo su personal obrero exclusivamente a través del sindicato, 
que es titular del contrato colectivo. Evidentemente, las moda­
lidades de contratación están sujetas a los convenios que se de­
riven de la negociación, y ésta, a su vez, depende de la fuerza 

de otros tipos de organización sindical en Jos mismos sectores, así como con 
los contratos colectivos de sindicatos de otros sectores; trabajo que a nuestro 
conocimiento no se ha llevado a cabo. La existencia de niveles salariales ele­
vados en estos sectores podría interpretarse como resultado de la presión de sus 
sindicatos, más que como parte de una politica intencional del Estado hacia és­
tos. Pero el hecho de que estos sectores obreros estén integrados, en gran pro­
porción, al sector paraestatal y de que el gobierno intervenga activamente en 
las negociaciones colectivas, como patrón y conciliador, nos permite apoyar la 
primera de las hipótesis. 
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del sindicato. También está claro que esto determina los meca­
nismos según los cuales se define la jerarquía profesional y la 
movilidad al interior de esta jerarquía. Además, es necesario que 
exista una cláusula del contrato colectivo que rija los puestos a 
ocupar por el personal obrero y el de confianza, los últimos son 
directamente contratados por la empresa y no están sindicalizados. 

En segundo lugar, la exclusividad de la contratación implica 
que si un obrero deja de pertenecer al sindicato, ya sea por ex­
pulsión o por renuncia a su membrecía, el patrón está obligado 
a despedirlo. Por último, la tercera de las modalidades de esta 
cláusula implica que no puede haber más de un sindicato por es­
tablecimiento; 11 en caso de que existan dos o más grupos que se 
disputen la representación sindical se deberá llevar a cabo un re­
cuento para saber cuál de ellos absorbe a la mayoría y por tanto 
quién representará a los obreros y gozará de la titularidad del 
contrato colectivo de trabajo. Los miembros de los otros grupos 
deberán adherirse al sindicato que haya triunfado. 12 

Los autores de la Ley Federal del Trabajo de 1931, como ya 
lo hemos precisado, obedecían primordialmente a los intereses 
del Estado, y les preocupaban dos cuestiones básicas: por una 
parte, la idea de que un solo sindicato funcionara como repre­
sentante único de la totalidad de los obreros de un estableci­
miento. Con ello se respondía al interés del Estado de tener co­
mo interlocutor a una sola organización. Para este efecto, era 
necesario que no existiera más que un sindicato, pero también 
~ue todos los obreros, sin excepción, estuvieran obligados a afi­
liarse a él. Por otra parte, el Estado se arrogaba el derecho de 
decidir cuál sería el sindicato que;: tendría derecho a firmar el con­
trato colectivo, ya que para obtener la titularidad era necesario 
que éste fuera reconocido por las autoridades laborales. A su vez, 
el reconocimiento era un requisito para adquirir una personali­
dad legal, que le sería exigida en toda acción sindical, en virtud 
de la capacidad adicional del Estado para calificar las huelgas. 

11 La única excepción a este marco es la de los sindicatos universitarios, 
pues en este sector no existe cláusula de exclusión porque no está incluida en 
la ley que regula el sindicalismo universitario promulgada en 1981. 

12 Para lo que concierne a la cláusula de exclusión y en general a los as­
pectos del derecho laboral en México, véanse los numerosos trabajos de Mario 
de la Cueva, entre otros: El nuevo derecho del trabajo, México, Ed. Porrúa, 1979. 
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Por otra parte, son las autoridades de trabajo las que practican 
el arbitraje en caso de una decisión de recuento. 

Es evidente que en un sindicato que aplica todas estas mo­
dalidades de closed shop, no requiere convencer a todos los obre­
ros, sino solamente a la mayoría de una asamblea para que una 
acción determinada sea llevada a cabo. De aquí se deriva tam­
bién una fuerte tendencia a la burocratización, en la medida en 
que toda oposición a la dirección y a sus políticas puede signi­
ficar la expulsión del sindicato y, en consecuencia, la pérdida del 
empleo. Toda acción contra una dirección decidida a conservar 
el poder y a imponer sus políticas mediante la aplicación de las 
distintas posibilidades que le confiere la cláusula de exclusión, 
debe por tanto llevarse a cabo de manera más o menos clandes­
tina y a riesgo de que los instigadores de la acción sean expul­
sados. Esto implica que prácticamente, la oposición no puede re­
velarse y tomarse abierta, sino hasta el momento de las elecciones. 

Existen otras consecuencias complementarias: una gran can­
tidad de sindicatos que pertenecen a la CTM o a otras centrales 
adscritas al Congreso del Trabajo, incluyen en sus estatutos la 
obligación de pertenecer al PRI. Ello implica formalmente que 
la falta de respeto a esta disposición (el rechazo a participar en 
las manifestaciones de apoyo a este partido, y especialmente de 
negarse a votar por él) podría significar la aplicación de la cláu­
sula de exclusión. Aunque es raro que esto suceda, siempre exis­
te la posibilidad de que ocurra. El uso que de jacto se da a esta 
posibilidad (conjugar la obligación estatutaria de pertenecer al 
PRI con la existencia de la cláusula de exclusión) ha sido, hasta 
épocas recientes, muy concreto y funcional para el partido en el 
poder. 

Otro medio de control derivado de la misma cláusula, y en 
particular de la exclusividad de la contratación, aparece clara­
mente en el caso de los sindicatos nacionales de industria, donde 
la propia estructura, conjuntamente con la exclusividad de la con­
tratación colectiva, implican una tendencia y una capacidad de 
concentrar el poder en manos de la dirección nacional del sin­
dicato, frente a las direcciones seccionales. La primera de las con­
secuencias importantes de esta circunstancia es la virtual impo­
sibilidad de que una sección determinada de un sindicato nacional 
de industria (la organización que en este caso representa a los 
obreros de un establecimiento específico), deje de pertenecer a 
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la central sindical a la cual está afiliada (en este caso, un sin­
dicato nacional), y oriente su adhesión a otra organización 
sindical. 

Lo que en los inicios de la década de los setenta era uno de 
los objetivos del sindicalismo de oposición en México: la inde­
pendencia sindical, el lograr salir de las grandes centrales sin­
dicales oficialistas, no ha sido posible, en los marcos del sindi­
calismo industrial. El que la dirección nacional sea titular de un 
contrato colectivo único o de los contratos colectivos de cada una 
de las secciones, implica que cualquier intento de abandonar al 
sindicato nacional significa la pérdida de dicho contrato. Vimos 
lo que esto quería decir en el caso de una sección del SNTMMS­
RM, en una empresa estatal que produce equipo y maquinaria 
agrícola (DIKONA), donde un intento de afiliarse a la Unidad 
Obrera Independiente, que congregaba a varios de los sindica­
tos que lograron desafiliarse de las organizaciones oficialistas du­
rante el sexenio de Echeverría, terminó con una derrota total y 
con el despido de todos los trabajadores, casi trescientos. Y con­
viene mencionar que ése no fue el resultado de la aplicación de 
una medida represiva ilegal, sino que dentro de los cauces le­
gales, se determinó la simple terminación de contrato. 

Pero la consecuencia más importante, por afectar al movi­
miento que lograra reagrupar a la oposición sindical durante el 
sexenio echeverrista, es que el poder acumulado en la dirección 
de un sindicato nacional de industria, en este caso, el electricis­
ta, obliga a cualquier oposición a adoptar una táctica determi­
nada de lucha. Así, en la medida en que la Tendencia Demo­
crática del SUTERM carecía de posibilidades de separarse del 
sindicato nacional, no tuvo más vía de acción que constituirse 
como corriente al interior del sindicato de electricistas. Esta tác­
tica fue, a la larga, insostenible, a pesar de todo el apoyo que 
el movimiento recibió del exterior. Si en un primer momento pu­
do evitarse la derrota, el resultado previsible, desde el inicio, fue 
la imposibilidad de acción de la oposición sindical, al interior de 
un sindicato que concentra todo el poder en manos de la direc­
ción. Ello a la larga significó la disolución de la Tendencia De­
mocrática del SUTERM, pues era necesario evitar que continua­
ran los despidos de sus simpatizantes. La acción de esta tendencia 
continuó en el exterior como un movimiento político, el Movi­
miento Sindical Revolucionario, en la medida en que la Refor-
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ma Política del gobierno de López Portillo permitió ese tipo de 
manifestación. En el último capítulo de este libro, discutiremos 
con más detalle este conflicto. 

Retomando el tema, la cláusula de exclusión constituye un 
instrumento que concede gran poder a las direcciones y a las co­
rrientes sindicales que lo detentan, y a su vez, representa un es­
tímulo negativo a toda participación que no sea plebiscitaria. Lo 
que significa que se impulsa el conformismo en la medida de que 
toda participación que no pueda llegar a ser conflictual carece 
de sentido. Podemos considerar entonces, que las tres dimensio­
nes del closed shop, tal y como se han generalizado en el caso 
mexicano, representan el principal elemento institucional de ten­
dencia a la burocratización sindical, en la medida de que circuns­
criben el poder en la dirección, y desestimulan la participación. 

Además de la cláusula de exclusión, existen otras formas que 
refuerzan el poder de las direcciones sindicales, especialmente en 
el caso de los sindicatos nacionales de industria. Estos últimos 
están organizados bajo una estructura unitaria y vertical. Las dis­
tintas organizaciones que agrupan a los trabajadores de una em­
presa específica (las secciones), forman parte de un organismo 
más amplio. Por eso, a diferencia de una organización confe­
derada, las secciones no están regidas por un reglamento interno 
propio, sino que obedecen a los estatutos generales del sindica­
to. Siguiendo esta lógica, es el Comité Ejecutivo Nacional (CEN) 
del sindicato el que convoca a las elecciones locales de cada sec­
ción, el que acuerda o rechaza el registro de las diferentes listas 
de candidatos, el que sanciona las elecciones, etc. Además, el CEN 
posee la facultad de nombrar a un delegado regional, al cual pue­
de atribuirle distintas' funciones. En el caso de las secciones re­
cientemente creadas, este delegado sindical puede incluso ocu­
par el cargo de la dirección. Además, es exclusivamente el CEN, 
el que dispone de autoridad, a través del Consejo General de Vi­
gilancia y Justicia, para aplicar la cláusula de exclusión a los miem­
bros del sindicato. Dicho organismo tiene además la facultad de 

confirmar, revocar o modificar las sanciones de expulsión, deser­
ción, suspensiones o inhabilitaciones acordadas por los Consejos 
Locales de Vigilancia y Justicia[ ... ]. Emitir dictamen final en to­
dos los juicios que le envíen los Consejos Locales-de Vigilancia y 
Justicia, exceptuando los que se refieren a disciplinas de uno o sie-



128 LA CLASE OBRERA Y EL SINDICALISMO 

te días cuando sean aprobados por las Asambleas[ ... ]. Iniciar jui­
cios que ameriten como disciplina, la Cláusula de Exclusión y apli­
carla previo acuerdo del Sistema. (Estatutos del SNTMMSRM, 1966, 
con las reformas de 1970 y 1978, capítulo 48). 

Es evidente que estos derechos de la dirección sindical na­
cional le otorgan un gran poder político y que el Estado intenta 
que sólo aquellos dirigentes que le son fieles y cercanos, puedan 
llegar a utilizarlo. 13 Es por estos medios que, con relativa faci­
lidad, es posible deshacerse de una oposición sindical que se tor­
na demasiado molesta. Por eso, en la sección 271 se le pudo ne­
gar a la oposición un triunfo que resultaba indudable. En otra 
ocasión fueron expulsados los dirigentes de la sección 147, y los 
puestos vacantes fueron ocupados por trabajadores de la misma 
línea sindical quienes por falta de experiencia, se dejaron ma­
nipular más fácilmente. En el caso de la sección 288, a través de 
la atribución que tiene el CEN para designar a un delegado es­
pecial, fue nombrado directamente el secretario seccional, quien 
firmó el primer contrato colectivo, en el cual prácticamente no 
existía especificación de las tareas de los obreros de la planta si­
derúrgica, lo que permitió a la empresa paraestatal Altos Hor­
nos de México, la flexibilidad necesaria para arrancar la pro­
ducción de la nueva planta siderúrgica, la 2, en las mejores 
condiciones posibles. 

La segunda consecuencia de la estructura contractual se de­
riva de que las negociaciones entre empresa y sección deban ser 
supervisadas siempre por el comité nacional y que sus resultados 
sean sancionados por el secretario general nacional. El CEN siem­
pre tiene la últim& palabra, independientemente de que la ne­
gociación sea exitosa o se llegue a la declaración de huelga. En 
este último caso, la sección debe pedir autorización al comité pa­
ra que sea éste el que registre ante la Junta Federal de Conci­
liación y Arbitraje, tanto el emplazamiento a huelga, como el 
estallamiento de la misma. De hecho, sólo el Comité Ejecutivo 
Nacional puede llegar a declarar una huelga. 

Votada la huelga por la Sección o Fracción correspondiente, la co­
pia del acta y la documentación respectiva se remitirán al Comité 

13 Este factor es todavía más importante para los sindicatos petrolero, fe­
rrocarrilero, electricista y de telefonistas. En estos casos, no existe sino una so­
la empresa y un solo contrato colectivo. 
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Ejecutivo General para que éste y el Consejo General de Vigilancia 
y Justicia, autoricen o no la presentación del emplazamiento co­
rrespondiente que estará a cargo del Comité Ejecutivo General. La 
resolución de estos cuerpos directivos del Sindicato, se dará a co­
nocer lo más pronto posible a las Secciones y Fracciones interesa­
das. Ninguna sección o fracción podrá dar aviso de huelga ni de­
clararla, antes de tener por escrito la anuencia del Comité Ejecutivo 
General del Sindicato. (Estatutos del SNTMMSRM, 1966, con las re­
formas de 1970 y 1978, caps. 21 y 12, respectivamente.) 

" En el contexto de estas restricciones, la sección debe afron­
tar los intereses políticos y las presiones de los dirigentes nacio­
nales. Son estos últimos los que deben inclinarse frente a la de­
cisión de una asamblea que no controlan; sin embargo, siempre 
mantienen la posibilidad de apoyar al movimiento, por ejemplo 
pidiendo la solidaridad de otras secciones o sindicatos, u obs­
taculizar todo tipo de ayuda. Estatutariamente, no debe existir 
relación entre las secciones si no es sancionada por el CEN. A es­
te poder de la dirección nacional hay que afiadir que la mayor 
parte de las sesiones de negociación, y especialmente las últimas 
y más importantes, se llevan a cabo en la ciudad de México, en 
muchos casos a cientos de kilómetros de las bases obreras. Esto 
se debe a que en esta ciudad se encuentra la sede de la dirección 
nacional de la mayoría de los sindicatos nacionales de la indus­
tria. En virtud de este hecho, los dirigentes sindicales locales deben 
viajar constantemente para informar a los trabajadores la evo­
lución de las negociaciones. Así, la di:tancia no solamente im­
plica desplazamientos constantes, sino además favorece la divi­
sión y la falta de confianza de las asambleas hacia sus dirigentes 
locales, especialmente en el caso de huelgas cuyo resultado no 
es tan favorable para los trabajadores. Esto implica por otro la­
do, una forma adicional de control de la dirección nacional y del 
Estado sobre las demandas obreras, de tal manera que, como lo 
dijo un dirigente de la sección 271, " ... si la Fundidora obtiene 
18% y AHMSA revisa su contrato al día siguiente y también ob­
tiene 180Jo, aun si nuestra sección se va a la huelga, no obtene­
mos ni un centavo más" (entrevista con el secretario general de 
la Sección 271, 1979). 

Otros elementos, más cercanos a los que propone Lipset (1976) 
como causas que contribuyen a la burocratización sindical, son 
las atribuciones de los dirigentes sindicales para convocar y lle-
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var a cabo las asambleas. Como lo precisan todos los estudios 
sobre el sindicalismo mexicano, la mayoría de los sindicatos no 
llevan a cabo asambleas, ya sea porque de acuerdo con muchos 
estatutos ni siquiera son obligatorias, o porque en todos los ca­
sos son las direcciones sindicales las que tienen la facultad de 
convocarlas. 14 Frecuentemente, la periodicidad de las sesiones 
no está definida, o no se estipula que sea necesaria una asam­
blea para la aceptación de la firma del contrato colectivo. Lama­
yoría de los pequefios sindicatos no llevan a cabo más que una 
asamblea anual, con el objeto de informar a los obreros los re­
sultados de la negociación sindical, y de celebrar la fiesta corres­
pondiente. A esta práctica sólo escapan los sindicatos más gran­
des, que sí incluyen en sus estatutos asambleas periódicas, antes 
de que se efectúen eventos tan importantes como la presentación 
del pliego petitorio y la firma del contrato. En estos sindicatos, 
por lo general, existe la opción de que los obreros exijan la con­
vocatoria de una asamblea extraordinaria, lo cual no es posible 
si no se reúne una proporción muy elevada de miembros, gene­
ralmente 75 por ciento. 

Por otra parte, regularmente la dirección sindical es la que 
tiene el poder de formular la orden del día: el contenido de la 
discusión y los pasos que se seguirán en cada asamblea. Al final 
de cada sesión se prevé la posibilidad de discutir cuestiones ge­
nerales, que no forman parte de los temas establecidos previa­
mente. No obstante, por lo menos en el caso de las asambleas 
ordinarias, en muchas ocasiones el tiempo límite para su dura­
ción está fijado: en el caso del SNTMMSRM, a tres horas. A todo 
esto se afiade otro hecho fundamental, que consiste en que lavo­
tación se efectúa a mano alzada y no en forma secreta, lo cual 
contribuye a desestimular la participación. 

LAS CARACTERÍSTICAS DE LAS RELACIONES INDUSTRIALES 

Es difícil encontrar elementos que nos permitan caracterizar las 
relaciones entre obreros y patrones en México, porque en gene-

14 Aunque en muchos de los casos los obreros pueden reunirse y exigir la 
convocación de una asamblea extraordinaria, por lo 'general la dirección sin· 
dical es la que tiene la facultad de convocar las asambleas. 
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ral, los estudios que tratan sobre el tema concentran su atención 
en la acción sindical y frecuentemente dan por entendido, sin si­
quiera mencionarlo, que la estrategia patronal está regida por una 
explotación cada vez' más intensa de la fuerza de trabajo. Como 
se presupone que los fundamentos de la actitud patronal hacia 
los obreros no varían, se deriva que es superflua la discusión so­
bre las formas que adopta la actitud patronal hacia los obreros 
y hacia su sindicato. Ésta es la razón por la cual se encuentra 
poco material útil para fundamentar esta parte del libro, en lo 
que concierne la actitud del patronato mexicano hacia los sin­
dicatos y las relaciones con los obreros en las distintas etapas de 
la industrialización del país. Por ello no tenemos más remedio 
que fundamentarnos casi exclusivamente en los dos estudios de 
caso que llevamos a cabo en la industria siderúrgica, para inten­
tar caracterizar las relaciones industriales. Es necesario, sin em­
bargo, exponer de antemano las limitaciones y alcances de di­
chas investigaciones. Por lo que se refiere a los alcances, podemos 
afirmar que la disposición de datos sobre dos empresas grandes, 
y que pueden contemplarse como parte del sector moderno de 
la industria, nos permite el acceso al "lugar" donde las relacio­
nes industriales pueden considerarse como las más avanzadas. 
Por el contrario, la principal limitación reside en que ambas son 
empresas estatales, lo cual en un país cuyo desarrollo está diri­
gido en gran medida por el Estado, implica forzosamente con­
diciones particulares, distintas a las que existen en las empresas 
de capital privado, y más particularmente en aquellas donde do­
mina el ·capital extranjero. No obstante, a partir del análisis de 
nuestros dos estudios de caso, y de otros trabajos realizados en 
la industria automotriz, intentaremos extrapolar. 

La intervención activa del Estado en el registro de los em­
plazamientos a huelga, tiene una consecuencia fundamental, aun­
que en apariencia banal. Generalmente, las huelgas en México 
se derivan de conflictos relacionados con las negociaciones de con­
trato colectivo o del tabulador de salarios. Conviene seftalar que 
sólo llega a la huelga una pequeíia proporción de los casos de 
negociaciones en torno a estas dos cuestiones que se suscitan re­
gularmente en cada sindicato; cada dos aftos en el caso de la ne­
gociación del contrato colectivo; cada afto en cuanto al tabula­
dor de salarios. Aunque, formalmente, una huelga puede llegar 
a estallar,en cualquier ocasión, fuera de estos dos momentos, de 
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hecho, según los datos con que se cuenta y que incluyen las cau­
sales de los conflictos laborales, confirman que las huelgas que 
responden a otros motivos son muy poco frecuentes. 15 Esto de­
termina los límites de la expresión de los conflictos obrero pa­
tronales, lo cual tiene consecuencias importantes que analizare­
mos enseguida. 

Sin embargo, esta circunstancia en el fondo no tiene ningún 
significado en relaéión a las causas reales del conflicto; simple­
mente ubica los casos en un marco legal, que es estrictamente 
respetado. Para conocer las causas reales de los conflictos es ne­
cesario estudiar las reivindicaciones sindicales y los contratos co­
lectivos. En el caso de la industria automotriz, l. Roxborough 
llevó a cabo un estudio de las demandas colectivas e individuales 
registradas ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje. Es­
te análisis nos ofrece un indicador de las aspiraciones de los sin­
dicatos, del tipo de reivindicaciones que se consideran impera­
tivas, y de las causales de los conflictos más frecuentes. El estudio 
se llevó a cabo en una industria de punta, donde predomina el 
capital extranjero, lo cual nos permite el acceso a un caso crítico 
en el sector privado de la industria. Para el sector estatal con­
tamos con otro trabajo; se trata de una investigación exhaustiva 
en la rama minero-metalúrgica. Este texto inédito de Amador 
(1975) nos permite conocer las reivindicaciones sindicales de una 
rama de actividad donde el capital estatal es preponderante, par­
ticularmente en la producción del acero. El trabajo de Amador, 
donde se estudian los contratos colectivos del Sindicato Nacio­
nal de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la Re­
pública Mexicana, que agrupa a los trabajadores de las empre­
sas más importantes de esta rama, es decir aquellas que sientan 
la pauta de negociación para el resto de las empresas, nos brinda 
acceso a una información fundamental. 

Existe otro indicador para caracterizar las relaciones obrero­
patronales: la propensión a la huelga y su duración. Estas dos 
variables nos muestran la tendencia al conflicto y las dificulta-

15 Por ejemplo, entre diciembre de 1977 y marzo de 1978, 87.30fo de los 
casos acudieron a la ooc debido a estas dos circunstancias. Los casos restantes 
respondieron principalmente a cuestiones tales como las violaciones de contra­
to coleetivo. ·Esta situación se repite, poco modificada, a lo largo de los cuatro 
aftos sobre los cuales tenemos información. 
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des que se presentan para llegar a un acuerdo una vez que ha 
estallado una huelga. No obstante, los datos que pudimos re­
copilar no cubren más que un periodo muy restringido, de cua­
tro afíos, y se limitan a las empresas y sindicatos que acuden a 
la Dirección General de Conciliación (DGC) para solucionar sus 
conflictos. Afortunadamente hemos podido comprobar que se 
trata de las empresas más importantes del país, lo que significa 
que este indicador es básico, a pesar de las restricciones men­
cionadas. Es conveniente aclarar que, no obstante, la limitación 
temporal nos impide conocer si las conclusiones a las cuales po­
demos llegar son de orden coyuntural o "estructural" .16 

Vemos en primer lug~r estos datos generales, que nos per­
mitirán situar la discusióf_ acerca de las relaciones industriales 
de nuestros dos estudios de caso, en un contexto más general. 

Las características de los conflictos y, en particular, de las 
huelgas, representan un índice de las relaciones industriales para 
cualquier país. Hay que precisar que, en el caso mexicano, la in­
tervención directa del Estado, contribuye a conformar, en for­
ma particular, el carácter de este indicador. Como ya hemos men­
cionado, la legislación concede a las autoridades del trabajo la 
facultad de rechazar un emplazamiento a huelga y de juzgar 
la legalidad de ésta una vez estallada. Esto significa que las auto­
ridades del trabajo prácticamente pueden canalizar todos los con­
flictos hacia dos de las instancias legales existentes, que se re­
fieren exclusivamente a la negociación de los contratos colectivos. 
El resultado es, en forma muy concreta, que prácticamente no 
se presentan huelgas fuera de los marcos de esta negociación. Pe­
ro ello no significa que nos encontremos frente a un sistema de 
relaciones industriales centrado en la negociación colectiva co­
mo el que existe en Estados Unidos, sino por el contrario: en el 
caso mexicano, el hecho de que los conflictos del trabajo se li­
miten a la contratación colectiva deriva de lo que hemos con­
siderado como la politización de la acción sindical y la subor-

16 En México, en general, no se publican datos sobre la duración de las 
huelgas; además la información con que se cuenta sobre éstas no está clasifi­
cada por sector, sino que sólo se presenta en forma global. Los datos de los 
que disponemos acerca de la duración de las huelgas, elaborados por el CENIET 

(ST y PS), se refieren solamente a los casos que acuden a la ooc y cubren sólo 
cuatro años, entre 1978-1981. 
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dinación del sindicalismo al Estado, que en este caso específico 
alude a la existencia de una prerrogativa del Estado. Tampoco 
quiere decir que no existan casos de huelga debidos a otras ra­
zones, aunque hayan sido proporcionalmente insignificantes has­
ta mediados de los añ.os ochenta, 17 y tampoco implica que no 
existan paros espontáneos (a pesar de que éstos prácticamente 
no tienen posibilidad alguna de triunfo porque son automática­
mente calificados como ilegales), ni que se den huelgas de soli­
daridad (generalmente de acuerdo con el gobierno) como fue el 
caso de las huelgas provocadas por la CTM, en varios sectores 
económicos, para exigir del empresariado un aumento de emer­
gencia cuando el gobierno de Echeverría ya lo había recomen­
dado en 1974 y 1975. La consecuencia más directa de esta res­
tricción de las causales de conflictos es que durante el periodo 
que precede a la negociación contractual o salarial, se van acu­
mulando los problemas y las reivindicaciones. Llega a ocurrir in­
cluso que en el caso de las revisiones de salarios -a pesar de que 
la negociación está limitada en lo que se refiere a cuestiones sus­
ceptibles de ser discutidas, porque legalmente sólo puede tratar­
se la tabulación de salarios- exista un descontento de distinto 
origen, que puede implicar una demanda de aumento salarial des­
medida, que permita negociar "bajo la mesa" la causa real del 
descontento. 

Esta situación es inevitable en un contexto determinado por 
un tipo de relaciones industriales cuyos conflictos no pueden ser 
resueltos en el momento mismo en que surgen, porque no están 
cubiertos por el contrato en vigor. La negociación colectiva es 
asumida como un límite legal, lo que implica que toda reivin­
dicación obrera que pretenda nuevas condiciones, derivadas de 
otras de índole económica, tecnológica o social, deberá esperar 
a la siguiente negociación contractual para poder ser tratada. La 
consecuencia es inevitable: la escasa flexibilidad de las condicio­
nes de trabajo y de la organización de la producción, se deriva 
de la dificultad de modificar las condiciones que fueron acep­
tadas al momento de efectuarse la firma del contrato colectivo. 

17 A partir de la segunda mitad de la década de los ochenta, comienzan 
a presentarse, cada vez con mayor frecuencia, conflictos en torno a modifica­
ciones y violaciones de contrato, que se relacionan directamente con la restruc­
turación económica. 
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Ello puede impedir que la empresa se modernice, que se adapte 
rápidamente a los cambios del mercado, etc. Esto último es me­
nos frecuente en las pequeñas y medianas empresas~ donde las 
atribuciones de la dirección son muy amplias. Pero, sin duda, 
afecta más directamente a los establecimientos que requieren ma­
yor flexibilidad, que son los más grandes y complejos, y cuyos 
sindicatos están, en general, mejor organizados y son más po­
derosos. 

Todos estos obstáculos legales a la expresión de los conflic­
tos, se traducen también en que las relaciones obrero-patronales 
sean consideradas, por ambas partes, como antagónicas e irre­
conciliables; que el sindicato considere que su función consiste 
en obtener concesiones por parte de la empresa, las cuales siem­
pre son consideradas como conquistas que son "arrancadas" a 
la empresa, en el contexto de una confrontación constante entre 
dos aparatos, el sindical y el patronal; que, por otra parte, toda 
modificación de las reglas del juego establecidas en el contrato 
colectivo sean consideradas, en principio, en términos de resis­
tencia, aunque en algunas ocasiones, una reivindicación obrera 
pudiera favorecer a la empresa o viceversa; y por último, que 
además del carácter casi exclusivamente antagónico y de resis­
tencia de las relaciones industriales, aparezcan reivindicaciones 
bajo la forma de conflictos no canalizados a través del sindicato 
y que se manifiestan en forma individual, en algunas ocasiones 
de manera anómica (como el sabotaje, el ausentismo, la baja pro­
ductividad, y hasta los accidentes), o colectiva (paros ilegales y 
tortuguismo). En términos de relaciones sociales, esto significa 
que los límites exteriores a los que están sometidas las relaciones 
industriales conducen a que éstas sean consideradas más en tér­
minos de conflictos de poder que como conflictos de interés. 

En la medida de que el único medio para resolver los con­
flictos y las reivindicaciones es la negociación colectiva, se for­
talece una característica general del sindicalismo (que, como vi­
mos, se agudiza en el caso mexicano), y que es la centralización 
del poder sindical. Por otra parte, también se favorece el prin­
cipio de autoridad y el paternalismo patronal, poco dispuesto a 
responder a cualquier demanda que sea exigida por el sindicato, 
pues en todo caso, prefiere adelantarse a las demandas sindica­
les y otorgarlas como concesión. La autonomía del obrero se ubi­
ca entre la centralización del poder de negociación en la direc-
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ción del sindicato y el principio de autoridad d.! la empresa, de 
los capataces, de los supervisores, que rechazan negociar direc­
tamente cualquier problema. Esta situación, como veremos más 
adelante, comienza a fracturarse en las empresas más grandes y 
complejas, cuya propia estructura productiva aleja a los obreros 
de los centros de poder (particularmente a los más calificados, 
que tienen una mayor autonomía del trabajo). En estas empre­
sas existe "naturalmente" mayor flexibilidad y descentraliza­
ción en las decisiones y en las resolución de problemas porque 
de no ser así, la producción se vería obstaculizada constante­
mente. A su vez, una política industrial más moderna contribu­
ye a la descentralización del poder sindical. 

Pero discutamos en seguida los datos que existen acerca de 
las huelgas. Según el cuadro 13, en primer lugar, la proporción 
de negociaciones colectivas que llega a la huelga es, en términos 
generales, muy baja. En dos ramas de actividad, la textil y la hu­
lera, se distingue claramente que la frecuencia de las huelgas re­
basa el promedio. La explicación de este hecho es muy simple. 
Es necesario recordar que estas industrias se rigen por conven­
ciones colectivas (contratos-ley), lo que quiere decir que en las 
negociaciones no se discuten las condiciones particulares de ca­
da empresa, sino que se maneja la situación general del ramo. 
Ello significa que en aquellos casos en que no se llegue a un acuer­
do entre los representantes sindicales y patronales, la huelga ten­
drá repercusiones para toda la rama. Así, en la industria textil, 
donde existen cinco convenciones colectivas que regulan las con­
diciones contractuales de cada una de las cinco su bramas que cons­
tituyen esta industria, esto sucedió cada afio, entre 1977 y 1982. 
Sólo así se explica que en cada uno de los afios de este periodo, 
hayan estallado más de 200 huelgas. El panorama es similar en 
la industria bulera. En 1977, 1978, 1980, 1981, 1984 y 1985, los 
representantes sindicales y patronales no llegaron a un acuerdo, 
y como consecuencia estallaron huelgas en unas treinta empre­
sas. Como puede observarse, es necesario tratar bajo distintos 
parámetros a las industrias que cuentan con un contrato-ley, 18 

que a aquellas en las que se negocian los contratos colectivos em­
presa por empresa. De cualquier otra manera, se sobreestima la 

IS Además de las industrias que ya mencionamos, la azucarera y la de co­
municaciones de la radio y la televisión, tienen contratos-ley. 
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conflictividad de las ramas que operan de la primera manera y 
se subestima a las ramas de actividad cuya negociación es por 
empresa. 

Este caso nos ofrece otro ejemplo de la manera en la cual 
un elemento definido por la legislación del trabajo interviene pa­
ra determinar al carácter de las relaciones industriales. El hecho 
de que el Estado -el único que según la Ley Federal del Traba­
jo tiene facultad para promulgar un contrato-ley- haya consi­
derado que ciertas ramas de actividad contaban con las condi­
ciones requeridas para establecer un contrato colectivo único, 
implica que son las autoridades de la Secretaría del Trabajo las 
que convocan a la negociación, las que virtualmente la inician, 
las que actúan como intermediarios, las que fungen como ár­
bitros en la negociación y finalmente, las que promulgan el con­
trato colectivo, mismo que adquiere el carácter de ley. Es evi­
dente que en la medida en que la negociación colectiva en las ramas 
industriales regidas por contrato-ley esté más centralizada, se acen­
túan las características de las relaciones industriales que descri­
bimos antes. Ello seguramente explica la falta de flexibilidad que 
padece la industria textil naciOnal, tanto en lo que se refiere a 
las reivindicaciones obreras, cuando se dan cambios en la em­
presa, como a las dificultades de la parte empresarial cuando in­
tenta modificar la organización del trabajo, introduciendo por 
ejemplo nueva tecnología. 

Las formas que se encontraron para solucionar algunos de 
los problemas que surgieron en una de las empresas de la rama 
textil, Ayotla Textil, ilustran esta falta de flexibilidad. En una 
entrevista con el comité ejecutivo del sindicato de esta empresa, 
se mencionó, por ejemplo, que en una ocasión se introdujo la 
producción de mezclilla, actividad que debido al manejo de al­
gún producto, que no pudo ser especificado, causaba a los obre­
ros molestias en la piel. La solución que se encontró no fue in­
vestigar de qué producto se trataba y cambiarlo, sino simplemente 
retirar este tipo de producción. Otro ejemplo es el hecho de que, 
eñ 1980, fueron despedidos 300 obreros porque supuestamente 
el edificio en el que laboraban estaba deteriorado y constituía 
un riesgo. En el momento en que se llevó a cabo la entrevista, 
los dirigentes sindicales plantearon que uno de los problemas prin­
cipales que enfrentaban era la modernización de la fábrica, lo 
que se percibía solamente como una amenaza a la fuente de tra-
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bajo, nunca como Wl beneficio potencial. "Se empieza a intro­
ducir maquinaria nueva a la fábrica, con dinero proporcionado 
por el Estado. En algunas áreas va a haber desplazamiento de 
personal. Todavía desconocemos en cuáles áreas y a cuántos les 
va a tocar, sin embargo estimamos que puede llegar hasta 300Jo 
de los obreros.'' La falta de flexibilidad en las relaciones indus­
triales, que evidentemente conduce a una deficiente comunica­
ción entre las partes, se traduce en soluciones simplistas, poco 
imaginativas, y a la larga menos efectivas: el simple retiro de un 
producto en el caso de un problema de salud, el despido de obre­
ros frente al deterioro de las instalaciones o ante la moderniza­
ción. Finalmente, la empresa no pudo llevar a cabo la moder­
nización y cerró sus puertas pocos años más tarde. (Entrevista 
con el comité ejecutivo de las secciones 11 y 38 del Sindicato de 
Trabajadores de la Industria Textil y Similares de la República 
Mexicana-crM, 24/2/81). 

El caso de la industria bulera es distinto porque en esta ra­
ma de actividad existen cinco grandes empresas productoras de 
llantas junto con toda una serie de pequeños establecimientos que 
se dedican a reparar y a vulcanizar (en muchos de ellos el per­
sonal no está sindicalizado). El contrato colectivo en este caso, 
define las condiciones mínimas para todas estas pequeñas em­
presas. Las grandes industrias fabricantes de llantas y cámaras, 
en las cuales predomina el capital extranjero, establecen sus re­
laciones de trabajo por encima de este mínimo. Son estas con­
diciones, por cierto más generosas que las derivadas del contrato­
ley, las que los sindicatos de las empresas más grandes (que du­
rante los años setenta estaban incorporados principalmente a la 
Unidad Obrera Independiente) negocian al mismo tiempo que el 
convenio colectivo. En consecuencia prácticamente cada año es­
tallaba un movimiento de huelga en toda la rama. 

Entre las ramas que no están regidas por contratos-ley, la 
proporción de huelgas es mayor en las industrias del vidrio, 
la maderera, la automotriz, la calera, la fabricación de celulosa y 
papel, la cementera, la petroquímica, la fabricación de aceites 
y grasas vegetales, y la industria metalúrgica y siderúrgica; ade­
más entre los sectores no 'industriales y de servicios: en los ser­
vicios telefónicos y el transporte aéreo y marítimo.19 Todas es-

19 Es necesario mencionar que si fuera posible distinguir los sindicatos de 
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tas actividades, exceptuando a la industria maderera, la calera 
y el transporte marítimo, pueden ser consideradas como perte­
necientes al sector moderno de la economía. La industria del vi­
drio, la petroquímica, la celulosa y el papel, la cementera y la 
siderurgia, como ya lo hemos anotado anteriormente, requieren 
de un gran volumen de capital instalado y una cantidad consi­
derable de equipo complejo. Ello exige, en general, una gran pro­
porción de obreros calificados. 20 No pretendemos afirmar que 
exista una relación de causa-efecto entre estas dos circunstan­
cias. Simplemente, que existe mayor posibilidad de conflicto obre­
ro, en la medida en que la tensión entre obrero y organización 
del trabajo y la amenaza de esta última sobre la autonomía obre­
ra sean más frecuentes en las ramas de actividad que cuentan con 
una alta proporción de trabajadores calificados, o en otras co­
mo la automotriz, donde la presión de la organización del tra­
bajo sobre el obrero está muy presente y es muy intensa. En es­
tos ''lugares'' existe ya sea una mayor calificación obrera, o una 
tendencia creciente de la dirección empresarial para centralizar 
las decisiones relativas a la organización de la producción y a re­
forzar su poder sobre ésta. 

En realidad, aunque la industria automotriz es una rama de 
actividad de punta y moderna, no requiere de un extenso sector 
de obreros calificados, en la medida en que el equipo y la tec­
nología que ahí se utilizan no son tan complejos como los de las 
otras ramas que hemos mencionado. Mientras que en la industria 
siderúrgica poco más de 40ct¡o del personal se ocupa en tareas de 
mantenimiento (las cuales, como veremos más adelante, son las 
que requieren de obreros con mayor calificación y autonomía, 
y pueden llegar a ser amenazadas por la organización del tra-

la rama siderúrgica de los de la rama metalúrgica, veríamos que los de la pri­
mera se caracterizan por un alto grado de conflictividad. Sabemos que en los 
tres sindicatos de las siderúrgicas más importantes: Sicartsa, AHMSA y Fundi­
dora de MonteiTey, estallaron ocho huelgas entre 1977 y 1981. 

2° Cabe precisar, además, que en los estudios que hemos llevado a cabo 
en la industria siderúrgica, hemos encontrado que los obreros más calificados 
son también los más jóvenes, los que provienen más frecuentemente de un me­
dio urbano y los que cuentan con un nivel más elevado de escolaridad. Ello no 
puede afirmarse para la; industrias de las que estamos hablando porque no exis­
ten estudios específicos al respecto. 
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bajo) en la industria automotriz sólo 17.201o de los trabajadores 
se aboca a labores de mantenimiento (véase el cuadro 14). 

La elevada proporción de huelgas que estallan en esta in­
dustria ha sido explicada generalmente en base al sindicalismo 
que ahí predomina (Aguilar García, F .J., 1978). Durante la dé­
cada de los setenta, esta rama de actividad estuvo dominada por 
la Unidad Obrera Independiente, que se caracterizó por su com­
batividad en lo que se refiere a cuestiones económicas y condi­
ciones de trabajo, siempre en forma local y tendiente al parti­
cularismo, alejándose al máximo posible de toda reivindicación 
política y de cualquier ataque frontal al sindicalismo oficial. La 
táctica de limitar su acción al marco local y contractual, le per­
mitió seguir existiendo después del sexenio echeverrista, periodo 
durante el cual fue estimulada por la política del gobierno hacia 
los sindicatos; eso mismo le permitió conseguir una mejoría efec­
tiva de las condiciones de los obreros a los que representaba. 21 

Pero una explicación que sólo alude al tipo de sindicalismo 
que predomina en determinada rama de actividad es, a todas lu­
ces, insuficiente, aunque de esta manera pudieran interpretarse 
las causas eventuales de una elevada conflictividad en una rama; 
nuestro propósito es distinto. Los conflictos que estudiamos no 
se consideran solamente como una variable dependiente que de­
be ser explicada, sino más bien como un indicador, una variable 
independiente relacionada con las características de las relacio­
nes industriales. Esto significa que pensamos que en los sectores 
económicos nombrados anteriormente, que pueden ser conside­
rados como los más modernos de la estructura económica nacio­
nal, las relaciones industriales tradicionales están encontrando 
las mayores dificultades para mantener su estabilidad. De esta 
manera, consideramos la frecuencia de las huelgas como un indica­
dor de los lugares donde las relaciones obrero-patronales tradicio­
nales están sometidas a tensiones. Ello, a su vez, explicaría por 
qué es precisamente en esas ramas donde logró instalarse un sindi-

21 Una tesis sobre el sindicato de la Volkswagen de México confirma que 
a pesar que la UOI no logró obtener condiciones más favorables de las que exis­
tían en las otras empresas automotrices, sí pudo alcanzar los niveles que éstas 
habían logrado anteriormente. A principios de los afíos setenta, las condiciones 
salariales en la VW eran considerablemente inferiores a las del resto de las em­
presas de ensamblaje de automóviles (Fernando Herrera Lima, 1989). 
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calismo distinto al tradicional, y por qué ha logrado mantenerse 
hasta el presente; además ayuda a entender el fenómeno de que 
cuando este sindicalismo fue desplazado por el oficialista,22 es­
te último tuvo que adoptar las formas de organización y los ti­
pos de reivindicación que habían sido establecidas por la UOI. 

En este mismo sentido, el estudio de Roxborough sobre la in­
dustria automotriz demuestra que no es la variable sindical la 
que explica los conflictos, sino que tanto la variable sindical co­
mo la conflictividad se explican por otras razones. El caso de la 
industria automotriz es particularmente interesante para este efec­
to, en la medida en que opera con una gran homogeneidad tec­
nológica, en lo que se refiere a la organización del trabajo y al 
tipo de producción. Por otra parte, si bien es cierto que en esta 
industria existieron gran cantidad de sindicatos influenciados por 
la UOI, también hubo otros sindicatos que formaban parte de 
centrales afiliadas al sindicalismo oficialista, aunque dentro de él 
contaran con una autonomía relativa. Esto explica que nin­
guna de las variables, tales como la propensión a la huelga. el 
tipo de reivindicaciones o el nivel de salarios y prestaciones de­
penden del tipo de sindicalismo (Roxborough 1., 1983 y 1984). 

Por lo tanto, debemos buscar otras razones que esclarezcan 
la crisis de las relaciones industriales tradicionales. Ya hemos men­
cionado que en algunos casos la explicación está relacionada con 
las existencia de una elevada proporción de obreros calificados, 
generalmente más jóvenes y con elevados niveles de escolaridad. 
En una industria como la automotriz, esta situación probable­
mente se explica por la gran presión que ejerce el proceso de tra­
bajo sobr~ los obreros, debida a la existencia de una línea de mon­
taje. Mostraremos más adelante la relación entre estas variables. 

Pero antes de ello, continuemos con la descripción de los otros 
indicadores que definen el carácter de las relaciones industria­
les. En lo que se refiere al tipo de reivindicación, las investiga­
ciones basadas en el análisis de contratos colectivos (Amador, 
A., 1975; Casar, M.A., 1983), resaltan que la demanda más fre­
cuente concierne a los salarios y el segundo lugar lo ocupan las 
prestaciones económicas, que frecuentemente corresponden a una 
parte considerable de la remuneración. En tercer lugar, se en-

22 El sindicalismo oficialista ha sido relativamente fortalecido por la cri­
sis, aunque en términos absolutos también ha sido debilitado. 
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cuentran las prestaciones sindicales, tanto aquellas que son di­
rectamente canalizadas por el sindicato (por ejemplo las becas 
y la asignación de viviendas), como las que conciernen directa­
mente al sindicato: los recursos que se asignan a su propio fun­
cionamiento o para formar equipos de deportes, o bien, la po­
sibilidad de aumentar el número de permanentes y delegados 
sindicales. Después de estos tres rubros encontramos reivindi­
caciones relativas a las condiciones laborales. Existe una tenden­
cia general de los sindicatos a intentar imponer la promoción ba­
sada exclusivamente en la antigüedad; extender su poder de 
contratación sobre los empleados no sindicalizados ("de confian­
za"), así como a limitar la proporción de trabajadores eventual•es. 

Pero lo más notable es la ausencia casi total de reivindica­
ciones y de cláusulas relativas al proceso de trabajo y a la or­
ganización de la producción. Y esto es interesante en la medida 
en que es precisamente en las industrias automotriz y siderúr­
gica donde comienzan a plantearse demandas y conflictos rela­
tivos a estos rubros; esto resalta en los estudios de caso más re­
cientes llevados a cabo en estas dos industrias, a pesar de que 
no aparece en los trabajos generales sobre las reivindicaciones 
y las convenciones colectivas. 

Podemos proponer tres hipótesis para explicar el desinterés 
tradicional que ha mostrado el sindicalismo mexicano por los ren­
glones que conciernen a la organización del trabajo. En primer lu­
gar, un sistema de relaciones industriales basado sobre la nego­
ciación colectiva tiende a privilegiar, por así decir ''naturalmente'', 
todo tipo de rubros que sea posible prever a lo largo del periodo 
de duración del contrato, como sólo pueden ser, prácticamente, 
los salarios, 23 las prestaciones, los términos de la promoción, 
etc. Es más difícil incluir en un contrato colectivo cláusulas re­
lativas a los ritmos de trabajo, a las formas de introducción de 
nuevos equipos, a la modificación de la organización de la pro­
ducción, etc. En general, en los contratos que contemplan estos 
asuntos solamente se ha previsto la obligación, por parte de la 

23 Como se ha visto claramente en los últimos años,- en épocas de alta in­
flación, los salarios no pueden ser efectivamente previstos en los términos del 
contrato colectivo. Por ello desde 1974 se instituye la revisión anual de salarios. 
Ya durante la segunda mitad del sexenio de De la Madrid, se comienzan a re­
visar los salarios mínimos cada tres meses. 
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empresa, de discutir estos problemas con el sindicato, y la po­
sibilidad de este último de protestar ante cualquier modificación 
a los ritmos de la producción; sin embargo, estos puntos siem­
pre han sido formulados de forma muy ambigua, puesto que no 
se establecen los medios de evaluación ni los límites dentro de 
los cuales es posible modificar el statu quo. Es posible que una 
definición más específica no sea aceptada por la empresa por­
que implica la disminución de su poder de decisión, pero pen­
samos que, en términos generales, tampoco al sindicato le inte­
resa, porque implica, a su vez, descentralizar el poder sindical, 
en la medida en que significaría conflictos y acuerdos que se pue­
den dar en el mismo lugar de trabajo, a nivel de los departa­
mentos o talleres, así como acuerdos sin necesidad de recurrir 
a los funcionarios del sindicato. 

En segundo lugar, ha sido tradicional dejar entre las manos 
de la empresa las cuestiones relativas a la organización del tra­
bajo. Ello requiere un acuerdo tácito entre la empresa y el sin­
dicato. Como el sindicalismo mexicano se ha caracterizado por 
ser, en primera instancia, un mecanismo de control político fun­
dado sobre una relación paternalista y clientelista entre dirigen­
tes y obreros, el sindicato tiene el mayor interés de concentrar 
su atención sobre las reivindicaciones que le permitan centrali­
zar el poder y, por ese medio, "premiar" a los obreros que le 
son fieles y "castigar" a aquellos que no lo son. Es por ello que 
se interesa en forma particular por las prestaciones que pueden 
ser canalizadas a través del aparato sindical, lo que por supuesto 
incluye la contratación de nuevo personal y la promoción, los 
permisos, las becas, la vivienda, etcétera. 

En contraste, para que cualquier acuerdo relacionado con el 
proceso de trabajo pueda ser respetado, se requiere la vigilancia 
constante en los propios lugares de trabajo, y por lo tanto, la 
descentralización del poder sindical. Ello porque el control so­
bre el proceso de trabajo supone una estructura sindical en la que 
existan delegados departamentales, que no solamente estén fa­
cultados para recibir las quejas de los obreros, sino que puedan, 
además, decidir cuál es la mejor forma de acción y negociar sin 
tener la necesidad de canalizar los conflictos a la dirección del 
sindicato. Además, el hecho de que sea difícil generalizar las rei­
vindicaciones que se refieren a las condiciones de trabajo, y de 
que un intento por determinarlas exija la organización de dis-
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cusiones y la participación abierta de todos los miembros de la 
fábrica, tiene, como consecuencia, que el proceso de negocia­
ción de estas condiciones escape al control de la dirección sindical. 

Es fácil comprender que los patrones no quieran aceptar el 
hecho de que el sindicato se reserve una parte del poder de de­
cisión sobre la organización del trabajo. No obstante, esta re­
ticencia desestima lo que ha ocurrido en los países industriali­
zados, en el sentido de que un poder de decisión del sindicato 
sobre el proceso de trabajo, se traduce en una disminución de 
conflictos que se expresan en forma anómica, como son prin­
cipalmente el ausentismo y los accidentes. Pero lo más impor­
tante, y que distingue el caso mexicano, es que el propio sindi­
cato no desea interesarse más en estos asuntos. Esto lo hemos 
podido percibir en ciertas empresas automotrices, en las cuales 
el sindicalismo oficial no fue rechazado por su incapacidad para 
defender las condiciones salariales de los obreros, sino por el po­
co interés que mostraba para enfrentarse al control absoluto de 
la dirección de la empresa sobre la organización del trabajo. 24 

Finalmente, es necesario retomar la explicación tradicional, 
que se refiere al bajo nivel de conciencia de la clase obrera me­
xicana debido a su origen rural reciente. Es indudable que cier­
tos indicadores se orientan a privilegiar el origen rural de los obre­
ros y su relación con el nivel de escolaridad y con las características 
del trabajo anterior; se ha-demostrado que esto influye a través 
de la constitución de un proyecto de movilidad social, de corte 
individualista. Ello significa que los obreros consideran su tra­
bajo como un medio de realizar un proyecto de promoción so­
cial y que, por ello, aceptan las condiciones en las cuales se lleva 
a cabo, mientras obtengan un beneficio en el plano económico. 
Por eso exigen poco de su sindicato, en lo que se refiere a las 
condiciones de trabajo; en todo caso lo que les interesa es ser 
remunerados en función de estas condiciones. 

24 El caso de NISSAN fue, a este propósito, muy importante, porque es el 
único en el que existe una prueba de que la dirección sindical oficialista fue re­
chazada no por reivindicaciones económicas, sino porque la dirección de la em­
presa quiso aumentar el ritmo de la cadena de ensamblaje, y la dirección sin­
dical aceptó esta situaáón. (Bazán, L., 1977). No obstante, una vez en el poder, 
la uo1, tanto en este caso de NISSAN como en el de la Volkswagen. no siguió 
demandando un mayor poder sobre el proceso de trabajo, quizá por las mismas 
razones a las que nos estamos refiriendo con respecto al sindicalismo tradicional. 
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De los tres elementos que constituyen la explicación del ca­
rácter de las relaciones industriales en México, uno se refiere a 
la concentración del sistema de relaciones obrero-patronales so­
bre las negociaciones colectivas; el segundo, al carácter del sin­
dicalismo mexicano, y el tercero, al origen de parte de la clase 
obrera mexicana y a su heterogeneidad. Un tipo de sindicalismo 
preocupado por el control sobre el proceso de trabajo e incluso 
sobre la gestión de la producción -lo que Touraine llama el sin­
dicalismo de control (fouraine, A., 1961)- sólo surge cuando 
se produce una ruptura de estos elementos. Esto no significa que 
pensemos que exista una evolución de un sindicalismo a otro; 
más bien proponemos un cambio cualitativo, cuando aparece una 
preocupación que va más allá de la defensa de las condiciones 
del empleo y que concierne la autonomía obrera. Se pasa de la 
defensa de la condición obrera a la impugnación tanto de los pro­
cesos de descalificación del trabajo como de los intentos, por par­
te de la dirección de las empresas, por concentrar cada vez más 
el poder de decisión sobre la organización de la producción. Se 
pasa de aceptar la reducción de la acción obrera a la acción sin­
dical, a la reivindicación de la acción obrera. Estas hipótesis del 
trabajo serán puestas a prueba en la tercera parte de este libro. 





V. LAS FORMAS DE INTERPRETACIÓN 
DEL SINDICALISMO MEXICANO 

DESDE LA PERSPECTIVA DE LA RELACIÓN SINDICATO-ESTADO 

En las dos primeras partes de este libro, hemos analizado el pre­
dominio del Estado sobre la sociedad y sobre el sistema político, 
así como el lugar privilegiado que el sindicalismo ocupa en este 
sistema. La gran autonomía que tiene la esfera de lo político coa 
respecto al campo social, se agrava en el caso mexicano por el 
hecho de que el Estado incorpora a las organizaciones sociales 
a una estructura política estrechamente ligada a él, situación que 
determina las distintas formas de analizar el sindicalismo en 
México. 

Es por eso que la mayoría de los estudios relativos al sindi­
calismo y, en general, a la acción social, acentúan la relación de 
los sindicatos con el Estado y enfatizan la significación política 
de este hecho. Autores que han trabajado sobre otros países la­
tinoamericanos, también se han .inclh·ado hacia este tipo de in­
terpretación a pesar de que en algunas de estas naciones no exis­
te una dominación tan amplia del Estado sobre el sistema politico, 
como la que se da en México; en Brasil, hasta 1964 y en Argenti­
na durante el periodo peronista (Faletto, E., 1979; Jelin, E., 1979). 

En lo que concierne a este enfoque que privilegia la relación 
del sindicalismo con el Estado, encontramos básicamente dos pers­
pectivas: la histórica y la que alude a la función política del sin­
dicalismo. La perspectiva histórica acentúa la génesis y el desa­
rr_ollo del sindicalismo mexicano, que fue impulsádo por el Estado 
Y-Jiue ha desarrollado una fuerte relación. de dependencia con res­
pecto a él. Se enfatizan los grandes mOIDeQtos históricos, las p~'in­
cipalesiluelgas'Y los enfrentamientos con el Estado. Desde esta 
misma perspectiva se derivan dos distintos puntos de vista: el que 

[147) 
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concibe como una epopeya la acción obrera contra el dominio 
de la burocracia sindical y estatal que obstaculiza el avance ine­
xorable del proletariado hacia el destino luminoso que apunta 
a la toma del Estado por el poder obrero; el segundo enfoque 
valoriza el papel jugado por el sindicalismo como elemento fun­
damental de apoyo a los esfuerzos del Estado, en su intento de 
desarrollar económicamente al país. 
. La segunda perspectiva parte de la descripción y el análisis 
de la función del sindicalismo en el sistema institucional. Este 
enfoque no basa su análisis en los grandes momentos de la ac­
ción obrera, sino que se aboca al estudio de los mecanismos de 
control del sistema sindical por parte del Estado. De esta pers­
pectiva también surgen dos puntos de vista: el primero de los cua­
les analiza los mecanismos institucionales como si fueran instru­
mentos de absoluto control y dominación, que la acción obrera 

·· tiende a destruir; el segundo punto de vista, no otorga a la ac­
ción obrera ninguna capacidad de recusar la orientación d-e la 

· sociedad y concibe, a los sindicatos, en consecuencia, como un 
grupo de presión, entre otros, que intenta continuamente ampliar 
su espacio en los campos económico y político. 

La primera de estas perspectivas se fundamenta sobre una 
visión de la acción sindical como movimiento puro. Aquí la cla­
se obrera es concebida como el sujeto que hace posible el cam­
bio histórico. La concepción marxista que propone el pasaje de 
una sociedad cuyo desarrollo de fuerzas productivas está })loquea­
do por el retraso de las relaciones de producción, tuvo una in­
fluencia duradera sobre el análisis y la práctica política en Amé­
rica Latina. Y ello, en el caso mexicano, no solamente es cierto 
para los estudiosos identificados con la izquierda, sino inclu­
so para las corrientes oficialistas del sindicalismo. 

La segunda de las perspectivas que mencionamos se funda­
menta en el postulado contrario, por lo cual considera que la ac­
ción obrera está aprisionada por un orden social establecido que 
garantiza el funcionamiento de las relaciones sociales en una so­
ciedad determinada. El sist~ma político ejerce -según este 
enfoque- un control efectivo y prácticamente absoluto sobre la 
acción sindical; esta última sólo logra actuar en el marco de los 
límites impuestos por el sistema. Desde esta perspectiva, cada ac­
ción puede ser explicada de una de las dos maneras que se expo­
nen a continuación: ya sea como un conflicto que pone en evi-
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dencia que el sistema es pura dominación, un obstáculo a la acción 
obrera, y por ende, un reflejo de una virtual crisis permanente 
del sistema institucional; o bien, como un conflicto que puede 
ser interpretado como un elemento normal y funcional, en el mar­
co de una lucha constante de grupos de interés que pretenden me­
jores posiciones económicas y políticas. 

A pesar de sus diferencias, estos cuatro puntos de vista so­
bre el sindicalismo se asemejan en tanto que consideran que la 
acción obrera no está definida, en primera instancia, por lo so­
cial,.es decir, por el significado que le otorga el actor a su propia 
acción. De acuerdo con el primer punto de vista, la acción obre­
ra responde a un principio metahistórico, ya que la clase obrera 
tiene una función histórica determinada. La relación entre. sin­
dicalismo y Estado frena momentáneamente el desarrollo ''na­
tural" del sujeto en su papel histórico. El segundo punto de vis­
ta considera que el sindicalismo establece una alianza con el Estado 
porque ello conviene a ambos; esta alianza está basada sobre un 
consenso en torno a la necesidad de que el país se desarrolle. · 
Como en los dos puntos de vista anteriores, en el tercero, la ac­
ción obrera también estaría definida desde el exterior; determi­
nada por el control que sobre ella ejerce el Estado; la burocracia 
sindical impuesta por el Estado impide al sindicalismo actuar en 
función de sus propios intereses. La relación entre el sindicalis­
mo y el Estado es considerada como pura dominación. Por úl­
timo, el cuarto punto de vista no parte de la idea de que exista 
una desviación de la acción sindical, ni tampoco una domina­
ción ilegítima sobre los sindicatos; sólo considera que éstos se 
limitan a desempeñar el papel que tienen las organizaciones in­
termediarias en todo sistema político, el de servir como canal de 
expresión y control de las reivindicaciones sociales. Conforme 
a esta visión, la situación del sindicalismo está definida por este 
rol, como ocurriría en cualquier sistema institucional. 

Aunque estas perspectivas no coincidan exactamente con los 
estudios particulares sobre el sindicalismo mexicano que discuti­
remos en seguida, sí definen un punto de vista predominante. 
Si alguno de estos enfoques es privilegiado, en general se expre­
sa en forma tácita; por otro lado, lo que regularmente se obser­
va es una mezcla de varias perspectivas cuya conjugación se tor­
na poco coherente. Discutamos brevemente cada una de ellas, 
haciendo referencia a ejemplos concretos. 
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La perspectiva histórica 

No es sorprendente que la concepción de la clase obrera comcrt 
fundamento de un Estado que funge como agente de desarrollo 
haya sido el enfoque predominante y que todavía rige a la gran 
mayoría de los estudios sobre el sindicalismo mexicano. La ver­
sión marxista que dominó el análisis en los ai'los sesenta y seten­
ta, así como la versión oficialista que impregna el discurso de 
la burocracia sindical ligada al PRI, identifica a la acción obrera 
con la acción política del sindicalismo. Touraine propone que esta 
perspectiva es privilegiada en los países latinoamericanos y, en 
general, en los países en desarrollo, porque " ... el sindicalismo 
está mejor definido por su lugar en un sistema político de ges­
tión del desarrollo, que en función de las relaciones de produc­
ción, las cuales son todavía poco autónomas y están poco desa­
rrolladas" (Touraine, A., 1984, p. 43). 

Es claro, también, que en un sistema político de "gestión del 
desarrollo", el Estado, además de desempeñar su función gene­
ral de unificar a la sociedad global (a la nación), rol que cumple 
en todas las naciones modernas, ocupa el lugar que correspon­
dería a una burguesía nacional que es demasiado endeble en es­
tos paises en comparación con el capital extranjero. En tales cir­
cunstancias, tanto en los paises donde la clase obrera org~da 
está al margen de este Estado, como en aquellos donde está inte­
grada al proyecto de desarrollo que el Estado promueve, el sin­
dicalismo no puede escapar de definir su acción en relación a este 
agente desarrollista. 

De acuerdo con el punto de vista que concibe a la clase obre­
ra como si estuviera determinada por un principio metahistóri­
co, es evidente que esta relación entre el sindicalismo y el Esta­
do, especialmente en el caso mexicano, en el cual el sindicalismo 
fue integrado al partido oficial, impide la concreción del destino 
histórico del proletariado. Aludiendo a la época de las grandes 
movilizaciones que condujeron a la formación de la alianza po­
pulista durante el sexenio de Lázaro Cárdenas, un autor nos dice 
que 

.. .los trabajadores ampliaron su visión e ingresaron en el panora­
ma nacional, pero la conciencia nueva que asumieron no los con­
dujo a comprender la necesidad de mantener su independencia po-
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lítica y a luchar por la consecución de sus objetivos históricos, los 
cuales eran en esencia contrapuestos a los del Estado y cuyo logro 
implicaba el desbordamiento de la política de masas cardenistas y 
el desarrollo de un ininterrumpido proceso revolucionario que ten­
dría que subvertir las relaciones sociales existentes ... (Anguiano, 
A., 1975, pp. 131-132). 

Esta concepción del significado de la acción obrera general­
mente está acompañada de una perspectiva evolucionista y lineal 
de la conciencia obrera. Aunque existan obstáculos para la for­
mación de una conciencia de clase "para-sí", toda acción sindi­
cal (las huelgas, los paros, etc.), constituye un aprendizaje para 
la acción obrera, un paso hacia la formación de la conciencia 
de clase. El postulado leninista sobre las limitaciones de la con­
ciencia formada exclusivamente con base en la acción sindical 
y la concepción del papel de las vanguardias, se encuentra implí­
cito aquí en el.sentido de que " ... todavía no ha llegado a plas­
marse una conciencia de clase proletaria ... " (Vellinga, M., 1979, 
p. 237). Y es todavía más patente en el trabajo antes citado don-
de se propone que ' 

... los acontecimientos políticos y las grandes movilizaciones de ma­
sas que c'racterizaron a la época cardenista arrastraron a los tra­
bajadoreS, obligándolos a participar en la política. En el transcur­
so de los acontecimientos, los obreros se politizaron de manera 
acelerada, superando su estrecha conciencia sindical[ ... ). La con­
ciencia de los trabajadores, de meramente sindicalista, que los li­
mitaba a la lucha por sus reivindicaciones económicas más inme­
diatas, pasó a ser una conciencia que matizaron ciertos elementos 
polfticos ... (Anguiano, A., 1975, p. 132). 

Esta visión comparte con el leninismo la incomprensión y el 
desprecio por la capacidad de una conciencia formada en un mar­
co netamente sindical y por el significado no político de la ac­
ción obrera. También es evidente que este tipo de análisis tiende 
a acentuar la idea de que\ las relaciones establecidas en un caso 
como el mexicano, subordinan a la clase obrera al Estado, la alie­
nan de sus intereses verdaderos y, en suma, obstaculizan el desa­
rrollo independiente de los objetivos históricos de dicha clase. 
En una primera instancia, estos intereses deberán entonces pa­
sar por la toma del Estado. Esta visión "clásica", a pesar de que 
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en general no sea planteada en forma tan explícita (y podría de­
cirse ingenua), continúa moderando buena parte de los estudios 
actuales.• También es importante mencionar que este tipo de 
análisis ha fundado una práctica sindical de corrientes políticas 
de izquierda, en especial la del Partido Comunista Mexicano. Una 
práctica que, en general, ha gozado de poco éxito entre los obre­
ros. Ésta es una cuestión que discutiremos con mayor profundi­
dad en el último capítulo de este libro. 

El otro punto de vista que comparte esta misma perspectiva, 
considera a la clase obrera como un actor social que ha contri­
buido al desarrollo nacional, no solamente en la medida de que 
ha coadyuvado a la estabilidad política de un régimen que se ha 
mantenido durante más de cincuenta años, sino también en la 
medida en que ha sido un elemento activo. El papel del sindica­
lismo, según la concepción de los dirigentes oficialistas de la más 
importante de las centrales obreras del país, la Confederación 
de Trabajadores de México, consistió en obligar al Estado a adop­
tar medidas favorables para la clase obrera y otros sectores po­
pulares, como los campesinos y los marginados urbanos. ElloJe 
ha ahorrado al sistema político serios conflictos con los sectores 
no integrados, pues incitó al Estado a institucionalizar intereses 
y exigencias que podían tornarse problemáticos; lo indujo a aplicar 
las reformas necesarias y a integrar políticamente a los núcleos 
conflictivos, en resumen, condujo al Estado mexicano a basar 
el régimen político en la inclusión, mientras que otros Estados 
que carecen de fundamento popular practican la exclusión, lo 
que se ha demostrado históricamente como un m~delo mucho 
menos estable. Sin embargo, la función del sindicalismo en su 
alianza con el Estado no ha radicado solamente en asegurar a éste 
su legitimidad, sino además le ha conferido la capacidad de supe­
rar algunos de los obstáculos del desarrollo nacional. De acuer­
do con la historia "oficial" del sindicalismo mexicano, este apoyo 
sirvió para que el Estado pudiera afrontar la oligarquía terrate­
niente que se oponía a la industrialización; fue útil también cuan~o 

1 Véanse la serie de estudios publicados por González Casanova, P., en 
la colección intitulada La dase obrera en la historia de México. México, Siglo 
XXI; en particular Córdova, A., 1980; Leal, J.F. y Woldenberg, J., 1980; Da­
surto, J., 1983a, así como los numerosos artículos publicados en la revista Cua­
dernos Políticos. 
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se presentó la necesidad de enfrentarse al capital extranjero que 
tenía entre sus manos, por ejemplo, la riqueza petrolera. 

El papel fundamental que desempeñó el sindicalismo mexi­
cano en el desarrollo industrial y en la consolidación y manteni­
miento del régimen político mexicano, que proponen las organi­
zaciones sindicales oficialistas, es compartido por los autores que 
consideran la alianza con el Estado, como un hecho desfavora­
ble para el sector obrero: "La clase obrera ha cumplido un pa­
pel de gran importancia en la consolidación del Estado capitalis­
ta mexicano y de sus instituciones políticas. Y el Estado, a su 
vez, ha formado a la clase obrera misma como grupo de intere­
ses ... " (Alonso, A., 1972, p. 175). 

Se plantea que la creación de un sistema político y de un Es­
tado suficientemente fuertes para afrontar al capital extranjero 
y llevar a bien su proyecto de industrialización, no hubiera sido 
posible sin la alianza establecida con el sindicalismo. En cierto 
momento, como lo indica Alba, la posibilidad de esta alianza 
populista2 condujo a las élites gobernantes a estimular y contri­
buir a la creación de las organizaciones obreras, justamente cuan­
do'esta clase trabajadora se encontraba debilitada y dispersa. Las 
asociaciones sindicales fueron, en sus orígenes, estimuladas y apo­
yadas por el Estado porque se preveía el rol que ellas debían te­
ner en el sistema político: 

El movimiento sindical mexicano es una hechura del Estado; debe­
mos recordar que en 1917 no existía en México un movimiento sin­
dical de importancia. El proyecto de los revolucionarios era crear 
una clase obrera nacional [ ... ] Tratábase de un esfuerzo encamina­
do a desarrollar nuevas fuentes de poder político nacional, sobre 
la base de las organizaciones obreras (Alba, V., 1964, p. 435). 

La perspectiva política 

Hl)cia fines de los años setenta, en reacción a los puntos de vista 
que se discutieron antes, aparece una importante serie de estu­
dios de caso sobre sindicatos específicos y sus conflictos. Así se 

2 Populista, pero en un sentido muy distinto al populismo agrario nortea­
mericano y aun el ruso. Utilizamos este concepto, a pesar de la posible confu­
sión porque es un término muy importante y de uso común en América Latina. 
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· descubren múltiples particularidades y obstáculos a la acción obre­
ra, así como las especificidades de la relación entre Estado y sin­
dicalismo. Empieza a estudiarse el significado de que un sindi­
cato esté o no afiliado a una central obrera oficialista; las 
dificultades que encuentra en sus posibles tentativas por actuar 
en forma más independiente. Los estudios concretos y el despla­
zamiento del centro de interés, son estimulados por los eventos 
político~conocidos como la "insurgencia sindical", periodo dq­
rante el cual un número considerable de sindicatos intentó des­
vincularse de las centrales obreras oficialistas. Estos hechos, que 
analizaremos más adehinte, fueron tácitamente tolerados por el 
gobierno del presidente Echeverría, quien trató de promover la 
modernización de la alianza entre el Estado y el sindicalismo. 

Los sindicatos que intentaron independizarse de las organi­
zaciones sindicales oficialistas enfrentaron numerosas dificulta­
des. En primer lugar, &e toparon con los obstáculos que les im­
ponía el propio mecanismo sindical de las grandes centrales y, 
en seguida, con las trabas del mismo aparato estatal, ya que el 
gobierno de Echeverría, hacia· mediados del sexenio, tuvo que 
abandonar su proyecto de renovación política. En segundo lu­
gar, el sindicalismo independiente, en sus intentos por funcio­
nar dentro de un marco más democrático, hubo de afrontar mu­
chas limitaciones. Toda esta problemática dio lugar a dive{~S 
interpretaciones que llegaron a conformar una distinta perspec­
tiva del estudio del movimiento sindical. 

El primero de los puntos de vista dentro de esta perspectiva 
tiene en común con la que discutimos anteriormente, el hecho 
de privilegiar la función del sindicalismo en el sistema político 
y su relación con el Estado. Se estudia el control ejercido por 
el Estado sobre las organizaciones sindicales, las cuales, mediante 
dicho control, se mantienen dentro de los límites de la alianza 
populista. Se analizan los mecanismos que el sindicalismo ofi­
cialista ejerce para tratar con los sindicatos independientes 
-que van desde la cooptación hasta la represión-, así como las 
fonnas mediante las cuales los sindicatos oficialistas mantienen 
su dominio sobre su propia base obrera. 

Es evidente que esta perspectiva énfatiza los elementos que 
determinan el funcionamiento y el orden. por encima de la ac­
ción. Desde un primer punto de vista, el significado de la acción 
obrera es comprendido pura y llanamente como dominación del 
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Estado y de la maquinaria sindical oficialista. Desde un segundo 
punto de vista, no se trata tanto de dominación como de la fun­
ción de un sindicato que, en el caso mexicano, está fundamen­
talmente determinada por el lugar específico que ocupa en el sis­
tema político. 

El primer punto de vista propone que el Estado ejerce un do­
minio tal sobre la acción sindical, que los sindicatos se ven im­
posibilitados, no solamente para obedecer su destino histórico, 
sino también para cumplir su función reivindicativa. En ciertos 
análisis se plantea que el Estado domina al sindicalismo en for­
ma prácticamente ilegítima, esto quiere decir, en una situación 
de crisis permanente (Córdova, A., 1979). Otros autores afirman 
que la alianza populista, en primer lugar, y la industrialización, 
después, han conducido al sindicalismo a dejar de lado, por así 
decirlo, la lucha de clases, siendo orientados, consecuentemen­
te, por una ideología nacionalista y desarrollista (Alba, V., 1964; 
Gómez Tagle, S., 1980, y González Casanova, P., 1965). Final­
mente, otros autores establecen que existe una situación inter­
media, según la cual los sindicatos pueden ejercer un control efec­
tivo sólo en la medida en que poseen cierta legitimidad, que no 
solamente se basa en la política de industrialización practicada 
por el Estado, sino también en una acción reivindicativa conti­
nua y efectiva (Trejo Delarbre, R., 1979 y Basurto, J. 1983a). 

Desde la concepción de la dominación del Estado, como con­
trol ilegítimo (como mero control), se afirma que 

... si el Estado no apoyara descaradamente, como lo hace, a la di­
rección sindical oficialista, en contra de la legalidad que nos rige, 
el poder de aquélla no se sostendría un solo día[ ... ) si el Estado 
no reprimiera cuanto movimiento sindical se organiza contra la do­
minación corporativista o por la independencia sindical, la revuel­
ta en las filas de los trabajadores organizados cundiría como fuego 
en un pajar, y limitada a sus propias fuerzas la burocracia sindical 
sería incapaz de resistir el embate (Córdova, A., 1979, p. 385). 

Desde este punto de vista, los límites que el Estado ha impuesto 
a la acción. sindical representan un control que es recusado de 
manera continua por la acción obrera, que se encuentra por tan­
to en permanente crisis y que sólo puede mantenerse por la re­
producción, también permanente, de la dominación ilegítima. Si 
como bandera política este enunciado tiene cierta eficacia, es bas-
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tante pobre como explicación, incluso en relación con otros es­
critos del mismo autor en los que propone interpretaciones simi­
lares a las que discutiremos en seguida {Córdova, A., 1973). . 

Otra línea de análisis subraya que es la génesis misma del sin­
dicalismo mexicano, el desarme de la capacidad contestataria del 
anarco-sindicalismo en la época heroica del sindicalismo mexi­
cano, ·la que explica el hecho de que se haya logrado limitar la 
acción del sindicalismo nacional a las negociaciones colectivas 
{Alba, V., 1964, p. 435). Desde este punto de vista se demuestra 
que la alianza con el Estado ha logrado eclipsar la lucha de cla­
ses y remplazarla por la conciliación necesaria para llevar a cabo 
el desarrollo económico y la modernización, así como que se ha 
alienado la conciencia de clase para sustituirla por el nacionalis­
mo. La lucha de clases ha sido remplazada por una acción sindi­
cal caracterizada por conflictos intergremiales, entre distintas con­
cepciones del sindicalismo. '~Debido a la incorporación del 
movjmiento. obrero al Estado, la lucha de clases en México ha 
tomado frecuentemente la apariencia ci.e conflictos intersindica­
les, ya que la io.surgencia obrera, de los afios cincuenta a la fe­
cha, ha .tenido por objetivo inmediato rescatar la dirección de 
las organizaciones sindicales" {Gómez Tagle, S., 1980, p. 17). 

Según este punto de vista, la dominación del Estado sobre 
el sindicalismo se explica no. simplemente como .mero control, 
sino como la aceptación por parte del si11dicalismo de limitar su 
acción con el objeto de favorecer el proyecto de industrializa­
ción, a cambio de una legislación y de ciertas medidas favora­
bles a la clase obrera. Está alianza, a la larga, ha tenido como 
,consecuencia la su'IJordinación de la acción sindical al proyecto 
estat¡il. Pero a dift>rencia de la interpretación que propone una 
dominación pura y simple, aquí se considera que en rigor existe 
una alianza, un acuerdo, que continúa funcionando a pesar de 
los inconvenientes y limitaciones que impone al sindicalismo. La _ 
permanencia de esta situación se explica ciJmo la "interioriza­
ción" de esta dependencia frente al Estado por parte del sindi­
calismo. En la medida en que la clase obrera, especialmente la 
que está sindicalizada, se ha visto favorecida por la cercanía del 
poder político y del proceso industrializador, tiene confianza en 
un Estado paternalista. Esta "interiorización" puede ser perci­
bida en el carácter de la acción .o\Jrera. Según González Casano­
va, las huelgas en México han sido estimuladas por la esperanza 
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de obtener el apoyo y la protección del Estado, y generalmente 
con el objeto de garantizar y lograr una mejor posición política. 
Es por eso por lo que coinciden los periodos de mayor frecuen­
cia de huelgas con los gobiernos considerados como más. pro­
obreros (González Casanova, 1965). Ello significa que el Esta­
do, por lo menos hasta muy recientemente, ha logrado conser­
var una legitimidad como protector de las clases populares, al 
mismo tiempo que las ha manipulado y controlado. 

Desde este punto de vista, el papel mediador de los sindica­
tos puede ser comprendido no como una desviación de su fun­
ción representativa, sino como una real representación de los in~ 
tereses obreros, que se favorece del rol de los dirigentes sindicales 
-quienes operan como una especie de funcionarios públicos­
y de su afiliación a las centrales oficialistas incorporadas al Par­
tido Revolucionario Institucional. Si bien, por un lado es cierto 
que esta situación puede llegar a limitar el margen de acción de 
tales Hderes, como representantes de los intereses obreros, cuan­
do estos últimos no coinciden con la política gubernamental, ello 
asegura al mismo tiempo una relación privilegiada y ventajosa 
con el Estado paternalista. 

El segundo punto de vista no propone una dominación pura 
y simple del Estado, ni una alianza en la cual el sindicalismo ocli~ 
pa una posición subordinada; tampo<::o enfatiia la constitución de 
una burocracia sindical que hace el papel de intermediaria, sino· 
por el contrario, reconoce de manera general, la capacWad que 
ha tenido el Estado mexicano para construir sólidamente un sis­
tema político que, como todo sistema institucional, tiene p~r fuiJ.: 
ción limitar y canalizar las demanda~ de la población. L9s sindi­
catos simplemente forman parte de este sistema. 

Conforme a una inspiración claramente eastoniana, J.L: Rey­
na afirma que para poder funcionar, el sistema político mexica­
no debió, en primer lugar, establecer los sindi.;atos, _ orgal!izar 
a los obreros, por lo menos a aquellos que cuentan conJa.mayor 
capacidad de movilización y que generalmente laborari en.los sec­
tores económicos más importantes. El hecho de que haya sido 
el Estado el promotor de esta organización obrera, en uq mo­
mento en e\ cual la clase obrera apenas empezaba a constituirse 
como actor social, que haya logrado inculcar a esta mis~a <!la.~e 
obr~ra una ~oncien~ia nacionalista y de apoyo al desarrollo in­
dustrial, implicó la consolidación de un tipo de organización sin-
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dical que sirvió eficazmente para lograr las intenciones-de un Es­
tado que tuvo como proyecto. la modernización del país (Reyna, 
J.L., 1974). . . 

·El sistema· político mexicano', a pesar de sus características 
particulares, no se diferencia en nada esencial de cualquier otro 
sistema político. No ejerce un dominio ilegítimo, no desvía el des­
tino de ~. <,:lase obrera, sino simplemente ha logrado incorporar 
eficazmente al sindicalismo dentro de un mecanismo político que 
ha sido 

... lo bastante efectivo como para mantener reducido el número 
de demandas sobre el sistema[ ... ) El liderazgo oficial cumple con 
una función crucial para asegurar la expansión económica: mante­
ner una fuerza de trabajo "disciplinada" que presente el mínimo 
posible de demandas y que interfiera en la dinámica económica[ ... ], 
demandas que a su vez tienden a ser transformadas en problemas 
burocrático-administrativos (Reyna, J.L. 1974, pp. 7 y 25). 

La particularidad del régimen político mexicano, que comparte 
con otros de tipo corporativo o semicorporativo, no sería, de 
acuerdo con este punto de vista, la institucionalización de los ca­
nales a través de los cuales son orientadas y limitadas las demaa­
das, sino el hecho de que sea el Estado mismo, .el encargado__de 
manejar estas demandas, con la posibili4ad-adicional de trans­
formarlas en-·problemas burocrático-administrativos. En los re­
gímenes políticos abiertos, en los cuales el Estado no opera como 
árbitro de los conflictos sociales ni domina el sistema político, 
las demandas transitan por un sistema institucional en el cual es 
la relación de fuerzas entre actores políticos la que determina el 
resultado de los conflictos. 

Desde ambos ·puntos de vista de la perspectiva del sindicalis­
mo como agente político, la acción obrera no tiene significado 
en sí misma; está determinada por factores externos, ya sea por 
la ilegitimidad o las fallas del sistema de dominación, o bien, como 
síntoma de un bajo grado de desarrollo del sistema político, un 
bajo nivel de institucionalización (explicado, a su vez, por una 
expansión industrial reciente y a consecuencia de una débil inte· 
gración de los actores sociales que constituyen el sistema). La ac­
ción obrera se concibe simplemente como un catalizador, u11a po­
sibilidad; no tiene un sentido por símisma. 
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Los límites explkativos 

A pesar de sus diferencias, los puntos de vista que hemos discu­
tido hasta ahora, comparten un mismo C<?ntexto· de interpreta­
ción: la acción sindical obtiene su significado de su relación con 
el Estado y con el sistema político. El sin<;licato no es tanto una 
.expresión de la acción obrera, sino un agente polítioo. de domi­
n~~i9n .•. ~~-~ontrol y mediación. La acción sindical y, por conse­
cuencia, la 9brera, se explican por la posición del sindicato en 
el sistema político. 

Aunque seamos capaces de comprender que esta perspectiva 
sea predominante, no podemos aceptar que el sentido de la ac­
ción obrera se agote a este nivel del análisis., y menos aún que 
el significado de la acción social le sea impuesto al actor por un 
principio metasocial. Tampoco es justificable que el sentido de 
la acción obrera se explique en términos evolucionistas, de mo­
vimiento continuo hacia un destino o en el marco de la transi­
ción de una sociedad agraria (o simplemente menos desarrolla­
da) a una sociedad industrial. Nosotros pensamos que aun en los 
países en vías de desarrollo, la acción obrera debe ser compren­
dida en función del sentido que tiene para el funcionamiento de 
la sociedad, es decir en el plano sincrónico. 

Hasta el momento presente, hemos hablado fundamentalmen­
te de la acción sindical, de lo que significa el sindicalismo para 
cada una de las perspectivas mencionadas. En ninguna de ellas 
se enfatiza la especificidad de la acción obrera. Se habla siempre 
del sindicalismo como mecanismo de dominación y de control; 
la acción obrera siempre es explicada a través de la acción sindi­
cal o de un principio que la trasciende, 

Desde el enfoque que considera la existencia de un destino 
de la clase obrera, que va más allá del sindicalismo, la acción 
obrera está incluso encerrada, limitada por los propios marcos 
de la acción sindical. La acción obrera adquiere su "verdadero" 
significado sólo cuando son trascendidos los límites de la acción 
sindical. Será precisamente un principio externo a una acción obre­
ra limitada al sindicalismo, la que le dará un sentido. En el fon­
do, la acción obrera se interpreta como la negación de la acción 
sindical. 

La segunda de las perspectivas no interpreta a la acción obrera 
en oposición a la acción sindical, como su negación (en el senti-
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do hegeliano-marxista, para que pueda ser trascendida), sino como 
su ausencia, como su crisis. La acción obrera só\o surge cuando 
el sistema de dominación, las formas de control e institucionali­
zación, que practica el sistema sindical, entran en crisis. Como 
puede observarse, la acción obrera no está definida dentro de lí­
mites precisos, sino sólo negativamente, como acción de crisis. 

La interpretación que da Alonso de las huelgas de los ferro­
carrileros de 1958-1959, uno de los movimientos más importan­
tes después de las movilizaciones que dieron lugar a la alianza 
populista, es un buen ejemplo de una interpretación derivada de 
esta última perspectiva: 

.. .las demandas de aumento de salarios que no habían sido atendi­
das ni gestionadas por los "representantes" sindicales, se plantea­
ban a través de otros cauces igualmente legales. Pero al mismo tiem­
po, los obreros denunciaban a sus líderes, les cancelaban, defacto, 

. su función de intérpretes de las demandas y de vehículos de la so-
lución de las mismas (Alonso, A., 1972, pp. 177-178). 

Según Reyna, esta ruptura en el sistema de control lo imposibili­
tó para continuar absorbiendo las " ... múltiples demandas que 
provenían del sindicato y las que podían extenderse a otros, ame­
nazando con ello la estabilidad del sistema" (Reyna, J.L., 1974, 
página 19). 

Desde ambas perspectivas, el sentido de la acción obrera se 
sitúa fuera de ella misma, ya sea en un principio metahistórico, 
ya sea en la incapacidad del sindicalismo de representar los inte­
reses obreros, o en hs dificultades del sistema político para se­
guir controlando esta acción. En el primero de los casos, la ac­
ción obrera es definida como pura positividad, que niega la acción 
sindical y la trasciende. En el segundo, la acción obrera es defi­
nida como pura negatividad, como la crisis de la acción sindical. 

DESDE LA PERSPECTIVA DE LA FUNCIÓN SOCIAL DEL SINDICATO 

Frente a la interpretación que pr;_ivilegia la relación en!!): el sin­
d~lism~o, existe otra perspectiva que aborda el estu­
dio Ciela acción obrera procurando analizar, en primer lugar, 
su significación social. Los trabajos que han adoptado esta pers-
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pectiva, que han sido poco frecuentes en México y han estado 
bajo la influencia de la sociología norteamericana, privilegian el 
carácter reivindicativo y de negociación de la acción sindical. Ésta 
no es considerada primordialmente como un fenómeno dirigido 
por un proyecto histórico, ni tampoco por la función del sindi­
calismo en el sistema político, sino más bien por el interés con­
creto y práctico de elevar el nivel de vida y mejorar las condicio­
nes de trabajo de los obreros. La extensión de la acción obrera 
al sistema político no es más que uno de los resultados de su ex­
presión reivindicativa, en la medida en que gracias a un apoyo 
político puede llegar a ser mejor defendida, sin necesidad de perder 
su carácter estrictamente social. 

Esta interpretación considera que, en su acción, la clase obrera 
acepta su función social; de esta forma se niega la capacidad de 
la acción obrera para cuestionar las relaciones de dominación, 
y sólo se le atribuye la posibilidad de defender su condición (la 
correspondiente a su función social), la garantía del empleo y la 
conservación de los derechos adquiridos legal o contractualmente. 
La clase obrera lucha entonces para satisfacer sus necesidades 
mínimas y para acrecentar su capacidad de consumo, así como 
para mejorar sus condiciones de trabajo; en esta medida, no sólo 
acepta su función social sino además acata las reglas del juego 
que impone el sistema de relaciones industriales. 

Esta segunda interpretación se desdobla, a su vez, en tres dis­
tintos puntos de vista que intentan explicar el hecho de que en 
los países en vías de desarrollo, lo poldco prevalece sobre lo so­
cial, y en el caso del sindicalismo lo político predomina sobre 
la propia acción reivindicativa. El primero de los puntos de vista 
parte de la idea de la modernización política. Esta interpretación, 
desarrollada entre otros por Lipset (1960), considera que el de­
sarrollo económico y la homogeneización de la sociedad tendría 
como resultado la constitución de un sistema político compues­
to por distintos grupos de presión y partidos que representarían 
los distintos intereses y sectores sociales de los que está compuesta 
cada sociedad. El desarrollo económico tendría entonces, como 
resultado, la evolución de la población hacia un comportamien­
to político ciudadano, lo que quiere decir, hacia una conducta 
individuaiista, basada en intereses más que en ideologías. A me­
dida que, a través del proceso de industrialización, los habitan­
tes de los países en vías de desarrollo fueran integrándose al modo 
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de vida urbano, las orientaciones correspondientes a una socie­
dad tradicional tenderían a desaparecer y eso daría lugar a un 
comportamiento definido como moderno. Ello no sólo significa 
que se adoptaran actitudes modernas desde el punto de vista po­
lítico, sino que, además, las propias organizaciones tendieran a 
conformarse estas actitudes. El autoritarismo y el paternalismo 
que caracterizan las relaciones políticas tradicionales serían sus­
tituidos por relaciones más impersonales, o como diría Parsons, 
más difusas y afectivamente neutrales. Por otra parte, el radica­
lismo que, según esta concepción, caracteriza el comportamien­
to de inadaptación propio de la transición, que corresponde a 
la pérdida de los valores tradicionales y al momento en el cual 
los valores de la sociedad moderna todavía no se han arraigado, 
deberá dejar su lugar al conformismo. 

Este punto de vista tiene como tipo ideal de referencia a la 
clase media americana. El trabajo de Kahl, llevado a cabo en Mé­
xico y en Brasil, es característico de este modelo de interpreta­
ción. Los problemas de inestabilidad política de los países en vías 
de desarrollo son explicados por el hecho de que su desarrollo 
económico todavía no ha sido concluido. Así, mientras se ha des­
truido el mundo tradicional del campesino, que se caracteriza por 
una actitud fundamentalmente conservadora y fatalista, todavía 
no se arraigan los valores del mundo urbano. 

Los migrantes son atraídos hacia el medio urbano, anima­
dos por un proyecto de promoción social; éste y el medio urba­
no en el cual se circunscribe, conducen a nuevas aspiraciones y 
expectativas. Pero estos migrantes están ubicados al nivel más 
bajo de la jerarquía social; ocupan los empleos peor remunera­
dos y trabajan en las condiciones laborales más adversas. Mien­
tras conserven su visión tradicionalista y fatalista, tenderán a con­
siderar que sus posibilidades de promoción y de concretizar sus 
expectativas son mínimas. En la medida en que, a través de su 
sindicato o de los medios de comunicación masiva, conocen nue­
vas formas de protesta, se percatan de que la posibilidad de sal­
var los obstáculos para ascender en la jerarquía social radica en 
primer lugar en mecanismos y presiones políticas. Este proceso 
puede llevar a los migrantes a radicalizarse. En la medida en que 
el desarrollo económico les ofrezca efectivamente oportunidades 
o mantenga vivas las expectativas de obtener ingresos cada vez 
más elevados y mejores niveles de escolaridad para sus hijos, en 
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resumen, la expectativa de ascenso social, las fuentes del radica­
lismo tenderán a desaparecer. 

El activismo político es, de acuerdo con esta idea, un pro­
blema típico del periodo de transición. El hombre moderno pre­
fiere actuar en forma individualista porque concibe sus posibili­
dades de promoción, en primer lugar, en relación con sus propias 
capacidades (la diferencia fundamental que hace Pearsons entre 
ascription y achievement). Las tendencias al radicalismo y lapo­
sibilidad de recuperación del descontento de los sectores migrantes 
por parte de movimientos políticos está en función directa de la 
desaparición de las relaciones tradicionales y del surgimiento de 
las relaciones modernas. A su vez, este cambio depende de la ca­
pacidad del sistema económico para absorber a los trabajadores 
rurales y de la facultad del sistema institucional para socializar­
los con base en los valores del hombre moderno (Kahl, J., 1968). 

Estas interpretaciones son criticadas desde el interior mismo 
de esta perspectiva. Nelson y Cornelius proponen en sus traba­
jos justo lo contrario de lo que afirma Kahl. Consideran que, 
de manera general, a pesar de que los migrantes se encuentren 
al nivel más bajo de la jerarquía social y vivan en condiciones 
particularmente difíciles, ellos piensan que su nivel de vida ha 
mejorado. Su acción política no nace de la frustración de sus ex­
pectativas, sino que resulta del proceso mismo de socialización, 
así como de la disponibilidad política de .sus movimientos, lo que 
Kahl consideraba solamente en un segundo lugar. Los partidos 
políticos (en América Latina, en general, han sido de izquierda, 
aunque también hay ejemplos de partidos de derecha) y en algu­
nos casos el propio gobierno, son los que presionan para que sean 
resueltos los problemas que enfrentan los migrantes, porque és­
tos constituyen una clientela política accesible. Ello significa que 
estamos ante un fenómeno en el cual a los migrantes se les pro­
pone un vínculo con agentes políticos que, en muchas ocasiones, 
demuestran su efectividad para resolver sus problemas, un fenó­
meno de recuperación más que de radicalización (Nelson, J. 1969, 
p. 125). 

La diferencia entre estos dos puntos de vista es clara: la teo­
ría de la modernización privilegia al hecho de que la acción de 
los migrantes está condicionada por una disfuncionalidad o por 
una inadaptación; el segundo, por el contrario, pone énfasis en 
la disponibilidad polftica de esta categoría social. Ahora bien, 
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a pesar de que el diagnóstico y la interpretación del radicalismo 
de los sectores migrantes es distinto, ambos enfoques conside­
ran que existe un proceso de modernización política que acom­
paña al desarrollo industrial; sólo invierten el orden de causali­
dad que proponen existe entre desadaptación o perspectivas 
frustradas y radicalismo o disponibilidad frente a movimientos 
políticos radicales. 

La teoría de la modernización política propone un tipo ideal 
de comportamiento del hombre moderno y deduce de esta repre­
sentación que: 1) la evolución tendrá necesariamente como re­
sultado, una transformación de las actitudes tradicionales en ac­
titudes modernas; 2) que durante el periodo de transición existe 
la tendencia a desarrollar comportamientos radicales si las ex­
pectativas ligadas a la modernización no son cumplidas; 3) que 
el hombre moderno es individualista y conformista. No creemos 
que sea posible postular una simple evolución, que conduzca desde 
la actitud tradicional a la moderna. Tampoco podemos aceptar 
que un comportamiento contestatario sea únicamente el resulta­
do de una disfuncionalidad, de una expectativa frustrada o aun 
de una inadaptación. Al contrario, estas situaciones no dan lu­
gar a una actitud contestataria, sino a un comportamiento de­
fensivo. Por último, tampoco estamos de acuerdo con la idea de 
que el hombre moderrto sea fundamentalmente conformista. Esta 
orientación puede existir tanto como la inversa. El hecho de que 
un individuo tenga resueltas sus necesidades básicas no implica 
necesariamente un comportamiento conformista; más bien pue­
de provocar posturas totalmente opuestas y constituir la base de 
una actitud contestataria respecto a las cuestiones fundamenta­
les. Esto se debe precisamente a que ya no se responde en fun­
ción de una carencia o de una injusticia, sino con base en una 
reflexión sobre la forma en la cual son tomadas las decisiones 
que afectan al individuo y sobre la orientación de estas determi­
naciones. Esto lo hemos visto claramente en el caso de los obre­
ros calificados. 

Aunque no existan estudios recientes de autores mexicanos 
que adopten esta perspectiva, sí hay una analogía entre el postu­
lado de una evolución del hombre tradicional al hombre moder­
no y el punto de vista que considera que. la débil capacidad de 
acción ,obrera de clase está ligada a una fuerte proporción de tra­
bajadores de origen rural reciente. A la inversa de lo que propo-
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ne Kahl, este punto de vista considera que el obrero integrado 
al trabajo industrial se caracteriza por su capacidad de acción 
colectiva y por su actitud contestataria, aunque está de acuerdo 
con la concepción de Kahl en lo que se refiere al comportamien­
to de la clase media. Lo que acerca todavía más a estas dos pers­
pectivas, es la concepción evolucionista de la conciencia. En ambos 
casos, el desarrollo económico así como la integración a un modo 
de vida y de trabajo implican una transformación de las actitu­
des. En el primero de los casos el individuo adopta una actitud 
conformista e individualista. En el segundo de ellos, se inclina 
hacia un comportamiento colectivista y contestatario. 

El segundo de los puntos de vista es el que sostiene la escue­
la norteamericana de relaciones industriales, y se integra dentro 
de esta misma perspectiva general "funcionalista". Esta corriente 
no rechaza la idea de la modernización, sino por el contrario trata 
de aplicarla a la situación que prevalece en el interior de un siste­
ma de relaciones industriales. La interpretación parte del tipo ideal 
del sistema de relaciones entre sindicato y empresa que existe en 
Estados Unidos. Ahí se considera que en la medida en que el obre­
ro se integre al trabajo industria~, las formas y las reglas propias 
a este tipo de trabajo tenderán a limitar las disfunciones. Al ini­
cio de la industrialización, uno ve aparecer conflictos generados 
por individuos o pequeños grupos que no consideran las impli­
caciones más generales de sus actos. Pero la experiencia y la con­
tinuidad laboral en un trabajo industrial tienden a crear costum­
bres y tradiciones que permiten codificar las prácticas anteriores 
(Kerr y Dunlop, 1963, p. 203). La aceptación de la red de nor­
mas que significa esta codificación de las prácticas, presupone 
necesariamente la adaptación de íos obreros a las características 
de las actividades industriales, las cuales se desarrollan confor­
me a ritmos y condiciones muy diferentes a las del trabajo agrí­
cola. Esto implica también la aceptación de un principio distin­
to de autoridad, despersonalizado y específico, mientras que la 
autoridad más tradicional se define por ser personalizada y di­
fusa (Moore y Feldman, 1951 y 1960). Como lo ha demostrado 
Senett, este último tipo de autoridad se caracteriza, además, por 
su inestabilidad (Senett, R., 1982). 

Se considera, entonces, que en la medida en que los obreros 
se integran al trabajo industrial, los problemas que surgen en el 
trabajo tienden a expresarse como respuestas colectivas y orga-
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nizadas, más que bajo la forma de respuestas individuales y es­
pontáneas (Kerr y Dunlop, 1973, p. 206). Ello implica, además, 
que problemas tan específicos como el ausentismo, la rotación 
de personal, así como los accidentes de trabajo, disminuyen con­
forme aumenta la productivida9. Ello también quiere decir que 
las relaciones industriales se dirigen hacia una situación caracte­
rizada por conflictos susceptibles de ser canalizados por una or­
ganización y que se insertan dentro de un marco de vínculos cada 
vez más estables donde predomina la negociación. 

Según esta escuela, se observa al mismo tiempo una evolu­
ción de la mentalidad patronal, que va del paternalismo hacia 
una posición más empresarial. La presión de la competencia obliga 
a los empresarios a ser cada vez más eficientes, lo cual se tradu­
ce en aspirar a una mayor capacidad para manejar las transfor­
maciones de la empresa y a un conocimiento más cabal de la forma 
en que deben introducirse las innovaciones tecnológicas, sin des­
truir el equilibrio organizacional (Roethlisberger y Dickson, 1964). 
Pero también significa un mejoramiento de las relaciones con los 
obreros; el intento de que los problemas que surjan sean resuel­
tos de una manera más consensual (Kerr y Dunlop, 1973, p. 280). 
Por eso los empresarios reconocen al sindicato como el repre­
sentante de los intereses legítimos de los obreros y esta organiza­
ción es incluso concebida como indispensable para canalizar las 
reivindicaciones de los trabajadores, para aplicar las reglas del 
juego y hacer respetar los acuerdos que resultan de la negocia­
ción. Por su parte, el sindicato reconoce la legitimidad de los in­
tereses de los patrones y acepta la orientación general de la em­
presa, a pesar de que cuestiona la distribución de los beneficios 
y, en ocasiones, la división del trabajo. 

La conclusión a la que llegan los análisis que parten de esta 
perspectiva, es que en los países en vías de desarrollo se consti­
tuirán progresivamente este tipo de relaciones industriales que 
caracterizan a los países desarrollados y sus poblaciones se orien­
tarán paulatinamente hacia la adopción de actitudes que asuman 
las ventajas de los cambios progresivos ligados a la industriali­
zación; como contraparte, las acciones revolucionarias tenderán 
a disminuir. Se considera, por otro lado, que la ideología nacio­
nalista de la mayoría de estos países en vías de desarrollo equili­
bra, en gran medida, los efectos que tiene el hecho de que toda­
vía no se haya llegado al pleno desarrollo; el nacionalismo está 
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en ciertos casos (por ejemplo el mexicano) estrechamente ligado 
a la industrialización (percibida como una afirmación nacional 
frente al predominio del capital extranjero), y eso contribuye en 
buena medida a la aceptación de la industrialización. 

Pero estas conclusiones han sido reconsideradas por los pro­
pios autores que las postularon. En un segundo análisis, se plan­
tea que la construcción de un sistema de relaciones industriales 
no se deriva mecánicamente de la evolución económica; no se 
puede proponer que simplemente acompaña a este desarrollo, sino 
que es necesario asumir que está estrechamente ligado y depen­
de de las características que adopte el sistema económico y polí­
tico. Ello significa que es fundamental considerar los problemas 
de tecnología, las características de la estructura económica, así 
como el lugar que ocupa el sindicalismo en el seno del sistema 
político (Dunlop et al. 1975, pp. 16-17). 

La aplicación de las conclusiones de la escuela norteameri­
cana al caso mexicano, considerando las correcciones posterio­
res derivadas de esta escuela, ponen en evidencia que es precisa­
mente la relación entre el sindicalismo y el Estado, así como la 
subordinación del sindicalismo al sistema político, lo que permi­
te, en un primer momento, que exista un consenso en torno a 
la industrialización, y que, en un segundo momento, representa 
un obstáculo al establecimiento de un sistema de relaciones in­
dustriales basado en la negociación colectiva. El predominio del 
Estado sobre las relaciones sociales y el hecho de que los actores 
sociales recurran sistemáticamente a agentes políticos para la re­
solución de sus reivindicaciones, imposibilita la constitución de 
un sistema de relaciones industriales. Esto es lo que explica la 
politización de las reivindicaciones obreras y la disponibilidad 
política de la acción obrera. En tales condiciones, la acción reí­
vindicativa es más dependiente de la función política del sindi­
cato que de los problemas específicos de los obreros (aunque evi­
dentemente la primera tiene que estar fundamentada en estos 
últimos). La acción reivindicativa está subordinada a la política, 
la cual la desvía y contribuye a la inestabilidad de las relaciones 
sociales. 

En una situación como la que prevalece en México se tiende 
a subestimar la capacidad real de la representación de la buro­
\:racia sindical. Es evidente que para mantener el sistema de do­
minación, es necesario que el sindicalismo cumpla, por lo me-
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nos en parte, con su función reivindicativa y que e! sistema sindical 
no responda solamente al Estado; debe tener una representativi­
dad y contar con una legitimidad en relación a su propia base. 
"El poder de los dirigentes sindicales, su capacidad de interme­
diación, se conserva gracias al entendimiento con el gobierno. 
Y el gobierno, a su vez, halla su más amplia sustentación en las 
masas obreras, organizadas bajo la hegemonía de las direccio­
nes sindicales nacionales." Pero ello es solamente posible" ... en 
vista de su efectiva base social y su capacidad para solucionar 
los reclamos de diversos núcleos obreros ... " (Trejo Delarbre, 
1979, p. 126). 

La intermediación que caracteriza a las direcciones sindica­
les oficialistas en el caso mexicano, puede determinar que la ac­
ción sindical no sea más que instrumental, no tanto en el sentido 
de una manipulación por parte del Estado, sino más bien por los 
mismos dirigentes sindicales. La acción sindical se explicaría en­
tonces por una lógica de consolidación y progresión de su posi­
ción en el seno del aparato político dominado por el PRI. La 
acción reivindicativa funcionaría primordialmente como elemento 
legitimador del papel intermediario de la burocracia sindical o 
como instrumento de presión para obtener una mejor posición 
política. Los líderes sindicales, a la vez representantes de los obre­
ros y "funcionarios'" gubernamentales, intentan acrecentar su 
base obrera y su posición de cara al Estado por medio de enfren­
tamientos limitados, controlados, y acciones reivindicativas. Evi­
dentemente esto implica que deben tener una capacidad real de 
representación y, por ende, de movilización, "la burocracia sin­
dical ha intentado que su peso dentro del aparato estatal corres­
ponda con la fuerza de sus demandas y el sitio que ocupa en la 
estructuración interna del sistema político mexicano" (Trejo De­
larbre, R., 1979, p. 121). 

Pero desde la perspectiva de la escuela de relaciones indus­
triales, el hecho de que los dirigentes sindicales tengan un cierto 
grado de representación de los intereses obreros y lleven a cabo 
acciones reivindicativas no varía el diagnóstico acerca de la cons­
titución de un sistema de relaciones industriales. La estrecha re­
lación de los sindicatos con el Estado, la politización de la ac­
ción sindical, así como el que los dirigentes sindicales instrumenten 
la acción sindical en función de su papel mediador, implica que 
los sindicatos estén privados '' ... de toda posibilidad de tener po-
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líticas propias, con objetivos y medios bien definidos. De hecho, 
no hacen más que formular reivindicaciones inmediatas y expre­
sar esporádicamente algunas inquietudes ... " pero no son capa­
ces de llevar a cabo una defensa real y permanente de los intere­
ses obreros (Germidis, D., 1974, p. 135). A pesar de que Germidis 
estudia el caso de la industria de la construcción, que representa 
uno ~e los sectores con tasas de sindicalización más bajas, enun­
cia una preocupación que se integra de manera general a esta pers­
pectiva: no es posible construir un sistema de relaciones indus­
triales en tanto que el sindicalismo mexicano continúe estando 
politizado y sea dependiente del Estado. Solamente " ... un mo­
vimiento sindical representativo e independiente constituye un in­
terlocutor válido y contribuye a la organización de las activida­
des de la industria ... " (Germidis, D. o p. cit., p. 136). 

A esta perspectiva se le puede criticar desde una postura si­
milar a la que adoptamos frente a la idea de la modernización 
política. En primer lugar, es cuestionable el hecho de adoptar 
como tipo ideal a un sistema de relaciones industriales específi­
co, para luego aplicarlo, como si se tratara de un caso general. 
Podemos también refutar la propuesta de que la constitución de 
tal sistema de relaciones industriales depende directa y mecáni­
camente de la evolución de la industrialización, y el planteamiento 
de que las relaciones sociales inestables resulten del retraso en 
el proceso de desarrollo de la inadaptación de los obreros de re­
ciente origen rural al trabajo industrial. 

A pesar de que esta última interpretación haya sido critica­
da y corregida desde el interior mismo de esta escuela, se sigue 
considerando a la acción reivindicativa desde una perspectiva fun­
cionalista. La forma mediante la cual se explica la acción obrera 
es su inadecuación respecto a la función del sindicato, lo cual 
tiene como principal consecuencia la búsqueda de canales no ins­
titucionales por parte de la acción obrera. Es así como se conci­
ben las reacciones anómicas individuales o las acciones colecti­
vas espontáneas. En este caso, la acción obrera se sitúa fuera de 
la acción sindical rebasando a una expresión centrada en la ne­
gociación colectiva, como el excedente de la acción sindical. A 
diferencia de las dos perspectivas que analizamos anteriormen­
te, la acción obrera no es definida como pura positividad, ni como 
pura negatividad, sino fundamentalmente como un fenómeno re­
sidual, que sólo puede manifestarse como una disfunción de la 
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acción sindical, y por ello mismo, como un fenómeno que, en 
última instancia, puede ser asimilado a la acción sindical que com­
parte el mismo carácter reivindicativo. 

El tercer punto de vista es en realidad un corolario que in­
tenta explicar el mantenimiento del poder de la burocracia sindi­
cal, a pesar de las tentativas del propio Estado (en particular du­
rante el sexenio de Echeverría) por modificar su relación con el 
sindicalismo. Esta perspectiva también trata de explicar el que 
no se haya logrado establecer una vida sindical democrática en 
la mayoría de los sindicatos que se opusieron a la posición ofi­
cialista. Para interpretar estos hechos, se recurrió a la teoría "clá­
sica" de la burocratización de las organizaciones políticas, tal 
y como fue elaborada por Michels y aplicada a las organizacio­
nes sindicales por Lipset (Camacho, M. 1976). 

Según la teoría clásica de la burocratización de las organi­
zaciones políticas, las modalidades y necesidades propias del 
funcionamiento de toda organización son las que permiten y esti­
mulan el surgimiento de una oligarquía, las que llevan a la 
burocratización y a la dominación de los elegidos sobre los elec­
tores, de los delegados sobre sus bases. Desde este punto de vis­
ta la burocratización de las direcciones políticas es inevitable, una 
ley de hierro. Lipset busca la comprobación de esta ley en el con­
texto de las organizaciones sindicales. Y ello por medio de un 
caso crítico de su contrario, a través de una demostración por 
reducción al absurdo. Para detectar si existe una tendencia a la 
burocratización sindical, Lipset estudió el caso de un sindicato 
que se había caracterizado por un funcionamiento democrático. 
Siguiendo a Lipset, se puede explicar el hecho de que una vez 
que las corrientes sindicales que sustituyeron a las burocracias 
sindicales oficialistas (que carecían de legitimidad y de represen­
tatividad y que no favorecían la democracia al interior de las or­
ganizaciones que dirigían) han llegado al poder, tienden a adop­
tar un comportamiento similar al de los dirigentes sindicales que 
han sido remplazados. Las razones por las cuales se produce este 
fenómeno, son analizadas por Lipset y resultan del estatuto y de 
las atribuciones que adquieren los dirigentes, así como de la baja 
participación de las bases sindicales. Los sindicatos, como cual­
quier otra organización política, tienden a desarrollar estructu­
ras burocráticas, a constituir un sistema de organización racio­
nal (previsible), estructurado jerárquicamente. Muestran una 
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tendencia a copiar la estructura de la organización patronal para 
poder reaccionar rápidamente, dada una relación caracterizada 
por una tensión permanente. Ello implica que el poder de deci­
sión debe concentrarse a nivel de la dirección, y que pueda ser 
utilizado tanto en acciones contra la empresa, como para afron­
tar los casos de disidencia interna (Lipset, S.M., 1956). 

Aunque ésta sea la razón principal para comprender la exis­
tencia de una jerarquización en el interior del sindicato, de una 
tendencia hacia la verticalidad y hacia la concentración del po­
der de decisión en las direcciones sindicales, según este mismo 
punto de vista existen otras causas para explicar la formación de 
una burocracia, razones correspondientes al funcionamiento 
de cualquier organiZación sindical. Es importante mencionar, entre 
otras, el control de los medios de comunicación y de informa­
ción, el monopolio de las atribuciones y del conocimiento nece­
sario a la gestión sindical, el prestigio y el nivel de ingresos inhe­
rentes a los puestos de dirección y el hecho de que las tareas que 
llevan a cabo los funcionarios sindicales son mucho menos ad­
versas y alienantes que el trabajo en la fábrica. Por último, se 
puede señalar otro elemento que está más relacionado con la si­
tuación de las bases sindicales que con la dirección: el nivel de 
participación (Lipset, S.M. 1956). 

Pero es evidente que en una situación como la que existe en 
México, esta tendencia a la burocratización, aunque cierta, no 
es la dominante. Es importante diferenciar claramente los ele­
mentos que, en los sistemas políticos abiertos, favorecen la bu­
rocratización sindical, de aquellos casos como el mexicano, donde 
el sistema político, pese a que no es cerrado, sí es poco autóno­
mo del Estado. En el primer caso, la tradición sindical democrá­
tica, aunque no es exclusiva, está más generalizada y ejerce una 
influencia decisiva sobre el sindicalismo. En el segundo caso, el 
sindicalismo cumple con un papel más ligado al control que a 
la representación, condición que lo aleja mucho del contexto que 
describe Lipset. Mientras que en un sistema político abierto se 
puede postular que las tendencias a la burocratización sindical 
se derivan de las características propias de toda organización po­
lítica, en el caso de sistemas políticos cerrados o que son poco 
autónomos del Estado, las tendencias a la burocratización sindi­
cal provienen fundamentalmente del lugar que ocupa el sindica­
to en el sistema político. Ello significa que en el primer caso las 
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tendencias son de orden "interno" a la organización, mientras 
que en el segundo tienen origen "externo", es decir institucio­
nal. Pero ello no excluye que, como lo veremos en seguida, en 
un país como México se den situaciones internas que tiendan a 
la burocratización, aunque dependan menos del funcionamien­
to del sindicato que de la heterogeneidad de la clase obrera y de 
su composición. 
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VI. LOS MODOS DE ANÁLISIS 
DE LA ACCIÓN OBRERA 

SINDICALISMO Y ACCIÓN OBRERA 

Las características fundamentales del sistema organizacional son 
definidas tanto por la relación entre el Estado y la sociedad, como 
por el hecho de que la nación mexicana, que como todo país en 
vías de desarrollo, se desenvuelve en forma heterogénea y dese­
quilibrada. Estrictamente hablando, los sindicatos, así como otros 
tipos de "organización" popular, no son propiamente organi­
zaciones, sino asociaciones voluntarias. Un sindicato no puede 
ser asimilado a organizaciones tales como las empresas, las es­
cuelas o los hospitales, cuyos objetivos están determinados con 
base en cierta orientación de la sociedad, por su función en un 
sistema organizacional que pone en práctica las orientaciones ge­
nerales definidas por un modelo cultural que, si no fueran "tra­
ducidas" por este medio, se reducirían a mera ideología. Pero 
los objetivos de las organizaciones no están definidos sólo por 
una cuestión técnica; su función no está determinada como lo 
está un órgano particular en un organismo vivo, o como una pieza 
dentro de una estructura mecánica, lo que implicaría que de lle­
gar a funcionar de manera distinta resultarían graves desajustes. 
Los objetivos organizacionales también dependen de las relacio­
nes de poder, de dominación. La función, en su aspecto "técni­
co" está supeditada a la orientación de la sociedad, por el mo­
delo de acumulación y de conocimiento. En su aspecto de poder, 
de dominación, de imposición de un modelo cultural y de las-.for­
mas que éste reviste en la práctica social, las funciones del siste­
ma organizacional están definidas y legitimadas por el sistema 
institucional. 

Touraine afirma que, en el caso de la sociedad industrial, ello 
explica que exista consenso entre las clases fundamentales de este 

[175] 



176 LA ACCIÓN OBRERA 

tipo de sociedad, el empresariado y la clase obrera, tanto en lo 
que concierne a su orientación: la industrialización, la acumula­
ción de capital y de conocimiento, como en lo que se refiere a 
los objetivos generales del sistema de organización, que por ejem­
plo, una empresa tiene como función la fabricación de produc­
tos manufacturados y la obtención de beneficios. Esto explica 
el hecho de que precisamente en los países que se pretenden so­
cialistas, los objetivos de una sociedad industrial sean llevados 
hasta sus últimas consecuencias; ahí es donde las empresas ma­
nufactureras cristalizan el trabajo a través de una organización 
de tendencia taylorista ortodoxa. 

Esto quiere decir que lo que está en juego en el conflicto so­
cial no es tanto la modificación de la orientación social, sino mu­
cho más su control. Es por ello que el conflicto tiene lugar en 
el plano institucional, pues es ahí donde se determinan las reglas 
y se toman las decisiones. Pero el conflicto también tiene lugar 
al interior del sistema organizacional, en la medida de que es ahí 
donde se precisan los roles, las formas de funcionamiento y la 
puesta en práctica de las orientaciones sociales. El sistema insti­
tucional está en juego en la medida en que constituye una rela­
ción de poder que determina tanto la distribución de los produc­
tos del trabajo, como quién es el encargado de dirigir y definir 
las formas bajo las cuales se llevan a la práctica las orientacio­
nes generales de la sociedad. El sistema organizacional también 
está en juego porque es ahí donde se definen los roles sociales 
y la manera de organizar el trabajo. El actor obrero no se opone 
a la industrialización, sino a la forma en la cual ésta se lleva a 
cabo y a la concentración del poder de decisión que la llevan 
a la práctica, así COiDO al reparto de los beneficios. Al nivel orga­
nizacional, recusa la manera de dirigir la empresa, la organiza­
ción del trabajo, la que según la concepción patronal se traduce 
en una progresiva concentración del conocimiento al nivel de la 
dirección de la empresa y como consecuencia en una tendencia 
a la descalificación del trabajo. 

Todas estas ideas son expuestas aquí con la intención de re­
visar la afirmación presentada anteriormente y conforme a la cual 
se consideraba al sindicato como organización. De acuerdo con 
las últimas premisas, sería absolutamente erróneo respetar tal jui­
cio, si consideramos que el sindicato es una asociación volunta­
ria, que expresa los intereses obreros tanto eri el plano del siste-
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ma organizacional, al interior de las empresas, como a nivel 
institucional, a través de los partidos políticos y los grupos de 
presión obrera, como ocurre en las democracias occidentales. Pero 
en una situación como la mexicana, donde el sindicato está defi­
nido primeramente (tanto en el tiempo así como en cuanto a im­
portancia) desde el punto de vista de su función al interior del 
sistema institucional, se infiere que es precisamente esta función 
y los objetivos de ésta, los elementos que priman. Un sistema 
institucional de este tipo está definido no tanto por el espacio 
en el cual los intereses en conflicto pueden ser expresados y dar 
lugar a acuerdos derivados de la negociación, sino por el contra­
rio, por la institucionalización autoritaria, la desmovilización y 
la no participación, la deconstrucción de toda tentativa de for­
mación de actores sociales independientes del Estado. 

En forma análoga a lo que sucede en un sistema organiza­
cional, cuando el sistema político es absorbido por el Estado, el 
aspecto técnico del sindicato está definido por su función como 
canalizador de reivindicaciones e instrumentos de mediación: me­
canismos que permiten a un régimen autoritario prevenir y adap­
tarse a las tensiones sociales. El aspecto de dominación del sin­
dicato está definido por el grado de control que le permite al 
Estado movilizar los recursos sociales para el desarrollo, así como 
por la desmovilización política de la categoría popular más im­
portante en una sociedad industrial. 

De esta manera, en la medida en que el sindicato lleva a la 
práctica el control del Estado sobre el sistema institucional, está 
determinado, en primer lugar, por el sistema político. Pero eso 
no ocurre solamente a través de la coerción, sino también me­
diante la cooptación y la resolución paternalista y clientelista de 
reivindicaciones. Estos últimos aspectos indican que esta función 
de los sindicatos en México no es ilegítima, y es aceptada por 
una gran parte de la clase obrera. Los obreros mexicanos (así 
como ciertas corrientes sindicales de oposición), en general, no 
cuestionan la estrecha relación que existe entre el sindicalismo 
y el poder estatal; piensan incluso que es por este nexo que sus 
reivindicaciones pueden ser satisfechas más fácilmente. El papel 
del sindicalismo, en los términos descritos arriba, es legítimo en 
la medida de que tenga la capacidad de defender los intereses de 
sus miembros. 

La mayor parte de los conflictos que son interpretados como 
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provenientes de la disidencia sindical, no surgen para recusar la 
relación entre el sindicalismo y el Estado, sino, por el contrario, 
como consecuencia de la incapacidad de este "modelo" sindical 
para cumplir con su función reivindicativa, cuando la relación 
con el poder estatal resulta incompatible con la obtención de rei­
vindicaciones, cuando este vínculo, por sus implicaciones en las 
posibilidades de una carrera política y de corrupción de los diri­
gentes sindicales, conduce a ignorar la función reivindicativa. En 
síntesis, el sindicalismo tradicional es recusado cuando se rompe 
el equilibrio entre la función del sindicato en el contexto del sis­
tema político mexicano y su funcionamiento interno como aso­
ciación de defensa obrera. 

Ello supone, además, la legitimidad de la politización de la 
acción sindical, politización que se entiende en un sentido dis­
tinto al de la relación con proyectos políticos que rebasan los mar­
cos sindicales, como ocurrió en México durante los años 20, cuan­
do el anarco-sindicalismo ejercía una gran influencia, o en los 
aiios 30 cuando fue el partido comunista el que tuvo fuerza en 
los medios sindicales, o como ha sido común en los países lati­
noamericanos donde el Estado no domina al sistema político. En 
México se aplica perfectamente la observación de Faletto, en el 
sentido de que el sindicalismo es político porque acude a agentes 
políticos para resolver sus reivindicaciones; estos últimos, en el 
caso mexicano, son generalmente gubernamentales (Faletto, E., 
1979). 

En las encuestas que llevamos a cabo hemos hallado indi­
cios que apuntan a la confirmación de estas observaciones: los 
obreros consideran que precisamente los nexos entre el sindicato 
y el Estado (el hecho de que un dirigente mantenga buenas rela­
ciones con el gobierno o que sea funcionario estatal) van a de­
terminar su fuerza y, por tanto, su capacidad para obtener con­
cesiones. Éste es el argumento más frecuentemente utilizado por 
los dirigentes de las centrales oficialistas para justificar su afilia­
ción al PRI y para ocupar cargos políticos. Pero también es un 
elemento constante en la acción de los movimientos disidentes, 
los que casi inevitablemente recurren a los poderes públicos y, 
de preferencia, al arbitraje del presidente de la República. 

Más adelante analizaremos con mayor profundidad esta hi­
pótesis que va en contra de la interpretación usual que se hace 
de los distintos movimientos obreros disidentes, especialmente 
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de los que se dieron durante el sexenio de Echeverría. Pensamos 
que, en general, no se cuestiona la dependencia del sindicalismo 
respecto al Estado, su función en el sistema político mexicano, 
sino la ineficiencia de ciertos líderes sindicales, y de un tipo de 
sindicalismo en algunos sectores económicos, en los que se han 
establecido las empresas más modernas y dinámicas; y donde la 
propia producción exige otro tipo de relaciones industriales. 

Pero ello no implica que esta hipótesis sea completa, ni que 
aceptemos la interpretación funcionalista de estos conflictos, en 
el sentido de que, en ciertos casos, son consecuencia directa y 
mecánica de la modernización de un sector de la industria, y en 
otros casos, efecto de la burocratización excesiva, la esclerotiza­
ción del sindicalismo como canal de reivindicación y de comuni­
cación de demandas. A pesar de que en México, sea ésta efecti­
vamente la causa de la gran mayoría de los conflictos en los cuales 
se rechaza a las direcciones oficialistas, ello no excluye que, des­
de el punto de vista del análisis del sentido de la acción social, 
este tipo de explicación reduce el significado de la acción a una 
sola de sus dimensiones, la defensiva; lo que desde otro punto 
de vista quiere decir que limita los tipos de acción a la sola ac­
ción crítica. 

El análisis basado en el significado de la acción va a permi­
tirnos evitar las interpretaciones ideológicas del marxismo lati­
noamericano, según las cuales toda acción obrera constituye el 
germen de la contestación del sistema de dominación, o de una 
manera más limitada, en el caso mexicano, el cuestionamiento 
de la relación de dependencia del sinClkalismo respecto al Esta­
do. Pero al mismo tiempo, nos permitirá rebasar la interpreta­
ción puramente funcionalista, en la medida en que ésta concibe 
toda acción obrera como el efecto de una disfuncionalidad, que 
en vista del vínculo tan estrecho entre sindicalismo y Estado en 
México, es capaz de conducir a una crisis de legitimidad (la cual 
puede limitarse al propio sindicato o llegar a extenderse a la to­
talidad del sistema político). Estos análisis influidos por la es­
cuela eastoniana, o por la idea de la modernización política y 
la corriente de relaciones industriales norteamericana, ignoran 
todo contenido positivo en la acción social, en su significado. 

Nuestro análisis no intenta encontrar las causas de los con­
mctos obreros, ni tampoco desarrollar una teoría o un método 
que prevea el surgimiento de conflictos. Por un lado, pretende-



180 LA ACCIÓN OBRERA 

mos desmitificar la acción obrera, ya que el marxismo y las in­
terpretaciones que están influidas (a veces inconscientemente) por 
esta corriente, siempre encuentran ahí los gérmenes de la trans­
formación de la sociedad. Por otro lado, queremos conocer en 
qué medida y por qué la función política del sindicalismo mexi­
cano implica que la acción obrera generalmente se defina en tér­
minos negativos, como reacción a una crisis organizacional o ins­
titucional, que son siempre crisis de legitimidad como lo entienden 
Furet, F. (1978) y Guerra, F.X. (1985). Pretendemos explicar los 
límites que encuentra la acción sindical en México, pero, a dife­
rencia del funcionalismo, también nos interesan sus alcances, su 
sentido "positivo". Pensamos que la situación (en el sentido sar­
treano) no determina irremediablemente la acción, y que si bien 
es cierto que define su sentido, no lo hace más que parcialmen­
te. Cualquier acción no es simplemente una reacción a determi­
nado hecho o condición; lo propio de toda acción es precisamente 
proyectarse hacia afuera; trascender la situación, al mismo tiempo 
que le da un sentido, la define. 

Es por ello que la acción social (y su situación) debe ser ana­
lizada a partir del significado que le otorga el propio actor. El 
actor social, al tiempo que actúa, le confiere un sentido a su ac­
ción y se proyecta en ella. No existe acción social sin conciencia 
de ella, de su significado. Ello quiere decir que siempre es posi­
ble encontrar un significado "interno" a la acción, es decir una 
conciencia que define límites y alcances, pero también hay que 
considerar que este significado no puede ser identificado con el 
discurso que genera toda acción. El hecho de que el actor social 
sea colectivo implica que el sentido de la acción no puede ser re­
ducido al discurso de sus dirigentes, de los ideólogos que gene­
ralmente lo producen, ni tampoco a la suma de las opiniones in­
dividuales. Ello no quiere decir que el sentido de la acción se agote 
a nivel interno, conforme al significado definido autónomamente, 
porque es posible que en cierto grado sea determinado en forma 
heterónoma. Pero es necesario insistir en que la acción siempre 
está arraigada, por el significado que tiene para el actor social, 
y esto es lo que debemos intentar descubrir. 

En particular, la acción obrera puede definirse dentro de un 
abanico de significados que va desde las relaciones de clase has­
ta la reivindicación individual. La mayoría de las expresiones obre­
ras se sitúan entre estos límites, definidas desde el significado más 
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"elevado" hasta el más "bajo", aunque en general, contienen 
un sentido que comparte ambos polos. Ello no implica que la 
acción obrera no tenga significación política, económica o ~lis­
tórica; puede suceder que el actor tenga una alta "disponibili­
dad" política, como sucede en la mayoría de los países en vías 
de desarrollo. Pero sí quiere decir que esta acción tiene siempre 
un contenido social, definido desde el punto de vista del actor. 

ACCIÓN OBRERA Y ACCIÓN SINDICAL 

La acción obrera, como toda manifestación social, posee un ca­
rácter "negativo", que está definido por la defensa del pasado, 
de un statu quo, de una posición adquirida. Pero también posee 
una dimensión "positiva', que está orientada hacia el futuro, hacia 
un proyecto que recuse a su situación (de una forma más o me­
nos limitada). La defensa de una posición adquirida y el rechazo 
de una situación, pasado y futuro, 'Statu quo y proyecto, consti­
tuyen el carácter de toda acción social. 

Para Touraine, una acción puramente defensiva se define 
como una acción de crisis. Ésta puede ser expresada por una con­
ducta de crisis organizacional que no impugna las relaciones de 
dominación de poder, que es prisionera de la organización, que 
pretende el restablecimiento del equilibrio perdido, y que hace 
referencia a los intereses propios de la organización contra la in­
justicia, la incompetencia y la irracionalidad en asuntos tales como 
los bajos salarios, las malas condiciones de trabajo, el riesgo de 
desempleo o subempleo, los abusos de poder, etc. (Touraine, A., 
1973, pp. 348-351.) 

Otra acción puramente defensiva, crítica, puede referirse ya 
no exclusivamente a la organización, sino al sistema político. Tam­
bién puede suceder que una reivindicación que toca a la organi­
zación desemboque en una acción de crisis institucional, cuando 
existe bloqueo o cerrazón del sistema político. En este caso, lo 
que se recusa es un sistema no representativo, burocratizado 
y que no tiene la capacidad o la voluntad de negociar. Una acción 
de este tipo puede desembocar en una exigencia de reforma del 
régimen o desencadenar una contestación directa de la domina­
ción política. En el contexto de tal acción, se puede llegar a exi­
gir la reforma del sistema sindical, por ejemplo, en cuanto a una 
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mayor flexibilidad, y hasta una mayor representatividad y auto­
nomía con res-pecto al Estado. O bien, puede conducir a la dis­
ponibitídad política, la cual derivaría en una acción críticli revo­
lucionaria capaz de intentar sustituir al poder establecido 
(Touraine, A., op. cit., pp. 352-357.) 

Por último, una acción crítica puede expresarse bajo la for­
ma de una protesta modernizadora, la cual se opone al control 
del pasado sobre el futuro, a la ausencia de dinamismo de la so­
ciedad, a la falta de dirección de ésta, a la existencia de una clase 
más dominante que dirigente, en síntesis, a los obstáculos al de­
sarrollo. Se protesta contra las formas tradicionales de domina­
ción que impiden el cambio económico y social y, de esa mane­
ra, la respuesta modernizadora puede ser conducida tanto por 
una nueva clase dirigente, como por una fuerza de oposición po­
lítica (Touraine, A., o p. cit., pp. 358-360). 

Lo que marca la diferencia de las acciones críticas de la ac­
ción social definida como movimiento social, es que esta última 
recusa la dominación de la clase dirigente y lucha por el control 
de las orientaciones generales de la sociedad, del modelo cultu­
ral (entendido éste en su acepción más amplia). En general, toda 
acción social comparte características de un movimiento social 
y de una acción crítica. Pero la situación es distinta en los países 
en vías de desarrollo, como es el caso de los países de América 
Latina, que han sido identificados como heterogéneos y desequi­
librados (Cardoso, F.H. y Faletto, E., 1979), o como naciones 
en las que coexisten (aunque en una relación de dominación) di­
ferc~ntes modos de producción (Stavenhagen, R., 1974 y Bartra, 
R., 1974}, o bien, como países en los cuales existe una situación 
de colonización interna, y cuyos sectores modernos mantienen 
una relación similar a aquella que tenía la metrópoli respecto a 
la periferia en el contexto colonial, con los sectores tradicionales 
(González Casanova, P., 1965). En tales circunstancias, la ac­
ción social adopta las características de una acción crítica más 
que las de un movimiento social y está generalmente penetrada 
por una reacción a una situación de crisis organizacional, insti­
tucional o por un deseo de modernización y de protesta contra 
los obstáculos que se le presentan. 

La acción obrera (como cualquier otro tipo de acción social) 
debe contemplarse en referencia a su significado, como acción 
crítica o como movimiento social, considerando el grado en el 
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cual el actor social está constituido, es decir si el actor social está 
consciente de su identidad, si tiene la capacidad de definir clara­
mente a su adversario (lo que también depende de la medida en, 
que este último esté constituido como actor), y si es capaz de re­
conocer los marcos dentro de los cuales se desarrolla el conflicto 
y lo que está en juego. También es necesario referirse al nivel y 
a la manera en la cual se integren estos tres principios (de iden­
tidad, de oposición y de totalidad), para comprender la acción 
en el horizonte de su significado social, es decir, en referencia 
al sentido que tiene para el actor social. 

Ésta es la razón por la cual consideramos muy limitado con­
cebir el significado de la acción obrera solamente en relación con 
la acción sindical. La primera es justamente la que confiere un 
contenido a la segunda. Ambas coinciden estrechamente en cier­
tas situaciones históricas específicas, dado un proceso de insti­
tucionalización "desde abajo", por la vía de la participación. Pero 
cuando la institucionalización proviene "desde arriba", por la 
vía autoritaria, y cuando el Estado y las clases dirigentes otor­
gan el derecho de sindicalización y la legislación social, y donde 
se aplica una política social en los marcos de un proyecto de in­
tegración y de institucionalización preventiva de los conflictos 
sociales, es crucial distinguir entre la acción obrera y la sindical. 

Si la diferencia entre acción obrera y acción sindical no ha 
sido considerada como importante en los análisis sobre el sindi­
calismo europeo o norteamericano, es porque se trata de países 
donde el sistema sindical (y el sistema político en general) cons­
tituye un espacio en el cual puede expresarse la acción obrertl, 
así como la acción social en generaL En las naciones en las cua­
les los sindicatos y el sistema político son producto del conflicto 
social, la institucionalización de estos conflictos por la vía de la 
participación, la acción sindical y la acción política del sindica­
lismo responden ante todo a una necesidad de expresión de la 
acción obrera. La creación de los sindicatos y de los partidos po­
líticos de la clase obrera, son producto de un momento histórico 
determinado, que corresponden a esta necesidad de expresión. 

Veremos que en el caso de México, la génesis de una acción 
sindical subordinada y la existencia de los mecanismos de con­
trol ejercidos sobre ella, implican que la acción obrera responda 
a la dominación, al control, a la función del sindicato en un sis­
tema político corporativo englobado por el Estado. Y es por ello 
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que la acción obrera se manifiesta primordialmente como acción 
crítica: ya sea organizacional, institucional y, menos frecuente­
mente, como protesta modernizadora. Esto implica, entre otras 
cosas, que la acción obrera deba manifestarse fuera de los cana­
les sindicales, bajo la forma del ausentismo, de rotación del per­
sonal, de accidentes de trabajo, de paros ilegales y espontáneos 
de labores, e incluso de sabotaje. 

Esta situación también explica que, a partir de una reivindi­
cación económica o de una demanda relativa a las condiciones 
de trabajo, se pase rápidamente a una acción crítica que recuse 
la falta de representatividad sindical o la falta de espacio que existe 
al interior del sindicato, para la manifestación de reivindicacio­
nes. Esto quiere decir que la acción obrera se define primordial­
mente como negación de una acción sindical subordinada. Y, por 
otra parte, que en la medida en que el sistema sindical está estre­
chamente vinculado al sistema político, la acción crítica al nivel 
de la organización, pueda extenderse fácilmente al nivel del sis­
tema institucional y conducir a un enfrentamiento directo con­
tra el Estado, o ser recuperada por un movimiento político que 
lo intente. 

En todos estos casos, es necesario considerar cómo concibe 
el propio actor obrero su acción. ¿Qué significa para el actor una 
acción sindical que nd puede servir como canal apropiado para 
la expresión de sus reivindicaciones, y una acción que se mani­
fiesta fuera de este canal? Cuando la acción obrera se afirma como 
un rechazo a un sindicalismo subordinado y exige la destitución 
de los dirigentes oficialistas, no es posible comprender el con­
texto sólo en función de la existencia de una dominación ilegíti­
ma. Se le debe apreciar en relación a la capacidad del actor en 
cuanto a la toma de conciencia de su identidad y, sobre esa base, 
intentar recuperar una organización que debería reflejar su ac­
ción. Es también necesario analizar la capacidad o la incapaci­
dad del actor para reconocer a un adversario que trascienda el 
marco de la burocracia sindical. 

Por último, un análisis de una acción que hace frente a la 
burocracia sindical en su tentativa por recuperar el poder sindi­
cal y que, por momentos, logra disputarle al Estado su control 
sobre el sindicalismo, debe referirse a la capacidad o incapaci­
dad del actor social para presentar el conflicto en términos de 
relaciones de clase. En ciertas ocasiones, el enfrentamiento con-
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tra el Estado se explica como una acción crítica a nivel institu­
cional, que responde a la inexistencia de un espacio político autó­
nomo en relación al Estado. A veces, este enfrentamiento incluye 
elementos de una protesta modernizadora, ante la incapacidad 
del Estado de llevar a bien un desarrollo económico indepen­
diente del capital extranjero. Pero el enfrentamiento nunca llega 
a constituir un cuestionamiento de la dominación del Estado so­
bre la sociedad. Analicemos más a fondo cada una de estas cues­
tiones. 





VII. LA CONSTITUCIÓN 
DE LA IDENTIDAD OBRERA 

MIGRANTES Y OBREROS CALIFICADOS Y NO CALIFICADOS 

En los estudios llevados a cabo por investigadores mexicanos, 
generalmente se explican las tendencias a la burocratización sin­
dical por la participación del Estado en el surgimiento del sin­
dicalismo, y como la consecuencia de los mecanismos de control 
que éste ejerce sobre dichas organizaciones. Pero los estudios rea­
lizados sobre el mundo obrero por investigadores como Tourai­
ne y Ragazzi (1961), Faletto (1966), Di Tella et al. (1967) y Tou­
raine y Pecaut (1976), ofrecen una explicación distinta: es la 
incorporación reciente al trabajo industrial de una gran propor­
ción de los obreros lo que determina la burocratización. Estos 
trabajos ubican las conclusiones de los estudios de la escuela nor­
teamericana de relaciones industriales en un contexto que no es­
tá definido exclusivamente por las dificultades de adaptación e 
integración (commitment) al trabajo industrial y a un sistema de 
relaciones industriales que, según esta escuela, provienen del he­
cho de que los obreros de origen rural contaban con condiciones 
de trabajo y de existencia radicalmente distintas de las que van 
a encontrar en la industria. Los trabajos de Touraine acentúan 
que, además de los problemas de adaptación derivados de la re­
misión de los obreros a su pasado, éstos aspiran a un proyecto 
de promoción social y elaboran una concepción de lo que desean 
para su futuro (Touraine, A. y Pecaut, D., 1976, p. 216). 

De acuerdo con este punto de vista, la característica funda­
mental de la actitud del obrero de origen rural hacia el trabajo 
y hacia la empresa es que el trabajo industrial va a representar 
un modo de incorporación al medio urbano. El trabajador mi­
grailte desea vivir en una ciudad porque la asocia con una eco­
nomía de tipo monetario y con la posibilidad de ascenso social. 

(187) 
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Considera que esto le permitirá escapar de las largas jornadas 
de trabajo, de la imprevisibilidad de la labor del campo, etc.; es­
to es lo esencial. El medio que escoja para llevar a cabo este pro­
yecto de incorporación a la vida urbana, es secundario; poco im­
porta que sea a través de un empleo industrial o dentro del sector 
terciario. Por ello, es posible afirmar que los obreros migrantes 
tienen una visión instrumental1 de su trabajo, que se define en 
función de su proyecto individual de movilidad social. 

Esta situación tiene dos implicaciones: en primer lugar, una 
menor dificultad de ajuste al trabajo industrial respecto a la que 
proponían los análisis que insistían sobre el aspecto de adapta­
ción a un tipo de trabajo y a una rutina completamente diferen­
tes de aquellas que existen en el campo. De acuerdo con estos 
estudios, el sector obrero de origen rural, de reciente incorpo­
ración a la industria, debe cambiar sus ritmos de trabajo: mien­
tras que las actividades agrícolas están gobernadas por un ritmo 
natural (las estaciones, el estado del tiempo), en las labores in­
dustriales el ritmo del trabajo está determinado por la organi­
zación del trabajo y por la tecnología. Esta característica impli­
ca cambios significativos en las costumbres de trabajo y de vida 
(Moore, W. y Feldman, A., 1960, pp. 10-20). 

En segundo lugar, la existencia de un proyecto de movilidad 
social que se persigue a través de la incorporación a la vida ur­
bana, implica que los problemas más importantes se relacionen 
más con ese proceso de integración a la vida urbana y con sus 
condiciones de existencia, que con el trabajo mismo. Esto es per­
fectamente compr<"nsible si se piensa que estos problemas se re­
lacionan directamente con la finalidad de su migración. Ello ex­
plicaría la falta de interés de estos trabajadores por los conflictos 
que surgen al interior de la fábrica, así como su escasa partici­
pación en los asuntos sindicales. 

Según Touraine, estas dos cuestiones pueden explicarse en 

1 La utilización de este concepto es muy diferente a la que hace Gold­
thorpe en su célebre estudio sobre la industria automotriz. Goldthorpe encuen­
tra en sus encuestas que los obreros del automóvil escogen este empleo, a pesar 
de las condiciones alienantes de trabajo, sobre la base de una decisión bien de­
finida en función a intereses econónñcos y a pesar de tener otras posibilidades 
de empleo. Es evidente que la actitud "instrumental" de los migrantes es muy 
distinta (Goldthorpe, J., 1972, p. 78). 
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la medida en que las actitudes de estos obreros están dominadas 
por un conflicto entre un optimismo social, basado en las mis­
mas causas que atraen a estos obreros hacia la ciudad, y un pe­
simismo relativo a la situación social en la que se encuentran. 
El comportamiento económico reivindicativo que surge en estas 
condiciones reduce el choque de entrada al medio técnico y so­
cial de trabajo industrial, pero constituye además el principal obs­
táculo a su integración sindical y a su identificación con la clase 
obrera (Touraine, A., 1961). 

Desde esta perspectiva, es posible comprender la actitud con­
formista (ciertos autores han hablado incluso de conservaduris­
mo) y la disponibilidad política de las acciones de los migrantes. 
En la medida en que su condición presente es mejor que su si­
tuación de origen, tienden a preferir la conservación del statu quo. 
Contrariamente a lo que se pensaba en los años sesenta, los mi­
grantes pobres no constituyen un sector explosivo de la pobla­
ción urbana y, en general, las adversas condiciones en las cuales 
viven no los motivan a adoptar una actitud radical. Por el con­
trario, su proyecto de movilidad social, su decisión de emigrar 
para mejorar sus condiciones de existencia y de haberlo logrado 
(como lo demuestra una buena parte de las entrevistas de Cor­
nelius), o de que los anime la esperanza de verlas mejoradas (una 
esperanza que se justificaba en el marco del crecimiento econó­
mico de los años sesenta y de una parte de los años setenta), con­
duce a que estos migrantes pobres adopten actitudes políticas mo­
deradas (Cornelius, W., 1980 y Nelson, J., 1969). 

Pero cuando estos migrantes enfrentan condiciones de exis­
tencia (o laborales) que de alguna forma bloquean su proyecto 
de movilidad social, tienden a reaccionar contra estos obstácu­
los. Ello significa, como lo demuestra la mayoría de los movi­
mientos de colonos, que las reivindicaciones se limitan a las ne­
cesidades que caracterizan a este proyecto de movilidad, como 
son la regularización de la propiedad, la instalación de energía 
electrica, de drenaje, etc. También quiere decir que la movili­
zación termina una vez que las reivindicaciones orientadas al me­
joramiento de las condiciones de vida han sido satisfechas. El 
hecho de que estos colonos pobres sean movilizados por parti­
dos políticos o por movimientos de izquierda, no quiere decir, 
en absoluto, que adopten puntos de vista radicales, sino sólo re­
fleja la posibilidad de que sus demandas sean recuperadas por 



190 LA ACCIÓN OBRERA 

una fuerza política; por eso las organizaciones más eficaces y agre­
sivas son las que tienen mayor presencia entre esta población 
(Nelson, J., 1969). 

Ahora bien, el proyecto de movilidad social y la actitud ins­
trumental hacia el trabajo, no sólo tienen consecuencias sobre 
la relación con la empresa y con la vida urbana, sino también 
influyen en el vínculo del obrero con el sindicato. Los trabaja­
dores consideran a su sindicato como un organismo de servicio, 
de defensa de la situación lograda (básicamente en lo que con­
cierne al empleo y al salario). Se trata de una concepción mu­
tualista más que sindicalista. El sindicato es una organización que 
debe encargarse de la defensa de las condiciones económicas y 
laborales que caracterizan al trabajo industrial. Esta actitud por 
una parte muestra un comportamiento economicista y orienta al 
surgimiento de acciones puramente defensivas, ya sea frente a 
una medida patronal o frente a un contexto económico desfa­
vorable. Pero también conduce a una falta de interés general por 
los problemas sindicales (a excepción de los momentos críticos) 
y, como consecuencia, a que las decisiones sindicales se concen­
tren en manos de los dirigentes. La actitud instrumental hacia 
el trabajo, mutualista hacia el sindicato, implica, a su vez, una 
alta receptividad hacia el paternalismo y hacia el clientelismo, 
sea de inspiración sindical, patronal o gubernamental (Faletto, 
E., 1966; Touraine, A. y Pecaut, D., p. 221; Touraine, A., 1976, 
p. 181). 

Esto significa que, además de lo señalado por Nelson, la dis­
ponibilidad política tiene otra fuente. La existencia de un pro­
yecto de movilidad social y el hecho de que los conflictos de los 
obreros migrantes deriven fundamentalmente de sus condicio­
nes de vida, quiere decir que en la medida en que el sindicato 
es una organización abocada a los conflictos relativos al centro 
de trabajo, se limita su margen de maniobra en relación con las 
demandas más urgentes de los obreros redentemente incorpo­
rados. Ello explica la baja participación de los trabajadores en 
el sindicato, así como el hecho de que el espacio vacío que deja 
la organización sindical sea ocupado por movimientos políticos 
de oposición o por el propio gobierno. En la medida en que los 
partidos políticos recuperan sus reivindicaciones, que no pue­
den ser integradas por un movimiento autónomo, y en la me­
dida en que el gobierno, a la manera del PRI, logra recuperar es-
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tas demandas y las resuelve, los migrantes pobres constituyen una 
clientela disponible. 

Estamos de acuerdo con estas propuestas, que siguen siendo 
parcialmente válidas, después de casi cincuenta años de indus­
trialización especialmente en situaciones tan heterogéneas como 
la mexicana. La existencia de altas tasas de desempleo y, sobre 
todo de subempleo; las condiciones en las que labora gran parte 
de la clase obrera, las cuales todavía pueden considerarse como 
preindustriales (donde en muchas ocasiones ni siquiera existe la 
posibilidad de organizarse en un sindicato) son elementos que re­
fuerzan la concepción economicista del sindicato y su rol como 
defensor del empleo. 

A pesar de todo, sobre la base de nuestras encuestas, y como 
ya ha sido establecido anteriormente por Vellinga (1979, p. 178), 
las diferencias de origen, que según los estudios citados deter­
minan las actitudes de los obreros migrantes, tienden a desapa­
recer con relativa rapidez. Estas diferencias ceden s1i lugar a otras 
que derivan de la propia división del trabajo, al interior de las 
fábricas, como efecto de la organización de la producción. Los 
estudios clásicos, ingleses y franceses, 2 han demostrado que el 
lugar privilegiado en el cual se forja la conciencia obrera de cla­
se (definida como la conciencia que cuestiona el control patro­
nal de la organización del trabajo), es precisamente aquel donde 
el control patronal sobre el proceso de trabajo entra en conflicto 
con la autonomía obrera del trabajo; el lugar en el que se con­
forma la conciencia de que los obreros no son simples sujetos 
económicos, sino partícipes de una organización productiva. Es­
ta situación tiende a ser todavía más fuerte cuando se cruza por 
un momento de transición; el paso de una fase de evolución téc­
nica del trabajo a otra, que exige transformaciones en la orga­
nización de la producción y en las formas en las que se lleva a 
cabo el trabajo. Ello provoca conflictos que no pueden inter­
pretarse sólo como respuesta a la introducción de una tecnolo­
gía que simplifica progresivamente las tareas de los obreros, se­
gún lo pretende la escuela marxista (Braverman, H.,l975), sino 
que deben explicarse sobre todo por el choque entre dos formas 

• 2 Especialmente Thompson, E.P., 1977; Goldthorpe, J., 1972; Friedman, 
G., 1946; Touraine, A., 1966; Mallet, S., 1969. 
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distintas de trabajar: de jerarquía laboral y de organización del 
trabajo (Touraine, A., 1966, p. 118). 

En los países en vías de desarrollo, esta situación se expresa 
en pocos sectores de la industria y no puede ser generalizada; 
de hecho se presenta sólo en las empresas ubicadas en las ramas de 
actividad donde la producción es más compleja, que requieren 
de una alta proporción de fuerza de trabajo calificada, y en los 
sectores económicos más modernos, que están más expuestos a 
las exigencias de la competencia internacional o de la dinámica 
interna de la economía nacional. 

Esto quiere decir que, independientemente del nivel de in­
tegración de la población al trabajo industrial, existe una acti­
tud distinta (o por lo menos una alta probabilidad de que esta 
diferencia se exprese) entre los trabajadores calificados y los tra­
bajadores no calificados. Los obreros calificados, con una per­
sonalidad y preparación profesional, se sienten, y en efecto, es­
tán amenazados por la evolución de la organización del trabajo; 
su labor requiere de una mayor autonomía en lo que atañe a las 
opciones para escoger el ritmo y la manera de llevarlo a cabo; 
tienen mayor control sobre las tareas que desempeñ.an. Ello im­
plica una mayor posibilidad de que surjan conflictos con la su­
pervisión y que se genere rechazo ante las medidas dictadas por 
el departamento de planeación de la fábrica (Roy, R., 1952, Goldt­
horpe, J., 1972, Burawoy, 1979). 

Esto no l!ignifica que se constituya espontánea y mecánica­
mente una conciencia que vaya más allá de las reivindicaciones 
económicas y de estabilidad del empleo, ni que esta conciencia 
pueda extenderse &1 resto de la clase obrera mexicana, especial­
mente si se considera su gran heterogeneidad. No obstante, sí quie­
re decir que el lugar privilegiado en el cual surge este tipo de ac­
titud obrera, es precisamente en las empresas que se encuentran 
en las ramas de actividad cuyo proceso de producción es muy 
complejo y en los sectores más modernos de la economía que es­
tán sometidos a una competencia que las obliga a modificar su 
organización del trabajo y su tecnología. 

En las encuestas que llevamos a cabo en la industria side­
rúrgica, 3 pudimos darnos cuenta de las distintas condiciones en 

3 La encuesta levantada en la empresa siderúrgica Lázaro Cárdenas-Las 
Truchas (Sicartsa) en Lázaro Cárdenas, Michoacán, entre noviembre y diciem-
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las que laboran estas dos categorías de obreros y de sus actitudes 
hacia el trabajo y hacia el sindicato. Las tareas de producción 
son repetitivas, monótonas y pueden ser aprendidas rápida y fá­
cilmente, en el desempefio mismo del trabajo. El obrero de ope­
ración tiene muy poco control sobre los ritmos y la forma con­
creta mediante la cual lleva a cabo su labor. Además, su movilidad 
durante el transcurso de la jornada de trabajo es limitada; está 
circunscrito a un sólo lugar de trabajo, que no puede dejar sino 
en raras ocasiones. En contraste, las tareas de mantenimiento son 
más variadas, menos monótonas y en general, exigen de una ma­
yor capacidad inventiva; demandan un aprendizaje más profun­
do; no requieren simplemente de la habilidad para llevar a cabo 
una tarea específica, sino además demandan capacidad para es­
coger las formas y los instrumentos que implique la reparación 
o la fabricación de una pieza de equipo, la instalación de una 
estructura, etc. Si bien, en general, estas tareas de mantenimien­
to no exigen ninguna formación teórica específica, sí requieren 
una capacidad para resolver problemas teóricos, para leer y des­
cifrar planos de maquinaria, de instalaciones eléctricas o de tu­
bería. El obrero de mantenimiento tiene, además, mayor con­
trol sobre los ritmos y movimientos que exige su trabajo, y goza 
de mayor movilidad. En ciertos momentos, su propio trabajo lo 
obliga a reparar equipos en distintos lugares de la fábrica. Por 
ello conoce mejor el proceso y la organización de la producción 
y tiene mayor posibilidad de establecer contacto con obreros en 
distintos lugares de la fábrica, donde .'e labora en condiciones 
muy variadas. Ello no sólo le ofrece un <.:onocimiento más cabal 
sobre su lugar de trabajo, sino una mayor posibilidad de servir 
como correa de transmisión en el caso de alguna acción sindi­
cal.4 

bre de 1979, así como la aplicada en la empresa Altos Hornos de México 
(AHMSA) en Monclova, Coahuila, entre mayo y junio de 1984, se basaron en 
muestras estratificadas que tomaban en consideración tres variables: las distin­
tas áreas y departament(ls de producción en la siderúrgica, los tipos de trabajo 
(mantenimiento y operación) y los niveles salariales (bajo, medio y alto). Apli­
camos personalmente a los obreros sindicalizados, en su domicilio, un cuestio­
nario de cien preguntas abiertas y cerradas. Se llevaron a cabo 238 entrevistas 
en Sicartsa y 210 en AHMSA. 

4 No obstante, es necesario tomar en consideración que ciertos puestos de 
producción registran algunas e incluso todas estas características que hemos 
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Las distintas relaciones que existen entre el tipo de obrero 
y su actitud hacia el trabajo, no implican que exista un vínculo 
directo entre calificación y participación sindical o combativi­
dad; pero sí determinan que el obrero calificado posee una per­
sonalidad profesional que le permite integrar más fácil y sóli­
damente una conciencia de su identidad, que gire en torno y 
exprese un orgullo respecto a su trabajo y hacia la función que 
desempeña en la empresa. Las repuestas que dan las distintas ca­
tegorías obreras a las preguntas acerca de su trabajo, muestran 
este hecho. Tanto en las Truchas como en Monclova, existe una 
relación entre trabajar como obrero de mantenimiento y valorar 
el aprendizaje, la formación y la calificación. El hecho de que 
los obreros de mantenimiento hayan tenido que seguir un pro­
ceso de capacitación (a veces muy largo) para ocupar este tipo 
de puesto, explica que en sus respuestas se otorgue una gran im­
portancia a la formación. Cada vez que se les pregunta algo re­
lacionado con la capacítación, los obreros de mantenimiento in­
sisten sobre ella en mayor grado que los que laboran en la 
producción. A los mecánicos, electricistas y torneros les parece 
más importante que a los operadores, que el trabajo sea intere­
sante y que puedan aprender algo en él. Mientras los primeros 
consideran que la formación es esencial para llevar a cabo co­
rrectamente sus labores, los obreros de la producción aprecian 

considerado para los obreros de mantenimiento; este es el caso de los obreros 
de los cuartos de control. A pesar de ello, en una situación como la que pre­
valece en la industria siderúrgica, estos obreros son minoritarios en relación con 
el resto de los grupos de trabajadores, puesto que solamente representan 40Jo 
del total del personal sindicalizado. Esta baja proporción se explica por el he­
cho de que la industria siderúrgica se mantiene todavía (por lo menos en el caso 
de México) poco automatizada, y por lo tanto las tareas de vigilancia del pro­
ceso de producción o las labores de informática están poco extendidas. Es po­
sible también que las empresas prefieran mantener a este tipo de personal como 
trabajadores de confianza, y que por ello no estén considerados entre el per­
sonal sindicalizado. En otras industrias, como la petrolera y eléctrica, los tra­
bajadores de vigilancia y control son tan importantes en proporción como el 
obrero de mantenimiento, en el caso de la industria siderúrgica. Afladamos el 
dato de que existe aproximadamente un obrero de mantenimiento por cada obre­
ro de producción en la siderurgia mexicana, y que estas dos categorías cons­
tituyen aproximadamente 800Jo del personal de esta industria. Esta situación pue­
de entenderse perfectamente cuando se tiene idea de la gran masa de equipo 
que requiere la producción de acero. (Véase el cuadro 21.). 
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la experiencia como el elemento más importante. Por último, son 
los obreros de mantenimiento los que declaran con mayor fre­
cuencia que el sindicato debería interesarse por elevar el nivel de 
formación de los trabajadores (véase el cuadro 15).5 

Pero el valor que el obrero de mantenimiento otorga a su for­
mación, no resulta de consideraciones puramente subjetivas. De 
hecho, su capacitación significa que la habilidad que requiere pa­
ra sus labores no es tan intercambiable como la que precisan las 
tareas de producción. Su habilidad corresponde a una profesión, 
lo que quiere decir que no depende tanto de la empresa para la 
cual trabaja, ni del lugar específico que ocupa en la organiza­
ción de la producción, en el proceso de trabajo. Su capacidad 
puede ser aprovechada para llevar a cabo distintos trabajos, en 
diversas empresas. Esto les permite una ¡~ran movilidad ocupa­
cional; les ofrece la posibilidad de cambiar de empleo. Entre los 
obreros que afirmaron un deseo por cambiar de trabajo, una gran 
proporción de los dedicados a mantenimiento expresaron su in­
tención de continuar ejerciendo su especialidad, pero de manera 
independiente, instalando, por ejemplo, un pequeiío taller de re­
paración. Por el contrario, el obrero de operación depende mu­
cho de la fábrica en la cual trabaja porque sólo está entrenado 
para realizar una actividad específica. En la medida en que, en 
general, el obrero de operación no tiene una formación, en caso 
de que esté insatisfecho y quiera cambiar de trabajo, deberá ocu­
parse en una labor distinta en otra empresa. 

s Ciertos autores (Lipset, S. M. 1956, Apéndice 1, sección B., Selvin, H., 
1957 y Di Tella et al., 1967), critican a los investigadores que rechazan rela­
ciones estadísticas sólo porque éstas no satisfacen las pruebas de significación 
(por ejemplo, la Chi cuadrada), ya sea porque las diferencias son demasiado 
pequeñas, ya sea porque las muestras son demasiado reducidas. Estos autores 
consideran que éstos no son argumentos suficientes para recusar un cuadro. Aun 
desde un punto de vista estrictamente estadístico, si tenemos una serie de 4 cua­
dros, es decir en una serie de relaciones, la necesidad de ut11izar continuamen­
te pruebas de significación y de rechazar los cuadros en función exclusiva de estas 
tadística del conjunto de los cuadros es en realidad muy elevada, del1 OJo (Lipset, 
S. M. 1956). Por otra parte, si consideramos que las hipótesis en ciencias so­
ciales no pueden estar basadas en cuadros aislados, sino en una serie de cua­
dros, es decir en una serie de relaciones, la necesidad de utilizar continuamente 
pruebas de significación y de rechazar los cuadros en función exclusiva de estas 
pruebas, no es de ninguna manera adecuada para estas disciplinas. Las pruebas 
son, como las hemos utilizado nosotros, complementos a análisis cualitativos. 
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Un obrero de mantenimiento puede independizarse, cambiar 
de trabajo y de empresa, y pretender emplearse en lo que sabe 
hacer. En el caso de estos trabajadores, es precisamente en vir­
tud de esta independencia y del orgullo que la acompaña, como 
nacen los conflictos de trabajo. En los términos definidos por 
Hirschman (1970), nos encontramos con que los trabajadores de 
mantenimiento tienen la posibilidad de salir fácilmente de la em­
presa y encontrar otro empleo equivalente al que tienen en la ac­
tualidad (Exit- option), lo que puede llevarlos a adoptar una ac­
titud individualista poco favorable para la acción colectiva. Pero 
la misma independencia, el hecho de que tenga la posibilidad de 
encontrar otro empleo, también les da una mayor capacidad de 
elevar la voz; de exigir cuando consideran que les conviene man­
tener su empleo actual (Voice-option). Así, entre los obreros más 
calificados vemos dos actitudes contradictorias, tanto el indivi­
dualismo y el alejamiento de las cuestiones gremiales, como la 
participación y combatividad sindical. 

Tampoco es de extrañar que de estos trabajadores, precisa­
mente en función de su independencia y orgullo, surjan con ma­
yor frecuencia los conflictos de trabajo. La causa más común 
de inconformidad es su relación con los supervisores. Regular­
mente los obreros de qtantenimiento afirman que pueden llevar 
a cabo sus tareas sin supervisión; que esta última solamente sir­
ve para que se produzcan las piezas más rápidamente o para ace­
lerar una reparación, aunque no es necesaria para que el trabajo 
sea llevado a cabo con mayor calidad. Aquí radica quizá la ra­
zón por la cual, por lo menos en el caso de Monclova, es mayor 
la proporción de obreros de mantenimiento que de operación que 
afirman que no reciben un trato justo por parte de la empresa 
en la cual prestan sus servicios (véase el cuadro 16 y Bizberg, 1., 
1982, pp. 181-196). 

En la encuesta de Las Truchas, encontramos una relación sig­
nificativa entre el hecho de ser obrero de producción y el eco­
nomicismo. También en Monclova se expresó un nexo entre es­
tas dos variables, pero aquí no es tan evidente. Un indicador que 
puede ser interpretado en esta dirección, concierne al fenómeno 
de que los obreros de la producción, en Monclova, declararon 
con mayor frecuencia que los de mantenimiento, que el incre­
mento de la producción beneficia directamente a los trabajado­
res; asimismo cuando respondieron que si la empresa estuviera 
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en problemas, por su propio interés, correspondería a los obre­
ros defenderla. Los obreros de mantenimiento contestaron en ma­
yor proporción, que los incrementos de la producción no les be­
nefician y que si bien es importante defender a la empresa cuando 
ésta se encuentra en dificultades, no es porque eso beneficie a 
los trabajadores, sino por tratar de defender su fuente de em­
pleo.6 (Véase ef cuadro 16.) 

De esta manera, si bien es cierto que, en la encuesta de Mon­
clova, pudimos percibir una tendencia manifiesta de los obreros 
de mantenimiento a atribuir una gran importancia a la capaci­
tación, en definitiva no podemos considerar que los trabajado­
res de la producción ponen un énfasis especial en las cuestiones 
económicas. En el caso de Las Truchas, las relaciones en este sen­
tido son mucho más claras, lo que quizá puede explicarse por 
la estrecha relación entre el origen rural y el ocupar un puesto 
de producción y entre el origen urbano y el hecho de estar la­
borando en mantenimiento. Por otra parte, cuando aplicamos 
la encuesta de 1979, la incorporación de los trabajadores de ori­
gen rural a Sicartsa, era muy reciente. 

Pero lo que nos parece má!i importante para nuestro pro­
pósito, es encontrar indicadores que ilustren ya no tanto el ca­
rácter de las actitudes obreras en relación al lugar que ocupan 
en el sistema de trabajo industrial, sino el nexo entre esta última 
variable con la actitud hacia el sindicato y con el grado de par­
ticipación sindical. En el caso de AHMSA, encontramos que los 
obreros de mantenimiento registran una mayor participación sin­
dical que los de producción; asisten más frecuentemente a las 
asambleas generales y departamentales, y dan su opinión más re­
gularmente. Resalta el hecho de que las diferencias entre las dos 
categorías obreras son mayores en el caso de las asambleas ge­
nerales que en el de las departamentales, lo cual es comprensible 
si consideramos que es en estas últimas donde se discuten los pro­
blemas relativos a la situación cotidiana de trabajo, que motiva 

6 Pensamos que todas las respuestas con respecto a las actitudes hacia la 
empresa son más homogéneas en el caso de Las Truchas, porque están domi­
nadas por el sentimiento generalizado de insatisfacción que txistía entre los obre­
ros de Sicartsa en 1979, que se percibe claramente en el cuadro 22; discutiremos 
esto un poco más adelante. 
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más directamente a los trabajadores, aún a los menos activos. 
(Véase el cuadro 17). 

Las opiniones de los propios dirigentes obreros resumen las 
tendencias que hemos discutido: 

La mayor parte de los líderes sindicales son gente de mantenimien­
to, a nivel nacional. Hemos estado observando nosotros que los 
de mantenimiento, ya sean mecánicos o eléctricos, es gente muy 
capacitada, muchos hasta por iniciativa propia. Es gente que tiene 
tendencia a leer, están en mantenimiento donde tienen más tiempo 
todavía, tienen que conocer el proceso de producción, porque tie­
nen que ser los que se trasladan a toda la planta. Para aquella per­
sona que es de operación, que se encarga de palas mecánicas o del 
manejo del equipo, no se puede separar de su equipo. Hay casos 
que son obreros que tienen hasta 30 añ.os dentro de un departa­
mento pero no conocen el resto de la planta. Todas las personas 
que sean, o se cataloguen como líderes es rara la persona de ope­
ración (entrevista con el secretario general de la sección 147, No­
velo, V., 1979). 

En lo que corresponde a las actitudes hacia el sindicato, la 
encuesta en AHMSA muestra que es más frecuente que los obre­
ros de mantenimiento afirmen que el sindicato debe luchar a ni­
vel local o a nivel del Sindicato Nacional de Trabajadores Mi­
neros (SNTMMSRM). Los obreros de producción consideran con 
más regularidad que la acción debe ser a nivel nacional. Encon­
tramos una diferencia análoga en lo que respecta a las concep­
ciones que ambas categorías tienen sobre el sindicato. Para los 
obreros de mantenimiento, el sindicato sirve, en primer lugar, 
para resolver los problemas más inmediatos; ellos se sienten po­
co atraídos por el discurso que otorga al sindicato un papel en la 
construcción de "una sociedad sin clases" o "en la lucha por 
la democracia en México". Los obreros de la producción están 
más impactados por este tipo de propuestas y coinciden más fre­
cuentemente con la frase de que "la situación de toda la pobla­
ción mexicana sería mejor si los obreros tuvieran más poder en 
el gobierno" (véase el cuadro 5). 

En el caso de Las Truchas, la falta de una relación entre par­
ticipación y orientación sindical y tipo de ocupación, puede ex­
plicarse por el hecho de que ahí los obreros fueran en su ma­
yoría de muy reciente integración al trabajo industrial. En 
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Sicartsa, en 1979 era muy considerable el contingente obrero de 
extracción rural recientemente incorporado a la planta ( 67.1 O!o ), 
mientras que en el caso de Monclova el núcleo obrero tiene más 
antigüedad; los trabajadores han laborado durante muchos afios 
en la industria, o son hijos (38%) o parientes (93%) de traba­
jadores de la misma AHMSA. Esto puede ser la explicación de que 
también entre los trabajadores de Monclova exista un mayor 
"realismo", mientras que entre los de Las Truchas encontremos 
una concepción más "heroica" del sindicalismo. Un indicador 
de esto es que los obreros de Altos Hornos de México piensan, 
en mayor proporción que los de Sicartsa, que el sindicato debe 
llevar su lucha a nivel local. En el mismo sentido, los primeros 
expresaron que la función de los sindicatos en México consiste 
sobre todo en mejorar su situación económica. Los segundos, 
por su parte, aunque también consideran esta cuestión como pri­
mordial, dan una gran importancia al papel de los sindicatos en 
la "lucha por la democracia en México". Cuando se trata de sa­
ber si la presencia de los obreros en el gobierno serviría para me­
jorar las condiciones de vida de la población, los trabajadores 
de Monclova son más numerosos que los de Las Truchas, al pen­
sar que no existe ventaja alguna en el hecho de que sus repre­
sentantes tengan poder en el gobierno7 (véase el cuadro 19). 

Si bien podemos llegar a ciertas conclusiones acerca de la re­
lación entre la ocupación del obrero y sus actitudes hacia el tra­
bajo y hacia el sindicato, no podemos hacer lo mismo con res­
pecto a la orientación sindical. La mayor participación sindical 
que encontramos entre los obreros de mantenimiento, no impli­
ca en absoluto que su actitud sea defensiva o contestataria. Tam­
poco indica una tendencia más favorable hacia la negociación, 
ni lo contrario, o sea una actitud más radical que exija un cam­
bio en el statu quo. Lo que sí es determinante para definir las 
orientaciones sindicales es, como lo hemos podido ver al com­
parar los dos casos, la situación en la que se encuentra el sin-

7 No obstante, es necesario considerar esto último con mucha precaución, 
no sólo por los limites propios a los que se enfrenta toda encuesta de opinión, 
sino por el hecho de que las encuestas de Las Truchas y de Monclova fueron 
llevadas a cabo en dos momentos distintos, es decir en coyunturas económicas 
y políticas diferentes en el plano nacional, aunque en ambas empresas coincidía 
una misma corriente sindical en el poder. 
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dicato. Al momento de aplicar la encuesta en Las Truchas, los 
obreros pretendían separarse de la dirección espuria que se ha­
bía apoderado de su sección sindical por medio de un evidente 
fraude electoral. Ello tuvo como consecuencia que la participa­
ción sindical adoptara un carácter de rechazo a la situación es­
tablecida. En tal contexto no existía posibilidad alguna de ne­
gociación; dada una situación definida tan tajantemente, la 
participación implicaba forzosamente la oposición a la dirección 
en el poder. Los que apoyaban a la directiva espuria, sólo lo ha­
cían "silenciosamente", sin participar (Bizberg, 1., 1982, pp. 231-
241). 

Por el contrario, en Monclova el sindicato estaba en manos 
de una dirección representativa y la participación no implicaba 
forzosamente una posición de rechazo, sino que podía ajustarse 
a una actitud más conformista y limitada respecto a las finali­
dades del sindicato. Creemos que es precisamente esto, además 
de la actitud más realista que se ha propuesto que existe entre 
una clase obrera más vieja, lo que nos dice el hecho de que prác­
ticamente todos los obreros de Monclova respondieran que la fi­
nalidad del sindicalismo en México era resolver los problemas 
de los obreros (la capacitación y la situación económica) y que 
solamente una minoría se refiriera a "la democratización de la 
sociedad mexicana"; que sólo una pequeña minoría de ellos res­
pondiera que puede lograrse más de la empresa a través de la huel­
ga que por medio de la negociación; que más de la mitad de los 
trabajadores de AHMSA pensaran que los incrementos de salario 
dependen de la situación del país; y de que casi la mitad de ellos 
contestara negativamente a la pregunta al respecto de si mejo­
raría la situación de la población mexicana si los obreros tuvie­
ran mayor poder e influencia en el gobierno (véanse los cuadros 
19 y 20). 

LA CONSTITUCIÓN DE LA IDENTIDAD OBRERA 
Y LA ACCIÓN SINDICAL 

A esta altura del análisis, es necesario distinguir entre lo que su­
cede en el interior de la empresa y lo que se refiere a la sociedad 
global. En una visión del conjunto social, es posible reconocer 
dos sectores sindicales que encuentran dificultades para agluti­
narse en torno a una acción común y que se derivan de la he-
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terogeneidad de la clase obrera. Tal heterogeneidad no sólo es 
concebida como la causa de la burocratización sindical, de la he­
teronomía del sentido de la acción obrera y de su disponibilidad 
política, como lo afirmamos en el capítulo anterior, sino como 
el origen de la débil integración de las acciones de clase en los 
países en desarrollo. 

Los estudios sobre la clase obrera latinoamericana enfatizan 
la existencia de una diferencia importante entre la acción sin­
dical que se desarrolla en las empresas más modernas, y la que 
se da en los sectores tradicionales. En el primero de los casos, 
el sindicalismo tiende a la integración, conduce sus acciones rei­
vindicativas dentro de las empresas e intenta evitar ligar su ac­
ción a los movimientos políticos. En contraste, en el sector tra­
dicional el arraigo sindical es débil; los sindicatos no están en 
posición de fuerza y su acción se orienta principalmente hacia 
las reivindicaciones de tipo económico. Por otra parte, en la me­
dida en que la importancia y el impacto económico de estos sec­
tores tradicionales es débil en el contexto del conjunto de la eco­
nomía nacional, y que los sindicatos de estos sectores son poco 
poderosos, tienden a buscar un refuerzo, apoyándose en movi­
mientos o partidos políticos o dirigiéndose y presionando direc­
tamente a las instancias gubernamentales (Di Tella, T. et al., 1967; 
Zapata, F., 1975; Faletto, E., 1979). 

Tras esta concepción de dos distintas situaciones sindicales, 
pueden percibirse, por una parte, las consecuencias de las con­
diciones económicas, y por la otra, los efectos de las diferencias 
en la composición de la categoría obrera. Las empresas moder­
nas son dinámicas y están situadas en sectores importantes de 
la economía, lo que da como resultado que sus sindicatos sean 
poderosos tanto en lo que respecta al número de afiliados, como 
a los efectos que tendría cuaiquier acción derivada de su loca­
lización en sectores estratégicos de la economía nacional. Por el 
contrario, las empresas tradicionales son más pequefias y están 
ubicadas en sectores económicos estancados o en recesión, lo que 
da como consecuencia que sus sindicatos sean débiles. 

Por otra parte, en los sectores modernos encontramos em­
presas en las cuales la tecnología, el proceso y la organización 
del trabajo son complejos, por lo que su funcionamiento exige 
una .fuerza de trabajo más calificada, que debe ser reclutada en­
tre los sectores de población con niveles más elevados de esco-
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laridad o que cuentan con experiencia previa en el trabajo in­
dustrial. Se trata entonces de una categoría obrera más integrada 
al trabajo industrial y al medio urbano. Lo contrario es el caso 
del sector más tradicional, en el cual,la tecnología y, por tanto, 
el proceso de trabajo, es menos complejo y donde, por conse­
cuencia, los obreros son menos calificados, tienen un nivel de 
escolaridad más bajo y generalmente son, en mayor proporción, 
de origen rural más reciente. 

No tendría ningún sentido intentar trasladar la división en­
tre la clase obrera del sector moderno y la clase trabajadora del 
sector tradicional, al interior de una empresa que se encontraría 
en uno u otro de estos sectores. Pero sí nos está permitido pen­
sar que la profunda heterogeneidad que existe en el seno de una 
sociedad de un país en vías de desarrollo acentúa cualquier di­
ferencia que exista al interior de un establecimiento visto de ma­
nera aislada. En un país donde existe una cierta homogeneidad 
en el origen de la clase obrera y en sus niveles de escolaridad, 
la diferencia fundamental está determinada por la estructura de la 
organización del trabajo. Se supone que en estas situaciones 
es más fácil unificar las reivindicaciones propias al control del 
trabajo, habituales a los obreros más calificados, con las reivin­
dicaciones económicas y laborales más propias de los obreros no 
calificados. En el caso de los países donde existe un alto nivel 
de heterogeneidad en la clase obrera, las diferencias de califica­
ción, propias al proceso de trabajo, pueden ser penetradas (u obs­
curecidas) o reforzadas por las diferencias de origen y de esco­
laridad. 

Generalmente se piensa que la heterogeneidad de la clase obre­
ra impide o dificulta la constitución de una identidad obrera. 
Quien labora en los sectores industriales modernos y cuenta con 
un alto nivel de calificación y, como ya hemos visto, obtiene sa­
larios relativamente más elevados y goza de las condiciones la­
borales más favorables, está ubicado en los lugares privilegiados 
para el surgimiento de reivindicaciones que conciernen a la au­
tonomía del trabajo. La aparición de una conciencia obrera de 
"orgullo", contestarla, es una idea clásica en el estudio del sin­
dicalismo. Pero, dada la heterogeneidad que caracteriza a los paí­
ses como México, ello puede tener como consecuencia, como lo 
han afirmado algunos autores, la aparición de una aristocracia 
obrera (Domitra, M., 1976; Rott, R., 1975; Zapata, F., 1979). 
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Un grupo tal no estaría definido solamente por su situación pri­
vilegiada (calificación profesional, condiciones de empleo y de 
salarios) frente a un grupo menos favorecido, sino más bien por 
su capacidad de expresión sindical, a través de una acción que 
cuenta con mayor cohesión y que tiene mayores repercusiones 
económicas, frente a otro grupo con menor capacidad de ma­
nifestación sindical. 

Es importante preguntarse si esta diferencia entre dos sec-
tores puede implicar, como han llegado a afirmar en algún mo­
mento los autores citados, la aparición de una aristocracia obre­
ra, la cual, en la medida en que los obreros menos calificados 
representan una amenaza para el sector más calificado, el grupo 
más favorecido desarrolla una actitud de rechazo. En las entre­
vistas que hemos llevado a cabo, logramos constatar que si bien 
es cierto que, en el contexto mexicano, el sector mepos privile­
giado es más fácilmente manipulable por el aparato sindical ofi­
cialista, a través de una política paternalista y clientelista, y que 
ello plantea un problema real para cualquier tentativa de opo­
sición a esta forma de sindicalismo, no existe ninguna actitud de 
rechazo hacia el sector menos favorecido. 

Por su parte, como ya lo hemos discutido, los trabajadores 
recientemente incorporados al trabajo industrial se identifican 
con individuos que comparten formas de consumo relativamen­
te similares a las suyas, más que con los que realizan el mismo 
trabajo (Touraine, A., 1961; Faletto, E., 1966). Ello ocasiona 
problemas para la constitución de la identidad obrera, que en­
cuentra dificultades para integrarse en torno al centro de tra­
bajo, lo que tiene como consecuencia la minimización del papel 
de los sindicatos frente al de los movimientos políticos implan­
tados en las comunidades y colonias más pobres (sean de opo­
sición al gobierno o dependientes del mismo, como generalmen­
te ha sucedido en México). 

En el caso de los países en vías de desarrollo, en las ramas 
de actividad más tradicionales que requieren casi exclusivamen­
te de fuerza de trabajo poco calificada, es preponderante el re­
clutamiento de una gran proporción de obreros de origen rural 
recientemente incorporados al trabajo industrial. 8 De esta ma-

¡, Aunque esta característica de la contratacion no es exclusiva de estos sec­
tores, prácticamente todas las empresas nuevas inician con una fuerza de tra-
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nera, a la debilidad del sindicalismo, derivada de la poca fuerza 
económica de la ramas tradicionales de la economía, se añade 
la disponibilidad política de los sectores de la clase obrera re­
cientemente incorporada al trabajo industrial. En pocas ocasio­
nes los sindicatos logran contrarrestar eficazmente esta situación. 
Sólo en el caso de empresas de una rama no tradicional, como 
es la siderúrgica AHMSA, en Monclova, Coahuila, vimos cómo 
se podría combatir tal situación. La Línea Proletaria inicia su 
acción fuera de los marcos de la empresa; se fortalece y conso­
lida sus bases en las colonias donde viven los obreros menos pri­
vilegiados y, a partir de este punto de apoyo exterior, logra pe­
netrar el sindicato. Es así como cumple sus propósitos adoptando, 
de hecho, el comportamiento de un movimiento político, más que 
sindical. 

Pero las características de origen de los obreros no sólo pe­
netran las diferencias que surgen en relación con el proceso de 
trabajo, como vimos en los dos ejemplos anteriores, sino que tam­
bién se refuerzan mutuamente, con el mismo efecto: dificultar 
la constitución de la conciencia obrera. En la empresa Las Tru­
chas, fue posible constatar la relación entre el origen y la esco­
laridad con la incorporación en la estructura del empleo. Son los 
obreros sin experiencia alguna de trabajo agrícola, los que ocu­
pan los puestos que exigen la mayor calificación y que represen­
tan la categoría de salarios más elevada. Del conjunto de los tra­
bajadores de origen rural (141 obreros) empleados indistintamente 
en mantenimiento o en operación, 540Jo se ubica en la categoría 

bajo de origen rural, la única diferencia es que en el caso de las empresas más 
complejas se requiere de una fuerza calificada, que tiene que provenir, por lo 
menos en parte, de obreros que ya han tenido una experiencia industrial an­
terior. No obstante, se puede reclutar a fuerza de trab<tjo de origen rural y darle 
una formación, como se hizo en Las Truchas, donde se daba a los obreros un 
curso de capacitación, que podía llegar a durar hasta 18 meses, y donde el cri­
terio fundamental para escoger a quienes se daba el curso era el nivel de es­
colaridad. Aunque incluso en este caso existe una tendencia a que la propor­
ción de obreros de origen rural que ocupan el puesto de oficial de mantenimiento 
sea menor a la de los obreros de t>rigen rural que ocupan los puestos de oficial 
de operación: 540Jo (36 obreros) en el caso de los oficiales de mantenimiento; 
750Jo (40 obreros) en el de los oficiales de operación, para un total de 66 y 53 
obreros respectivamente. 
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más elevada, como oficiales, mientras que entre los trabajado­
res sin experiencia de trabajo agrícola, 780Jo ocupa un puesto de 
oficial (Bizberg, 1., 1982, p. 164). 

En una sociedad de industrialización más antigua, no existe 
esta heterogeneidads'ocial, por lo que adquieren mayor impor­
tancia las diferel').clás que surgen de las distintas posiciones ocu­
padas en la es(ructura del empleo, en la organización del tra­
bajo. En el caso de los países en vías de desarrollo, las diferencias 
al interior de la categoría del empleo se entretejen con las dife­
rencias sociales (de origen y de nivel de escolaridad). Aun en las 
empresas más modernas y dinámicas, se podrá constatar que la 
diferencia entre el obrero calificado y el no calificado se añade 
a las que existen entre origen y nivel de escolaridad. Esto tiene 
importancia si se toma en cuenta que una encuesta llevada a ca­
bo en la empresa automotriz Nissan en 1972, mostró que en este 
sector moderno de la economía se empleaba, todavía en esa épo­
ca, a una proporción de 600Jo de trabajadores de origen rural 
(Valenti, J., 1978). 

A las dificultades que afronta la formación de la conciencia 
obrera, señaladas en la literatura (Touraine, A., 1966 y 1985), 
es necesario añadir las diferencias de significación de la acción 
sindical para los dos sectores obreros sobre los que hemos es­
tado hablando. Ello dificulta aún más la función fundamental 
del sindicalismo, que es la de conciliar las reivindicaciones de los 
obreros calificados con las de los no calificados, conjuntar en 
una acción sindical las reivindicaciones económicas y la defensa 
de la calificación profesional contra la dirección de la empresa, 
cuestionar a esta dirección tanto su poder de determinar el precio 
de la fuerza de trabajo, como su facultad para organizar el pro­
ceso de trabajo, en síntesis, construir una identidad obrera que 
considere al conjunto de los obreros y que sea coherente. La he­
terogeneidad de la clase obrera en los países en vías de desarro­
llo dificulta la integración de la acción obrera, no solamente a 
nivel de la sociedad global, sino también al nivel de una empresa 
particular. 

Que la identidad obrera sea difícil de integrar en tales con­
diciones no impide en absoluto la práctica de la acción, aunque 
sí implica que, por una parte, exista una tendencia a la acción 
obrera individual anómica o colectiva espontánea; esta tenden­
cia se acentúa en la medida en que en México, ciertos sindicatos 
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carecen claramente de legitimidad. 9 Por la otra, cuando la ac­
ción colectiva es posible, a pesar de las diferencias de proyectos 
y reivindicaciones de los distintos sectores obreros, se dirige sólo 
en contadas ocasiones contra el dominio patronal sobre las de­
cisiones que conciernen al proceso de trabajo y a la organiza­
ción de la producción. La mayor parte de las veces la acción es 
orientada hacia reivindicaciones puramente económicas, o en al­
gunas ocasiones se dirige contra líderes sindicales poco represen­
tativos. De esta manera, resulta que la acción difícilmente puede 
trascender los límites de la defensa de la condición obrera o de 
la recuperación de la organización sindical. 

El sector obrero calificado es el que tiene más posibilidades 
de provocar conflictos que constituyan una respuesta en térmi­
nos positivos y que vayan más allá del carácter defensivo; lo que 
podría considerarse como una acción de clase. Los obreros ca­
lificados se oponen a los intentos de racionalización del trabajo 
en interés de la empresa, que se traduce en las tentativas de los 
supervisores para empujarlos a acelerar los ritmos de trabajo y 
su pretensión de definir la manera de desempeñar sus activida­
des. Este tipo de conflicto es constante en las empresas como Si­
cartsa o AHMSA. Dicho de otra forma, el sector de obreros ca­
lificados no es solamente el lugar probable de constitución de la 
identidad obrera, sino además es donde se dan con mayor fre­
cuencia conflictos que se expresan como impugnación de una pre­
rrogativa de la dirección empresarial, la del control del trabajo 
y de la organización de la producción, y que rebasan la forma 
puramente defensiva, en reacción a una injusticia derivada de una 
cuestión económica o de condiciones difíciles de trabajo. 

Es fácil comprender esta situación, no simplemente como una 
relación de causa efecto, sino como la consecuencia de que el 
obrero calificado tenga una personalidad profesional, que le ofre­
ce la posibilidad de proponer un proyecto individual, de ser in­
dependiente con respecto a la empresa, y de rechazar cualquier 
tipo de acción colectiva que no concuerde con su proyecto, pero 
que también le permite contribuir de manera significativa a la 
constitución de la identidad obrera. Y ello no solamente se basa 

9 Ésta es una de las consecuencias de la existencia de un movimiento sin­
dical subordinado, tema que será analizado en el inciso siguiente. 
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en una acción de rechazo, sino también opera en términos afir­
mativos, pues la autonomía en el trabajo, el conocimiento, la 
responsabilidad y la inventiva, que exige el trabajo calificado 
(generalmente de mantenimiento), puede conducir a que estos 
obreros no solamente exijan mejores condiciones económicas y 
laborales, sino que aspiren a reivindicar para sí un espacio, una 
participación en la toma de decisiones acerca del proceso y or­
ganización del trabajo. 

Pero en tanto que los obreros de origen rural y no califica­
dos constituyan la proporción más alta en la mayor parte de las 
empresas y sindicatos del país, lo más frecuente será la ausencia 
de acción colectiva. Sin embargo esto se manifiesta al contrario de 
lo que se señalan la mayoría de los análisis sobre el sindicalismo 
mexicano: no solamente porque los sindicatos están subordina­
dos a la política, porque no son representativos ni legítimos; tam­
poco porque están ligados a los intereses de la empresa; sino, prin­
cipalmente, porque no existe la capacidad de construir acciones 
colectivas, dado que es difícil/legar a constituir un principio de 
identidad en base a la concepción que tiene la mayor parte de 
los obreros mexicanos sobre el sindicalismo. 

Existe un sector mayoritario de obreros que asume al sin­
dicato como una organización destinada a ofrecerle servicios, ta­
les como asegurar el empleo y negociar mejores condiciones sa­
lariales y laborales. En esta medida, los sindicatos no tienen 
necesidad alguna de organizar asambleas, de explicar a los tra­
bajadores el curso de las negociaciones, en suma, de organizar 
la participación sindical para conservar su legitimidad. Les bas­
ta con que se garantice un mínimo de seguridad en el empleo y 
una mejoría de condiciones cada vez que sean renovados los con­
tratos colectivos. Muchos de los estudios sobre el sindicalismo 
mexicano se proponen explicar este punto arguyendo que el sin­
dicalismo oficialista no es, en principio, ilegítimo, pues está ba­
sado en cierto nivel de logro de reivindicaciones obreras, lo que 
en gran medida es evidente. Según nuestro punto de vista, de lo 
último puede deducirse el carácter de la mayoría de las acciones 
sindicales, que fueron vistas como manifestaciones de un deseo 
por una independencia del sindicalismo respecto al Estado y por 
una mayor democracia sindical. Por el contrario, múltiples ac­
ciones surgen de crisis de legitimidad sindical, definidas por la 
incapacidad de seguir garantizando las condiciones mínimas, o 
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por el planteamiento de reivindicaciones que no hayan sido con­
templadas por el sindicalismo tradicional y que amenacen direc­
tamente las relaciones paternalista y clientelista del sindicato pa­
ra con sus miembros. 

El caso de Las Truchas, entre 1978 y 1980, es un caso límite 
que refleja fielmente esta situación. Aunque los militantes de la 
línea oficialista se aseguraron del control de los puestos de di­
rección gracias a un franco y reconocido fraude electoral, los tra­
bajadores que aspiraban a reivindicaciones puramente econó­
micas estaban dispuestos, más que los otros, a apoyar a esta 
corriente sindical llamada los "Estatutarios". Para los obreros 
con una visión mutualista del sindicato, lo que más importaba 
no era que la dirección sindical fuera o no electa democrática­
mente, o si se permitía o no la participación sindical, sino la ga­
rantía de ciertas condiciones laborales. Existen tres razones que 
explican esta actitud favorable hacia el oficialismo por parte de 
los obreros con tendencia mutualista. Primera, en la medida en 
que los sindicatos oficialistas tengan un poder político real (a tra­
vés de sus lazos con el partido gubernamental), sus dirigentes go­
zan de una ventaja frente a las otras corrientes, puesto que una 
gran proporción de los obreros consideran favorable, para la de­
fensa de los intereses obreros, que sus dirigentes tengan un pues­
to o ejerzan cierta influencia sobre el gobierno. En segundo lu­
gar, el hecho de tener en sus manos el aparato sindical, ya sea 
como resultado de un proceso democrático o de un fraude, es 
lo más importante cuando lo que interesa a los trabajadores no 
es la libertad o la democracia sindical, sino la garantía de con­
seguir y mantener ciertas condiciones. En tercer lugar, en la me­
dida en que los obreros economicistas tienden a dar menor im­
portancia a la participación sindical, exigen menos a sus dirigentes 
en el sentido de apertura de espacios y previsión de posibilidades 
idóneas para dicha participación (Bizberg, 1., 1982, pp. 235-241). 

Esta exposición permite completar el análisis: los obreros que 
tienen una actitud economicista continúan apoyando a los Es­
tatutarios y, en general al oficialismo, no tanto por su partici­
pación, sino justamente por su no participación, por su apoyo 
"silencioso". Ya hemos discutido la idea de que la estabilidad 
del sistema político mexicano reposa sobre la desmovilización, 
sobre la atomización de la participación social; con el ejemplo 
del sindicalismo se aporta una modesta confirmación. El respal-
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do acordado al sindicalismo oficialista, a toda dirección sindical 
que asegure el statu quo, es más tácito que explícito; está basado 
en un no apoyo generalizado y en la posibilidad que tienen las 
direcciones oficialistas de marginar a los movimientos disiden­
tes. El hecho de que que las bases sindicales no otorguen un res­
paldo activo a los dirigentes oficiales, no tiene gran importancia 
para éstos, en la medida en que su legitimidad responde menos 
a la manera en la que se toman las decisiones, que a sus poten­
cialidades reales para obtener mejoras concretas favorables a los 
obreros, o de mantener viva la idea de que son ellos más capa­
citados para hacerlo. En consecuencia, los obreros economicis­
tas no se interesan por la participación sindical sino hasta el mo­
mento en que su condición se ve amenazada en cuanto a la 
seguridad en el empleo o a su proyecto de promoción social, o 
simplemente cuando este último parece estar bloqueado. En el 
momento en que los sindicatos (en este caso poco importa que 
sean oficialistas o no) comienzan a mostrarse incapaces de en­
frentar la inflación o las amenazas de despido en algún sector 
en crisis, o cuando ya no pueden asegurar mejoras en las con­
diciones laborales, se produce el cuestionamiento de la dirección 
vigente. Si ésta resulta ser oficialista, será impugnada por el mis­
mo principio que fundamenta el poder de los dirigentes: su re­
lación con el Estado. Con mucha frecuencia, en estos contextos, 
se afirmará que es precisamente la relación entre el sindicalismo 
y el sistema político lo que determina la ineficiencia de los di­
rigentes, ya que sus ambiciones políticas desvían su atención de 
los problemas obreros. 

Existe una analogía entre esta circunstancia y lo que pro­
pone Sennett cuando afirma que en una situación caracterizada 
por una autoridad de tipo paternalista, todos los problemas, aun 
aquellos que no pueden ser imputados directamente al patrón, 
ponen en duda la autoridad. De la misma forma, en un caso de 
crisis económica, la relación tradicional entre sindicatos y Esta­
do, en la cual se apoyan los dirigentes oficialistas para legitimar 
la representación sindical y el clientelismo, tiende a debilitar la 
propia legitimidad, a poner en crisis su fundamento en la rela­
ción entre el sindicalismo y Estado, aun cuando esta relación en 
sí misma no sea el objeto directo del cuestionamiento. 





VIII. ACCIÓN Y AUTONOMÍA OBRERA 

El hecho de que la identidad de los trabajadores más calificados 
se constituya en torno a la autonomía obrera, a un control obre­
ro sobre el trabajo, que se opone directamente al poder de la di­
rección de la empresa para tomar decisiones y controlar el pro­
ceso de trabajo, determina, como lo han demostrado los estudios 
de la sociología francesa, que el lugar en el cual se encuentran 
estos obreros es el más propicio para el surgimiento de una con­
ciencia contestataria, de una conciencia de clase (Friedman, G., 
1946; Touraine, A., 1966; Mallet, S., 1969; Touraine, A., Wie­
viorka, M. y Dubet, F., 1985). Esta oposición puede traducirse 
en una contestación en la medida en que la sociedad industrial, 
caracterizada por la propiedad privada de los medios de produc­
ción (que es privativa del tipo de sociedad industrial capitalista), 
se distingue justo por estar basada en la producción de una or­
ganización del trabqjo que sigue una tendencia a racionalizarse 
y a centralizarse en manos de la dirección de la empresa (Braver­
man,H.,1975).Como consecuencia de este rasgo fundamental de 
la sociedad industrial, entre los obrems más calificados pue­
de surgir el cuestionamiento de la orientación de la sociedad, ya 
que ellos resisten, en el interior mismo de la fábrica, la centrali­
zación del poder de decisión sobre el proceso de producción; re­
cusan, en síntesis, la base de la dominación social del empresa­
riada. Dicho de otra forma, es ahí donde puede desarrollarse más 
fácilmente una conciencia de clase que integre a la vez los princi­
pios de identidad, de oposición y de totalidad, en una forma co­
herente y articulada en torno a la lucha por el control de la orga­
nización del trabajo. 

Sin anticiparnos demasiado al planteamiento que desarrolla­
remos en este capítulo, podemos afirmar que a partir de un prin­
cipio de identidad constituido en torno a la autonomía obrera, 
pueden expresarse acciones más coherentes y sólidas que las que 

[211] 
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responden a un principio de identidad basado en cuestiones ta­
les como la inseguridad en el empleo, las malas condiciones sa­
lariales o la ausencia de posibilidades de promoción, entre otras. 
Las acciones en torno a la autonomía obrera, no sólo tratan de 
defender el statu quo, o de impugnar alguna carencia o injusti­
cia, sino que suponen un elemento positivo, una concepción de 
lo que está en juego y de lo que se pretende como alternativa, 
una visión de lo que se opone a un modelo de producción basa­
do en una estructura organizacional centralizada. 

Esto significa que si, como lo hemos discutido anteriormen­
te, el sindicalismo oficialista se basa tanto en la concentración 
de conflictos al momento de la negociación contractual, como en 
la centralización del poder sindical en manos de la dirección, y 
si a esto se añade el economicismo y el mutualismo de la mayor 
parte de la clase obrera mexicana, el surgimiento de conflictos 
relativos a la autonomía del trabajo tenderá a debilitar tal cen­
tralización. Esto se debe a que en la medida de que un sector de 
la clase obrera tiene un interés creciente por las cuestiones relati­
vas a sus condiciones de trabajo y a la organización de la pro­
ducción, incrementa su participación, especialmente al nivel/o­
cal, manifestándose de manera más espontánea, y por ambas 
razones, en una forma menos dependiente de la dirección sindi­
cal. Esto se explica porque los conflictos relativos al trabajo in­
volucran directamente a los obreros en el lugar mismo donde se 
lleva a cabo el trabajo y precisamente en el momento en que su 
concepción del trabajo entra en conflicto con la de la empresa. 
Por otra parte, ningún acuerdo que haya sido negociado entre 
sindicato y empresa en cuanto a movimientos y ritmos de labo­
res, puede ser vigilado fuera del lugar mismo de trabajo. Mien­
tras que las cuestiones económicas relativas a prestaciones, se­
guridad en el empleo, promoción, etc., pueden ser discutidas al 
momento de la revisión del contrato colectivo y ser atendidas a 
nivel de la cúpula sindical, los problemas directamente relacio­
nados con el trabajo, con la autonomía del obrero frente a la 
organización de la producción establecida por el departamento 
de planeación de la empresa y aplicada por los supervisore{y ca­
pataces, se manifiestan en la propia área de trabajo. Como pue­
de observarse, las reivindicaciones relacionadas con estos pro­
blemas, dependen .de elementos más difíciles de conciliar al 
momento de la negociación colectiva; asimismo es más difícil vi-
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gilar la aplicación de las soluciones desde la dirección sindical. 
El proceso mencionado implica una mayor participación de 

los obreros, tanto en lo que se refiere al planteamiento de reivin­
dicaciones, como en lo que toca al proceso de vigilancia; en el 
caso mexicano se da una tendencia "natural" a la descentraliza­
ción del poder sindical. Pero también puede significar que si la 
acción obrera no está basada más que en uno de los principios 
constitutivos de la conciencia obrera, esto es, en la identidad de 
los obreros calificados, o si la brecha que existe entre los traba­
jadores que tienen un proyecto de autonomía en el trabajo y aque­
llos que no están interesados más que en las reivindicaciones eco-

~ nómicas es demasiado amplia, existe el riesgo de que la acción 
se convierta en una acción corporativa de defensa del privilegio 
que representa el contar con un oficio. 

EL RECHAZO AL PATERNALISMO PATRONAL Y SINDICAL 

En una situación como la que prevalece en México, el interés cre­
ciente por las cuestiones relacionadas con el proceso de trabajo 
y, como consecuencia, el aumento de conflictos relativos a la auto­
nomía del trabajo, tiene implicaciones muy significativas. He­
mos visto que la legislación mexicana del trabajo, tiende a con­
centrar toda expresión del conflicto obrero-patronal en la 
contratación colectiva. Ahora bien, cuando se plantea un mayor 
interés por problemas relacionados con la organización del tra­
bajo, se constata un reto a esta situación tradicional. 

En primer lugar, los conflictos tienden a manifestarse fuera 
del contexto estrictamente contractual, es decir, fuera de los pe­
riodos de negociación colectiva. Ello puede expresarse bajo la 
forma de conflictos localizados en un departamento específico 
de la empresa, que pueden llegar a generalizarse al resto del es­
tablecimiento, dando lugar a paros espontáneos de trabajo, al 
tortugui_~mo, etc. :&1 surgimiento qe este tipo de conflictos se ma­
n~n interes creCiente de un' secfor, de los obreros por 
cuesttc.:mai' el poder de decisión tradicíonal de la empresa. He­
mos visto este tipo de sucesos en las empresas que estudiamos, 
así como en otros trabajos que describen la situación en las em­
presas de la industria automotriz (Roxborough, 1., 1984; Valen­
ti, J., 1978; Bazán, L., 1977). Los conflictos que se dan a nivel 
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del lugar mismo de trabajo, rompen con la periodicidad anual 
y con la concentración del conflicto en la negociación sindical; 
amenazan la relación paternalista entre obrero y empresa, así 
como la relación paternalista y clientelista que existe entre el obre­
ro y el sindicato. De la misma forma que el obrero calificado re­
chaza la concentración del poder de decisión sobre el proceso y 
la organización del trabajo, se muestra renuente a un tipo de auto­
ridad patronal fundada sobre el paternalismo. La autoridad pa­
ternalista y clientelista del sindicato, basada en el hecho de que 
todas las demandas son dirimidas por la dirección sindical, tam­
bién es amenazada por el surgimiento de este tipo de problemas. 

Si analizamos las relaciones industriales bajo la óptica de la 
escuela norteamericana, claramente influenciada por la teoría de 
la modernización, podríamos concluir que es precisamente esto 
lo que caracteriza la transformación de las relaciones tradicio­
nales, de las sociedades agraria y mercantil, en relaciones mo­
dernas típicas de la sociedad industrial. Pero, como lo veremos 
en esta discusión, nuestra interpretación difiere de la de esta es­
cuela en varios puntos. 

La ruptura con un tipo de autoridad paternalista, como la 
que todavía opera en su expresión más pura en el caso de los sin­
dicatos blancos de Monterrey, pero también en algunas de las 
paraestatales (aunque en este caso no exista el control directo de 
la empresa sobre los sindicatos), así como en buena parte de las 
pequeñ.as empresas de los sectores tradicionales, es claramente 
perceptible en el ejemplo de CINSA-CIFUNSA en Saltillo (donde 
la política laboral era muy similar a la que se aplicaba en las em­
presas de Monterrey), o en la siderúrgica Las Truchas, durante 
los dos primeros añ.os de su funcionamiento. 

El caso de la siderúrgica Sicartsa se distingue porque ahí se 
entretejen dos elementos significativos. Por una parte, Sicartsa 
contrató buena parte de su personal de la región circundante, entre 
una población fundamentalmente de origen rural. Sólo existía 
un pequeñ.o sector de obreros provenientes de zonas urbanas, ge­
neralmente de los estados limítrofes, los cuales fueron contrata­
dos por disponer de una experiencia anterior en tareas de man­
tenimiento; éstos fueron directamente canalizados a realizar este 
tipo de labores en la planta siderúrgica. Los trabajadores que te­
nían una experiencia anterior de trabajo urbano y aquellos, de 
entre los obreros de origen rural, que contaban con un nivel de 
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escolaridad por encima del promedio, eran seleccionados para 
recibir una formación hasta de dos años, a fin de que ejercieran 
tareas de mantenimiento. Por su parte, los trabajadores de ori­
gen rural, con bajos niveles de escolaridad generalmente fueron 
destinados a ocupar los puestos de operación. Del total de los 
obreros que nunca estuvieron en contacto con el trabajo agríco­
la y que ocupaban un puesto de oficial, que requiere alguna es­
pecialización (43 obreros), 1 7007o estaba asignado a tareas de 
mantenimiento. Esta relación se invierte para los obreros con ex­
periencia de trabajo agrícola y que también ocupaban esta posi­
ción elevada de la jerarquía ocupacional (76 obreros), de los cuales 
sólo 47% estaba laborando en tareas de mantenimiento (Bizberg, 
1., 1982). 

Por otra parte, a causa de la propia complejidad de la plan­
ta siderúrgica, que empleaba (en 1979) a poco más de 5 000 obre­
ros, y por efecto de la aparición, desde mediados de 1977, de una 
corriente sindical llamada la Línea Proletaria, la importancia de 
los delegados departamentales se amplificó y sus atribuciones para 
resolver los problemas localizados al nivel de las distintas áreas 
de trabajo se extendió considerablemente. Es necesario afiadir, 
además, que el arranque de la planta Sicartsa se llevó a cabo en 
condiciones difíciles que se áfiadieron a los inconvenientes natu­
rales de la puesta en marcha de una siderúrgica, la cual, en prin­
cipio, debía llegar a producir, con un solo alto horno, más de 
un millón de toneladas de acero por año. Tales dificultades re­
sultaron de la homologación de los distintos equipos utilizados 
para construir la planta, mismos que provenían de 18 distintas 
compafiías de diferentes orígenes nacionales, y que habían sido 
utilizados con la idea de aprovechar la tecnología más avanzada 
en cada uno de los distintos procesos de producción de acero. 
Así, el arranque de la producción se dio entre 1976 y 1977, el 
momento más álgido de la crisis económica posterior al sexenio 
de Echeverría, cuando además, se multiplicaron los ataques contra 
Las Truchas, que era el proyecto individual más importante del 
sexenio, lo que sometió a la planta a presiones económicas que, 

1 Nos referimos en este caso a los oficiales, tanto de mantenimiento como 
de operación. Las otras dos grandes categorías que existen son ayudantes y 
peones. 
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en numerosos casos, no permitieron a la empresa obtener los re­
cursos necesarios para que la planta funcionara en las mejores 
condiciones posibles. Todo ello tuvo relación con el cuestiona­
miento de las relaciones sociales que existían entre el sindicato 
y la empresa y entre el sindicato y sus bases, y que analizaremos 
en las líneas siguientes. 

Durante todo el sexenio de Echeverría, el proyecto Las Tru­
chas absorbió una gran parte de los recursos económicos y polí­
ticos, tanto porque Sicartsa debía convertirse en una empresa pú­
blica modelo, que de hecho consolidaba el monopolio del Estado 
en la producción de aceros redondos, como porque estaba pla­
neada como un modelo en el plan social, un polo de desarrollo 
económico. El proyecto incluía la construcción de una ciudad 
completa, con habitaciones para los obreros y técnicos de la em­
presa. El director y una buena parte del personal de alto rango 
estaban estrechamente ligados al "padre" del proyecto, el gene­
ral Lázaro Cárdenas, que fallece en 1970, el año mismo en que 
se decide la puesta en marcha. El primer director de Sicartsa fue 
un ex secretario cardenista, y el propio hijo de Cárdenas, Cuauh­
témoc, fue subdirector de la empresa hasta poco antes del inicio 
de la producción de acero. Por su parte, Rafael Melgoza, el se­
cretario general de la sección 271 del SNTMMSRM, la cual se creó 
dos años antes de este arranque de producción, estaba estrecha­
mente ligado al grupo cardenista. 2 

Tanto por el lado de la empresa, como por el sindicato, las 
condiciones dadas eran idóneas para aplicar una política social 
''generosa" respecto a las reivindicaciones y en general, a los pro­
blemas obreros. La empresa incluso intentaba adelantarse al plan­
teamiento de reivindicaciones, a tal punto que en el Estudio so­
bre el costo de la mano de obra que se había llevado a cabo desde 
1970, se preveían clara y precisamente las medidas concretas y 

2 Después de su salida del sindicato y de la empresa -ya que fue expul­
sado en 1978 del Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos 
por la corriente oficialista, por haberse unido, en la XX Convención del sindi­
cato, a un grupo que intentaba oponerse a la reelección de Napoleón Gómez 
Sada- Melgoza es elegido presidente municipal de Lázaro Cárdenas, Michoa­
cán, donde se encuentra la siderúrgica; desde el 6 de julio de 1988 es diputado 
federal por el distrito con cabecera en Lázaro Cárdenas, por el Frente Carde­
nista. 
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el costo que representarían para la empresa. Las concesiones se­
rían ofrecidas, con el objeto de mantener e incluso incrementar 
el poder adquisitivo de los obreros frente al aumento de los pre­
cios, el cual se prevía como consecuencia de la instalación de toda 
la serie de empresas que supuestamente sucederían a la puesta 
en marcha de la siderúrgica. Se contempló, también, la conce­
sión de toda una serie de prestaciones adicionales para cada una 
de las contrataciones colectivas: becas de estudio, días libres, co­
bertura de seguridad social, construcción y financiamiento de vi­
vienda, entre otras. La situación era complicada, sobre todo en 
lo que respecta a la vivienda, dado el aislamiento en el que se 
encontraba la región. Es evidente que en la medida en que Si­
cartsa se conformó como el proyecto industrial más importante 
del gobierno de Echeverría, la administración dispuso de los re­
cursos necesarios para aplicar este tipo de política laboral; así 
los miembros del sindicato consideraban que en cada negocia­
ción se lograban las máximas concesiones que era posible. 

Desde el punto de vista sindical, el dirigente que tomó pose­
sión de la dirección antes que el conjunto de los trabajadores de 
la producción hubieran comenzado a laborar, 3 con el acuerdo 
de la propia administración de la empresa, intentó que el sindi­
cato recién creado no fuese afiliado a la CTM porque esta orga­
nización había'' ... demostrado que ella no era representativa, que 
no defendía los intereses de sus trabajadores" (Rafael Melgoza, 
entrevista, 1975). A pesar de que el sindicato intentaba mante­
nerse independiente de toda central, la Secretaría del Trabajo de­
terminó que sólo podría legalizar al sindicato si accedía afiliarse 
al SNTMMSRM. Melgoza afirma al respecto: "Le teníamos mu­
chos escrúpulos a la CTM porque había demostrado que no ha­
bía representación, que no se defendían realmente los intereses 
de los trabajadores. Al sindicato minero no lo habíamos oído 
nombrar, ni queríamos nada con él" (entrevista con Rafael Mel­
goza, 1975). A pesar de su inclusión a este sindicato, el funcio­
namiento interno de la sección 271 continuó muy alejado del sin­
dicalismo oficial, como lo había estado desde sus inicios, en lo 

3 Rafael Melgoza era un técnico de la construcción; al momento de la crea­
ción del sindicato, la empresa solamente ocupaba a 300 personas, en su mayo­
ría técnicos. 
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que a su actitud hacia el espacio que se ofrecía y al interés que 
demostraba su dirigente respecto a la participación de los obre­
ros en los asuntos sindicales.4 

Esta circunstancia pudo rnanten(:rse durante todo el tiempo 
en que existieron los recursos suficientes para aplicar la política 
"generosa" de la empresa, pero también mientras las demandas 
obreras se orientaron sólo a mejoras económicas y de prestacio­
nes. Pero el inicio del funcionamiento de la planta dio lugar a 
conflictos que resultaban por una parte, de la problemática de­
rivada del arranque de una empresa tan compleja, corno es una 
siderúrgica, y por otra, del tipo de reivindicaciones que implica­
ban las nuevas condiciones de trabajo, pues para ese momento 
ya habían sido contratados los obreros que, en conjunto, harían 
funcionar la siderúrgica. El sindicato y las relaciones industria­
les existentes se habían constituido en un momento en que lama­
yoría de los trabajadores eran técnicos de la construcción; pero 
al comenzar a funcionar la planta, cambió radicalmente la com­
posición de los miembros del sindicato; ahora se conformaba por 
obreros de la producción y mantenimiento de la planta; esto ten­
dría, a su vez, corno efecto la alteración de las condiciones de 
base del funcionamiento sindical. 

El arranque de la producción coincide con la crisis económi­
ca de finales del sexenio de Echeverría, la cual afectó principal­
mente la capacidad financiera del Estado. La huelga del verano 
de 1977 puede ser parcialmente explicada por la coyuntura que 
enfrentaba la siderúrgica, resultado, en gran medida, de una pre­
sión por parte del sindicato y de la empresa, sobre el gobierno 
federal, para que éste continuara dando apoyo económico a la 
parte del proyecto que ya estaba en marcha y cumpliera con las 

4 De hecho, a pesar de que Melgoza mencionaba que no querían entrar 
a la CTM, esta eventualidad sólo pudo darse durante la construcción; ningún 
sindicato importante de la siderúrgica está fuera del SNTMMSRM. El que no co­
nociera a este último, es bastante dudoso. Lo más lógico era, como efectiva­
mente sucedió, que el sindicato de Sicartsa formara parte de él. En lo que 
se refiere a la decisión del gobierno de forzar la inclusión del sindicato al 
SNTMMSRM y no permitir un sindicato independiente, a pesar de que la refor­
ma que intentaba llevar a cabo el presidente Echeverría incluía el reconocimien­
to en diversos sectores industriales de sindicatos independientes; quizá se debió 
a la existencia de intenciones que desconocemos y que probablémente surgieron 
del gobierno y se dirigían a cambios en la dirección del sindicato minero. 
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otras etapas que habían sido planeadas. Las declaraciones del se­
cretario general del sindicato son muy claras al respecto: él pro­
pone que los obreros vayan a la huelga para presionar al gobier­
no federal a " ... que reconsidere su actitud y no suspenda la 
construcción de la segunda etapa de la siderúrgica'' ·(Excelsior, 
16/VI/77). "No existirá congruencia entre las obras de Sicartsa 
y la infraestructura realizada en la zona mientras no se hayan 
llevado a feliz término las obras propuestas por el general Láza­
ro Cárdenas, la continuación de la segunda etapa" (Voz de la 
Costa, 13/VII/77). El director de Sicartsa también intenta pre­
sionar al gobierno federal a fin de que entienda que la empresa 
no está preparada para responder a las reivindicaciones obreras 
en tal situación. Así que poco antes del inicio de la huelga, le 
escribe al responsable de la Dirección General de Conciliación 
que: 

Es nuestro deber evitar la huelga de trabajadores de Sicartsa y si 
desgraciadamente ella llegara a estallar, que dure el menor tiempo 
posible. Atentamente le ruego que se sirva darnos todas las indica­
ciones que estime pertinentes, las que seguiremos indudablemente, 
pues reconocemos que no tenemos ninguna experiencia en ese tipo 
de conflictos y que en cambio usted tiene una muy valiosa y ade­
más completa y actual (expediente de la sección 271 del SNTMMSRM 

en la DGC). 

Si bien es evidente que la coyuntura económica del país y las 
condiciones específicas del proyecto Las Truchas explican en parte 
el debilitamiento de la política paternalista, la acelerada pérdida 
de poder del dirig~nte sindical Melgoza, a pesar de que conser­
vaba su popularidad y carisma, tiene raíces más profundas. Es­
tas razones se transparentan en el pliego petitorio de reivindica­
ciones que trascienden a las demandas puramente económicas, 
así como en la multiplicación de conflictos localizados en las áreas 
de trabajo, desde el momento mismo de la terminación de la pri­
mera huelga. En lo que se refiere a las reivindicaciones relativas 
a las condiciones de trabajo, el pliego de peticiones demandaba 
la reclasificación de algunos puestos Oo que en cierta medida puede 
considerarse como una demanda económica) que implicaban 
riesgos de trabajo o en virtud de la calificación que se reque­
ría, .la cual correspondía a una categoría salarial más eleva­
da. Se exigía también, para el caso de algunas tareas, que eran 
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particularmente peligrosas o fatigantes, la reducción de la jor­
nada de labores, ya que la situación no podía ser resuelta me­
diante el mejoramiento de los equipos de seguridad. Pero una 
de las reivindicaciones más sorprendentes fue la exigencia de que 
el sindicato formara parte de un comité de empresa compuesto 
por cinco trabajadores que tuvieran acceso a las reuniones del 
consejo de administración de Sicartsa. Se consideraba que du­
rante la etapa de la construcción, se habían cometido errores y 
operaciones dudosas, y que ello se traducía en un dispendio de 
recursos que podría ser evitado en el futuro, gracias a la vigilan­
cia sindical sobre de la gestión de la empresa (pliego de peticio­
nes, sección 271, 1977). 

Estas reivindicaciones que surgen a partir de 1977, así como 
los conflictos que se generan en las áreas de trabajo durante el 
primer año de funcionamiento de la planta (los cuales discutire­
mos más adelante, cuando abordemos las características de la ac­
ción obrera) escapan, sin duda, a un sistema de relaciones in­
dustriales basado en un tipo de autoridad paternalista, tal como 
había sido concebido y construido por la dirección de la empre­
sa, así como por la dirección sindical. A pesar de que seguía exis­
tiendo la voluntad de la empresa de seguir una política laboral 
generosa y de que la popularidad de la dirección sindical se ha­
bía mantenido prácticamente intacta, s los conflictos y reivindi­
caciones obreras pronto las rebasaron. De esta forma, las rei­
vindicaciones extraeconómicas se traducen en una serie de 
conflictos localizados y particulares que escapan al control de la 
dirección sindical, debilitan a Melgoza y sobre todo refuerzan 
a la Línea Proletaria, que era muy activa a nivel de las áreas de 
trabajo y que rechazaba resueltamente las actitudes paternalistas. 

Conocemos los detalles de otro caso donde se dio la ruptura 
de una relación industrial basada en el paternalismo; se trata de 
CINSA-CIFUNSA. Camacho describe el primer conflicto laboral de 
la historia de esta empresa, productora de manufacturas de con-

s Cuando llevamos a cabo la encuesta, en 1979, la gran mayoría de los 
obreros entrevistados consideraban que Melgoza había sido el mejor secretario 
general que había tenido el sindicato. El hecho de que el propio Melgoza haya 
sido electo presidente municipal, como candidato del PRI, y finalmente, como 
diputado federal, por el Frente Cardenista, atestigua, en cierta medida, que to­
davía conserva su popularidad. 
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sumo duradero. Las relaciones industriales en esta planta evolu­
cionan de una manera muy similar al caso que fue analizado por 
Sennett, el de la empresa Pullman, establecimiento norteameri­
cano de producción de carros de ferrocarril que registró una huelga 
a fines del siglo pasado. En el caso de CINSA-CIFUNSA de Salti­
llo, no sabemos exactamente si existía o no un sector importante 
de obreros de mantenimiento, ni en qué medida el paternalismo 
era capaz de enfrentar los conflictos surgidos al interior de la fá­
brica. Pero sí tenemos algunos indicadores que aluden indirec­
tamente a estas cuestiones. Según la descripción de Camacho, 
la política de relaciones industriales no se pudo adaptar al creci­
miento de la empresa, a su modernización, a la diversificación 
de la producción y a su creciente complejidad. La dirección de 
la empresa intentaba aplicar la política laboral que había sido 
establecida por el creador del grupo, cuando la empresa era un 
simple taller que contaba con cinco trabajadores. Se sabe que 
a pesar del crecimiento de la empresa, el patrón se encargaba per­
sonalmente de todos los problemas de relaciones industriales. Des­
pués de su muerte, sus descendientes y los administradores in­
tentaron seguir aplicando esa política laboral; partían del principio 
de que los conflictos surgidos de las relaciones industriales re­
presentaban sólo un problema entre otros. Aunque no era posi­
ble respetar cabalmente la política de relaciones personales y de 
pequeños favores individuales que había sido aplicada por el crea­
dor del grupo Saltillo, los salarios seguían siendo los más eleva­
dos de la región y los directivos se preocupaban de las condicio­
nes de vida y de salud de los trabajadores, de una manera análoga 
a lo que sigue sucediendo en algunas de las empresas de Monte­
rrey. Pero esta política paternalista hacia los obreros implicaba 
una posición muy estricta e intolerante hacia el sindicalismo, ya 
que se tendía a ejercer un control directo sobre el sindicato (como 
es el caso de los sindicatos blancos de algunas de las empresas 
de Monterrey, donde el patronato administra al sindicato, im­
pone a los dirigentes, etc.), y de manera general, no distinguía 
la representatividad real de cualquier organización sindical, y 
la disidencia sindical (Camacho, M., 1975). 

Por otra parte, la situación regional, como la nacional, ha­
bía cambiado radicalmente a comienzos de los años setenta. El 
grupo Saltillo ya no era la única fuente de empleo en la región 
y la inflación comenzaba a carcomer las ventajas salariales y las 
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prestaciones de los trabajadores del grupo. En CIFUNSA, como 
en el caso de Pullman, se da el fenómeno de que en la medida en 
que el paternalismo conduce a la personalización de las rela­
ciones sociales, incluso en una situación ajena a la empresa, como 
es una crisis económica, se impone el deterioro de las relaciones 
industriales basadas sobre ese tipo de autoridad. "Yo, tu emplea­
dor, me ocupo de ti y continuaré haciéndolo. No obstante, ésta 
es una fórmula peligrosa. Cuando las cosas van mal, los emplea­
dos no cuestionan las abstracciones como el mercado, sino al mis­
mo jefe de empresa. Lo hacen responsable de su poder "(Sen­
nett, R., 1982, p. 66). Tanto en el caso de Saltillo, como en el 
de Las Truchas, se observa que una situación difícil, resultado de 
problemas económicos generales, o de la complejidad natu­
ral de relaciones en una empresa, no solamente pone en dificul­
tades a un tipo de autoridad paternalista, sino que además, la 
misma " ... manera en la cual los obreros perciben (las relaciones 
con el patrón), en vez de contribuir el equilibrio, contribuyen a 
acentuar el conflicto" (Camacho, M., 1975, p. 423). 

Pero además de la fragilidad que es inherente a este tipo de 
relaciones industriales y que se expresa en la imputación de pro­
blemas que escapan a su esfera y sobre los cuales existe poca po­
sibilidad de control, la autoridad paternalista está basada en su 
capacidad para resolver cierto tipo de conflictos y reivindicacio­
nes, generalmente planteados por un sector de obreros de origen 
rural reciente y con poca calificación, que se encuentran en un 
proceso de promoción social. Esto quiere decir, como también 
lo vimos, que en ambos casos, la aparición de nuevos problemas 
derivados de un cambio significativo en la composición de la fuer­
za de trabajo, resultado de la creciente complejidad en el fun­
cionamiento de una empresa, contribuyen a minar un tipo de re­
laciones industriales basadas sobre el paternalismo 

LA DESCENTRALIZACIÓN DEL PODER SINDICAL 

Los conflictos que surgen en torno a la organización del traba­
jo, no solamente afectan las relaciones entre los obreros y la ad­
ministración patronal, sino también la vida interna del sindica­
to, especialmente la que existe entre los dirigentes sindicales y 
los obreros. De la misma manera que el conflicto, la negocia-
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ción, las reivindicaciones y la vigilancia de los acuerdos se des­
plaza de la mesa de negociaciones al lugar de trabajo; son los 
obreros los que paulatinamente sustituyen a los dirigentes sindi­
cales en lo que se refiere al control de las acciones que se susci­
tan a este nivel. Las acciones obreras, al nivel del lugar de traba­
jo, son difícilmente controlables por parte de la dirección sindical 
y en numerosas ocasiones, sólo pueden ser recuperadas al precio 
de la pérdida del poder de decisión de esta última. 

En 1978, en Las Truchas hubo por lo menos cuatro paros 
espontáneos de trabajo que la dirección espuria del sindicato no 
pudo recuperar. Además, los trabajadores del área de aceración 
habían establecido como consigna, limitar la producción de cada 
turno, a fin de obligar a la empresa a mejorar las condiciones 
de trabajo. Así, la administración se vio en la necesidad de nego­
ciar, en algunos casos, directamente con los obreros. Pero lo más 
importante es que los dirigentes sindicales quedaron al margen 
de estos movimientos. 

En el caso de Monclova, la dirección sindical representativa 
y legítimamente electa intentó recuperar las acciones espontá­
neas y negociar sus causas con la empresa, y lo logró. A partir 
de 1976, año en el cual inicia la producción en la planta 2 de 
AHMSA, las acciones son muy frecuentes y, como lo demuestran 
los volantes sindicales distribuidos para la ocasión, los conflic­
tos eran, en general, provocados por inconformidades respecto 
a la organización del trabajo. Se cuestionaba la distribución de 
las tareas, la jerarquía ocupacional y, en ocasiones, el autorita­
rismo de la dirección de la empresa en un momento tan crítico 
como es el arranque de la producción. En otros casos, se trataba 
de conflictos referentes a las normas de seguridad en la empresa 
y a las diferencias de salario entre los obreros de las plantas 1 y 2. 

Bajo la presión de estas acciones que surgen en las áreas de 
trabajo, la dirección sindical prácticamente fue obligada a incluir 
en el pliego petitorio para la negociación de 1981, una cláusula 
relativa a la reducción de la jornada de trabajo en los departa­
mentos'cuyas condiciones así lo exigían. De una manera análo­
ga, la dirección dominada por la Línea Proletaria, había nego­
ciado unos años antes que se estableciera claramente la 
especificación de labores y categorías, lo cual no figuraba en el 
primer contrato colectivo. La dirección sindical precedente ha­
bía dejado a la empresa la total libertad para efectuar, en el mo-
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mento de arranque de la planta, todos los movimientos de per­
sonal que fueran necesarios. De hecho, fue precisamente la 
incapacidad, o más bien el desistimiento de la primera dirección 
sindical oficialista para negociar este tipo de cuestiones, lo que 
contribuyó a que ésta fuera remplazada por la Línea Proletaria 
en las elecciones de 1978. Asimismo, la no aplicación del acuer­
do de 1981, que establecía la reducción de la jornada de trabajo 
para algunos departamentos de la planta, implicó la pérdida de 
legitimidad de la Línea Proletaria y su eventual derrota en las 
elecciones de 1984. 

Como resultado de las negociaciones del contrato colectivo 
de 1981, se llegó a un acuerdo entre la empresa y el sindicato con 
la finalidad de que fuera establecida una comisión de la Secreta­
ría del Trabajo, que se encargara de estudiar las condiciones en 
todos los departamentos de las plantas siderúrgicas de Altos Hor­
nos, y que planteara las recomendaciones concernientes con el 
fin de decidir cuáles de estas áreas y puestos de trabajo amerita­
ban una reducción en la jornada laboral. La decisión de la Línea 
Proletaria, en el sentido de exigir la negociación en este rubro, 
puede interpretarse como un movimiento emanado de la direc­
ción de las secciones siderúrgicas, en su intento por recuperar el 
control de las acciones espontáneas expresadas, desde 1978, por 
los jóvenes obreros de la planta 2. Esta medida tenía que ser ex­
tendida automáticamente a la planta 1, dado que la Línea Prole­
taria también estaba a la cabeza de la dirección del sindicato en 
esta empresa. 

Tal estrategia fue adoptada tres afios después de que estaco­
rriente sindical intt:ntara derrotar a la dirección oficial del Sindi­
cato Minero-Metalúrgico. La Línea Proletaria tenía que empe­
fiarse en recuperar los movimientos espontáneos que se habían 
desarrollado -con su anuencia- en forma descentralizada, por 
dos razones: en primer lugar, porque la Línea comenzó a tomar 
conciencia de que la corriente oficialista en el seno de las seccio­
nes 147 y 288 de AHMSA se estaba consolidando; en segundo lu­
~ar, porque la propia Línea se iba debilitando, en virtud de su 
mcapacidad para canalizar estas demandas; es ilustrativa la esci­
sión que se dio en sus propias filas, a causa de una corriente que 
pretendía ser más radical y que cuestionaba su legitimidad.· 

Aunque la firma de este acuerdo sobre el estudio previo a 
la reducción de la jornada laboral fue considerada en su momento 
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como una gran victoria -se logró la recuperación de las accio­
nes locales y espontáneas y parte de la legitimidad perdida de la 
Línea-, las acciones recomenzaron cuando los obreros se per­
cataron de que a pesar de que los estudios fueron llevados a cabo, 
no había ninguna intención de aplicar las recomendaciones deri­
vadas de ellos. Los paros y el tortuguismo que se dieron a partir 
de este momento tenían como objetivo principal forzar a la em­
presa a aplicar los resultados del estudio, que incluso habían sido 
publicados. Sin embargo, el único efecto fue el despido de un 
gran número de jóvenes obreros de la planta 2 y la impresión 
de que la Línea Proletaria no había sido capaz de forzar a la 
empresa a respetar los acuerdos ni a enfrentar el desafío que cons­
tituían los despidos. Por su parte, la propia Línea Proletaria ne­
goció con la empresa que sólo una parte de los obreros fueran 
separados de su trabajo, los más activos en estas acciones que 
la dirección de la sección 288 no podía controlar. En resumen, la 
debilidad de la Línea Proletaria frente al rechazo por parte de 
la empresa, en el sentido de respetar el acuerdo, que quizá nun­
ca había sido pensado en términos de materialización, se ex­
presó en su incapacidad para responder efectivamente a los ce­
ses; lo más criticable era su colusión con la empresa para el des­
pido de una parte de los obreros, lo cual tuvo como consecuencia 
el paulatino desgaste de esta corriente, que culminó con su de­
rrota en las elecciones de 1984. 

Para el objetivo de nuestra interpretación, lo esencial es per­
cibir que el surgimiento de un conflicto y el creciente interés de 
los obreros por los asuntos relativos a ;as condiciones de traba­
jo, condujo a una situación difícilmente, o menos fácilmente, con­
trolable por parte de la dirección sindical. Ello se confirma en 
el caso de la planta 2 de AHMSA, tanto al momento de que la 
dirección oficialista de la sección es remplazada por la Línea Pro­
letaria, como cuando esta última es marginada. 

Otros casos, en el de Nissan, ilustran el mismo fenómeno. 
Aquí la dirección oficialista del sindicato fue remplazada por la 
Unión Obrera Independiente (UOI), cuando ésta demostraba ser 
incapaz de responder a las reivindicaciones relativas a las condi­
ciones de trabajo, que preocupaban cada vez más a los obreros. 
Los obreros de Nissan rechazaron a la dirección oficialista del 
sindicato, a pesar de que ésta siempre había logrado obtener sa­
larios comparables a los de otras empresas del ramo automotriz. 
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Como lo señ.ala Valenti, en este caso, los responsables sindicales 
nunca tomaron en cuenta los problemas relativos a la organiza­
ción del trabajo; incluso descuidaron demandas tradicionales, 
como la estabilidad en el empleo, considerando que existía en 
esta empresa una proporción importante de trabajadores even­
tuales (Valenti, J., 1978). 

Otra consecuencia del incremento de conflictos relativos a 
la organización del trabajo, es que tiende a desparecer la tradi­
cional debilidad -en muchos casos se expresa la ausencia 
absoluta- de la organización sindical a nivel de las áreas de tra­
bajo. Este es el caso de la industria automotriz y de otros secto­
res industriales como la siderúrgica. Podríamos pensar que la de­
bilidad de este tipo de organización explica que los sindicatos no 
hayan demostrado interés alguno por tener injerencia en el pro­
ceso de trabajo. La definición de la organización del trabajo es 
tradicionalmente una facultad exclusiva de la empresa (Roxbo­
rough, 1., 1983). Aunque no podríamos asegurar que esta falta 
de interés haya sido la causa o bien, la consecuencia de la debili­
dad de esta organización sindical al nivel de las áreas de trabajo, 
sí existen indicadores en el sentido de que en el momento en el 
que se manifiesta la preocupación por tener un mayor poder de 
decisión sobre la organización del trabajo (ya sea que el interés 
surja de una fracción de los obreros o bien, que represente la ex­
presión de la voluntad política de una determinada corriente sin­
dical), se observa un rejorzamiento de la organización sindical 
a nivel departamental. 

Hemos observado este fenómeno en los sindicatos de la in­
dustria siderúrgica que estudiamos, en los cuales la corriente sin­
dical que logró tomar el poder, asumía como parte de sus princi­
pios, el reforzamiento de la organización departamental. Pero 
también se dio en la industria automotriz, y no solamente en las 
empresas cuyos sindicatos estaban controlados por la UOI, una 
corriente que promovía explícitamente este tipo de organización, 
sino también en los establecimientos donde la CTM o la CROC, 

negociaban el contrato colectivo. 
Así, la relación que existe entre un incremento en la frecuen­

cia de los conflictos relacionados con el proceso de trabajo, y 
la presencia sindical a nivel de los departamentos, es doble. En 
primer lugar, un mayor número de conflictos relativos a las con­
diciones de trabajo, originan una tendencia "natural" a la crea-
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ción de una estructura sindical por áreas de trabajo, en la medi­
da en que los obreros llevan a cabo acciones, se reúnen, discuten 
y negocian con sus jefes inmediatos, exigen de su dirección sin­
dical la inclusión de ciertas reivindicaciones particulares en la ne­
gociación colectiva, y eligen delegados departamentales para es­
tos fines. Cuando en la conformación del sindicato se prevé la 
organización departamental, el creciente interés por cuestionar 
la organización del trabajo exige una profundización>y asigna­
ción de mayores atribuciones. En virtud de que los problemas 
de la organización del trabajo están más cerca del lugar de labo­
res, se origina una mayor tendencia a recurrir al delegado sindi­
cal para expresar las reivindicaciones, y no al nivel de la direc­
ción sindical, más distanciada del lugar en el que se efectúa el 
trabajo. Esta tendencia se presenta más frecuentemente en sec­
tores industriales tales como el siderúrgico o el automotriz, cu­
yas empresas son grandes y complejas. 

En segundo lugar, en la medida en que se incrementan los 
conflictos al nivel del lugar de trabajo, la estructura por departa­
mentos es necesaria para que la propia dirección sindical man­
tenga el control del sindicato. Esto es todavía más importante 
en las grandes empresas donde la dirección sindical tiene que dis­
poner de los canales adecuados para conocer y canalizar las de­
mandas, con el objetivo de evitar al máximo los conflictos es­
pontáneos que pueden escapar a su control. La dirección sindical 
debe tener la capacidad de conocer y resolver estos asuntos me­
diante un delegado sindical, que sea a la vez representante de los 
obreros de un determinado departamento y funcionario del sin­
dicato, y por ello, dependiente de la dirección. Cualquier direc­
ción sindical, en un contexto de multiplicación de conflictos en 
las áreas de trabajo, debe fortalecer esta organización y, en la 
medida de lo posible, controlar las formas de elección de los de­
legados y la amplitud de sus atribuciones. 

Son estas dos tendencias las.que predominan, y a pesar de 
que ambas tienen como consecuencia la descentralización de la 
organización sindical, mientras que. la primera implica una pro­
pensión "natural" a la descentrglización del poder sindical, la 
segunda, que es su contraparte, da lugar a una recentralización 
del mismo. Esta última apunta a la refuncionalización de una 
organización centralizada, en un contexto donde ésta se en­
frenta a fuerzas centrífugas. El que se imponga una u otra de 
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las dos tendencias, depende de la forma que se adopte para la 
elección y destitución de los delegados departamentales, del es­
tatuto y las atribuciones con que cuenten las asambleas y los de­
legados departamentales. Es por ello que el crecimiento del inte­
rés por las cuestiones relativas a las condiciones de trabajo y la 
consiguiente profundización de la organización departamental, 
no implica, como lo quisieron ver algunos analistas del sindica­
lismo mexicano, una tendencia necesaria e inmediata a la demo­
cratización sindical, en la medida en que ésta se encuentra in­
mersa en el marco de una relación de poder de la correlación de 
fuerzas que existe entre la base sindical y la dirección, así como 
de la voluntad y capacidad política de esta última para estable­
cer reglas de juego democráticas. 

Una descentralización real del poder sindical evidentemente 
depende de quién tenga la autoridad para designar y destituir a 
los delegados, de la forma mediante la cual son elegidos, así como 
de las facultades que se otorguen a éstos. Aunque es importante 
hacer notar el auge de su función en todos los conflictos, así como 
en el contexto interno de los sindicatos de la industria automo­
triz en el curso de los años setenta, Roxborough indica que, a 
partir de los casos estudiados en la industria automotriz, puede 
deducirse que este poder paralelo representa un aliado importante 
de las direcciones locales, cuando éstas logran imponer a delega­
dos que pertenecen a su misma corriente sindical, y un fuerte con­
tricante, cuando éstos pertecen a una corriente sindical contraria. 

También es interesante apuntar que, en un primer momen­
to, casi en todos los sindicatos se percibe efectivamente como un 
poder paralelo el surgimiento de los delegados departamentales, 
porque ellos son instituidos como representantes de los obreros 
no sólo ante la empresa, sino también frente a la propia direc­
ción sindical. Se nota además que las direcciones sindicales tien­
den rápidamente a limitar las atribuciones de los delegados y a 
reducir al mínimo su poder sindical. Se observa asimismo que 
aunque en la mayoría de los casos los delegados han logrado con­
servar la facultad de resolver los problemas cotidianos que sur­
gen en el desempeño del trabajo, aun en los sindicatos que se 
declaran democráticos, no logran mantener otra prerrogativa 
que la conferida a todos los miembros ordinarios del sindicato. 
En todos los casos las direcciones sindicales han logrado evitar 
que los delegados se constituyan en representantes de los intere-
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ses de los obreros de un determinado departamento. La política 
sindical, en la gran mayoría de los casos -y en alusión a la mis­
ma aspiración a una mayor democracia- está determinada ex­
clusivamente por la relación directa entre una dirección y una 
asamblea general. No se reconoce la representatividad de los de­
legados sindicales como intermediarios, ni en las negociaciones 
colectivas ni en las huelgas (Roxborough, 1983; Valenti, 1978). 

El sindicato de la empresa Chrysler de México constituye un 
caso extremo del nivel al que puede llegar la relación entre la base 
y la dirección sindical en lo que se refiere al papel que cumplen 
las asambleas departamentales. En este sindicato, los delegados 
no son escogidos por los obreros, sino directamente por la direc­
ción sindical, lo cual obliga a los primeros a actuar de manera 
directa como representantes de la dirección (Roxborough, 1., 
1983). En otros sindicatos de la industria automotriz, son los obre­
ros los que eligen a sus delegados en cada uno de los departa­
mentos, aunque la dirección sindical generalmente conserva la 
capacidad de destituirlos y de convocar a nuevas elecciones, como 
ocurre en los sindicatos siderúrgicos. En esta situación, cuando 
los delegados departamentales pertenecen a la misma corriente, 
refuerzan el poder de la dirección, y contribuyen incluso a cen­
tralizarlo. Inversamente, cuando pertenecen a otra tendencia, in­
tentan debilitar el poder directivo, aunque esto sólo es posible 
cuando existe una fuerte oposición a la dirección sindical o cuando 
hay un espacio abierto a la participación, porque, en general, la 
dirección tiene la facultad de destituir a los delegados y de con­
vocar a las asambleas departamentales, lo cual le permite impo­
ner como delegados a elementos que le son favorables. 

En el caso de Nissan, la creación de la figura de delegado 
departamental, se llevó a cabo cuando una corriente sindical afi­
liada a la UOI tomó el poder de la dirección del sindicato. Se acor­
dó entonces que la elección de los delegados se efectuara por voto 
directo de las asambleas departamentales, que los delegados elec­
tos de esta forma se mantuvieran en su cargo por tiempo inde­
terminado y que sólo los obreros tuvieran la facultad de desti­
tuirlos. Los delegados tenían como función resolver los problemas 
que surgían en las áreas de trabajo y gestionar su solución sin 
tener que recurrir a la dirección sindical. Además, las asambleas 
de departamento podían ser convocadas por el delegado o por 
alguno de los obreros (Bazán, L., 1977). 
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En la medida en que los trabajadores de cada área tienen la 
facultad de escoger y destituir a sus delegados, y que estos últi­
mos pueden administrar y resolver los conflictos que surgen a 
este nivel, y en la medida en que las asambleas pueden ser con­
vocadas por ellos o por los obreros, es claro que este tipo de or­
ganización constituye un elemerito descentralizador del poder sin­
dical. Esto es lo que sucedía en Nissan. Por el contrario, en el 
caso del sindicato de la Chrysler, donde la dirección escogía y 
destituía a los delegados, y las asambleas eran convocadas por 
la dirección del sindicato, solamente para informar a los obre­
ros sobre problemas a nivel departamental, sin que tuvieran la 
facultad de resolverlos, es evidente que el poder de la dirección 
sindical se ve reforzado e incluso extendido hacia lugares en donde 
antes estaba ausente. 

Por su parte, en los sindicatos de la siderurgia en la que los 
obreros eligen a sus delegados y los pueden destituir, la direc­
ción se reserva el derecho de revocarlos y de convocar a nuevas 
elecciones departamentales. Es claro que mediante esta atribu­
ción la dirección sindical tiene el poder de desarticular una acción 
derivada de la oposición, si ésta logra ejercer cierta influencia 
a través de los departamentos, como sucedió en Las Truchas. 
Los estatutos son muy claros al respecto. 

Los comisionados de Ajustes Generales o Departamentales ejerce­
rán sus funciones en el lugar de trabajo en donde presten sus servi­
cios con los asociados del Sindicato y su número será fijado por 
la Sección o Fracción a que pertenezcan, en la forma que haya uno 
en cada departamento de la negociación por lo que se refiere a es­
tos últimos y sólo podrán ser nombrados por el personal del de­
partamento al que correspondan o en su caso por el Comité Ejecu­
tivo Local [ ... ] En los casos en que dichos Delegados sean designados 
por los Ejecutivos Locales, su nombramiento deberd ser ratificado 
por la Asamblea más próxima (estatutos SNTMMSRM, 1966, con 
las reformas de 1970 y 1978, artículo 83, cursivas I.B.). 

La existencia de una organización departamental con auto­
nomía, aunque relativa, es fundamental no solamente para defi­
nir las relaciones entre las bases sindicales y sus dirigentes, sino 
para facilitar la gestación de una oposición sindical, y permitir 
un juego político más abierto al interior de los sindicatos. Ello 
podría llevarnos a considerar que, en cierta medida, este tipo de 
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organización es efectivamente un elemento que favorece la de­
mocracia sindical. El caso de Las Truchas es una buena ilus­
tración a este respecto. Los dirigentes de la corriente sindical 
llamada Democracia Proletaria pudieron seguir actuando e in­
fluyendo hacia el interior de la fábrica, a pesar de que habían 
sido excluidos del sindicato por la dirección nacional del 
SNTMMSRM. Pese a que la dirección sindical espuria, de la que 
ya hemos hablado, destituyó a todos los delegados sindicales elec­
tos durante el periodo en el que había tenido el poder la Línea 
Proletaria, y los sustituyó por elementos más favorables para ella, 
los líderes de la Democracia Proletaria, basándose en las atribu­
ciones que confieren los estatutos a los obreros, logró reunir las 
firmas necesarias, departamento por departamento, para desti­
tuir a los delegados ligados a la dirección sindical, y luego elegir 
a nuevos miembros, la mayoría de ellos simpatizantes de esta co­
rriente de oposición. Ello significó que, a pesar de que los mili­
tantes más importantes de esta corriente fueron despedidos, con­
tinuaron ejerciendo una influencia sobre la acción sindical por 
medio de los delegados que se identificaban con ellos, y que en 
ese momento representaban a la mayoría. Esto implicó la posi­
bilidad de que estuvieran presentes en las decisiones de la huelga 
de 1979, así como que se lograra la reinstalación de los despedi­
dos, después de una larga lucha. Si no hubiera existido una or­
ganización departamental o si la dirección sindical fuera la úni­
ca facultada para designar a los delegados, esto no hubiera sido 
posible, y en cambio podría haber significado que el despido de 
los dirigentes de la Democracia Proletaria determinara el fin de 
su influencia. 

Pero no sólo el tipo de elección es importante, sino también 
las atribuciones de las asambleas y de los delegados. En la ma­
yoría de los casos, desde el de la Chrysler hasta el de Nissan, los 
delegados no tienen más que una función consultiva sobre aque­
llos asuntos que rebasan su área de trabajo. En el caso de Nissan, 
uno de los más avanzados en la materia, Bazán nos indica que 
los delegados cumplían el papel de "correa de transmisión" en­
tre los obreros y el comité ejecutivo; éste organizaba asambleas 
periódicas con los delegados, en las cuales se discutía la política 
general de la gestión sindical y se expresaban las inquietudes de 
los obreros. Pero, a este nivel, los delegados solamente tenían 
atribuciones de consultoría; no podían llegar a exigir, como 
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representantes directos de los obreros, que la dirección sindical 
adoptara ciertas medidas o que integrara reivindicaciones suple­
mentarias en su negociación con la empresa. Esto también quie­
re decir que la dirección sindical podía evitar la organización de 
asambleas de delegados o no tomar en cuenta sus recomenda­
ciones. La dirección sindical sólo tenía obligación de recurrir a 
la asamblea general para la elaboración del pliego de peticiones 
presentado a la empresa (Bazán, L., 1977). 

Encontramos la misma situación en otros sindicatos, como 
el de la empresa AHMSA, planta 1, donde la organización por de­
partamento tenía una larga tradición. Los delegados, algunos de 
ellos electos muchos años antes (a veces hasta veinte), se aboca­
ban a la gestión cotidiana, mientras que la dirección se encarga­
ba de las acciones a nivel de la totalidad del sindicato. En ese 
caso no existía conflicto alguno entre las atribuciones; esto ex­
plica que no se haya dado un conflicto franco entre los delega­
dos electos durante la época oficialista y el comité ejecutivo do­
minado por la Línea Proletaria. En los estatutos del SNTMMSRM 
están claramente determinadas las facultades de los delegados de­
partamentales (llamados en el caso de este sindicato, comisiona­
dos de ajustes). No tienen atribución alguna en referencia a la 
elaboración de los pliegos petitorios, sólo están capacitados para 
actuar a nivel de departamento: su misión principal es la de vigilar 
el cumplimiento del contrato colectivo '' ... intervenir en todos los 
conflictos que se presenten en el desarrollo del trabajo ante el 
jefe inmediato correspondiente y cuidar que se resuelvan de acuer­
do con las estipulaciones del Contrato Colectivo de Trabajo y 
reglamentos interiores en vigor ... ". Pero incluso a nivel depar­
tamental su atribución está subordinada al comité ejecutivo lo­
cal, puesto que toda decisión debe ser ratificada por él; deben 
''tomar notas de los casos en que intervengan con motivo de las 
dificultades que se susciten, o de los arreglos que lleven a cabo 
y entregar copia al Secretario Local de Trabajo para que éste in­
forme a las asambleas y registre las violaciones al Contrato; en 
la inteligencia de que no podrdn firmar ningún documento con 
las empresas sin la intervención del Comité Ejecutivo Local 
(estatutos SNTMMSRM, 1966, con reformas de 1970 y 1978, 
artículos 84 y 89 respectivmente, cursivas I.B.). 

El único ejemplo del que tenemos conocimiento en el cual 
los delegados departamentales podían fungir como representan-
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tes de los intereses de los obreros de cara a la dirección sindical, 
fue el caso de Las Truchas, donde se suscitó el hecho no como 
consecuencia de una situación formal, ya que los estatutos son 
claros al respecto, sino por una circunstancia de facto, fomenta­
da por la primera dirección sindical de la sección 271, a la que 
hemos caracterizado como paternalista y a la que le interesaba 
fomentar la participación sindical. Entre 1976 y 1977, los dele­
gados departamentales llevaban a cabo asambleas periódicas a 
nivel de los departamentos y, posteriormente, los acuerdos a los 
que llegaban eran discutidos en las asamblas de delegados. Las 
asambleas departamentales y de delegados tomaban decisiones 
tanto sobre las demandas obreras y las propuestas patronales, 
como sobre la vida interna del sindicato. Las decisiones toma­
das en estas asambeas eran presentadas a la dirección sindical 
y a la asamblea general; en esta última se subrayaba el hecho de 
que ya habían obtenido el apoyo indirecto de la mayoría de los 
obreros. De esa forma, las decisiones que habían sido adopta­
das "en cascada" desde las asambleas departamentales, general­
mente eran confirmadas en las votaciones de las asambleas ge­
nerales, las cuales eran las únicas formalmente capacitadas para 
tomar decisiones. 

Es evidente que mientras la dirección sindical estuvo de acuer­
do con la asamblea de delegados, la existencia de un virtual po­
der paralelo no provocó conflictos, sino por el contrario, facili­
tó la adopción de 1~ acuerdos deseados por la dirección. Ésta 
fue la situación que imperó durante el primer año de existencia 
del sindicato, cuando la planta ya se encontraba produciendo. 
Pero en la medida en que la mayoría de los delegados entró en 
conflicto con la dirección sindical, o en tanto que esta última se 
fue debilitando, las asambleas de delegados se transformaron en 
un poder que se oponía al que ejercía el comité ejecutivo. 

Después de 1977, la dirección sindical de la sección 271 de 
Sicartsa, que, según habíamos establecido, no estaba identifica­
da con la línea oficialista, sino que buscaba promover un espa­
cio democrático en el seno de la sección ~ incluso había intenta­
do constituir un sindicato independiente, se vio obligada a limitar 
las atribuciones de los delegados sindicales, esencialmente en lo 
que se refiere a su capacidad de convocar a asamblea. Cabe men­
cionar que los estatutos facilitan este hecho en la medida en que 
no mencionan que la convocatoria de asambleas departamenta-
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les, ni mucho menos las de delegados, fueran atribuciones pri­
vativas de estos últimos. Recordemos que la dirección sindical 
había sido debilitada a raíz de una huelga donde se había pre­
sentado el fenómeno al que llamamos la ruptura de la autoridad 
paternalista. Se dispuso entonces que los delegados no podían 
tomar ninguna decisión relativa al funcionamiento general del 
sindicato (ya vimos que ni siquiera sobre las decisiones a nivel 
de departamento tienen la última palabra), y que solamente po­
drían reunirse y convocar a asambleas departamentales para dis­
cutir cuestiones relativas a la forma de manejar los conflictos a 
ese nivel. 6 Aunque esto no impidió que, por la iniciativa de De­
mocracia Proletaria, continuaran reuniéndose los departamen­
tos y los delegados para tratar cuestiones generales, la disposi­
ción de la direccion local en el sentido de que la asamblea de 
delegados sólo tuviera una función consultiva, le restó legitimi­
dad frente a las bases obreras, que anteriormente estaban cons­
cientes de que las decisiones tomadas en esas reuniones eran eje­
cutivas. 

De esta manera, la misma dirección que había permitido e 
incluso estimulado la participación sindical y la discusión de los 
problemas generales del sindicato a nivel de las asambleas de­
partamentales, y que lo había hecho porque pensaba que en un 
grupo más pequeño y entre gente que se conoce ya que trabaja 
en el mismo lugar, se podía propiciar más fácilmente la partici­
pación, se vio obligada a limitar las atribuciones de este espacio 

·de expresión. Así, los delegados que habían obtenido una auto-
nomía y un poder significativos -que no tenían los de ninguna 
otra sección del sindicato minero- vieron limitado su poder por 
una dirección que intentaba evitar continuamente ser rebasada 
por las decisiones de las asambleas. 

Toda esta discusión tiene como objetivo primario demostrar 
que existe una estrecha relaci6n entre la aparici6n de un interés 
por los asuntos relativos a la organizaci6n del trabajo y la pues­
ta en marcha de mecanismos de participaci6n a nivel departa­
mental, y que ello se orienta, efectivamente, hacia una descen­
tralizaci6n del poder sindical. Esto es especialmente cierto en un 

6 Unos aftos más tarde, la dirección espuria, también basándose en los es­
tatutos, llegó a prohibir la convocatoria a todas las asambleas departamenta­
les, permitiéndose sólo las asambleas generales. 
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marco sindical como el que existe en México, en donde, por una 
parte el interés por las cuestiones relativas al proceso de trabajo 
es muy débil, y, por la otra, la organización sindical por depar­
tamento está poco extendida. La atención creciente por estas 
cuestiones conlleva un incremento de los conflictos al nivel del 
lugar de trabajo, conflictos que a su vez demandan una organi­
zación menos centralizada. 

Pero otro propósito de esta discusión, es enfatizar que todo 
esto no implica necesariamente menos autoritarismo en la rela­
ción entre la dirección sindical y las bases obreras, ni mayores 
espacios para la acción al interior del sindicato. Esto depende 
mucho más de las formas que adopta la organización departa­
mental: de las atribuciones de las asambleas y de los delegados, 
y de las facultades de la dirección frente a ellas. Y debido a que, 
en México, la mayoría de los estatutos sindicales concentran el 
poder en manos de las direcciones, una descentralización del po­
der sindical y la democracia, dependen de manera fundamental 
de la voluntad política que demuestren los dirigentes al hacer ma­
yor o menor uso de las atribuciones que les otorga la maquina­
ria sindical, lo que, como vimos en el caso de Las Truchas, es 
muy difícil, en la medida en que siempre se trata de relaciones 
de poder. La otra posibilidad sería un cambio en los estatutos, 
ya sea por decisión de los dirigentes, en el sentido de limitar sus 
propias atribuciones, o por la existencia de una corriente sindi­
cal que tuviera la voluntad política y que fuera lo suficientemen­
te fuerte para llevar a cabo dicho giro. Pero todo ello tiene me­
nos que ver con un tipo de organización sindical que con las 
limitaciones a la democracia sindical en un contexto como el que 
existe en México, y que analizaremos en el capítulo X. 

LOS LÍMITFS DE LA ACCIÓN OBRERA EN TORNO A LA AUTONOMÍA 
DEL TRABAJO: EL CORPORATIVISMO 

Ya hemos aludido a los factores "positivos" que derivan del cre­
ciente interés por las cuestiones relativas al proceso de trabajo. 
Pero la acción basada en las reivindicaciones de los obreros más 
calificados y la constitución de una identidad apoyada exclusi­
vamente en los conflictos planteados por este sector obrero, pre­
sentan severas limitaciones. Estas últimas están definidas por una 
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tentación al corporativismo, debido a que las reivindicaciones pue­
den privilegiar el mantenimiento del statu quo profesional y la­
boral de estos obreros; esto puede originar acciones que se limi­
tan a las reivindicaciones particulares y locales, que pueden tener 
como consecuencia el aislamiento y, en un caso extremo, una ten­
dencia a actitudes propias de una aristocracia obrera por defen­
der el statu quo, aun en contra de otros sectores de la clase obrera. 

A pesar de que en nuestras investigaciones no llegamos a cons­
tatar en ningún momento tendencias de este tipo, sí es posible 
concebir que sea la orientación corporativa la que explica el ais­
lamiento de la UOI, de los sindicatos que llegó a controlar en la 
industria automotriz y en la bulera, ambos sectores de actividad 
en los que predomina el capital extranjero y donde, como ya vi­
mos en la segunda parte de este libro, los salarios y las condicio­
nes laborales son relativamente privilegiados. La orientación de 
la Línea Proletaria, localista y con tendencia al particularismo, 
podría ser explicada como una forma de corporativismo, más que 
como una táctica por evitar los enfrentamientos directos con el 
Estado, como generalmente ha sido interpretada (Roxborough, 
1., y Bizberg, 1., 1984). 

El corporativismo puede tener una consecuencia aún más drás­
tica sobre la acción obrera que la simple tendencia al aislamien­
to; incluso es capaz de llegar a originar que, bajo el efecto de 
un fuerte sentimiento de identidad, un grupo obrero formule de­
mandas y se lance a acciones, sin tener una visión de conjunto, 
sin una perspectiva de lo que tal acción puede llegar a implicar 
no solamente en el contexto específico donde se desarrolla, y sus 
consecuencias para el propio grupo obrero, sino hasta para otros 
movimientos. Pen~amos que algo similar sucedió en el conflicto 
ferrocarrilero de 1958-1959, del cual hablaremos un poco más 
adelante. La derrota total de un movimiento de oposición al sin­
dicalismo oficialista, su ineptitud para salvaguardar los indiscu­
tibles logros políticos que se habían concretizado mediante un 
acuerdo con el gobierno de López Mateos, fue consecuencia de 
la incapacidad que mostrara una parte de los trabajadores fe­
rrocarrileros para sacrificar sus intereses salariales inmediatos. 

Pero la existencia de un bloque obrero que presenta fuerte 
cohesión frente a otro grupo menos constituido, parece tener con­
secuencias aún más evidentes, cuando la acción se lleva a cabo 
en el mismo terreno, como sucedió en el caso de las huelgas que 



ACCIÓN Y AUTONOMÍA OBRERA 237 

estallaron durante las etapas de la construcción de algunos de 
los grandes proyectos estatales, como la presa de Chicoasén, en 
Chiapas, las refinerías de Tula, en Hidalgo y Cactus, en Chia­
pas, y la planta siderúrgica de Las Truchas (Rivera, A., 1978; 
Labastida, J., 1975; Zapata, F., 1978). De nueva cuenta, nos en­
frentamos al carácter mitificador de la mayoría de los estudios 
sindicales, con la excepción del de Zapata, sobre el conflicto en 
Las Truchas. La iniciativa y dirección de este movimiento ocu­
rrido en 1976, a unos meses de la inauguración de la planta, es­
tuvo (como en todos los conflictos a los que hicimos referencia) 
en manos de los trabajadores que pertenecían al Sindicato Na­
cional de Industria-Liga de Soldadores. 7 Los afiliados a este sin­
dicato, que como su nombre lo indica son soldadores y otros ti­
pos de trabajadores de la construcción, altamente calificados, 
llevaban a cabo las tareas más complejas y delicadas; en el caso 
de Las Truchas trabajaban principamente en la construcción del 
alto horno. El resto de los empleados del gremio, es decir la ma­
yor parte de los 20 000 obreros ocupados en este proyecto, eran 
trabajadores no calificados, en gran proporción originarios de 
la región, y pertecían a la CTM. 

Las demandas que condujeron a una huelga que no duró más 
de un día, parecían concernir, por lo menos en el pliego petito­
rio, a todos los obreros. El conflicto estalló poque los trabaja­
dores acusaban a las empresas constructoras privadas de come­
ter errores contables y desfalcos con los sobres de raya; de deducir 
un porcentaje de las primas de asistencia para destinarlas a un 
fondo de ahorro que no había sido acordado con los obreros; 
de no efectuar reparto de utilidades. Además, se demandaba, un 
mejoramiento en los transportes y un aumento de salario de 22111o, 
conforme a la recomendación presidencial anunciada en enero 
de 1976. 

La acción se inició bruscamente y de una forma que pareció 
espontánea a la mayor parte de los obreros de. la construcción. 
Los soldadores simplemente paralizaron sus actividades; descen­
dieron del alto horno y comenzaron a recorrer la planta inten­
tando convencer al resto de los obreros de que pararan sus labo-

1 Este sindicato, por lo menos en el caso de Las Truchas, estaba en ese 
momento ligado al Partido Comunista Mexicano. 
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res. Frente a un paro laboral que, de acuerdo con la Ley Federal 
de Trabajo, era ilegal porque no se había depositado el empla­
zamiento correspondiente, las compafiías constructoras y aun la 
propia CTM, que había sido desbordada por una acción que es­
capaba totalmente a su control, pedían la intervención de la fuerza 
pública. Aunque tal intervención sí se presentaría unos afios más 
tarde, durante la presidencia de López Portillo, en Cactus, Chia­
pas; en Las Truchas, las autoridades de la empresa siderúrgica 
adoptaron una actitud negociadora y la responsabilidad de ser­
vir de mediadores; así obligaron a las empresas constructoras a 
discutir y a ceder a las demandas de los trabajadores. Esta acti­
tud de la dirección de Sicartsa se debió al carácter paternalista 
y a su interés por terminar la construcción de la planta oportu­
namente, con el fin de que el proyecto más importante del go­
bierno de Echeverría pudiera ser inaugurado antes de que finali­
zara el sexenio. 

El movimiento terminó tan repentinamente como surgió. Los 
soldadores que lo iniciaron y que plantearon demandas que in­
teresaban a los obreros menos calificados, con el fin de movili­
zarlos, llegaron a un acuerdo prácticamente sin informar al res­
to de los trabajadores. Como lo propone Zapata, sólo los obreros 
del sindicato de soldadores, que tomaron la parte activa de las 
negociaciones, conocían la totalidad de los acuerdos; sólo ellos 
estaban lo suficientemente enterados y organizados pues conta­
ban con la cohesión necesaria para obtener ventajas efectivas de 
la acción y, lo que es más importante, defenderlas. Dicho de otra 
forma, los trabajadores más calificados se organizaron para lanzar 
un movimiento de defensa de sus intereses, arrastrando a los obre­
ros menos calificados en el movimiento; así lograron ejercer la 
necesaria presión para obligar a las empresas a negociar, con el 
fin de que se acordaran sus reivindicaciones y se respetaran los 
acuerdos. Mientras que los obreros menos calificados, que labo­
raban ·para las empresas más pequefias y que estaban afiliados 
a la CTM, sirvieron de "carne de cafión" para inmovilizar la ac­
tividad; ellos solamente obtuvieron una ventaja marginal (Za­
pata, F., 1978). 

Es posible que en otros movimientos, en los otros grandes 
proyectos de construcción, no se diera tal separación entre las 
dos categorías obreras y que el grupo obrero más calificado no 
demostrara un comportamiento tan claramente corporativo; pero 
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no tenemos elementos para afirmar eso. En todo caso, parece 
evidente que, como ocurrió en el caso de la huelga durante el pe­
riodo de construcción de Las Truchas, la acción cobró sentidos 
diferentes para los distintos sectores obreros. Para los soldado­
res no se trataba solamente de satisfacer las demandas, sino tam­
bién de hacer valer su posición estratégica en el proceso de cons­
trucción de la planta, lo que se demostró efectiva y ampliamente 
en la medida en que, a pesar de que representaban una pequeíia 
minoría de obreros, rápidamente lograron paralizar las labores. 
Demostraron, además, que en tanto que estaban ocupados del 
alto horno, la terminación del proyecto dependía de manera fun­
damental de su trabajo. Para los obreros menos calificados, en 
mucho peor situación laboral, se trataba de un intento por me­
jorar su condición o solamente de poner fin, o por lo menos fre­
nar, los abusos de los que eran víctimas, tanto por parte de las 
empresas, como de sus propios representantes sindicales. 





IX. SINDICALISMO SUBORDINADO Y 
ACCIÓN OBRERA 

LA REACCIÓN NO OPOSICIONAL 

Se han presentado varios ejemplos que nos permiten ver cómo 
la subordinación del sindicalismo mexicano puede conducir a que 
se unan los sectores obreros calificados y los no calificados, cuan­
do tal dependencia es asumida como una falta de representati­
vidad sindical. El concepto de subordinación de los sindicatos 
al sistema político define la influencia que ejerce el Estado sobre 
el sindicalismo y las tendencias a la burocratización de las di­
recciones sindicales. Si estas tendencias impiden que el sindicato 
reivindique eficazmente los intereses de los obreros economicis­
tas o las aspiraciones de los obreros más calificados en cuanto 
a la autonomía obrera, se produce una crisis de legitimidad que 
afecta directamente a la representación del sindicato. 

Como se planteó en el capítulo anterior, al origen de una cri­
sis, en un contexto donde los obreros más calificados u otro sec­
tor que padezca algún conflicto o sienta la amenaza latente de 
la racionalización del proceso de trabajo, como por ejemplo los 
obreros de la cadena de montaje de automóviles, éstos pueden 
exigir a su sindicato la reivindicación de cuestiones alusivas a con­
diciones de trabajo que el sindicalismo oficialista generalmente 
ha ignorado. En tal caso, la crisis de la organización no se de­
fine meramente por la negación, por el hecho de que el sindicato 
simplemente ya no responda a las reivindicaciones obreras, cu­
yas ligas con el sistema político han llegado a ser disfuncionales, 
impidiéndole defender efectivamente los intereses obreros, sino 
que será definida en términos positivos. En la medida en que un 
sector de obreros exige a su sindicato que se encarge de cuestio­
nes que tradicionalmente no ha contemplado y, en el fondo, cues-

12411 
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tiona su carácter patemalista y clientelista, también recusa la cen­
tralización del poder en manos de los dirigentes y, eventualmente, 
su relación con el sistema político. 

Pero este tipo de crisis de legitimidad es una excepción. En 
general, es la falta de reivindicación de rubros económicos la que 
conduce a una acción colectiva. Pero en un marco como el me­
xicano, es aún más común la respuesta no-colectiva o colectiva­
espontánea a una crisis organizacional, a la falta de representa­
tividad del sindicato; esto es lo que podríamos considerar como 
el "nivel cero" de la acción obrera. En el caso de México, el "nivel 
cero" de la reacción a la subordinación del sindicato a intereses 
políticos, es aquel en el cual ni siquiera logra constituirse una 
acci6n colectiva de respuesta a la crisis de legitimidad; la acción 
de recusar a los dirigentes sindicales no representativos opera a 
través del rechazo a la propia organizaci6n sindical, a través de 
la negaci6n de la capacidad de representaci6n colectiva. 

Estas condiciones prevalecen en numerosos sindicatos ofi­
ciales cuyos problemas se manifiestan frecuentemente como ac­
ciones individuales anómicas, o como acciones colectivas espon­
táneas que se expresan fuera de los canales sindicales. Estas 
expresiones no pueden entenderse desde la perspectiva de la ac­
ción sindical, puesto que desde este enfoque se aprecian como 
meras disfuncionalidades. Deben interpretarse partiendo de las 
dificultades que enfrenta toda acción social para llegar a con­
formarse. Sólo así puede explicarse una acción obrera que no pue­
de alcanzar a constituirse sino al nivel más bajo, en forma es­
pontánea y en tomo a reivindicaciones coyunturales y particulares. 

Pudimos constatar lo que ello representa en las dos empre­
sas siderúrgicas que estudiamos. Ambos casos de estudio son crí­
ticos en cuanto a la confirmación o refutación de las hipótesis 
acerca de este "nivel cero" de la acción social, en la medida en 
que en los dos casos estaban dadas las condiciones para el de­
sarrollo de una acción obrera "positiva", ya que en ambas si­
derúrgicas la proporción de obreros altamente calificados era bas­
tante considerable. 

En el caso de la sección 271 de Sicartsa, poco después de un 
corto pero agitado periodo en el que el sindicato fue dirigido por 
la Línea Proletaria, la corriente oficialista reaccionó utilizando 
todos los medios que le permitía la maquinaria sindical y logró, 
por medio de ciertas maniobras, imponer una dirección espuria 
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a la cabeza del sindicato. Esta situación nos permitió detectar 
una serie de acciones de distinto significado: acciones individua­
les y colectivas caracterizadas por una débil constituCión de la 
identidad obrera y, por otro lado, acciones-que reflejaban la exis­
tencia de una conciencia de identidad y que permitían un cierto 
grado de organización en torno a objetivos definidos. A pesar 
de todo, no predominaron estas acciones concertadas que enfren­
taban directamente a la dirección sindical, sino sobre todo aque­
llas que reflejaban problemas muy localizados, que ni siquiera 
cuestionaban la poca representatividad del sindicato. 

A partir del momento del fraude electoral, pudimos percibir 
una serie de conductas individuales de rechazo, sin objetivo de­
finido, en las áreas de la planta en las que la Línea Proletaria 
había ejercido mayor influencia, y donde anteriormente había 
organizado diversas acciones. Un supervisor de la empresa nos 
explicó que las manifestaciones habían aumentado a partir de la 
maniobra sindical y que en el área de aceración se producían ac­
tos de sabotaje tales como dejar caer una corcholata en el con­
tenedor de acero líquido, lo cual producía una reacción de so­
lidificación que obligaba a detener la producción y a reparar el 
equipo. Por otra parte, aunque no tenemos datos para confir­
marlo, según la percepción de este mismo supervisor, tanto el 
ausentismo como los accidentes de trabajo se incrementaron con­
siderablemente a raíz del mismo hecho. (Entrevista con un su­
pervisor del área de aceración, Sicartsa, 1979.) 

En esta misma época aumentaron también otras acciones de 
diferente índole: colectivas, aunque también espontáneas. Dichas 
expresiones tampoco reflejaban una identidad obrera firmemen­
te constituida. Así, al día siguiente del despido del delegado sin­
dical de la unidad de producción de oxígeno, la mayoría de los 
trabajadores de este departamento faltó a trabajar. Pero lo que 
es más importante es que este paro de labores no fue organiza­
do, ni tampoco propuso reivindicación alguna. 

Nadie organizó el paro, los obreros no fueron porque se les qui­
taron las ganas de trabajar, estaban cansados de todo y especial­
mente del despido de su compañero. Sin ponerse de acuerdo, lama­
yoría dejó de asistir a sus labores ese día y tuvieron que poner a 
trabajar al personal de confianza del área. (Entrevista con un obre-
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ro de mantenimiento en la planta coquizadora, ex delegado sin­
dical despedido, Sicartsa, 1979.) 

Sin embargo, el vacío de representación desata otras acciones 
que sí tienen un objetivo que exige cierto grado de constitución de 
la identidad colectiva, aunque no logra identificar claramente al 
adversario, y por lo tanto no puede llegar a dirigirse a un objetivo 
cabalmente determinado, en este caso la destitución de la direc­
ción sindical espuria. En 1978, se produjeron varias manifesta­
ciones de tortuguismo en las cuales los obreros de aceración se 
ponían de acuerdo para no llevar a cabo más de seis "coladas" 
de acero por turno, cuando anteriormente habían llegado a su­
mar hasta nueve. Para conseguir este objetivo, bastaba con en­
ganchar incorrectamente el contenedor de acero con la grúa, ano­
malía que no se percibía sino hasta el momento en que se 
comenzaba la colada; de modo que se tenía que reiniciar toda 
la operación, incluso el precalentado de la olla. En los talleres 
de mantenimiento se trabajaba más lentamente o se dejaba de 
laborar en el momento en el que se carecía de la herramienta ne­
cesaria, mientras que por lo común, en estas circunstancias se 
remplazaba el instrumento que faltaba y se continuaba con el tra­
bajo. Por su parte, los gruistas llevaban a cabo por separado to­
das las operaciones que anteriormente hacían en forma simul­
tánea. Por ejemplo, primero levantaban una pieza que tenía que 
ser transportada y luego la trasladaban, en vez de hacer las dos 
operaciones al mismo tiempo, como era la costumbre. 

En el transcurso de la investigación que llevamos a cabo en 
AHMSA, constatamos acciones similares. A diferencia de lo que 
sucedió en el caso de Las Truchas, en Monclova existía una di­
rección representativa, la Linea Proletaria, cuyo poder ya esta­
ba en decadencia; esto ocurrió a unos meses de que perdiera las 
elecciones sindicales de 1984, ante la corriente del sindicalismo 
oficialista aliada a la escisión de la propia Linea Proletaria que 
se había acercado al Partido Socialista Unificado de México. En 
una ocasión se llevó a cabo un paro espontáneo de labores, lue­
go de la muerte de un electricista, pues los obreros atribuyeron 
el accidente a las malas condiciones de seguridad. Se exigía el 
despido del supervisor que había dirigido la fatal maniobra. En 
otra ocasión, el paro de labores tuvo lugar en el taller mecánico 
porque la empresa había despedido a cuatro trabajadores del tur-
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no nocturno por haberlos encontrado dormidos; otro paro en es­
te sitio pretendía protestar contra la concesión de trabajos de man­
tenimiento a empresas externas a AHMSA, pues eso significaba 
que los obreros tendrían menos horas extra de trabajo, lo cual 
es especialmente importante para los trabajadores de los talle­
res, que se auxilian mucho con los horarios suplementarios para 
definir su salario global. 

En el caso de las acciones que tuvieron lugar en AHMSA, así 
como en la acción de tortuguismo en Sicartsa, existió una rei­
vindicación específica expresada en términos de justicia, de bús­
queda del equilibrio, que puede resumirse claramente utilizando 
la afirmación de un obrero entre~tado: "Si se hace una eva­
luación de una cierta cantidad d~ piezas, lo que cuestan con lo 
que gana el trabajador, pues np es justo. Mientras más se pro­
duce, la empresa exige más." Ninguna de estas manifestaciones 
formó parte de una acción concertada y dirigida hacia un fin pre­
ciso, por ejemplo un enfrentamiento contra un adversario de­
finido, dentro de una lógica que presupone que algo está en jue­
go. Todas son Ócciones de crisis, surgidas a raíz de un problema 
específico de trabajo y que conciernen sólo indirectamente al fun­
cionamiento de la propia organización sindical, a su falta de re­
presentatividad. 

En el caso de las acciones individuales anómicas, lo impor­
tante no es tanto saber si el sindicato puede o no canalizar las 
reivindicaciones (lo que obviamente tiene sus consecuencias), si­
no sobre todo constatar el hecho de que no existe capacidad pa­
ra construir una acción colectiva. Detrás del ausentismo, de cier­
tos accidentes, del sabotaje individual, existe un rechazo a las 
condiciones de trabajo o de vida, pero en forma de reacciones 
dominadas por la incapacidad de resistencia del obrero debida 
a su aislamiento como actor individual. No se puede conformar 
un actor colectivo, porque no hay conciencia de la identidad co­
lectiva. El obrero expresa su rechazo a una situación, sin lograr 
rebasar esta· actitud negativa, ni alcanzar a construir una visión 
de la posibilidad de una acción concertada. 

Las reacciones colectivas espontdneas requieren de la cons­
titución (aunque sea sólo momentánea) de un principio de iden­
tidad. Pero no existe una visión del adversario ni del campo del 
conflicto; las manifestaciones están limitadas al problema espe­
cífico que las hace surgir; desaparecen cuando este problema es 
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resuelto; además son situaciones poco estables, susceptibles de 
desestabilizarse en cuanto alguno de los sectores involucrados con­
sidera que, desde la perspectiva de su grupo de pertenencia, el 
conflicto ha sido resuelto. 

Por el contrario,/as acciones críticas organizacionales, al exi­
gir la integración de una conciencia de identidad más estable, pue­
den llegar a incluir una visión del adversario y aun del campo 
del conflicto, aunque siempre exclusivamente en el marco de la 
organización. Este contexto del conflicto puede referirse a la or­
ganización productiva, cuando se trata de defender los princi­
pios básicos de justicia hacia el obrero, como son la seguridad 
del empleo y en el trabajo, o como es el principio de igualdad 
entre todos los obreros de cara al patrón: 

Se justifica (el tortuguismo) siempre y cuando está la unión de los 
mismos obreros. A todos nos tiene que ver el patrón igual, todos 
producimos los mismo, nadie debe producir más que otro. Para 
evitar que en otra parte [de la planta], que sea más difícil producir, 
no digan que cómo no pueden producir (entrevistas con obreros 
de Sicartsa, 1979). 

El marco del conflicto puede referirse a la organización sin­
dical, a la defensa del sindicato o a su recuperación de manos 
de dirigentes ilegítimos, como veremos en seguida. 

SINDICALISMO SUBORDINADO Y PARTICIPACIÓN SINDICAL 

La acción de crisis organizacional, basada en un conflicto, re­
sultado de la falta de legitimidad del sindicato, puede originar 
que se conforme una acción cuyo objetivo sea la recuperación 
del sindicato. Pero antes de abordar el análisis de este tipo de 
acción, tratemos de detectar en qué actitud obrera se basan las 
acciones anómicas y las reacciones espontáneas, así como las mis­
mas acciones de crisis organizacional. De hecho, disponemos de 
dos casos privilegiados para llevar a cabo este propósito, puesto 
que contamos con una encuesta que refleja una evidente crisis 
de legitimidad y otra en la cual se expresa que el sindicato era 
representativo. 

Las encuestas levantadas ofrecen una comprobación de que 
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la participación sindical no tiene el mismo carácter cuando el sin­
dicato es representativo y cuando prácticamente no tiene ningu­
na legitimidad. Hemos constatado que cuando los dirigentes sin­
dicales tienen poca legitimidad, la participación sindical tiende 
a expresarse fundamentalmente en forma de rechazo. Esta ac­
titud no se manifiesta solamente hacia los dirigentes sindicales, 
sino que se extiende a la percepción que tiene el obrero de su tra­
bajo y de la empresa donde labora. 

Esto es lo que sucedió entre 1978 y 1980 en Las Truchas; en 
ese contexto, los obreros ubicados en los niveles más elevados 
de participación declaraban que el sindicato no contribuía a re­
solver sus problemas y que no los beneficiaba ser miembros del 
sindicato (en esto coincidían con los trabajadores que nunca par­
ticipaban). Además simpatizaban en mayor proporción con las 
corrientes de oposición sindical, 1 aunque también existía una 
cierta tendencia a confundir a los dirigentes y a la organización 
sindical, lo cual estimulaba las acciones individuales anómicas 
y las reacciones colectivas espontáneas. 

Por otra parte, este rechazo hacia los dirigentes sindicales lo­
cales empujaba a los obreros más activos a adoptar una actitud 
similar hacia su trabajo, hacia la empresa en la que laboraban 
y hacia la misma sociedad. Los trabajadores más participativos 
consideraban, en mayor proporción, que su empleo no signifi­
caba un progreso, que el incremento de la producción no les re­
portaba beneficio alguno y que no recibían un trato adecuado 
por parte de la empresa. Asimismo, justificaban las prácticas de 
tortuguismo y las huelgas, como medios de presión más eficaces 
que la negociación. En las condiciones que privaban en 1979 en 
Las Truchas, sin duda generalizables a muchos otros sindicatos 
cuyos dirigentes eran rechazados, y que se desafiliaron de las cen­
trales oficialistas durante la primera mitad de la década de los 
setenta, la participación no se podía expresar más que como re­
chazo; la aceptación de los dirigentes sindicales se manifestaba, 
por el contrario, a través de la no participación (Bizberg, 1., 1982, 
pp. 241-260). 

En el caso de AHMSA, en Monclova, en 1984la situación era 
muy diferente. Los dirigentes sindicales habían perdido parte de 

1 Los indicadores al respecto los hemos discutido con amplitud en Biz­
berg, 1., 1982, pp. 221-241. 



248 LA ACCIÓN OBRERA 

su legitimidad, pero todavía tenían simpatizantes, y sobre todo 
habían llegado al poder por medio de una elección legítima. Exis­
tía una situación muy distinta de aquella en la que se encontra­
ban los sindicatos que, durante el sexenio echeverrista, se ha­
bían rebelado contra las direcciones esclerotizadas y, en ciertos 
casos, totalmente ilegítimas. Es por ello que la participación sin­
dical no podía limitarse al rechazo. No existe duda al respecto: 
también en este caso los obreros más participativos son los más 
inconformes y críticos, aunque su participación no tiene carác­
ter de rechazo; de hecho es bastante más compleja. No está me­
ramente determinada por una rebelión contra la dirección del sin­
dicato, o contra el grupo en el poder; hace referencia al contexto 
propio de la acción sindical cotidiana y no se percibe confusión 
alguna entre dirigentes y organización sindical. En contraste con 
el fenómeno descrito antes, los obreros que más participan con­
sideran que el sindicato sí contribuye a resolver los problemas 
de los obreros; hay una gran proporción que piensa que el sin­
dicato ha hecho algo por ellos, personalmente. Afirman tam­
bién que el sindicato debería estimular la participación de los tra­
bajadores. Son los obreros que más participan los que consideran, 
en menor proporción, que el sindicato no funciona bien, que no 
les reporta ningún beneficio y que estimular la participación 
no es tarea importante (véase el cuadro 21). 

En la situación de AHMSA, los obreros más activos también 
expresaban una actitud distinta hacia la empresa; aunque son los 
que piensan en mayor proporción que los obreros no son-.trata­
dos con justicia por la empresa, no existe diferencia significativa 
entre éstos y aquellos que participan menos en cuanto a su dis­
posición por defender a la empresa, o la idea de que el incre­
mento de la producción implica un beneficio para ellos, y que 
la negociación es más efectiva que las medidas de presión; como 
ya lo hemos discutido, es insignificante el número de los entre­
vistados en Monclova que responden negativamente a las dos 
preguntas citadas y que propone que puede lograrse más de la 
empresa a través de la huelga (véanse los cuadros 22 y 23 y el 
rubro C del cuadro 20). 

Por el contrario, en Las Truchas, los trabajadores que más 
participaban mostraban una actitud de mayor rechazo a la em­
presa, en la medida en que proponían que se lograba más de la 
empresa a través de la huelga que de la negociación, cuando pen-
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saban en menor medida que los obreros debían defender a la 
empresa. 2 Esta tendencia se pronunciaba aun entre los obreros 
que no estaban tan implicados en los asuntos sindicales: más de 
63 117o de los entrevistados se consideraban injustamente tratados 
por la empresa. En AHMSA, las proporciones se invierten com­
pletamente: 760,1o de los obreros expresaron recibir un trato jus­
to por parte de la empresa. En general, en Las Truchas existía 
una insatisfacción mucho más generalizada: 62117o de los obreros 
indicaba que su trabajo no cumplía con sus expectativas, 45117o 
planteaba que el aumento de la producción no beneficiaba a los 
trabajadores, 280,1o no estaba satisfecho con su trabajo y 23117o 
decía que su trabajo no era un progreso. Estos datos adquieren 
sentido si los comparamos con las respuestas de los entrevista­
dos en Monclova: 27, 11, 3 y 4117o, respectivamente. Esta situa­
ción es sorprendente si se toma en cuenta que la mayoría de los 
obreros de las Truchas provenía de un medio rural y que su em­
pleo industrial implicaba un indudable mejoramiento económi­
co; lo único que logra explicarla es el contexto sindical que he­
mos discutido (véanse los cuadros 22 y 23). 

No obstante, estas diferencias fundamentales en lo que res­
pecta a las disposiciones hacia el sindicato y hacia la empresa, 
la actitud•bacia el trabajo por parte de los obreros más parti­
cipativos en AHMSA, es muy similar a la que encontramos en los 
marcos de falta de legitimidad. Los obreros más activos son los 
menos conformistas; los que tienen más quejas en relación a su 
trabajo; los que más frecuentemente consideran que su empleo 
no les permite hacer lo que saben desempeñar mejor. Pero si en 
el caso de una clase obrera joven, el remedio a este descontento 
es cambiar de empleo, en el caso de Monclova se traduce más 
bien en mejorarlo3 (véase el cuadro 24). 

2 En eiiibro citado antes, pp. 241-260, se discute esta cuestión con base 
en dos índices: uno de participación y otro de rechazo, que fueron construidos 
con varias de las preguntas del cuestionario. Esto permitió una confirmación 
más sólida de la relación entre participación y actitud a la empresa. 

3 Que en esta última cuestión no coincidan los datos de Monclova con los 
de Las Truchas, se debe de nueva cuenta a lo que hemos propuesto antes acerca 
de que, en este último contexto, la participación sindical está acompaflada por 
una actitud de rechazo a la empresa. En este caso la pregunta de cambiar de 
trabajo se refrere a una actitud hacia la empresa. No obstante, en las respuestas 
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Los datos concernientes a las quejas e intereses relativos al 
trabajo son un indicador adicional con respecto al hecho de que 
entre los obreros de AHMSA, la participación sindical se dirige 
con especial atención hacia las mismas condiciones de traba­
jo, con la intención de transformarlas. Los trabajadores más ac­
tivos dan mayor importancia a las cuestiones directamente liga­
das a las condiciones de trabajo que, por ejemplo, a los salarios 
y prestaciones, o a la estabilidad en el empleo; sus quejas, así 
como los argumentos que fundamentan su consideración de que 
un trabajo es bueno o malo, se refieren a cuestiones tales como 
la seguridad. Además, estos obreros con mayor participación afir­
man que los dirigentes sindicales deberían interesarse por la for­
mación profesional (véase el cuadro 25). 

Todo ello nos ayuda a comprender que en la medida en que 
la función de la organización sindical es la de expresar las rei­
vindicaciones y demandas obreras, cuando esta organización de­
ja de funcionar, la acción tiende a rebasar sus marcos. Es po­
sible que se manifieste en forma espontánea, ya sea de una manera 
anómica individual o colectiva, pero siempre estará basada en 
el rechazo, actitud que según hemos comprobado, penetra la par­
ticipación sindical, al grado de manifestar una tendencia a con­
fundir dirigentes sindicales y sindicato, y aun empresa. 

Estas acciones han sido explicadas generalmente como una 
inadecuación o disfuncionalidad de la acción sindical, o bien, co­
mo la ausencia de un sistema establecido de relaciones industria­
les. Esta visión es la que parece dominar, además, la propia prác­
tica de las relaciones industriales en AHMSA, y probablemente 
también en otras plantas, como se deriva del hecho de que las 
empresas automotrices hayan logrado establecer un modus vi­
vendi, que en ocasiones parecía incluso más favorable a sus ne­
cesidades, con los sindicatos de la UOI. La dirección de relacio­
nes laborales de AHMSA, prefería tener que tratar con un 
sindicato fuerte, aún dominado por una corriente sindical no ofi­
cialista, pero que tuviera la capacidad de controlar la situación 
al interior de la fábrica. Si éste no era el caso, según se nos dijo 
en la entrevista, no se sabría con quién hablar, con quién ne-

siguientes se confirma, tanto en Monclova, como para Las Truchas, que a pe­
sar de esta diferencia, los obreros que más participan se interesan más que los 
otros por reivindicar cuestiones directamente ligadas al trabajo. 
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gociar; no habría interlocutor válido para legitimar y vigilar que 
se aplicaran los acuerdos y las mutuas obligaciones de sindicato 
y empresa. Planteaban que si se carece de interlocutor se mul­
tiplican las acciones espontáneas, sin objetivo definido; es difí­
cil encauzar los problemas hacia la negociación y se obstaculiza 
la planificación de la producción. 

Frente a una huelga, a una acción organizada siempre existe la po­
sibilidad de aplicar medidas preventivas y sobre todo encontrar la 
manera de llegar a un acuerdo que ponga fin al conflicto. Pero fren­
te a un paro de trabajo espontáneo o a acciones individuales, la 
empresa se encuentra prácticamente indefensa y es mucho más di­
fícil ofrecer una solución al conflicto (entrevista con el director de 
Relaciones Laborales de AHMSA, mayo de 1984). 

Por nuestra parte, hemos intentado dar a estas acciones una 
interpretación distinta, que no explique la acción obrera desde 
el punto de vista de la acción sindical, sino al contrario, que per­
ciba en esta última el carácter de la expresión obrera. Desde esta 
perspectiva, las acciones que van de la reacción individual anó­
mica al rechazo colectivo espontáneo, y de ahí a la acción crítica 
organizacional, tienen un significado preciso para el propio ac­
tor. En las dos primeras situaciones, no existe conciencia alguna 
de la identidad obrera; se trata de conductas basadas en una ac­
titud de rechazo, son acciones que reflejan una identidad frag­
mentada, por lo que apenas consiguen proponer una reivindi­
cación concreta. La acción crítica organizacional, que discutiremos 
en seguida, implica un cierto nivel de constitución de un prin­
cipio de identidad, sobre el cual podría llegar a conformarse una 
acción que proyectara una visión del adversario, del campo del 
conflicto y de lo que está en juego, aunque pensamos que tam­
bién está fundamentada en la actitud básica de rechazo que aca­
bamos de analizar. Pero en el caso. ~exicano, las acciones crí­
ticas frecuentemente están basadas úmcamente en la identificación 
del adversario, en un principio de oposición, en este caso del re­
chazo de dirigentes poco legítimos, aunque no se logra consti­
tuir un principio duradero de identidad, ni tener una visión cla­
ra del campo del conflicto ni de lo que está en juego; ésta es la 
debilidad básica de las acciones de crisis organizacional. 
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LAS ACCIONES CONTRA LA SUBORDINACIÓN SINDICAL 

La ausencia de representación sindical puede traducirse en ac­
ciones de rechazo como las que hemos analizado, pero también 
en acciones colectivas que intenten recuperar la dirección sin­
dical y la función reivindicativa del sindicato. En un contexto 
de acción sindical subordinada, como es el caso mexicano, las 
acciones críticas que integran un principio de identidad y un prin­
cipio de oposición están dirigidas generalmente contra la buro­
cracia sindical, en un intento por recuperar el control del sin­
dicato. Una crisis de legitimidad de la dirección sindical puede 
conducir a una acción contestaría, aunque limitada a los marcos 
de la organización. Es esto lo que sucedió en los casos que es­
tudiamos directamente, así como en los célebres movimientos de 
los trabajadores telegrafistas, de los maestros y de los ferroca­
rrileros en 1958-1959; lo mismo ocurrió en el movimiento de elec­
tricistas a principios de los años setenta. 

Pero, además, en la medida en que lo que unifica funda­
mentalmente a los trabajadores es la identificación de una crisis 
de su organización y de un oponente también interno a ésta (los 
dirigentes sindicales) y no un principio de identidad, no pueden 
llegar a configurarse objetivos que trasciendan la defensa de la 
organización; no puede constituirse una visión más general de 
lo que está en juego. Esto, aunado a la débil conformación de la 
identidad obrera, determina que estas acciones defensivas sean 
fácilmente recuperables, una vez pasado el momento y desapa­
recida la razón quf" condujo a la crisis organizacional. O bien, 
cuando sí existe un grupo o sector con una fuerte conciencia de 
su identidad, pueae ser éste el que, desde ese momento, dirija 
a la organización con base en sus intereses corporativos o de gru­
po político. 

En el caso de los dos sindicatos siderúrgicos que estudia­
mos, la acción ejercida para recuperar el poder del sindicato fue 
favorecida por una crisis de la dirección oficialista. No conoce­
mos fuentes directas que reflejen el panorama al interior del sin­
dicato de ferrocarrileros en 1958, pero se sabe que también se 
produjo una crisis al nivel de la dirección, la cual permitió el de­
sarrollo de la oposición al sindicalismo oficialista. 

En el caso de la sección 217 del Sindicato Minero, lo que fa­
cilitó la toma del poder por parte de la Línea Proletaria, fue que 
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una vez iniciada la producción de acero en 1977, la dirección sin­
dical paternalista no pudo continuar ofreciendo mejores condi­
ciones salariales y de trabajo, como lo había hecho hasta enton­
ces. Ya que la empresa Sicartsa constituía uno de los proyectos 
más importantes del sexenio de Echeverría, disponía de los re­
cursos necesarios para aplicar una política social generosa, lo que 
le permitió mantener una relación estrecha y cordial con el sin­
dicato hasta 1976. Por parte de la dirección sindical, la posibi­
lidad de satisfacer las reivindicaciones de los obreros le otorga­
ba un alto grado de legitimidad. Este esquema de relaciones 
obrero-sindicales se rompió en 1977, como ya lo hemos descrito. 

El movimiento ferrocarrilero de 1958-1959, uno de los más 
importantes de la historia obrera mexicana, y al cual se hace re­
ferencia cada vez que se enfatiza la potencialidad de acción de 
la clase obrera, a pesar del control que ejerce el Estado sobre el 
sindicalismo, presenta en sus inicios, una situación similar a la 
que observamos en 1976 en el seno de la sección 271. En este ca­
so, se da una coyuntura de limitación de gastos públicos y deba­
jo crecimiento de salarios después de un periodo con fuertes pre­
siones inflacionarias. La etapa de desarrollo con inflación que 
condujo a la devaluación de 1954 tuvo como consecuencia una 
pérdida importante del poder adquisitivo de los salarios, que dio 
lugar a una ola de movimientos basados en reivindicaciones sa­
lariales. 

La dirección nacional del sindicato de trabajadores ferroca­
rrileros, no había satisfecho las reivindicaciones de aumento sa­
larial, precisamente cuando este sector había sido uno de los más 
afectados económicamente. Se trataba de una rama de actividad 
en la cual el gobierno se interesaba cada vez menos, ya que es­
taba más preocupado por desarrollar una red carretera que por 
modernizar los ferrocarriles. Así, mientras los dirigentes nacio­
nales del sindicato de ferrocarrileros firmaban los acuerdos con 
la empresa, varias secciones locales del sudeste se unieron y, por 
encima de sus dirigentes nacionales, iniciaron un movimiento que, 
después de una negociación directa con la empresa, les permitió 
aumentos mayores a los pactados en el contrato colectivo. De 
este movimiento resultó casi naturalmente una coyuntura favo­
rable al cuestionamiento de la dirección nacional que había fir­
mado el contrato colectivo y su sustitución por el grupo que ha­
bía logrado los incrementos mayores (Alonso, A., 1972; Pellicer 
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de Brody, 0., y Reyna, J. L., 1978; Reyna, J. L., y Delarbre, 
R., 1981). 

Algo similar se presentó en los años setenta con los sindi­
catos que lograron separarse de las centrales oficialistas, en el 
amplio movimiento que se denominó "insurgencia sindical". A 
las causas fundamentalmente económicas que originaban la ma­
yoría de estos movimientos, y al hecho de que en algunas ramas 
de actividad se hubiera dado un proceso de modernización, ha­
bría que agregar que existía la voluntad del Ejecutivo, en ese mo­
mento del presidente Echeverría, de permitir que los sindicatos 
oficialistas fueran cuestionados; tal actitud fue decisiva tanto por 
lo que atañe a la función del sindicalismo, al interior del sistema 
político, como por lo que toca al control que, a través de la Se­
cretaría del Trabajo, ejerce el Ejecutivo sobre los sindicatos. 

En todos estos casos, encontramos prácticamente el mismo 
punto de partida: una reivindicación económica da lugar a la cri­
sis de legitimidad de los dirigentes oficialistas. En la empresa 
CINSA-CIFUNSA, en Saltillo, reinaba un clima de tranquilidad so­
cial casi perfecto hasta que, a inicios de los años setenta, las re­
laciones obrero-patronales, basadas sobre una autoridad pater­
nalista, sufrieron el choque de la situación económica nacional: 
el comienzo de un periodo de inflación y de grandes fluctuacio­
nes económicas. En 1974, los dirigentes proclamaron la necesi­
dad de un incremento de salario de 320!o; pese a ello, sin con­
sultar a sus bases, fue firmado un contrato acordando 12.5 por 
ciento. 

Los dirigentes habrían podido proceder anteriormente de es­
ta manera, sin tener necesidad alguna de explicar que si no se 
había logrado lo exigido, al menos se había obtenido algo. Pe­
ro, en la situación económica que privaba a principios de los años 
setenta, el incremento salarial tenía otro carácter. Además, en 
el sindicato existía un grupo de obreros de una corriente de opo­
sición al oficialismo, pertenecientes al Frente Auténtico del Tra­
bajo (FAT).4 La existencia de grupos y corrientes sindicales. de 
oposición al sindicalismo oficialista era estimulada por el clima 

4 Esta organización se caracterizó porque sus miembros aspiraban a te­
ner influencia sobre los dirigentes y los activistas en varios sindicatos, pero nun­
ca pretendieron tomar en sus manos la dirección de ningún sindicato. Su idea 
y su estrategia era servir solamente de asesores, con el objeto de no llegar a bu-
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de apertura tácitamente promovido por el gobierno de Echeve­
rría y por el reconocimiento que había otorgado la Secretaría del 
Trabajo a algunos sindicatos que se habían retirado de las gran­
des centrales obreras. s 

En este contexto, la firma de un acuerdo que marcaba un 
aumento salarial por debajo del incremento demandado origi­
nalmente, era suficiente para provocar la pérdida de la legiti­
midad de la dirección del sindicato. La prueba de que el móvil 
principal de la acción era económico y no político, fue que al 
fin de una larga huelga, dirigida por el grupo de obreros que ha­
bían sido asesorados por el FAT y que lograron un incremento 
de salarios apenas superior al concedido con anterioridad, las au­
toridades del estado de Coahuila y el grupo de obreros que di­
rigieron el movimiento, lograron a su vez deshacerse del FAT, sin 
que hubiera protesta alguna de las bases sindicales (Camacho, 
M., 1975). 

El conflicto de los trabajadores telefonistas en 1976, que dio 
como resultado la destitución del dirigente sindical oficialista, 
tuvo un origen similar. Según Basurto, el secretario general del 
Sindicato de Telefonistas de la República Mexicana (STRM), Sa­
lustio Salgado, fue reelecto en 1974, contra la voluntad de lama­
yoría de los trabajadores y a través de la represión a los grupos 
que se oponían a él. Pero no es sino hasta 1976 cuando se logra 
movilizar a los trabajadores en su contra. Ese afio la dirección 
sindical había aceptado un aumento de salarios de 15 OJo en vez 
de 350Jo que la asamblea había demandado. La dirección sindi­
cal firmó el acuerdo, pero algunos grupos de telefonistas deci­
dieron lanzarse a una huelga, lo que significó la consiguiente im­
pugnación del dirigente sindical y su remplazo por Hernández 
Juárez, que en ese momento se presentaba como más indepen­
diente de la burocracia sindical y del Estado.6 

rocratizarse, lo que pensaban sería inevitable, de encargarse directamente de 
las direcciones sindicales. 

5 Como ya lo vimos anteriormente, es la Secretaría del Trabajo la que tie­
ne la facultad de otorgar el registro a un sindicato nuevo o a un sindicato que 
pretende independizarse de alguna central sindical, lo cual es necesario para ob­
tener personalidad legal. 

6 Dos años después, el mismo Hernández Juárez cambió nuevamente los 
estatutos que habían sido modificados a raíz de la salida de Salustio con el ob-
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También en Monclova, en la planta 2 de AHMSA, una de­
manda económica que no había sido reivindicada por la direc­
ción oficialista, provocó una crisis de legitimidad, la destitución 
de los dirigentes y su remplazo por la Línea Proletaria. En este 
caso, el rechazo a los dirigentes oficialistas fue debido a la con­
junción de lo que en 1976 representaba para los obreros la ame­
naza de crisis económica, con la hábil utilización por parte de 
un grupo sindical de un hecho concreto. La Línea Proletaria se 
había organizado al interior del sindicato, pero también se im­
plantó en algunas de la colonias más pobres de Monclova, don­
de dirigía algunas acciones, principalmente en favor de mejores 
condiciones de vida: drenaje, agua potable y regularización de 
las propiedades. A pesar de que, como lo mostraron las eleccio­
nes que habían tenido lugar sólo dos meses antes, su influencia 
entre los obreros era poco relevante: entre más de 12 000 obre­
ros, solamente 300 votaron por sus candidatos. El grupo diri­
gente de la sección sindical se derivaba de una coalición de dos 
tendencias oficialistas que habían compartido el poder desde me­
diados de los años sesenta y se habían unido para hacer frente 
a un posible desafío de la corriente de oposición. Aunque su vic­
toria había sido total, bastó un sencillo problema de reparto de 
utilidades para desvanecerla por completo. 

Veamos cómo los propios dirigentes de la Línea Proletaria 
cuentan los hechos. En 1976, en plena crisis económica, en rea­
lidad no tenía nada de particular que la empresa AHMSA decla­
rara que no había obtenido beneficios el año precedente, y que 
por ello prácticamente no habría reparto de utilidades. Pero el 
clima que reinaba cuando se dio el anuncio, y la forma que se 
escogió para ello, rt:sultaron fatales para la dirección oficialista. 
El comité ejecutivo local aceptó los argumentos de la empresa 
de inmediato; comprendió que los trabajadores no recibirían uti­
lidades y que eso era todo. No había necesidad de llevar a cabo 
una asamblea para discutir la cuestión; los obreros seguramente 
entenderían que la situación por la cual pasaba el país impedía 
que una empresa estatal obtuviera beneficios, especialmente tra-

jeto de que no fuera posible la reelección perpetua de un dirigente. Sin embar­
go, Hernández Juárez se ha reelecto continuamente hasta el presente; de hecho 
se ha mantenido en el puesto aun más tiempo que el propio Salustio .. 
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tándose de una crisis básicamente relacionada con la capacidad 
financiera del Estado. 

Pero esta circunstancia, que hubiera podido comprenderse 
de haberse explicado, fue utilizada políticamente por la oposi­
ción. La Línea Proletaria planteó a los trabajadores que: 

... había llegado a tal grado el maridaje entre empresa y sindicato 
que ni siquiera se nombró, conforme al procedimiento legal, la 
asamblea, la comisión revisora de utilidades. La empresa dio de 
10 a 20 pesos de participación de utilidades y nosotros sin poder 
hacer nada porque terminaba el plazo fijado por la ley y no había 
comisión para hacer la reclamación correspondiente (entrevista con 
un militante de la Línea Proletaria, Monclova 1984). 

Nunca pensamos que no iba a haber utilidades [ ... ] nosotros 
pensamos que algún día íbamos a llegar. Era una lucha de seis, do­
ce años de concientización. Pero la gota que derramó el vaso fue 
el problema de las utilidades. Le hicimos ver a la raza que los di­
rigentes nos habían prometido que de nuevo iba a acordarse ton 
la empresa la construcción de casas y luego las utilidades. Fue así 
como empezamos la movilización al interior de la fábrica, fue así 
como se concientizó en contra de los charros (entrevista con el se­
cretario general de la sección 147, Novelo, V. et al., 1979). 

Pero no fue solamente gracias a un interés económico de los 
obreros que la Línea Proletaria pudd movilizar a los trabaja­
dores contra la dirección oficialista; la acción apuntaba a otros 
intereses de tipo similar. Los obreros que unos meses antes vo­
taron por esta corriente, eran los traba;adores siderúrgicos me­
nos favorecidos, es decir, aquellos que vivían en las colonias más 
pobres de Monclova y los obreros eventuales. En ambos casos, 
sin embargo, el éxito de la Línea Proletaria se debió a que logró 
reivindicar demandas mQy particulares, que escapaban a la re­
presentación oficialista, la que, como hemos visto, se concentra 
en las reivindicaciones más generales, que pueden ser materia de 
negociación contractual. 

Ya mencionamos que la Línea Proletaria había iniciado su 
trabajo político en los barrios marginados de Monclova, donde 
residía una buena cantidad de trabajadores de AHMSA, especial­
mente aquellos que se habían integrado recientemente a la em­
presa, aunque ya hemos mencionado que casi ninguno era de ori­
gen rural. La Línea de Masas, de la cual surgió la Línea Proletaria, 
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en una escisión, tenía gran experiencia de trabajo en las colonias 
pobres de las principales ciudades del norte del país, especial­
mente en Monterrey y Torreón. Así que la Línea Proletaria, con 
intención de consolidar su influencia sobre los trabajadores de 
AHMSA, escogió como primer terreno de trabajo político estas 
colonias populares. Ahí no sólo logró movilizar a los habitantes 
en torno a demandas muy concretas, sino incluso organizó una 
invasión de terrenos en la colonia Independencia. A principios 
de 1976, al mismo tiempo que la sección sindical estaba inmersa 
en el problema de las utilidades, la policía entró a esta colonia 
a arrestar a los dirigentes de la invasión. La movilización que 
se llevó a cabo en tomo a la liberación de los prisioneros, dio 
a la Línea Proletaria un ímpetu que facilitó su injerencia al in­
terior del sindicato. En los mítines realizados para exigir la li­
beración de los dirigentes de la invasión, los obreros y colonos 
protestaban al mismo tiempo contra las autoridades políticas y 
contra los dirigentes sindicales que habían aceptado el hecho de 
que no hubiera beneficios que repartir. 

Como ya hemos mencionado anteriormente, los problemas 
para los sectores migrantes o para los menos privilegiados, son 
más de orden urbano que industrial; frecuentemente tienen más 
relación con las condiciones de vida que con las de trabajo, por 
lo que tienden a escapar de la competencia de la organización 
sindical. En este caso concreto, esto tuvo como consecuencia que 
los problemas a los que se enfrentaban algunos de los trabaja­
dores de AHMSA escaparan a la reivindicación oficialista. La Lí­
nea Proletaria'no sólo cubría un vacío de representación, sino 
que se ganaba a un sector de trabajadores que le servirían de ba­
se al interior de la sección sindical. Además, en el caso de ciertas 
colonias como la Independencia, la Línea era la: única organi­
zación que representaba a los habitantes; los defendía mediante 
diversas acciones tendientes a demandar ante las autoridades mu­
nicipales, las mejoras ~ecesarias; Se sabe que tales colonias re­
presentan clientela frecuente del PRI, pero en la medida en que 
la Línea Proletaria aglutinaba a estos colonos, fortalecía su si­
tuación fuera del sindicato y además incrementaba su legitimi­
dad como una corriente sindical interesada por reivindicar las 
demandas de los obreros más desamparados. 

Lo más sobresaliente es que al remontarnos a los orígenes 
de la mayoría de los movimientos de disidencia sindical, pode-
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mos notar que estamos muy lejos de movimientos contra la in­
fluencia oficialista en los sindicatos, de un rechazo de la rela­
ción entre el sindicalismo y Estado, basado en un deseo, por parte 
de la mayoría de los trabajadores, de cambiar el tipo de sindi­
calismo, en una aspiración por alcanzar un grado más alto de 
democracia sindical, o aun por la fuerza de convicción del pro­
grama propuesto por la Linea Proletaria. Nos encontramos mu­
cho más c~rca de una crisis de legitimidad de las direcciones es­
tablecidas y de una reacción a ésta; es decir, estamos frente a 
acciones de crisis organizacional que manifiestan una preocu­
pación por parte de los trabajadores por recuperar el poder·rei­
vindicativo de su sindicato, sin importarles mucho la forma en 
que se logre este propósito, con qué dosis de democracia, etc. 
Por esta razón, también existe la tendencia a la disponibilidad, 
a su recuperación por parte de movimientos políticos que se pre­
sentan como capaces de reivindicar las demandas obreras, sean 
del propio gobierno o de corrientes de oposición. 

LOS LÍMITES DE LA ACCIÓN DE CRISIS ORGANIZACIONAL 

La fragilidad de la acción critica 

La acción obrera basada en un elemento de oposición, en este 
caso, contra una dirección sindical que ha perdido su legitimi­
dad, posee ya una cierta capacidad de acción colectiva, pero se 
enfrenta a limitaciones en la medida en que está fundamentada 
exclusivamente en uno de los principios constitutivos de la con­
ciencia obrera. Mientras la identificación de un opositor puede, 
en efecto, ser la base ~e un tipo de acción para tomar el poder 
de un sindicato, como ocurrió en muchas organizaciones sindi­
. cales' durante los· aftos setenta, se enfrenta· a graves dificultades 
por que ~ incapaz de integrar de mane~a estable. un !Principio 
de identidad obrera, ya que el rechazo a c;lirigentes poco legíti­
mos generalmen~e se da sobre la base de i!istintos grupos de per-
tenenCia. , , . 

Un rasgo fundamental delas acciones críticas, es que a pe­
sar de que implican un cierto grado de constitución de la iden­
tidad 'obrera, '' ... el actor está débilmente: integrado .en la me-
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dida en que puede actuar en función de varios grupos de 
pertenencia y de distintos roles" (Touraine, A., 1973, p. 350). 
La racionalidad de su acción puede ser netamente económica o 
corporativa, o puede incluso ser definida por la amistad o la per­
tenencia a algún grupo de trabajo. Esto quiere decir que este ti­
po de acciones pueden ser dirigidas tanto hacia los niveles 
"inferiores", manifestándose bajo la forma de conductas anó­
micas y espontáneas, o bien, aspirar a objetivos bien definidos. 
No obstante, siempre conduce a acciones poco previsibles, con 
poca coherencia, que pueden ser desviadas de su objetivo en el 
momento en que algún sector de obreros considere que, preci­
samente desde la perspectiva de su grupo de pertenencia, los ob­
jetivos han sido satisfechos. 

En los casos que describimos anteriormente, la acción pudo 
llevarse hasta sus últimas consecuencias, aunque en la mayoría 
de ellos al cabo de algunos años la corriente oficialista regresara 
al poder o los dirigentes de oposición se acomodaran a ella. Pe­
ro, en ocasiones, la configuración de una acción con base en dis­
tintos grupos de pertenencia lleva a ésta a la crisis y la hace fra­
casar. En 1979, en Las Truchas, encontramos una situación que 
dio lugar al rompimiento de la acción sindical, a causa de la im­
posibilidad de constituir una identidad obrera estable. 

La huelga de Las Truchas de 1979 estalló en un momento 
en que la sección sindical estaba controlada por los Estatutarios, 
que según hemos mencionado habían llegado al poder mediante 
una evidente maniobra electoral. La huelga estalló a pesar de que 
los Estatutarios hicieron todo lo posible por evitarla; sabían 
que ello daría oportunidades a las otras corrientes sindicales para 
intentar destituirlos. Y era precisamente ésta la intención de la De­
mocracia Sindical, una de las corrientes que en ese momento de­
sempeñaba un papel aún más importante que el de la Línea 
Proletaria, la que en ese momento se encontraba debilitada a con­
secuencia de su intento por apoderarse de la dirección nacional 
del SNTMMSRM en 1978, así como por el efecto que había tenido 

. la expulsión de la mayoría de sus militantes a raíz de un paro 
de labores en aceración. 

A pesar de que la Democracia Proletaria logró hacer estallar 
la huelga en una maniobra claramente destinada a fines político­
sindicales, el movimiento era percibido por la mayoría de los obre­
ros como una acción que aspiraba al logro de reivindicaciones 
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económicas en el contexto de una negociación de contrato co­
lectivo. Pero incluso un examen superficial del pliego de peti­
ciones' era suficiente para ver que la mayoría de las demandas 
no eran negociables, que representaban un pretexto para hacer 
estallar una huelga en las condiciones previstas por los dirigen­
tes de Democracia Proletaria a fin de demostrar a los dirigentes 
nacionales del sindicato y a la nueva administración de la em­
presa que la situación creada a raíz de la imposición de los di­
rigentes sindicales era insostenible, e intentar la reintegración de 
los líderes de esa corriente sindical, que habían sido despedidos. 

Para Democracia Proletaria y para una parte de los traba­
jadores más calificados, sobre los que descansaba esta corriente, 

estallar la huelga es ahora más necesario y urgente, tal vez, que ha­
ce dos años, pues lo que ahora está en juego es un derecho muy 
elemental para todos los obreros, derecho considerado en la Ley 
Federal del Trabajo y por la constitución política del país; el de­
recho a tener sus propios representantes sindicales. En pocas pa­
labras, lo que está en el centro de la revisión de contrato no es el 
contrato mismo, aunque esto parezca mentira. Si nuestro sindica­
to sigue controlado y en las manos de los nefastos Estatutarios, nues­
tra propia existencia como trabajadores peligra. Cualquier conquis­
ta que logremos arrancarle a la administración de SIDERMEX 
va a ser violada sin que haya resistencia por parte de la autoridad 
del sindicato (Consejo de Lucha-Democracia Proletaria, Las Tru­
chas, 3/VIII/1979). 

Pero a la mayor parte de los obreros no les interesaba des­
tituir a los Estatutarios sino ver satisfecho el pliego petitorio. La 
empresa consciente de esta situación se negaba a negociar, de­
clarando que no habría pláticas si el pliego de peticiones no era 
sustituido. 

Los dirigentes del sindicato nacional también habían reco­
nocido el objetivo real del movimiento. El CEN del SNTMMSRM 
había enviado a un delegado que intentaba convencer a los obre­
ros, en las asambleas, de que estaban siendo manipulados por 
una corriente sindical que se proponía objetivos políticos, a la 
sombra de una contratación colectiva, y que el conflicto político 

7 Para un análisis detallado de este pliego petitorio y de todo el desarro­
llo de la huelga, véase Bizberg, 1., 1982. 
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hacia el cual sé les estaba orillando ponía en peligro sus legíti­
mas reivindicaciones económicas. Evidentemente, el delegado no 
sólo habían comprendido perfectamente el propósito del movi­
miento, sino que asumía las diversas concepciones que privaban 
al respecto, cuando declaraba que: 

... se está desvirtuando su movimiento de huelga. La huelga ha es­
tallado por demandas económicas y ahora se están queriendo me­
ter demandas políticas. El camino que ustedes están tomando no 
es paralelo, como ustedes piensan; lo que plantearon al estallar la 
huelga y lo que plantean ahora son caminos distintos que se tuer­
cen y están eligiendo ir por uno de ellos, el político (asamblea del 
15/8/1979, Lázaro Cárdenas, Michoacán). 

A pesar de ello, el delegado de la dirección nacional y el Co­
mité Ejecutivo Nacional del SNTMMSRM se mostraban dispues­
tos, ante Democracia Proletaria, a discutir la cuestión intersin­
dical. Por su parte, luego de más de tres semanas de huelga, 
también la empresa planteó la posibilidad de negociar la rein­
tegración de los dirigentes sindicales de la Democracia Proleta­
ria. De tal manera, a inicios de la cuarta semana del estallamien­
to, la corriente juzgó necesario ablandar su posición y comenzar 
a preparar el levantamiento de la huelga, lo cual era claramente 
imposible si seguía manejando el primer pliego petitorio; así que 
decidió sustituirlo por uno más negociable. Llevó a cabo esta ma­
niobra, pensando que tendría la capacidad de decidir el momen­
to preciso para levantar la huelga, no sólo porque había podido 
controlar el movimiento, sino además porque ya se encontraba 
en pláticas directas con la empresa, a través de la comisión ne­
gociadora. 

Sin embargo, Democracia Proletaria no consideró el punto 
fundamental que se está analizando en esta sección: el hecho de 
que en el seno del sindicato existieran dos distintas.concepciones 
sobre los objetivos de la huelga, que a su vez estaban claramente 
basadas en dos distintos enfoques de la organización sindical. Da­
do que la mayoría de los obreros se interesaba en las reivindi­
caciones económicas, las razones que sustentaban la huelga se 
desvanecieron cuando la empresa aceptó el nuevo pliego de pe­
ticiones, cosa que hizo de inmediato, sin siquiera discutirlo. En 
estas condiciones, los Estatutarios sólo necesitaron llevar a cabo 
una asamblea general, mientras la comisión negociadora, con-
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trolada por Democracia Proletaria, se encontraba aún en la ciu­
dad de México; en esa reunión se anunció a los obreros que sus 
demandas habían sido aceptadas, y finalmente éstos votaron por 
el levantamiento de la huelga. De esta manera, la corriente que 
había dirigido todo el movimiento, se encontró privada de su prin­
cipal carta de negociación, que era precisamente el control sobre 
el movimiento huelguístico. 

Esta trayectoria comprueba que cuando el principio de iden­
tidad no está constituido sólidamente, cualquier acción puede ad­
quirir significados distintos conforme a los diferentes sectores de 
un mismo sindicato. Esto sucede cuando hay una pronunciada 
heterogeneidad en la composición de la fuerza de trabajo, y ca­
da sector tiene una distinta actitud hacia su empleo. Precisa­
mente éste era el caso de Las Truchas, donde existía una ma­
yoría de trabajadores de origen rural junto a un pequei\o sector 
de obreros calificados. Este ejemplo también demuestra que una 
acción puede deriv.arse del rechazo a una dirección sindical ile­
gítima; sin embargo, esa acción es vulnerable en la medida en 
que está fundada en diferentes grupos de pertenencia. 

La tendenda al corporativismo y a la lucha de facciones 

Otra de las limitaciones de la acción de crisis organizacional tam­
bién está estrechamente relacionada con esta incapacidad de con­
formar una conciencia de identidad, ya que sólo con base en es­
ta conciencia puede definirse el campo de conflicto y lo que está 
en juego, más allá de la toma del poder del sindicato, de su re­
cuperación. Nuevamente, el problema es la existencia de distin­
tas concepciones sobre lo que es un sindicato, aunada a una re­
lativa vulnerabilidad del sindicalismo, en la medida en que está 
basado en lazos patemalistas y clientelistas. Como se infiere, el 
sindicato puede fácilmente, y por distintas razones, entrar en una 
crisis de legitimidad, que conduzca a la impugnación de la di­
rección sindical oficialista. Una vez pasado este momento, pue­
de quedar bajo el control del sector obrero más calificado, el úni­
co que tiene una clara concepción de su identidad; pero también 
puede pasar a manos de militantes sindicales o políticos. En el 
primer caso, la tendencia que dominaría, tras la recuperación del 
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sindicato, sería el corporativismo8 y en el segundo, la lucha en­
tre facciones sindicales. Esto, a su vez implica un alto grado de 
posibilidad de recuperación del sindicato por parte de la corrien­
te oficialista, en la medida en que ésta logre sobreponerse a las 
otras facciones sindicales o reivindicar los intereses corporativos 
de los sectores más calificados. 

Una acción asentada sobre el acuerdo coyuntural que une mo­
mentáneamente a los obreros, en torno al rechazo a un oposi­
tor, puede tener como consecuencia, una vez terminado el mo­
vimiento, y en la medida en que los trabajadores con una actitud 
mutualista participen poco en la vida sindical, que sean los obre­
ros más calificados los que conduzcan al sindicato al repliegue 
sobre sí mismo, y a la reivindicación exclusiva de intereses lo­
cales y particulares. Esto es lo que explica que en los sindicatos 
donde triunfó la Línea Proletaria, así como en aquellos domi­
nados por otras corrientes que lograron rechazar al sindicalismo 
oficialista de los sectores de actividades modernas, como son los 
de las industrias automotriz, bulera y del transporte aéreo, se ma­
nifestara tan claramente una política sindical con tendencia al 
particularismo, orientada al aislamiento y sin posibilidad de re­
basar el corporativismo a pesar de que los discursos, en muchas 
ocasiones radicales, planteaban transformaciones importantes no 
sólo con respecto a la vida interna de los sindicatos, sino además 
y precisamente en cuanto a sus relaciones con otros sectores del 
movimiento obrero. Una vez en el poder, estas corrientes sin­
dicales enfatizaron la posibilidad de negociar directamente con 
la empresa, sin la intervención de las instancias gubernamenta­
les, y se presentaron como corrientes netamente apolíticas, en oca­
siones incluso antipolíticas, como una medida no sólo ideoló­
gica, sino táctica, porque sabían que mientras no se pronunciaran 
políticamente tenían mayor probabilidad de sobrevivencia9 

(Aguilar García, F.J., 1982 y Roxborough, l. y Bizberg, 1., 1983). 

8 Aquí el concepto "corporativismo" se refiere a una actitud que se orien­
ta primordialmente hacia intereses particulares de un grupo o sector social es­
pecífico. En este contexto, su connotación es distinta de la que sirve frecuen­
temente para caracterizar al sistema político mexicano. 

9 Esto ha sido favorable en los periodos de auge económico, pero no en 
los momentos actuales de crisis económica, que han demostrado la debilidad 
relativa de este tipo de sindicalismo. Por ello, actualmente se perciben intentos 
de reagrupación de sindicatos por rama de actividad, como por ejemplo en la 
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Es comprensible la tendencia al apoliticismo y al antipoliti­
cismo, si se le considera como reacción al sindicalismo tradicio­
nal, caracterizado por la preeminencia del Estado sobre las re­
laciones sociales y por la subordinación de los sindicatos a la 
función que cumplen en un sistema político poco autónomo del 
Estado, lo que politiza las reivindicaciones sindicales. Es expli­
cable que en los marcos del sindicalismo mexicano, la acción obre­
ra intente, por encima de todo, revalorizar a la acción reivin­
dicativa y que por ello rechace la politización de la acción sindical. 
En la encuesta que llevamos a cabo en Monclova, 61 OJo de los 
obreros cuestionados declararon que los intereses de un sindi­
cato son incompatibles con los de un partido político. 

Es evidente que esta tendencia está estrechamente ligada a 
la posibilidad de que estos sindicatos sean recuperados por el ofi­
cialismo, en el momento en que éste logre proponer una acción 
sindical menos directa y explícitamente ligada al Estado. Con la 
obtención de un cierto grado de autonomía en las decisiones, el 
sindicalismo oficialista ha intentado responder sobre todo a los 
intereses corporativos de los sectores más calificados, los cuales, 
como ya hemos visto, son los más activos y los que plantean de­
mandas que rebasan el control paternalista y clientelista, aun­
que no son incompatibles con el oficialismo. 

Un caso análogo se dio en la sección 147 en Monclova, don­
de sin necesidad de recurrir a maniobras ilícitas, la corriente ofi­
cialista logró recuperar el poder sindical a través de elecciones. 
Como hemos podido observar en nuestra encuesta, los obreros 
escogieron la alternativa de la corriente antioficialista, que los 
había dirigido desde 1976, a pesar de que muchos de ellos ex­
plícitamente reconocían haber votado por una corriente más alle­
gada a la empresa y a la tendencia oficialista. Este tipo de vo­
tación puede explicarse si se atiende a la actitud que la origina: 
calculadora y orientada a garantizar ventajas corporativas. Qui­
zá los obreros sentían que la postura agresiva de la Línea Pro-

rama automotriz. No obstante, este tipo de sindicalismo logró, durante la dé­
cada de los setenta, precisamente por medio de su postura corporativa, que los 
privilegios, que anteriormente sólo gozaban algunas de las empresas, se exten­
dieran a la totalidad de la rama automotriz. El caso de la Volkswagen destaca, 
pues -antes de que su sindicato ingresara a la uo1 las condiciones salariales y 
laborales eran notablemente inferiores a las del resto de las empresas de la rama. 
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letaria no podría seguir asegurando la obtención de sus objeti­
vos en una situación de crisis económica aguda y de embestida 
generalizada contra el sindicalismo independiente; que en estas 
circunstancias una disposición negociadora y aun una corriente 
más allegada a la empresa y al gobierno, serían más efectivas. 
La consideración subyacente era que si el sindicato está a la de­
fensiva, tratando más de conservar lo logrado que de mejorar 
las condiciones obreras, la actitud combativa de la Línea Pro­
letaria podría traer más perjuicios que beneficios. 

También es evidente que la capacidad de recuperación de las 
acciones de crisis organizacional, como se dio en el caso descrito 
arriba, se debe a que tales acciones no van más allá del rechazo 
al sindicalismo ojicialista como consecuencia de una crisis de le­
gitimidad, definida por la disjuncionalidad de la subordinación 
del sindicalismo al Estado. La acción de crisis organizacional se 
sitúa siempre en el marco determinado por la organización (en 
este caso sindical) y por el rechazo a la subordinación del siste­
ma político al Estado. En realidad se recusa la disfuncionalidad 
de esta relación, pero no su legitimidad. En el fondo, entonces, 
no se contesta el dominio del Estado sobre el sistema político, 
sólo se opone a esta relación cuando choca con los intereses obre­
ros, lo que no siempre ocurre. Por eso esta posición es incapaz 
de proponer una concepción alternativa de la representación sin­
dical, que se oponga fundamentalmente a la que encarna el ofi­
cialismo. Tampoco puede brindar una alternativa a la relación 
entre Estado y sindicalismo; lo único que promueve es su reno­
vación, su desanquilosamiento. 10 

Estas caracteristicas son cruciales no sólo en la medida en 
que una acción de crisis organizacional basada en un sentimien­
to de rechazo a la disfuncionalidad de una organización sindical 
o en una conciencia de identidad corporativa, puede llevar a la 
recuperación del sindicato por las corrientes oficialistas; sino ade­
más porque la incapacidad de este tipo de acción para proponer 
una visión que trascienda a la organización y a los intereses cor­
porativos, puede determinar el fracaso mismo de la acción. Ya 

lO Esto último será discutido con mayor profundidad en el último capi­
tulo, cuando se hable del consenso básico que existe en torno no solamente al 
papel que debe cumplir el Estado, sino a la relación entre éste y el sindicalismo. 
Tal consenso cruza las barreras entre el sindicalismo oficialista y el independiente. 
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vimos un ejemplo derivado de la fragmentación de la identidad 
y de la acción misma. Pero existe aún otra circunstancia, que dis­
cutiremos en el último capítulo: la falta de percepción del cam­
po político, la ausencia de una visión general de lo que significa 
el conflicto puede implicar la derrota; se podría llegar a pensar 
que es posible separar la reivindicación de la destitución de los 
dirigentes oficialistas, de sus referencias y consecuencias políti­
cas. Considerar que en un sistema político como el mexicano, 
estos campos están separados, carecer de conciencia sobre el mo­
mento en el que se pasa de uno al otro (lo que en muchas oca­
siones sucede muy repentinamente), es la manera más fácil de 
exponerse a un enfrentamiento directo con el Estado, sin la con­
ciencia de que se avanza hacia él, y en una correlación de fuerza 
muy desfavorable. 

En el caso de las secciones siderúrgicas, el contexto político­
sindical contribuyó al debilitamiento paulatino de la Línea Pro­
letaria e impulsó la recuperación oficialista de las direcciones sin­
dicales. Pero en el caso de los ferrocarrileros, el desenlace fue 
inevitable y mucho más dramático. El hecho de intentar separar 
lo reivindicativo de lo político, la falta de una visión general de 
la situación, y las presiones corporativas de las bases sindicales 
de algunas secciones del Sindicato de Trabajadores Ferrocarri­
leros de la República Mexicana, condujeron a la derrota total 
del movimiento, cuando apenas se estaba festejando la muy con­
siderable victoria que había significado la conquista de la direc­
ción nacional del sindicato. 11 

Pero antes de estudiar este movimiento con mayor profun­
didad, analicemos las posibilidades reales de democracia sindi­
cal en una situación donde existen tendencias naturales a la des­
centralización sindical, debidas al surgimiento de reivindicaciones 
relativas al trabajo que son promovidas principalmente por los 
obreros calificados o por la voluntad de algunas corrientes sin­
dicales como la Línea Proletaria y la UOI, que desean establecer 
una vida interna más democrática. Veamos primero las posibi­
lidades reales que tienen estos intentos de descentralización del 
poder sindical y de establecimiento de una vida sindical más par­
ticipativa y abierta. 

JI Véase el capitulo XI, "De la crisis organizacional a la crisis institucio­
nal". 





X. LOS LÍMITES DE LA DEMOCRACIA SINDICAL 

Los límites que enfrenta la constitución de la identidad obrera, 
la tendencia que inclina a la acción obrera a definirse exclusi­
vamente en función del principio de oposición, de la definición 
del adversario, y el carácter crítico que adopta, tienen consecuen­
cias fundamentales sobre la acción sindical, pero también sobre 
fas posibilidades de construcción de un sindicalismo distinto al 
oficialista. Es esto último, lo que analizaremos en los siguientes 
capítulos, a partir de dos perspectivas diferentes. Gran parte de 
los estudios sobre el sindicalismo antioficialista lo asimilaban me­
cánicamente a un sindicalismo democrático, sin analizar sus po­
sibilidades reales y sus no menos reales limitaciones. Aquí dis­
cutiremos las posibilidades que tiene un movimiento de oposición 
de llegar a establecer un sindicalismo más democrático, lo que 
efectivamente era la finalidad expresa declarada por la mayoría 
de los movimientos que surgieron durante los aftos setenta. El 
último capítulo tratará de la capacidad real de este sindicalismo 
de oposición para definir un objetivo que trascienda la mera opo­
sición al control oficialista sobre las organizaciones sindicales, 
así como de su aptitud para defmir una distinta concepción de 
la representación política y de la relación entre el sindicalismo 
y el Estado. 

En lo que concierne a la democracia sindical, ésta no está 
determinada únicamente por los propios límites de la acción obre­
ra, sino también por la subordinación del sindicalismo a la po­
lítica, por su función de base de apoyo del Estado. Aunque es­
tamos describiendo un contexto político muy distinto al del 
famoso estudio donde Lipset plantea que los límites de la de­
mocracia sindical provienen primordialmente de las condiciones 
de funcionamiento propias a toda organización política, fenó­
meno que fue denominado por Michels como la Ley de Hierro 

[269] 
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de la Oligarquía, sin embargo, podemos utilizar algunas de sus 
ideas. 

'La jnstauración de la democracia en un sindicalismo deter­
minado requiere, por supuesto, que los dirigentes tengan una vo­
luntad expresa de instituirla, especialmente en vista de las facul­
tades con que cuentan las direcciones sindicales en México. Pero 
este elemento no es suficiente; también es necesario que, a nivel 
de la sociedad global, exista un sistema político abierto, repre­
sentativo y autónomo dei,Estado. De no djuse estas condiciones 
de base, toda tentativa de cambiar la'S reglas de juego de la vida 
interna en una organización política -sea en un. sindicato o en 
cualquier otro tipo de organización social- a pesar de que se 
pueda tener éxito en un momento determinado, en cuanto se afec­
te a un sector importante del sindicalismo, se tenderá a cuestio­
nar los fundamentos mismos del sistema político y esto repre­
sentará un desafío y consecuentemente un enfrentamiento directo 
con el Estado. Además; es imposible crear un sistema cerrado 
y aislado de vida democrática porque, como lo veremos en se­
guida, éste tendería a autolimitarse progresivamente. Por otra 
part~. también es. evidente que no. existe democrac;ia s[ñ parti­
cipación .. Como ya hemos visto, la participación es inversañi(m­
te proporcional a la existencia de una actitud dominante hacia 
la organización sindical que la considera como un prestador de 
servicios de tipo mutualista. 

En su célebre estudio, Lipset propone como base de la de­
mocracia sindical no sólo la existencia de distintas posiciones sin­
dicales, sino además que a pesar de que cada una de ellas intente 
obtener el poder absoluto ninguna tenga la suficiente fuerza pa­
ra lograrlo. Sin embargo, el Estado mexicano.no puede tolerar 
la presencia de una oposición sindical, a menos que ésta_sea dé­
bil,' que se mantenga relativamente marginada y que no adopte 
posiciones polítiCas. También es importante que el sindicalismo 
oficialista· -si cuenta cQn el aval del gobierno- sea capaz de 
infligir a tal oposición uria derrota total en cualquier momento. 

, En estos términos, una. corriente de oposición al interior de un 
t sindicato nacional de industria o de una confederación, prácti-
1camente .no tiene defensa alguna si la dirección nacional y la Se­
cretaría del Trabajo deciden oponérsele. Esto quiere decir que 
cualquier acuerdo que obtenga la oposición puede ser recusado; 
los· logros o convenios no son duraderos por la falta de equili-
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brio en la correlación de fuerzas. Tampoco puede existir el nivel 
de tolerancia necesario para la democracia si cualquier oposición 
real al sistema implica una amenaza radical. 

En este contexto, la democracia se ve restringida por la ine­
quidad de fuerzas, que implica sobre todo una lucha de posicio­
nes, movimientos tácticos y la manipulación, más que tentativas 
por estimular la participación de las bases sindicales. A largo pla­
zo, el único medio de defensa que tiene una corriente de opo­
sición sindical, es la.derrota del sindicalismo oficialista. De ma­
nera inversa, para el sindicalismo oficialista la única solución, 
a largo plazo, consiste en la derrota de la oposición sindical. Co­
mo veremos en el capítulo siguiente, esto significa que el carác­
ter de la acción sindical responde menos a los intereses obreros, 
a sus reivindicaciones sociales, o a un conflicto con carácter de 
clase, que a una situación política: la función que juega el sin­
dicalismo en el sistema político o el rechazo a esta función. 

La gran heterogeneidad que presenta la clase obrera tam­
bién contribuye a esa tendencia. Como menciona Lipset, por una 
parte, diferencias muy amplias entre los sectores que conforman 
a una sociedad o asociación.social obstaculizan la democracia. 
Por otra parte, como ya hemos discutido anteriormente, el que 
exista un sector de obreros que considera que el sindicatp es una 
organización destinada a brindarle un servicio, para el cual los 
problemas fundamentales derivan de su incorporación al medio 
urbano más que de las condiciones del trabajo industrial, im­
plica una tendencia a la disponibilidad política, en la medida en 
que recurre prioritariamente a agentes políticos; también signi­
fica que la.acción obrera adopta un carácter más político que so­
cial. 

Estudiaremos estas características con mayor detalle descri­
biendo un· intento concreto por instaurar la: democracia en un 
sindicato. Esta tentativa tiene un valor analítico en la me~ida en 
que el fenómeno tuvo lugar en el sindicato de una empresa cu­
yas: condiciones se prestaban para que existiera un elevado nivel 
de participación, ya que se :trataba de u;na empr~sá moderna y 
compleja, que empleaba a un sector de:obreros calificados, lo 
cuaJ según nuestras hipótesis, es un contexto favorable para una 
evolución en este sentido. Por otra parte, el intento por instau­
rar.tma vida interna democrática, fue llevado a cab.o por una co­
rriente sindical que se encontraba en pugna por el poder sindical 
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y cuyo programa proponía abrir un espacio a la participación 
en una organización caracterizada por su ausencia. Las limita­
ciones a las que se enfrentó este ensayo de democratización im­
pulsado "desde arriba", aunque basado en una demanda ema­
nada "desde abajo", por lo menos de un sector de obreros, son 
muy reveladoras de la correlación que existe entre las dos ten­
dencias a la burocratización sindical que hemos mencionado: la 
que por un lado ejerce el sistema político sobre la organización 
sindical, sobre el comportamiento de las distintas corrientes sin­
dicales y la que, por otro lado, es consecuencia de la heteroge­
neidad de la clase obrera, de la existencia de diversos proyectos 
y concepciones de lo que es un sindicato, así como de las limi­
taciones propias al funcionamiento de toda asociación social o 
política. 

El poder de la dirección sindical sobre la vida interna del Sin­
dicato Nacional de Trabajadores Mineros y Metalúrgicos, es tan 
grande como en los demás sindicatos nacionales. El comité eje­
cutivo nacional prácticamente anula la autonomía relativa de las 
secciones en lo que se refiere a las cuestiones internas del sin­
dicato. Pero en comparación con los sindicatos nacionales que 
se rigen por un contrato único, en el SNTMMSRM existe una au­
tonomía relativa en las negociaciones de los contratos colectivos 
particulares. En el caso de los sindicatos nacionales de los sec­
tores eléct-ico, petrolero, ferrocarrilero y el de comunicaciones 
telefónicas, la negociación colectiva es única porque el contrato 
se establece con una sola empresa. Aunque en cuanto a orga­
nización, el Sindicato Minero sea prácticamente idéntico al de 
los otros sectores, en lo que concierne a la negociación colecti­
va, existen diversos contratos que son establecidos con las dife­
rentes empresas del Estado y privadas, ubicadas en tres distintos 
sectores de actividad: el minero, el metalúrgico y el siderúrgico. 
La Línea Proletaria utilizará este único espacio de autonomía re­
lativa para intervenir en la definición de las relaciones obrero­
patronales, tanto en las negociaciones anuales con la empresa, 
como en la administración de las relaciones cotidianas de trabajo. 

Para obtener el poder de las secciones sindicales siderúrgi­
cas y conservarlo, la Línea Proletaria tuvo que tomar en cuenta 
la experiencia de los distintos movimientos de oposición que se 
dieron en los sindicatos ferrocarrilero y eléctrico, donde se de­
mostró que la creación de frentes de lucha con otros sindicatos 
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y la politización de las reivindicaciones sindicales tendía inevi" 
tablemente hacia un enfrentamiento directo con el Estado, par­
ticularmente en estos casos que involucraban a sectores política 
y económicamente estratégicos. Cuando las corrientes que inten­
tan constituir estos frentes no son lo suficientemente poderosas 
para sobrevivir a· tal enfrentamient<?_, la derrota es el resultado 
más probable, especialmente en los sindicatos nacionales de in­
dustria, cuyos comités ejecutivos tienen en sus manos todos los 
medios necesarios para aplastar a una oposición que se torna de­
masiado incómoda. 

Sin embargo, no es fácil aprovechar las ensei\anzas de otros 
movimientos. La Línea Proletaria había propuesto, por lo me­
nos durante el periodo de consolidación, actuar exclusivamente 
a nivel local, rechazar sistemáticamente la vinculación con otros 
sindicatos y evitar proponer objetivos que implicaran una opo­
sición directa al comité ejecutivo nacional. Pero ya en 1978, a 
dos ai\os de haber logrado tomar el poder de la sección de la plan­
ta 1 de Monclova y antes de consolidar su dominio sobre las otras 
secciones bajo su influencia, como era el caso de la planta 2 de 
AHMSA y de la sección sindical de Las Truchas, intentó apode­
rarse del comité ejecutivo nacional del SNTMMSRM. 

Este intento de llegar al poder del ejecutivo del Sindicato Mi­
nero Metalúrgico, o por lo menos de hacer fracasar la·reelección 
de su secretario general, Napoleón Gómez Sada, estuvo domi­
nado por dos circunstancias: por una parte, la rapidez con que 
la Línea Proletaria llegó a los comités ejecutivos locales de las 
secciones sider,úrgicas más importantes, condujo a que so brees­
timara sus fuerzas y actuara incluso contra sus principios tác­
ticos. Por otra parte, al calor de los acontecimientos del XX Con­
greso del Sindicato Minero, la Línea·olvidó sus propósitos de llevar 
a cabo una lucha lenta y prolongada, lanzándose a un intento 
de desequilibrar la correlación de fuerzas que existía al interior 
del sindicato. Gracias al poder con que contaba en las secciones 
sindicales que controlaba y a la influencia que había .logrado ob­
tener en otras secciones, especialmente en las de la cuenca car­
bonífera del norte de Coahuila, su dominio se había extendido : 
mediante los contactos establecidos previamente, pero que se ha- · 
bían fortalecido durante el congreso en la ciudad de México; en 
vittud de esta trayectoria la Línea Proletaria se sintió lo suficien­
temente fuerte como para enfrentar a la dirección nacional. Su 
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prematuro intento por derrotar al comité ejecutivo general, fue 
descrito por uno de sus protagonistas como 

••• una reacción en cadena[ ... ) de aquí vamos doce convencionis­
tas, somos la sección que más convenci9nistas manda, luego de la 
Cuenca, luego comienzan a surgir secciones de Chihuahua, otras 
de Monterrey, de Guanajuato. Iban cuates jóvenes que al princi­
pio todos les hablaban mal de nosotros y comienzan a tratarse en 
el hotel y a platicar. Y de repente en una. votación llegamos a tener 
60 a favor, en una convención de 120 (entrevista con el secretario 
general de la sección 147, Novelo el al., 1979): 

La reacción de la dirección nacional oo se hizo esperar. Des­
de un principio, el comité ejecutivo ~acional no había aceptado 
cabalmente el hecho de que la Línea Proletaria no respetara los 
estatutos sindicales y d·~ignara a obreros que todavía no cum­
plian cinco ai\os en el sindicato, como c~ndi~atos de la direc­
ción de la sección 147. El comité ejecutivo del Sjndicato Minero 
también resentía los ataques, cada vez más frecuentes, de esta 
corriente sindical, pero se guardaba ambas cartas j:>ara el mo­
mento más propicio. El hecho de que desde meses antes la Línea 
hubiera escogido el enfrentamiento, la llevó a ·considerar que una 
vez iniciado el conflicto directo con el comité nacional era ne­
cesario pasar a la ofensiva para limitar las posibilidades del co­
mité en el sentido de aplicar represalias. Ya que el enfrentamien­
to directo que se había querido evitar estaba entablado, la única 
forma de defenderse era el ataque, y de hecho sólo la derrota 
del sindicalismo oficialista serviría para que le "hicieran menos 
dai\o" a la Línea. · · 

Pero evidentemente, la dirección nacional era mucho más po­
derosa que la Línea Proletaria y el movimiento fue fácilmente 
desmantelado " ... lo que hicieron fue cortar por lo sano, 
¡vámonos! Nos ponen la cláusula a cinco, otros dos salen con 
cinco ai\os fuera de derechos sindicales, CfeQ que son cuatro más 
con tr.es ai\os fuera del trabajo y fuera de. derechos, como unos 
siete más fuera de derechos sindicales por cinco ai\ÓS" (entrevista, 
Novelo, V., et al., 1979). Este desenlace ilustra claramente, aho­
ra en la práctica, que un frente contra el sindicalismo oficialista 
no podía fructificar, especialmente si, a pesar de las.apariencias, 
éste había surgido espontáneamente, sin real coordinación y so­
bre todo contando con poca fuerza en·relación al intento por de-
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sarmar el enorme poder que tiene-el comité ejecutivo general. Co­
mo lo explica claramente una autocrítica a esta acción, 

nos presentamos ante al enemigo como si realmente fueramos un 
bloque de fuerza entre las diferentes secciones antes de la Conven­
ción y en la Convención misma, aun después de que fuimos gol­
peados lo seguimos haciendo agravando cada vez más el proble­
ma. Nos preocupamos más por la relación entre un grupo de 
compafteros de las diferentes secciones, que por realmente cimen­
tar algo entre los trabajadores de las mismas (Línea Proletaria, va­
rias secciones, enero de 1980). 

El resultado de esta derrota fue la pérdida de influencia de 
la Línea Proletaria en ciertos sindicatos en los cuales aún no se 
había consolidado, y un revés total en otras secciones, que sólo 
pudo recuperarse<después de varios aftos, como en el caso de Las 
Truchas. Pero sobre el plano táctico, esta experiencia tuvo co­
mo consecuencia una regresión a las propuestas originales: evi­
tar los conflictos directos con el sindicalismo oficialista a nivel 
del sindicato nacional y rechazar la politización de las deman­
das, las que debían de mantenerse exclusivamente en el marco 
local y con una orientación hacia el particularismo. 

Después de 1978, fueron abandonadas incluso las demandas 
de aumentos salariales por encima de los topes establecidos por 
el gobiemo. Estas reivindicaciones netamente económicas se tor­
naban políticas porque uno de los elementos más importantes de 
la política económica del gobierno de López Portillo radicaba 
precisamente en el bloqueo de salarios. Aunque estas demandas 
sí figuraban en los pliegos de peticiones, siempre se garantizaba 
la posibilidad de que fueran remplazadas por aumentos indirec­
tos, por prestaciones sociales, o por mejoras en las condiciones 
laborales. Justo debido a las mismas razones, la Línea Proleta­
ria evitaba toda conexión explícita con otros gremios, aun den­
tro del propio sindicato nacional, y rechazaba expresamente la 
posibilidad de unirse o de llegar a constituirse en un partido po­
lítico. 

Si bien el surgimiento tardío de la oposición sindical en el 
interior del Sindicato Minero teóricamente le permitía aprove­
char las experiencias de otras corrientes que habían constituido 
la llamada ''insurgencia sindical''. también implicaba varios in­
convenientes. Al contrario de lo que sucedió en la primera mi-
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tad del sexenio de Echeverría, periodo en el cual la recuperación 
·'de la autonomía sindical fue permitida e incluso tácitamente fa­

vorecida, durante los dos últimos años de ese sexenio, y parti­
cularmC4lte durante el gobierno de López Portillo, la política sin-

, dical se endureció considerablemente .. ,A pesar de ello, la Reforma 
Política de ese gobierno dejaba un margen a la acción sindical, 
precisamente en la medida en que no mantuviera ligas políticas 
y se restringiera a reivindicaciones gremiales y particulares a ni­
vel/oca/. 

Una vez que la Unea Proletaria estuvo instalada en Las Tru­
chas y en Monclova, los conflictos que dieron lugar a las huel­
gas de 1977, 1979 y 1980, fueron resueltos de la misma manera 
que en los demas sindicatos; es decir, no se .hacían....c.oncesiones 
en lo relativo a los incrementos directos al salario, ni sepormitía 
queJas empresas, especialmente las paraes~tale.s._.com:edieran 
aumentos salariales que rebasaran los topes fijados por_el go­
bierno; lo único que se toleraba eran las compensaciones por me­
dio de prestaciones. Pero, por otra parte, era claro que si la,.Lí­
nea-Proletaria se limitaba a actuar exclusivamente en las secciones 
donde había logrado llegar al poder y no volvía a adoptar una 
posición como la de 197~, el gobierno no intervendría en el con­
flicto interno del Sindicato Minero, entre las secciones contro-

. ladas por la oposición y el comité ejecutivo general. 
Quedaba establecido que una cc;>rriente.~i!\diC~_que...no in­

tentara cambiar la correlación de fuerzas QJ.Ie exjstía ~linterior 
del SNT~SRM •. o de cualquier otro.sindicato deinfluiiri~ o con­
federa~ión, y que ~o. ad()ptar:a una oposición aJ>i_~llllleDte po­
lftica, .no ~ería atacada d~.roanera_fronta]._ 1?9!'. el JO!>!erno. La 
diréCción nacionai tendría, como en 1978, que afrontar cualquier 
situación interna mediante sus propias fuerzas, sin contar con 
la posibilidad de una intervención directa de alguna instancia gu­
bernamental. Atacar ·a una corriente sindical que s~Jüu.staba a ·· 
las re~!~ del juego, sería contradecir la "s~lución de~g~ica 
a Ia_~~·s•s" que pretend,ía la Reforma Política. A;pesar de qtJe 
de hecho sí hubo contradicciones;¡ esta reforma, el gobierno cui­
dó que éstas :no fueran muy frecuentes, con 'el propósito de que 
los .. objetivos políticos· que' implicaba no perdieran su legitimi­
dad:-Pero también era evidente que si la Línea Proletaria iflten­
tatta rebasar de nuevo _los marcos estrictamente locales, si tra­
taba de-politizar sus reivindicaciones, o se enfrentaba directamente 1 
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a la política de topes salariales, o bien; p.-etendía desequilibrar 
la correlación de fuerzas al interior de un sindicato tan impor­
tante como el minero, el gobierno se uniría al comité ejecutivo 
general para aplastarla. 

Estas restricciones no sólo afectan la relación entre una or­
ganización sindical y el exterior, sino que tienen consecuencias 
internas, definidas esencialmente por la amenaza consta,nte a la 
que se enfrenta cualquier corrie~te de oposición. El problema fun­
damental es que la presión que se ejerce contra ella no es parte 
de una lucha entre dos fuerzas en igualdad de condiciones, sino 
entre una oposición que se encuentra en franca desventaja fren­
te al sindicalismo oficialista, que tiene a su favor la maquinaria 
sindical, las atribuciones que otorgan los estatutos al comité eje­
cutivo nacional y, sobre todo, el apoyo que, en última instancia, 
puede obtener del gobierno. En tales condiciones, si en un pri­
mer momento una corriente sindical de oposición puede, y en 
gran medida requiere, revitalizar y abrir espacios de participa­
ción sindical, en un segundo momento, cuando la lucha de des­
gaste se vuelve más álgida y aumenta el riesgo de una ofensiva 
de la dirección nacional y además la corriente de oposición se 
siente amenazada o se ha debilitado, tiende a cerrarse la apertura. 

De esta forma, en un primer momento, la Línea Proletaria 
logró derrotar al sindicalismo oficialista, a través de la conquis­
ta de los puestos de delegados departamentales. Ello significó que 
una vez en el poder, la Línea tuviera que seguir respetando la 
estructura organizacional que le permitió llegar a la dir~ión sin­
dical. Pero, en un segundo momento, la corriente oficialista, ade­
más de utilizar su poder en la dirección nacional, comenzó a ser­
virse del espacio interno del sindicato; además, la apertura a la 
participación sindical tuvo como resultado la aparición de otras 
corrientes sindicales que se disputaron el poder, e. incluso con­
dujo a una escisión de la propia Línea Proletaria. En estas cir­
cunstancias, el único medio de defensa que encontró esta corrien­
te sindical fue limitar paulatinamente el espacio interno y utilizar 
plenamente su posición en la dirección del sindicato y ·tas atri­
buciones que ésta implicaba, para enfrentarse a las otras corrien­
tes y manipular la participación sindical en su beneficio. 

Pero analicemos cómo se dio concretamente este procesO que 
tuvo como efecto una distancia creciente entre los objetivos ini­
ciales de la Línea Proletaria, en el sentido de estimular la par-
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ticipación de las bases obreras y permitir la lucha abierta entre 
las corrientes que existían en el seno del sindicato, y su práctica 
sindical. Las propuestas de Línea Proletaria en lo que concierne 
a la vida interna de las secciones sindicales, a las formas de or­
ganización y a la participación obrera, estaban fundamentadas 
en la idea central según la cual " .. .los obreros son destituidos 
de su papel histórico como sujetos de la revolución, ya que en 
su lugar un grupo de pre<;lestinados, de lideres, se autoconstitu­
yen como los conductores del proceso" (Línea Proletaria, sec­
ción 271, 23/VIII/78). Actualmente, las masas obreras, los cam­
pesinos, los colonos y aun las clases medias, deben ser las que 
decidan por sí mismas, sin necesidad de caer en la espontanei­
dad. Esto último significa que las masas deben disponer en todo 
momento de la información necesaria para poder escoger la me­
jor opción. Para ello, la Línea Proletaria sugería la existencia 
de ''orientadores'', quienes estarían exclusivamente dedicados a 
cumplir una función informativa. Los orientadores serían los tra­
bajadores con mayor experiencia y conciencia obrera, y debían 
evitar convertirse en dirigentes; no ocuparían puestos de deci­
sión, ya que ello implicaría que sustituyeran su función funda­
mental de orientación por la de dirección, lo cual los burocra­
tizaría. Ni los orientadores ni los delegados departamentales 
debían formar parte de las direcciones sindicales porque enton­
ces dedicarían su tiempo a luchar por posiciones políticas, rele­
garían a un segundo plano a los obreros y perderían toda liga 
con las masas (Línea Proletaria, sección 271, agosto de 1978). 

El orientador no es el que decide; su tarea es la de aportar todos 
los elementos necesarios para que la asamblea tenga bases firmes 
para decidir. El orientador no debe dar órdenes, porque ésa es una 
práctica burguesa. El qÚe da órdenes sólo quiere que se le obedez­
ca; eso es malo porque los trabajadores nunca van a aprender a 
pensar para poda- tomar decisiones (Despertar Obrero, sección 147, 
enero de 1979). 

·El objetivo de estimular la participación de las bases obreras 
tuvo como consecuencia que las formas de organización y de to­
ma de decisiones fueran estructuradas con el objeto de revita­
lizar las instancias más próximas a los obreros, otorgándoles ma­
yor importancia que la que habían tenido en el pasado. Esto, por 
otra parte, coincidió con una necesidad que al principio tenía la 
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Línea Proletada, de desplaz~r a los delegados departamentales 
que est~ban id~~tificados con la dirección sindical precedente y 
desmantelar la red de relaciones que respondía a los intereses de 
la corriente oficialista. Ello tuvo como resultado el estimulo a 
las asambleas departameótales y a la participación sindical y con­
firió a los delegados departamentales una gran autoridad. 

El papel de· cada una de las instancias de participación y su 
jerarquía están claramente expuestos en los documentos de la Lí­
nea Proletaria. · · 

Antes de las asambleas generales debemos hacer asambleas de área. 
Ahí nos conocemos más y somos más poquitos y, por lo tanto, es 
más fácil que hablemos todos y vayamos aprendiendo a discutir 
y también a tomar decisiones. Entonces las proposiciones acorda­
das en cada área van a la asamblea general y así ya no son unos 
cuantos compañeros que hablan, sino toda la gente ( ... ]. Los de­
legados deben juntarse para hacer planes de trabajo después de la 
asamblea general. Asimismo, las asambleas del comité y delega­
dos departamentales deben servir para controlarse mutuamente en 
el cumplimiento de las tareas. En las demás secciones del sindicato 
también se dice que la máxima autoridad es la asamblea general 
y, sin enibar_go, no son organizaciones proletarias. ¿Por qué? Por­
que a las asamble!lS generales va poca gente, porque opinan sólo 
unos cuantos y los lideres y porque no llevan a la asamblea general 
proposiciones discutidas, analizadas y acordadas por las asambleas 
departamentales o d~ áreas. No son organizaciones proletarias por­
que los delegados departamentales (si es que existen) y el ejecutivo 
local toman las decisiolles en lugar de las asambleas generales y ca­
si siempre en contra de los intereses de los trabajadores (Linea Pro­
letaria, nacional~ sin fecha). 

Pero si bien es cierto que en un primer momento las con­
diciones para la. participación sindical estaban dadas y además 
fueron estimuladas por la organización departamental que ya exis­
tía, en la medida en que pasó la coyuntura, esta misma estruc­
tura organizacional se convirtió en un desafio real para la Línea 
Proletaria. Por un lado, el espacio sindical fue abierto en un mo­
mento de gran movilización tendiente a derrotar al sindicalismo 
oficialista. En este contexto, la apertura sindical implicaba la par­
ticipación de los obreros más descontentos con la política sin­
dical precedente, de aquellos que tenían algún problema pendien­
te con la empresa, asf como de los trabajadores que reaccionaban 
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ante la inmpvilidad que había caracterizado la ''ida sindical an­
terior. No obstante, después de este periodo y sobre todo a par­
tir de los limitados logros derivados de las primeras huelgas, fue 
difícil conservar el mismo nivel de participación. A pesar de que 
formalmente la estructura organizativa que permitía e incluso es­
timulaba la participación obrera todavía existía, el espacio no era 
ocupado sino en una proporción reducida. Los obreros que con­
sideraban al sindicato como una organización destinada a ofre­
cerles servicios, se retiraron luego de la fase inicial. Por su par­
te, los trabajadores más activos, que siempre fueron minoría, y 
quienes veían en la acción de la Línea Proletaria una posibilidad 
de reivindicar la autonomía de trabajo, de contestar el control 
que la empresa ejercía sobre la organización de la producción, 
aprovecharon la coyuntura y continuaron participando. 

· Pero en la medida en que efectivamente se dio un reflujo en 
la participación de la mayoría de los trabajadores y se acentuó la 
lucha entre las distintas corrientes sindicales, las acciones que 
se daban en el lugar mismo de trabajo, y que tendían natural­
mente a escapar del control de la dirección porque generalmente 
surgían de manera espontánea, servían a los propósitos de la lu­
cha de desgaste que se estaba llevando a cabo contra la Línea 
Proletaria. Como esta lucha se acentuaba, las acciones servían 
menos para reivindicar problemas localizados que para socavar 
y deslegitimar a la dirección sindical; eran utilizadas por el sin­
dicalismo oficialista y por otras corrientes contrarias, así como 
por la propia empresa, para debilitar a la dirección sindical. Ca­
da acción, cada ~onflicto podía ser recuperado para demostrar 
que eran las otras corrientes sindicales las que servían mejor a 
los intereses obreros. Toda manifestación que no podía ser con­
trolada por la dirección, y que en ocasiones traía como conse­
cuencia el despido de algunos obreros, desembocaba en una lu­
cha por lograr su reincorporación al trabajo. Estos intentos, que 
generalmente fracasaban, siempre significaban un desgaste para 
la Línea Proletaria porque ofrecían un blanco fácil a la crítica. 
Lo mismo sucedía cuando la Línea Proletaria tenía éxito en al­
gún intento por canalizar determinada acción, especialmente cuan­
do trataba de frenarla. Todo ello se confirmó con especial cla­
ridad en el caso de la huelgas que estallaron durante este periodo. 

En el momento en que se presentó una coyuntura de dis­
minución en la participación de la mayoría de los obreros, apa-
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reció la acción de los grupos sin~icales en apoyo o en oposición 
a la dirección. A su vez, esto trajo como consecuencia que el co­
mité ejecutivo cada vez más amenazado, limitara crecientemen­
te los espacios, redujera las atribuciones de la organización de­
partamental que había favorecido en una primera instancia, y 
sobre todo que comenzara a utilizar al máximo las facultades que 
tiene cualquier dirección sindical en un marco tan centralizado 
como el que existe en México. Esto tuvo como efecto una dis­
minución adicional. de la participación obrera, esta vez debida 
a la decepción de algunos de los trabajadores más activos. 

En una ocasión tan crucial como es una huelga, especial­
mente en el contexto de una lucha de desgaste, cualquier direc­
ción debe tomar algunas decisiones sin consultar a sus bases; asi­
mismo, en cierta medida, debe. proceder a la manipulación de 
la información, ya sea para prevenir una acción que pudiera re­
sultar perjudicial o para obtener alguna ventaja de una situación 
específica. Algo similar había sucedido en. la XX Convención del· 
Sindicato Minero de 1978, cuando por decisión de los delegados 
enviados de Monclova se organizara el enfrentamiento contra el 
comité ejecutivo nacional y se int~ntara derrotarlo. Es evidente 
que las bases sindicales no fueron consultadas para llevar a cabo 
esta acción, aunque obviamente sufrirían las consecuencias. Y 
en efecto, los meses que siguieron a la convención fueron do­
minados por una situación de conflicto abierto con el comité eje­
cutivo nacional, que afectó a toda la sección. 

La revisión del contrato en 1979 tuvo lugar en el contexto 
del conflicto abierto. En contraste total con su posición en la re­
visión contractual de 1977, cuando la Línea Proletaria rechaza­
ra todas las concesiones que la empresa estaba dispuesta a otor­
garle, en 1979 intentó evitar la huelga con el mismo empeilo. En 
esa ocasión justificaba y trataba de convencer a los obreros de 
que no había interés alguno por iniciar un conflicto. 

Hace dos aftos, en estas fecha~. la empresa no había probado-lo 
que es la fuerza organizafia de los trabajadores. Nos creía inca- . 
paces de estallar un movimiento de huelga para obtener un bueri 
contrato. Por eso era necesarib en aquel entonces votar la huelga 
y así conquistar prestaciones dignas para todos los trabajadores. 
Ahora, a dos aftos de distáncia," conoce y ha sentido lo que puede 
hacer nuestm organización. Fue por todo esto que la empresa se 
vio presionada durante la pláticas de negociación de las últimas se-
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manas y tuvo que ceder . .,odemos decir que hemos logrado el me­
jor contrato de toda la historia . de nuestra sección (Línea 
Proletaria,sección 147, 1979) •. 

En 1977, la Linea Proletaria tenía COf!lO objetivo demostrar 
q1,1e podía movilizar a los obreros· de AHMSA y lo había logrado 
perfectamente. Sabía que había conseguido diferenciarse de la 
inmovilidad de los dirigentes·ari~eriores. En 1979 estaba cons­
ciente de que la situación que vivia la sección la obligaba a to­
mar la iniciativa política. En ese momento, la Linea Proletaria 
se encontraba en otras condiciones; particularmente después del 
golpe que había sufrido en la convención. Por ello iDtentaba evi­
tar un movimiento de huelga que amenazaba con debilitarla aún 
más y fortalecer a las demás corrient~s sindicales en la sección 
147: el sindicalismo oficialista y el Frente Sindical Acero; este 
último surgió de una escisión de la Linea Proletaria, y se acercó 
al Partido Socialista Unificado de México. 

No obstante, esta vez iba a ser ínás difícil para la Linea Pro­
letaria evitar que estallara la húelga. Además, el costo politico 
de esta acción, medido en términos de legitimidad, sería muy ele­
vado. Por una parte, era· evidente que)a empresa no había otor­
gado el mejor contrato colectivo de su historia. Si en 1977la huel­
ga no convenía a la empresa ni al gobierno, estaba claro que en 
la presente ocasión era la dirección sindical la que arriesgaba to­
do en este movimiento. Por otra parte, era obvio que las corrien­
tes de oposición a la Linea Proletaria querían la huelga, y que 
si ésta llegaba a estallar, sería precisamente a consecuencia de la 
movilización de dichas corrientes sindicales. Por el contrario, 
la responsabilidad de un fracaso o de un resultado poco exitoso 
sería atribuida a los dirigentes de la sección. Se pensaba, ade­
más, que la empresa se asegurárfa de que la huelga fuera un fra­
caso, que tomaría el riesgo de un conflicto largo con el objetivo 
de debilitar a la dirección sindical. Aunque las autoridades de 
la empresa harían lo posible por evitar la huelga, no acordarían 
concesión alguna una vez estallada. 

Obviamente nadie hablaba en estos términos. Tanto el sin­
dicalismo oficialista como el Frente Sindical Acero escondían su 
intención de tomar la iniciativa polípea frente a su rival. Sus plan­
teamientos concernían exclusivamente a las posibilidades de ob­
tener mejores concesiones y a criticar los errores que se estaban 
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cometiendo en las negociaciones. Desde la dirección sindical y 
desde la comisión revisora del contrato, la Línea Proletaria pro­
ponía que la huelga no era necesaria porque en las negociacio­
nes se había logrado lo máximo posible. El comité de huelga, 
controlado por el Frente Sindical Acero, movilizaba a los obre• 
ros y preparaba el terreno para que en la última asamblea, pre­
via a la firma del contrato coleetivo, se votara en favor del mo­
vimiento. No esperaba derrotar a la Línea Proletaria, sólo deseaba 
que las consecuencias de su intento por frenar al movimiento, 
resultaran lo más perjudiciales que fuera posible. Desde su po­
sición en el comité de huelga pensaban que podrían obtener las 
posiciones que la Línea perdiera, si el conflicto estallaba. En fun­
ción de este objetivo, este comité descalificaba cualquier resul­
t~do de la negociación: 

la empresa maftosamente trata de mediatizamos con las retabula­
ciones y bonificaciones, haciéndonos creer que es una dádiva de 
ella para QOsotros, siendo que es fruto de la pasada contratación, 
donde tuvimos que lanzarnos a un movimiento de huelga para arran­
carle por la fuerza ésta y otras prestaciones (Comité de Huelga, sec­
ción 147, 9/11179). 

La corriente oficialista y posiblemente la propia empresa, se­
guían el mismo juego, pero de otra manera~ publicando volan­
tes anónimos que aiticaban la forma mediante la cual la direc­
ción sindical y la comisión revisora estaban llevando a cabo la 
negociación. En estos volantes se cuestionaban los procedimien­
tos de la dirección sindical, no solamente en lo que concierne a 
los logros de la negociación, sino en lo que se refiere a la forma 
en que se estaba manejando la relación entre las bases y los di­
rigentes durante el proceso. 

¿Qué hay de las pláticas que se han tenido con la empresa? ¿Qué 
articulos se han arreglado y cuáles no? Sólo se nos dice que a lo 
mejor nos vamos a la huelga, pero no queda clara ninguna infor­
mación. ¿Por qJJé esta actitud de desconfianza hacia la base tra­
bajadora? ¿Qué acaso no seremos capaces los trabajadores de de­
cir cuáles son los ofrecimientos que nos convienen y cuáles no? 
¿Para qué tanta hierba de que somos los trabajadores los que de­
bemos resolver los problemas, si ahora cualquier compaftero o co­
misión que nombramos nada más agarran el cargo y se les sube el 
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nombramiento y ya ni información nos quieren dar (volante sin fir­
ma, sección 147, 1979) .. 

La lucha se estaba efectuando simultáneamente en dos dis­
tintos frentes, que en esta ocasión aparentemente no estaban re­
lacionados, pero que más tarde se unirían explicítarnente y lo­
grarían vencer a la linea Proletaria, en 1984. Durante la huelga, 
el grupo Acero daba la cara e intentaba abiertamente tornar la 
iniciativa política. En el otro frente, la lucha se llevaba a cabo 
en forma subterránea, anónima, y tenía su origen probablemen­
te en el sindicalismo oficialista o en la empresa. Desde el frente 
abierto se daban razones en favor de la huelga, mientras que la 
lucha "subterránea" intentaba minar la legitimidad de la Línea 
Proletaria, poniendo en duda sus procedimientos. Una de las ca­
racterísticas que habían inclinado a los obreros en favor de la 
Línea Proletaria era que permitía y estimulaba su participación 
en las decisiones y que intentaba reducir la distancia entre ellos 
y los dirigentes. Y precisamente esto era puesto en duda en los 
volantes anónimos que aparecían en momentos clave, cuando se 
iban a tornar decisiones importantes. 

Según la opinión de muchos de los obreros interrogados du­
rante la encuesta que llevarnos a cabo unos años después, esta 
táctica, reforzada por la propia acción de la Línea Proletaria, 
logró socavar la reserva de legitimidad de esta corriente sindical. 
Los obreros interrogados afirmaron que, a fin de cuentas, .la ac.: 
titud de la Línea Proletaria había demostrado que, corno todas 
las demás corriente<~ sindicales, su única preocupación había si­
do llegar al poder oel sindicato y conservarlo. Consideraban que 
la apertura y la tentativa de tornar en consideración la opinión 
de los trabajadores no había representado más que una for­
ma de atraer el apoyo obrero, pero que, corno lo demostró en 
sus acciones, era tan antidernocrática corno las demás corrientes 
sindicales. 

Frente al cuadro que se estaba conformando en 1979, la di­
rección sindical no sólo intentó convencer a los obreros de que 
no estallaran la hudga, sino que utilizó todas las atribuciones 
que le confería su posición, tanto en el seno de la dirección, co­
mo a la cabeza de la comisión revisora de contrato. De acuerdo 
a las propuestas de la Línea Proletaria, para que los trabajado­
res pudieran discutir en las asambleas departamentales y estar · 
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preparados para tomar una decisión en la asamblea final, era ne­
cesario que fueran informados de todo lo qlie sucedía durante 
las negociaciones; pero ello no era recomendable en el contexto 
de la guerra de posiciones que se estaba librando en la sección. 
Por el contrario, se ocultaba información a los trabajadores y 
al comité de huelga controlado por el Frente Sindical Acero. 

Esto era necesario porque el comité de huelga se ocupaba de 
movilizar a los trabajadores como si el movimiento fuera ine­
vitable, y lograba minimizar los acuerdos a los que se llegaba en 
las negociaciones. Por ello era indispensable que la dirección es­
condiera parte de la información sobre la negociación contrac­
tual, pues así conservaría una carta que pudiera presentar en el 
momento en que se decidiría si las propuestas de las empresa eran 
aceptadas. Era necesario que, a pesar del clima favorable para 
la huelga que había preparado el Frente Sindical Acero, la di­
rección tuviera una última posibilidad de convencer a los obre­
ros de que ésta no debía estallar. 

Aunque el resultado de todo este prcx:eso fue el que más con­
venía a la Línea Proletaria, era evidente que algo había cam­
biado, que por vez primera se había manipulado la información. 
El hecho de que los intereses de grupo, definidos por la lucha 
entre las distintas corrientes que actuaban en la sección sindical, 
se hubieran irnpuesto sobre las concepciones de la Línea Prdle­
taria y por encima de la corta tradición de estimulo a la patti­
cipación establecida desde 1976, aunque no dio como resultado 
el descrédito de esta corriente sindical, sí marcó un inicio de des­
prestigio. 

La utilización creciente de los procedimientos antidemocrá­
ticos que habían caracterizado la negociación colectiva, fue es­
timulada por el hecho' de que, a partir de este momento, la lucha 
entre los grupos sindicales se intensificaba conforme la Línea Pro­
letaria se debilitaba. Se presentaron cada vez con mayor frecuen­
cia casos .de que las decisiones fueran tomadas exclusivamente 
por los dirigen(es, sin consultar a los obreros. Paralelamente, la 
acción y la participación sindical tendían a ser más frecuente­
·mente manipuladas por los diferentes grupos sin:dicales y por la 
· dirección de la sección. Las instancias de discusión y de decisión 
de los trabajadores, las asambleas departamentales y las gene­
rales, se transfotmaban en med_ios de gene~;ación de consenso en 
torno a los objetivos que ya había definido el comité ejecutivo 
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local. En el momento de elaborar las listas para las elecciones 
o las demandas del pliego de peticiones, las asambleas departa­
mentales funcionaban como organismos destinados a convencer 
a los obreros de que los candidatos más adecuados o las reivin­
dicaciones más importantes eran precisamente las que habían si­
do planteadas por sus dirigentes. Las asambleas se convertían pro­
gresivamente en un mecanismo que legitimaban las decisiones de 
la dirección, más que un espacio abierto a la discusión y a la par­
ticipación. Como consecuencia, se iba acentuando la lucha en­
tre las distintas corrientes sindicales para controlar estas asam­
bleas, una lucha en la cual usualmente eran más importantes los 
intereses de grupo que los obreros. Ello, a su vez, contribuía a 
desestimular la participación sindical. 

A partir de las experiencias de Línea Proletaria en la sección 
147, de la acción de la UOI en algunos sindicatos de la industria 
automotriz, así como de la derrota inflingida a la Tendencia De­
mocrática del SUTERM, podemos deducir que mientras la rela­
ción entre el Estado y el sindicalismo concentre tal poder en ma­
nos de ·las direcciones sindicales, especialmente en las de los 
~indicatos nacionales de industria, es prácticamente imposible una 
presencia estable de corrientes de oposición sindical. A la larga, 
ninguna tendencia contraria puede ser tolerada, cuando cualquier 
oposición es asumida como un peligro a la estabilidad del siste­
ma político global. Es por ello por lo que el Estado y el sistema 
político difícilmente pueden aceptar la existencia de otras co­
rrientes al interior de un sindicato nacional de industria tan im­
portante como el.de-mineros o electricistas. 

Al sistema se ie facilita más tolerar un sindicato_g_el..tipo de 
la UOI ubicado en un sector dominado por el capltai extranjero 
como el automotriz. En este sector, una corriente sindical más 
combativa le da al gobierno la posibilidad de ejercer una presión 
sobre las empresas, en su calidad de intermediario, a través de 
la Secretaria del Trabajo. Por otra parte, como lo han demos­
trado los estudios sobre la UOI, el desplazamiento del sindicalis­
mo oficialista por este tipo de sindicatos, ha sido una forma de 
modernizar las relaciones industriales en el interior de estas em­
presas, lo que en muChas ocasiones ha implicado más elevados 
niveles de productividad y mayor flexibilidad en las condiciÓnes 
de trabajo y de mano de obra, que les permite una mayor ca­
pacidad para competir a nivel internacional. También es claro 
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que el sistema político acepta todavía más fácilmente una opo­
sición netamente electoral, pero leal, como fue el caso del PAN. 
Aunque esta tolerancia tiene su límite en el momento en que la 
oposición demuestra que puede llegar a vencer al PRI. 

Mientras la oposición sindical seá una cuestión de vida o muer­
te para el sistema político mexicano, en la medida en que el pro­
pio sistema está basado en el control corporativo del sindicalis­
mo, sería un suicic:lj-º-ac~ición a este control en un 
sitio:tanestiatéBl~o <:~~-hulirfeción TeWl~~tó _!J.acU>nal 
de industria. !~_ª-._9-.P_()~ició!l __ re~~senta un d~o pote.n~ial-al 
si.stema y_~UPl?!!~·- a me-ª!ai!~J~J~~zo, un en!~er.!~~ID:!~!!~O 
duecto-con.el Estaaó: Esto qUiere decir queuna--rorrlente ae opo-
sición tiene co-mo-oÍX:ión ser desgastada progresivamente. lo que 
es posible si el movimiento ~e autolimita, como lo hicieron la Lí­
nea Proletaria y la Tendencia Democrática. La otra alternativa 
consiste en escoger un enfr~ntamiento directo mediante una ac­
ción que pretenda ser llevada ha5ta sus últimas consecuencias, 
como fue el caso del movimiento ferrocarrilero en 1958-1959. Es 
difícil que los movimientos d~ oposición sindical encuentren el 
justo medio en un contexto caracterizado por una práctica don­
de el control del sindicalismo es un elemento tan importante pa­
ra el sistema político y donde las direcciones sindicales ejercen 
un dominio definitivo en la vida interior de los sindicatos. 

La gran heterogeneidad de la clase obrera mexicana -como 
se dijo arriba- constituye otro obstáculo al desarrollo de la de­
mocracia. Por un lado, significa la existencia de actitudes ins­
trumentalistas y mutualistas que influyen en la aceptación del pa­
ternalismo y del clientelismo característicos del sindicalismo 
oficialista mexicano. Eli tanto este último fundamente su poder 
sindical en la influencia que ejerce sobre los trabajadores recien­
temente incorporados al sistema de trabajo industrial, y sobre los 
obreros menos calificados de las ramas tradicionales de la eco­
nomía, las posibilidades de generalizar otro tipo de sindicalismo 
serán muy restringidas. De la_misma forma, mientras este sector 
obrero sea mayoritario, la presión sobre el sindicalismo oficia­
lista se limitará a su adaptación a la modernización de las rela­
ciones industriales que comienzan a aparecer en las ramas de ac­
tividad más dinámicas. En la medida en que exista una distancia 
tan. grande entre las ramas tradicionales y las modernas, entre 
el sector obrero no calificado y el calificado, se diflcultard la con-
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jugación de las reivindicaciones de ambos sectores, es decir, la 
unificación de las posiciones defensivas con las contestatarias, 
lo cual en todas las sociedades industrializadas ha conformado 
el contenido del movimiento obrero. 

"' Mientras los lugares más propicios para una acción obrera 
que gire en torno de la autonomía del trabajo sean minoritarios, 
la oposición al sindicalismo oficialista se mantendrá restringida 
y s~rá limitada la necesidad de este último y del Estado en el sen­
tido de modificar sus medios de control y el carácter de su ac­
ción. En tanto el sindicalismo oficial logre conservar su hege­
monía política y ésta no sea seriamente cuestionada por los obreros 
con reivindicaciones que trasciendan los problemas económicos, 
este sindicalismo será un instrumento de control eficaz para el 
Estado y, por tanto, conservará su apoyo. Y en esa medida, la 
necesidad de apertura democrática y las posibilidades de la de­
mocracia también serán mínimas, como hemos apuntado en es­
te capítulo. En tanto la mayor proporción de la clase obrera vea 
en el sindicalismo un mecanismo de defensa de las condiciones 
adquiridas, del statu quo, y no un instrumento que conteste, al 
interior de las fábricas, la organización de la producción y el con­
trol de las decisiones por parte de la dirección empresarial, serán 
muy débiles las presiones por modificar el carácter del sindica­
lismo oficialista y su relación con el Estado. En esa medida tam­
poco será necesario para el sistema político, tolerar una oposi­
ción sindical en una lucha :abierta entre distintas concepciones 
sindicales. 

Podemos concluir que, en el contexto actual, las posibilida­
des de democracia sindical en México son muy reducida~ más 
bien dependen de l.:z voluntad de abrir el sistelrlQ_pDljj_lcii~}.·desde 
arriba", de hacerlo más autónomo del Estado. Como hemos vis­
to, mientras no se dé esta autonomía tampoco podrá existir una 
oposición sindical estable, porque ésta inmediatamente se tradu­
ce en un desafío directo para el sistema político y para el Esta­
do. Pero también existen limitaciones internas a la democracia 
sindical, como lo pudimos constatar cuando estudiamos las res­
tricciones que enfrentó la tentativa del gobierno de Echeverría 
por abrir el espacio democrático para renovar el sindicalismo. 
Hay también resistencias de grupo, de la burocracia oficialista. 
En tanto la clase obrera acepte el paternalismo y el clientelismo 
que caracterizan al sindicalismo oficialista; esta burocracia man-
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tendrá el apoyo y el control de la mayor parte de los sindicatos, 
incluso tendrá la capacidad de enfrentarse a ciertas m~didas del 
propio gobierno, como ocurrió cuando la CTM logró obstaculi­
zar el proyecto echeverrista. Por otra parte, ningún intento de 
renovación sindical puede tener éxito sin una voluntad emanada 
"desde abajo, para defenderla. La democracia significa la .par­
ticipación generalizada y. continua de las bases; no sólo de un pe­
queño grupo de militantes o dirigentes. Pero no hay condiciones 
políticas para que prospere este tipo de participación, ni desde 
la perspectiva del sistema político global, ni desde el punto de 
vista de los intereses de la burocracia sindical; no existiran mien­
tras la clase obrera mexicana otorgue a la acción sindical un sen­
tido y un contenido fundamentalmente economicista y mutualista. 





XI. ACCIÓN OBRERA, SISTEMA POLÍTICO 
Y ESTADO 

El Estado como agente de desarrollo junto con el doble dese­
quilibrio del sistema político, que hemos analizado, condicio­
nan a la acción social mucho más de lo que hemos discutido has­
ta ahora. La función que adopta el Estado en un país en vías 
de desarrollo, determina su preeminencia; él toma la mayor par­
te de las decisiones que conducen al cambio social, a la trans­
formación de la economía y de la sociedad. En gran medida, la 
sociedad se limita a reaccionar ante las iniciativas del Estado. Buen 
número de los conflictos, tanto los que involucran a las clases 
populares frente al Estado, como los que se suscitan entre los 
empresarios y la clase obrera, son respuestas de rechazo o de acep­
tación hacia alguna medida tomada por el Estado. Añadamos 
que, además, la mayoría de los conflictos, por lo menos parcial­
mente, toman su carácter de la respuesta que ante ellos adopta 
el aparato estatal. 

Citemos brevemente el ejemplo del conflicto estudiantil de 
1968. Haciendo abstracción de los distintos significados que tu­
vo el movimiento para distintos grupos de estudiantes, la mo­
vilización nunca hubiera llegado a adquirir las dimensiones que 
alcanzó, si la respuesta del gobierno de Díaz Ordaz no hubiera 
sido tan inflexible. La intervención violenta de las fuerzas pú­
blicas en un conflicto localizado, surgido entre dos grupos que 
pertenecían a dos escuelas preparatorias, y después, la incapa­
cidad del gobierno para responder rápidamente y en forma con­
ciliatoria a las primeras demandas de los estudiantes, conduje­
ron a que el movimiento se complicara y se extendiera (Zermeño, 
S., 1979). 

Pero la posición central ocupada por el Estado también tie­
ne como consecuencia la preeminencia de lo polftico sobre lo so­
cial así como la rápida y espontánea transición del campo de las 
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reivindicaciones particulares al campo de lo político y a conflic­
tos directos con el Estado. Por más paradójico que pueda pa­
recer, un sistema político desequilibrado y poco autónomo del 
sistema administrativo, en el sentido que lo definimos al final 
de la primera parte de este libro, tiene como consecuencia el pre­
dominio de lo político, la hiperpolitización. Una de las carac­
terísticas fundamentales de lo que definimos como doble dese­
quilibrio y de la poca autonomía del sistema político es que la 
acción política está definida en menor medida como la institu­
cionalización de los conflictos sociales o como el proceso de con­
ciliación de intereses contrarios, a través de la mediación de la 
representación política, que como un instrumento que el Estado 
utiliza para movilizar o para controlar a las organizaciones so­
ciales. Es esto lo que conduce a la hiperpolitización, a la poli­
tización de lo social, entendida como el hecho de que cualquier 
acción social puede alcanzar directamente al Estado; una acción 
social puede ascender rápidamente hacia la cima, hacia el centro 
fundamental de decisión del Estado, el ejecutivo, porque no exis­
te una mediación institucional efectiva. Esta situación tiene di­
versas consecuencias que van desde la ya mencionada disponi­
bilidad o heteronomía política, lo más usual en México, hasta 
la tendencia a acciones de crisis revolucionaria, tan frecuentes 
en algunos países en desarrollo. 

Ya hemos señalado que la clase obrera, así como otros sec­
tores de la sociedad, obtuvieron sus derechos sociales relativa­
mente más temprano en los países en desarrollo que en los in­
dustrializados, y menos por el efecto de la presión popular que 
por la voluntad de las élites dirigentes. De ahí que, desde el inicio, 
sus organizaciones tuvieran un poder considerable, definido co­
mo influencia política y determinado en relación a la proximi­
dad con la principal fuente de poder: el Estado. Tradicional­
mente estas organizaciones han sidQ_débiles socialmente, y han 
tenido poca capacidad autónoma de movilización; su fuerza po­
lítica depende fundamentalmente de su relación.cQn el Estado; 
el éxito de su ac;;~ivida,q r~ivindic_ativa depende más de sutnjluen­
cia a nivel político, de cara al aparato de decisión, que de su ca­
pacidad de movilización. El propio Estado estimula estas con­
diCiones porque tiene interés en continuar concentrando el poder 
político y en seguir siendo reconocido por todos los actores so­
ciales como el árbitro supremo. En la mayoría de los conflictos 
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sociales, aun en el caso de demandas muy concretas y localiza­
das, se piensa que es más factible lograr una solución favorable 
cuando se alcanza a llamar la atención de las más altas autori­
dades del país y si es posible, la del propio presidente de la Re­
pública. 

Es cierto que esta circunstancia otorga estabilidad al sistema 
por que de esta manera se centralizan y canalizan todos los con­
flictos y decisiones, pero tambíén es verdad que en este punto 
está presente la rigidez del sistema. Por una parte, es difícil con­
trolar y resolver un conflicto que se produce fuera de los canales 
habituales, en un sector no integrado al sistema (estudiantes en 
1968; disidentes sindicales al margen de los sindicatos oficialis­
tas en los setenta; clases medias de los centros urbanos y del nor­
te del país en la actualidad). Tampoco es fácil encontrar respues­
tas a las demandas de movimientos que no se apegan estrictamente 
a las modalidades del sistema. Otro hecho que demuestra la ri­
gidez del sistema es que la politización de todo tipo de deman­
das, la rapidez con la cual tienden a dirigirse y a ascender hacia 
el Estado, tienen como consecuencia que cuando aparecen en un 
lugar estratégico o cuando no encuentran rápidamente una res­
puesta, pueden provocar una crisis en todo el sistema, sin que 
el propio actor haya intentado llegar a tal enfrentamiento y a ve­
ces sin que siquiera se dé cuenta de las implicaciones de su ac­
ción. En estas condiciones, una acción reivindicativa está sujeta 
a una gran disponibilidad política, lo que permite su recupera­
ción por parte del sistema o su utilización en acciones críticas 
antiestatales. Un conflicto local, particular, puede fácilmente ser 
resuelto gracias a la centralización y a la verticalidad del sistema 
político e incluso contribuir a su reforzamiento, o por el contra­
rio, pero por las mismas razones, contribuir a que caiga en una 
crisis cuando se produce juera de los canales habituales o cuan­
do es utilizado por un movimiento que no está dispuesto a se­
guir las reglas del juego. 

Pero todo ello es insuficiente para explicar las característi­
cas de la acción social, de la misma manera que no basta co­
nocer la respuesta del gobierno en el caso del conflicto estudian­
til para comprender y caracterizar a este movimiento. Contribuye 
otro elemento fundamental que ya hemos discutido y analizado: 
la división de las sociedades en vías de desarrollo entre un sector 
integrado y un sector excluido o semiintegrado a este proceso. 
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Ello dificulta la constitución de un principio fuerte y estable de 
identidad de los actores sociales populares, porque la distancia 
entre los sectores es en ocasiones muy amplia. Por su parte, esta 
débil conformación de los actores sociales explica la tendencia 
a la reacción, a la acción crítica, y por tanto a la heteronomía 
y a la disponibilidad política. Ciertamente, el Estado mexicano 
se encuentra en el origen de esta débil conformación de los ac­
tores sociales, pero es el corporativismo -entendido como la de­
fensa exclusiva de las ventajas económicas, del oficio o de la au­
tonomía del trabajo- el que perpetúa esta debilidad. 

DE LA CRISIS ORGANIZACIONAL A LA CRISIS INSTITUCIONAL 

Ya hemos discutido que una de las características de la subor­
dinación del sindicalismo al sistema político es que una reivin­
dicación particular puede fácilmente desembocar en una crisis 
organizacional. Pero en un sistema político poco independiente 
del Estado, y en consecuencia, muy autónomo de la sociedad, 
el conflicto puede dar lugar a una crisis institucional. Si el actor 
obrero está poco constituido y difícilmente puede reconocer a su 
adversario o definir lo que está en juego más allá de los mar­
cos organizacionales, se pasa de manera espontánea y, a veces, 
heterónoma, de una acción centrada en una reivindicación par­
ticular al enfrentamiento con el Estado, generalmente en con­
diciones netamente desventajosas para el actor. Tenemos un ejem­
plo típico de esta circunstancia en el movimiento ferrocarrilero 
de 1958-1959. 

Este movimiento, como los que se suscitaron simultánea­
mente entre los maestros y los telegrafistas, se originó por una 
demanda salarial. La reivindicación de aumento de salarios de­
sembocó rápidamente en el cuestionamiento de los dirigentes na­
cionales del sindicato, que estaban aprisionados entre su función 
como representantes obreros y su posición como "funcionarios" 
del partido en el poder. Por eso había tensión entre la necesidad 
de satisfacer las reivindicaciones obreras y la de hacer respetar 
las directrices de la política económica que impuso el gobierno 
de Ruiz Cortines, y que seguían aplicándose al inicio del gobier­
no de López Mateos; dichos lineamientos apuntaban a un de­
sarrollo económico con estabilización de precios. El proyecto te-
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nía como objetivo de mediano plazo contribuir a un aumento 
de los salarios reales, lo que efectivamente se logró unos afios 
más tarde (Bortz, J., 1977), pero implicaba primero una política 
de contención de los incrementos de salarios. 

Después de que los dirigentes nacionales del sindicato ferro­
carrilero aceptaron esta política, lo que en la contratación co­
lectiva de 1958 se tradujo en conformarse con un incremento sa­
larial inferior al acordado en las asambleas generales de las 
distintas secciones del sindicato, varias de estas secciones orga­
nizaron paros escalonados; así lograron presionar a la adminis­
tración de los ferrocarriles y finalmente obtuvieron aumentos sa­
lariales adicionales. El hecho de que la administración de los 
ferrocarriles hubiera accedido a una demanda de un sector de 
los obreros ferrocarrileros que se manifestó por encima de sus 
dirigentes, implicó que fuera ella la primera que olvidara mo­
mentáneamente la relación tan estrecha que puede existir entre 
reivindicaciones y política. La administración de Ferrocarriles Na­
cionales pensó que, para frenar un movimiento reivindicativo que 
adquiría cada día más fuerza y amenazaba con extenderse a otros 
sectores sindicales, sería suficiente con acordar un incremento 
de salarios para las secciones más activas, a pesar de que con ello 
se contravenía a la dirección nacional del sindicato. Pero, como 
era de esperarse, sucedió exactamente lo contrario: se produjo 
una crisis de legitimidad de los dirigentes nacionales que habían 
aceptado los aumentos salariales originales y se desató una ac­
ción que los escogió como blanco principal. 

La respuesta a la crisis de legitimidad en que cayó la orga­
nización sindical fue una acción crítica, que recusaba directa y 
explícitamente a los dirigentes. Todos los investigadores que han 
estudiado este conflicto están de acuerdo al afirmar que el cues­
tionamiento de los dirigentes nacionales no surgió desde el ini­
cio del movimiento, sino que la reivindicación de aumento de sa­
larios escapó al control de la dirección nacional y, como se logró 
un mayor aumento en una acción paralela a la negociación de 
los dirigentes, el movimiento llega a cuestionarlos. Como en otros 
casos que hemos discutido en capítulos anteriores, la acción rei­
vindicativajue penetrada por una crisis de legitimidad y, en esa 
forma, se convirtió en una acción crítica organizacional que adop­
tó como objetivo la toma del poder de la dirección sindical. 

El factor que determinó que una reivindicación netamente 
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económica se tornara en un movimiento contra la dirección ofi­
cialista, fue precisamente la posibilidad, que es muy elevada en 
México, de que una acción reivindicativa se politice. Ésta per­
mitió que una demanda económica se tradujera en una crisis de 
legitimidad y que, sobre una conciencia colectiva constituida en 
torno a la oposición contra los dirigentes sindicales, se configu­
rara una acción crítica que lograra sus objetivos e instalara a la 
cabeza de la dirección nacional a los dirigentes que se habían 
opuesto al convenio original firmado por los líderes oficialistas. 
Y este mismo proceso, posteriormente, fue ignorado u ocultado 
por los nuevos dirigentes, lo cual condujo a su eventual derrota. 

Ignorar la trascendencia política de las reivindicaciones eco­
nómicas, condujo a la administración ferrocarrilera a contribuir 
en forma determinante a la crisis de legitimidad interna del sin­
dicato. Pero también tuvo como consecuencia que la nueva di­
rección avanzara rápidamente hacia un enfrentamiento directo 
con el Estado, aunque creía orientarse a evitarlo. Cuando De­
metrio Vallejo proponía que, en contraste con los dirigentes an­
teriores que habían llevado a cabo una acción subordinada a las 
exigencias políticas del Estado, era primordial abocarse a una ac­
ción sindical puramente reivindicativa, cometía el error funda­
mental de pensar que este discurso sindical coincidía efectiva­
mente con las posibilidades reales de acción. 

Los anteriores comités ejecutivos quisieron convertir al sindicalis­
mo en un organismo político porque así convenía a sus particula­
res intereses ... Queremos desligar al sindicato de estas cuestiones. 
Dejar en libertad a los trabajadores para que se adhieran al par­
tido con que simpaticen. El sindicato será apolítico, absolutamen­
te apolítico. No apoyaremos ningún movimiento de índole políti­
ca, ni pertenecerá el sindicato a partido alguno. Eso, creemos, es 
lo que desea la mayoría de los trabajadores (Demetrio Vallejo, ci­
tado por Alonso, A., 1972, p. 129). 

Pero el movimiento no podía aislarse de la política, a pesar 
de la voluntad expresa al respecto; la acci'ón ferrocarrilera fue 
penetrada por una acción política, desde el momento en que los 
dirigentes oficiales fueron destituidos. El hecho de que}.sólo se 
demandaran aumentos de salario y se estuviera negociando la re­
visión de los contratos colectivos de trabajo, no transformaba 
el carácter de un movimiento que al momento de enfrentarse a 
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los dirigentes oficialistas cuestionara la alianza entre el Estado 
y el sindicalismo, y consecuentemente contestara a su vez al sis­
tema político global. Si los nuevos dirigentes sindicales encabe­
zados por Vallejo intentaron actuar como si en verdad pudieran 
separarse ambas cuestiones, sólo propiciaron un enfrentamien­
to directo con el Estado, en el momento en que el movimiento 
apenas estaba constituyéndose y adquiriendo fuerza. 

En apariencia, la dirección sindical compartía la ingenuidad 
de las bases obreras cuando aspiraba a que el gobierno consi­
derara realmente al movimiento como una acción no política. Pe­
ro la administración de López Mateos solamente esperaba el mo­
mento propicio para orillar al movimiento fuera de la legalidad 
y poder eliminarlo, conservando de esta manera su propia le­
gitimidad. La ocasión se presentó cuando los obreros que per­
tene.::ían a las secciones de los ferrocarriles del Pacífico, Mexi­
cano y de la Terminal de Veracruz, intentaron obtener los mismos 
incrementos de salario logrados por las secciones comandadas 
por Vallejo y Campa. El único problema consistía en que estas 
secciones sindicales intentaban obtener dichos aumentos antes del 
término legal de duración del contrato colectivo. Esta postura 
fue suficiente para definir al movimiento como político; se tra­
taba de una acción que consciente o inconscientemente rompía 
las reglas del juego establecidas y que de haber tenido éxito hu­
biera vulnerado !as atribuciones de la Secretaría del Trabajo en 
el sentido de vigilar y sancionar la legalidad o ilegalidad de cual­
quier acción sindical, lo que resultaba inadmisible para el Estado. 

La situación se agravó considerablemente cuando para ejer­
cer presión, los ferrocarrileros hicieron uso de los paros progre­
sivos de trabajo que habían tenido resultado unos meses antes. 
Los paros que comenzaron en las secciones involucradas direc­
tamente en la demanda, pronto se extendieron al resto de la red 
ferrocarrilera, como medida orientada a ejercer una presión adi­
cional. Pero esta vez el gobierno reaccionó de una forma dia­
metralmente opuesta: mandó al ejército a ocupar las instalacio­
nes ferrocarrileras, encarceló a los principales dirigentes y despidió 

• provisionalmente a miles de trabajadores. Según los propios di­
rigentes del movimiento: 

.Estuvo en nuestras manos convencer a los trabajadores de los fe­
rrocarriles del Pacífico, Mexicano y Terminal de Veracruz, de que 
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dejaran sus reclamos pendientes para plantearlos en la revisión de 
contratos; estuvimos en condiciones de no emplazar las huelgas, 
cuando menos, después de emplazarlas, limitarlas, lo que tampo­
co hicimos (Demetrio Vallejo, citado por Alonso, A., op. cit., pá-
gina 172). • • 

Pero el problema principal no radicó en que se hubiera dado 
el pretexto que permitiera al gobierno ejercer una medida repre­
siva, sino en haber ignorado que cualquier movimiento que in­
tenta recuperar un margen de acción autónoma representa un de­
safío para el sistema, mientras este último esté fundamentado en 
la subordinación de la acción sindical. Si reconocer esto no es 
crucial en el caso de un pequeño sindicato o en las empresas de 
capital privado, sí lo es, en cambio, cuando se trata de un sin­
dicato nacional de industria, especialmente en sectores tan estra­
tégicos como los {lacionalizados. Un movimiento que ignore es­
te hecho está condenado al fraca.so, según se demostró. 

Este desconocimiento y en especial la tendencia a enfrentar­
se directamente al Estado ha sido descrita en un estudio sobre 
la ocupacioo dé tierras en Ocoyoacac, estado de México, como 
el "síndróme del apostador". 

< Como en tantas luchas spciales, ·en Ocoyoacac se perdió lo ganado 
. o casi, porque se quería ganar más. Volvió a funcionar ese terrible 
síndrome del "apostador", ese afán de empujar al dirigente a con­
vertirse en personaje mítico, que lo deslumbra con una visión épi­
ca de sí mismo y lo convierte en personaje central del día de la li­
beración. Esta forma de hacer política postula que no hay que 
establecer un lím1te en la lucha, que no hay que definir una fron­
tera, un acuerdo. sino apostar todo lo ganado y más, porque quién 
sabe si ésta sea la chispa que encienda el pajar y nuestra tibieza nos 
convierta en anónimas cenizas de la hecatombe revolucionaria (GIS, 
1983, p. 528). 

Esta noción de "síndrome del apostador" parte del supues-
. to de que aquellos que participan en la acción tienen la capa­
cidad de decidir hasta dónde desean y pueden conducir al mo­
vimiento. Pero lo que caracteriza a la situación mexicana es 
précisamente la dificultad que enfrentan los actores sociales pa­
ra reconocer claramente quiénes son sus adversarios y para de­
finir el campo y lo que estd en juego en el conflicto. Por esto 
la mayor parte de las acciones sociales están penetradas y limi-
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tadas por una acción ·crítica, que responde a una crisis de legi­
timidad, generalmente en el nivel organizacional. En estos ca­
sos, de una reivindicación puntual se pasa a la crisis de legitimidad 
de los dirigentes, que lleva a su cuestionamiento y, en ocasiones, 
hasta a su destitución, lo que significa u'ñ desafío contra el apa­
rato sindical oficialista, que en algunos casos implica el cuestio­
namiento del sistema político y' con ello, un enfrentamiento di­
recto con el Estado. Todo ello torna improbable la existencia de 
una actitud como la definida en la noción de apostador; aquí nos 
encontramos más bien ¿on una acción que se deja conducir por 
la inercia, por una especie de fuerza centrípeta que empuja a es­
tos movimientos hacia un enfrentamiento contra. el Estado, en 
la medida en que el Estado efectivamente representa el centro 
del sistema político y que el sindicalismo es la columna vertebral 
de este último, y de que el movimiento no ha logrado configurar 
una visión que trascienda la recuperación del sindicato y que re­
conozca lo que está en juego en un enfrentamiento con el sin­
dicalismo oficialista, aun a nivel local. 

Para sobrevivir en tan adversas ci~cuiistápcias, las cor.rien­
tes sindicales de oposición, y en general cualquier.movimiento, 
deben poder definir con claridad los marcos y alcances de su ac­
ción. Como se ha visto, la Unidad Obrera Indepenpienté y ~a Lí­
nea Proletaria fueron las corrientes sindicales que mayot éxito 
tuvieron en cuanto a la sustitución duradera del sindicalismo ofi­
cialista. Proponían una diferencia radical entre fines sindicales 
y políticos, descartando la proyección política del sindicalisJl!.,o. 
Asimismo, rechazaron la dominación del Estado sobre los siñ­
dicatos, así como la de los partidos políticos de izquierda, que 
descansa sobre un estrecho nexo entre la acción sindical y la po­
lítica. En síntesis, se desvincularon de toda expresión que pre­
tendiera rebasar los límites fijados por los intereses particulares 
y locales. 

Pero lo más importante es que la Unidad Obrera Indepen­
diente y la Línea Proletaria no sólo propusieron estos principios, 
sino que se fijaron a sí mismas objetivos que correspondían a 
tales planteamientos. Sus posiciones no llegaron a desafiar di­
rectamente al Estado. Sin duda, privaban al sindicalismo ofiCia­
lista de una parte de su base, pero al mismo tiempo afirmaban 
que como sus fines no eran políticos, no pretendían vincular a 
los sindicatos bajo su poder a una corriente política que even-
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tualmente remplazara al PRI. Solamente buscaban la posibilidad 
de actuar en forma más autónoma, de negociar directamente con 
la empresa tratando de eliminar en la medida de lo posible la in­
tervención del Estado, aunque respetaban escrupulosamente la 
legislación laboral. Su intento inmediato no consistía en derro­
tar al sindicalismo oficialista o cuestionar las atribuciones'del Es­
tado, sino en lograr la representación directa y timhada de 'los 
intereses de la categoría obrera de cara al patrón. 

Como ya hemos señalado, esta posición coincide con las ac­
titudes de los obreros más calificados o de aquellos -como en 
el caso de los trabajadores de la industria automotriz- que go­
zan de los niveles salariales más elevados, para los cuales toda 
limitación a la libertad de negociar directamente con la empre­
sa, ya sea como consecuencia de la mediación estatal o del com­
promiso de un sindicato ligado a un partido político, es nega­
tiva, en tanto que les impide mejorar sus condiciones laborales. 
Este sector de trabajadores se encuentra en una situación exac­
tamente opuesta a la de los obreros menos calificados, ubicados 
en los sectores tradicionales de la economía, con sindicatos dé­
biles y donde, en consecuencia, la relación con el Estado es prác­
ticamente el único medio para lograr un mínimo de garantías la­
borales. 

Esto explica el relativamente largo periodo de sobrevivencia 
del sindicalismo con tendencia al particularismo en los sectores 
más modernos de la industria, y la fuerza del sindicalismo ofi­
cialista en la gran mayoría de los sindicatos de los sectores más 
tradicionales. Tam~ién nos ayuda a comprender, aunque sólo en 
parte, el hecho de que las corrientes sindicales identificadas con 
los partidos políticos de izquierda nunca hayan logrado impo­
nerse de manera durable en el seno del sindicalismo. 

LA REACCIÓN CONTRA LA POLÍTICA 

Hemos afirmado que la OUI y la Línea Proletaria pudieron so­
brevivir como corrientes autónomas del sindicalismo oficialista 
no sólo porque sus propuestas sobre el sistema político mexicano 
y sobre la relación entre el sindicalismo y el Estado coinciden 
con su acción concreta sino, además, porque estas líneas sindi­
cales se basan en un sector obrero que considera que sus inte-
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reses están mejor representados por un sindicalismo apolítico y 
con tendencia al particularismo. Analizaremos en qué medida 
nuestr~encuestas nos permiten confirmar este juicio. 

Encontramos una coincidencia estrecha entre la actitud ha­
cia los partidos políticos de la UOI y de Línea Proletaria. Juan 
Ortega Arenas, asesor jurídico de la OUI, respondió a una pre­
gunta acerca de los beneficios que tenía la creación del Partido 
Socialista Unificado de México para la clase obrera, de la siguien­
te manera: 

... ni tienen representatividad obrera, no conocen los problemas de 
los obreros [ ... ], la clase obrera no tendrá ni tiene nada que ver 
con esos partidos de farsantes, y los que estamos vinculados a la 
clase haremos todo lo posible para que los trabajadores entiendan 
en cualquier momento -y lo entiendan con claridad- que las dis­
cusiones de sus problemas deben tenerse en sus asambleas, en sus 
reuniones con otras organizaciones obreras y no con terceros, ex­
traños a la Clase obrera que simulan representarla (Ortega Arenas, 
J., Información Obre,ra, 1982). 

El rechazo hacia los partidos políticos también era una cons­
tante en las posiciones de la Línea Proletaria. El dirigente de la 
sección 147 respondió ante la misma pregunta sobre la creación 
del PSUM que: 

Nosotros, como sección sindical, hemos sostenido el punto de vis­
ta de fuera los partidos políticos del sindicato, que la sección sea 
independiente de los partidos políticos [ ... ] , que no necesitamos ser 
un partido político.para que avance el movimiento obrero en Mé­
xico. Muchas personas se cuelgan de un partido para tratar de ha­
cer política que al final de cuentas, en nada viene a beneficiar a 
los sindicatos o a las organizaciones de masas, sino por el contra­
rio, vienen a tratar de engañarlos porque no están cerca de las ma­
sas (Maltos Long, V., Información Obrera, 1982). 
Al partido comunista, como al PRI y a los demás partidos, sólo les 
importan sus intereses como tales, como grupo de personas aisla­
dos de los trabajadores. Nosotros como óbreros de base, no te­
nemos nada que opinar ni decir al interior del partido, no elegimos 
su Comité Central, no elegimos su secretario general, ni opinamos 
ni decidimos la política a seguir por el partido. El Partido Comu­
pista, al igual que el PRI o el gobierno, o cualquier empresa ca­
pitalista, también está organizado de arriba a abajo, también es un 
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pequeño grupo de personas el que manda, también es ajeno a nues­
tro trabajo y a nuestra vida (Línea Proletaria, seeción 147, 1981). 

Entre los objetivos de la UOI, se ponía un énfasis particular 
sobre la independencia sindical de cara al empresariado y_al Es­
tado; en cuanto a la libertad de asociación, se pugnaba porque 
los obreros pudieran escoger sus formas de organización, elegir 
a sus dirigentes, y a las centrales sindicales a las cuales desearan 
pertenecer; sobre la eliminación de toda intervención del Estado 
en el reconocimiento legal de los sindicatos; sobre el derecho de 
huelga sin restricción; sqbre la intervención de los trabajadores 
en los problemas de trabajo y de la administración de las em­
presas; sobre la libertad política del pueblo y de los trabajado­
res, lo que implica el fin de la afiliación en masa de los sindi­
calizados y de los ejidatarios, así como de otros sectores sociales 
(Ortega Arenas, Información Obrera, 1982). 

Aunque existen indudables semejanzas entre los planteamien­
tos de la UOI y los del sindicalismo ligado a partidos políticos 
de izquierda, para este tipo de agrupaciones, así como para el 
sindicalismo oficialista, la acción política reviste una importan­
cia particular porque la acción obrera no tiene un sentido tota­
lizador, a menos de que persiga objetivos políticos. Por esta ra­
zón, son las posiciones que el sindicalismo logre obtener en el 
Estado, o la toma del poder estatal, las que en última instancia 
determinarán la situación de los trabajadores. Es interesante ano­
tar que a pesar de la similitud en las ·propuestas, la diferencia 

'"fundamental en su ~ctitud respecto a la política ha tenido como 
consecuencia que las direcciones sindicales que ha controlado la 
UOI o la Línea Proletaria, siempre se hayan visto involucradas 
"en conflictos contra las corrientes politizadas (Aguilar García. 
F.J., 1982; Quiroz, 0., 1980). 

Para la UOI 'el objetivo fundamental fue la indepenc!encia 
frente al Estado. Si bien las medidas de poiítica gubernamental 
en ocasiones favorecen a los trabajadores, funcionan primor­
dialmente como un mecanismo de control. El hecho de que los 
dirigentes obreros ocupen puestos políticos, cualquiera que sea 
su posición ideológica, no se traduce en la aplicación de medi­
das favorables para la clase obrera, sino simplemente constituye 
una burocracia sindical. Para la UOI, la única acción sindical efi­
caz es la que está aiejada de los objetivos políticos y de la su-
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bordinación del sindicalismo al Estado, la que se limita a aten­
der los problemas cotidianos de los obreros. 

La situación específica en que se encontraban los sindicatos 
que fueron dirigidos por la Línea Proletaria, es. decir, en el sec­
tor paraestatal y en un sindicato nacional de industria, impidió 
.que esta corriente pusiera énfasis sobre la independencia sindi­
cal. Esto obligó a la Línea a otorgar una particular importancia 
a las formas de organización, y reforzó la idea de que las bases 
obreras debían aprender a actuar en el marco de un esquema más 
abierto y que requería Ínayor participación. Se ·perseguía ganar 
terreno frente al grupo oficialista y construir poco. a poco un sin­
dicalismo autónomo del Estado. 

Como ya hemos seiíalado, una de-las debilidades de este ti­
po de sindicalismo es su tendencia a reivindicar exclusivamente 
·demandas locales y particulares; no tiene la capacidad de defi­
nirse más allá de este nivel, y por ello es propenso al corpo­
rativismo. Ya hemos discutido esta posición, especialmente en 
lo que se refiere a los riesgos que corre en un sistema político 
como el mexicano. Además, aunque en efecto encontramos una 
tendencia hacia el apoliticismo entre los obreros entrevistados, 
también descubrimos que esta tendencia es ambivalente. Por una 
parte, los obreros de AHMSA declaran que los intereses de un par­
tido y los de un sindicato no son compatibles (lo que en el caso 
de Monclova era una evidente referencia a la relación entre el 
PRI y las centrales sindicales oficialistas) y reclazan la política de 
contención salarial aplicada por los sindicatos y 'las instancias 
de arbitraje del gobierno. Pero por otro lado, estos mismos obre-·' · 
ros piensan que es el Estado el que puede resolver la mayoría de 
los problemas de los obreros (véase el cuadro 19, rubros D y E, . 
y Bizberg, 1., 1986, p. 188). · 

Otra limitante para el tipo de posición que defiende el sin­
dicalismo del tipo de la UOI y de la Línea Proletaria es ·basarse 
casi exclusivamente en un sector obrero que percibe la relación 
del sindicalismo con el sistema político como un riesgo de que 
se olviden las reivindicacion~s particulares, y que está constitui­
do por los obreros máS calificados que rechazan los objetivos po-· 
líticos en función de un interés prácticamente exclusivo por rei­
vindicar la autonomía de trabajo y las relaciones laborales 
cotidianas. Pero frente a este sector existe otro que agrupa a los 
trabajadores recientemente incorporados a la actividad industrial 



304 LA ACCIÓN OBRERA 

y a los obreros menos calificados, que se identifican con un sin­
dicalismo que mantiene una relación estrecha con el sistema po­
lítico y que ofrece propuestas más generales, como son la jus­
ticia social y una creciente integración de la población al sector 
moderno de la economía. Este último grupo, que es mayoritario 
en una situación como la mexicana, es singularmente sensible a 
las ventajas derivadas de las ligas entre el sindicalismo y el go­
bierno u otros agentes políticos. Por eso las corrientes sind"icales 
que tienden al particularismo han logrado implantarse con ma­
yor frecuencia en los sindicatos de las ramas industriales de pun­
ta, donde existe una elevada proporción de.obreros calificados 
que gozan de condiciones salariales relativamente privilegiadas. 
Estos elementos han contribuido a que fuera de estos. sectores 
modernos de la economía, el sindicalismo oficialista, gracias a 
su privilegiada relación con el Estado, haya continuado. deten­
tando el poder, prácticamente sin oposición. 

LA CORRIENTE POLITIZADA. EL CONSENSO EN TORNO 
A LA PREEMINENCIA DEr.: ESTADO 

Mientras que la limitación más seria que señalamos para las co­
rrientes apolíticas con tendencia al particularismo era la falta de 
una visión con respecto a la representación política y a la orien­
tación general de la sociedad, sucede lo contrario con el sindi­
calismo de oposición politizado. Las corrientes que se inclinan 
hacia el particularismo insisten sobre las reivindicaciones de cla­
se y, a falta de uná visión global de lo que está en juego, tienden 
hacia el corporativismo. Para las tendencias políticas está mu­
cho más claro lo que está en juego: es el poder de decisión sobre 
la orientación de la sociedad, que está concentrado en el Estado. 
De esto se deduce como su meta final, la toma de este poder, 
ya sea por medio de un cambio revolucionario o, como fue para 
la Tendencia Democrática, el regreso al poder o el reforzamien­
to de la tendencia más progresista al interior del propio Estado. 

Al contrario de las corrientes con tendencia al particularis­
mo, las líneas politizadas proponen subordinar los intereses gre­
miales a los intereses políticos. En ello se asemejan al sindica­
lismo oficialista: además coincide su concepción del papel del 
Estado como agente de desarrollo, sobre la cual reposa el régi-
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men político mexicano. Cuando estas líneas hablan· de-lucha e 
intereses de clase, cubren con este concepto a un amplio sector 
popular marginado al cual pretenden representar. Por ello, afron­
tan dificultades para constituir un principio de identidad, y en 
consecuencia, para llevar a cabo acciones reivindicativas parti­
culares. Su visión del adversario tampoco está claramente con:­
cebida, puesto que se define, al mismo tiempo, como el impe­
rialismo, la clase patronal, e inclusive el Estado; o por lo menos 
una de las tendencias que existen en su seno, la· que está iden­
tificada con el imperialismo y con los intereses oligárquicos. 

La Tendencia Democrática condujo a uno de los movimien­
tos contemporáneos más importantes en este sentido. No se con­
tentaba con proclamar la necesidad de rechazar al sindicalismo 
subordinado; reconocía las consecuencias de su cuestionamien­
to al sindicalismo oficialista y proponía un proyecto político. Es­
ta tendencia pretendía ser la alternativa tanto al sindicalismo apo­
lítico, del tipo de la UOI o de la Línea Proletaria, como a un 
sindicalismo en alianza con el Estado que, según su perspectiva, 
se había anquilesado. Para comprender los alcances y limitacio­
nes de las posiciones de esta corriente, es necesario describir bre­
vemente su génesis y desarrollo bajo la forma de una tendencia 
al interior del Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de 
la República Mexicana. 

De hecho, luego del movimiento ferrocarrilero de los aiios 
1958-1959, la movilización sindical más importante surge a par­
tir de un problema que podría calificarse como técnico. En 1960, 
cuando el gobierno del pre~idente López Mateos decide nacio­
nalizar la industria eléctrica, existían tres empresas en este sec­
tor de la economía. La Mexican Light and Power Co. y la 
American Foreign Power, Co., eran de origen extranjero y sus 
trabajadores estaban afiliados al Sindicato Mexicano de Electri­
cistas (SME) y a la Federación Nacional de Trabajadores de la 
Industria y de las Comunicaciones Eléctricas (FNTICE), respec~ 
tivamente. La Comisión Federal de Electricidad, empresa públi­
ca creada en 1937, agrupaba a sus trabajadores en el Sindicato 
Nacional de Electricistas, Similares y Conexos de la República 
Mexicaña (SNESCRM). 

El gobierno de López Mateos no expropia a las dos com­
paflías extranjeras; sólo las nacionaliza y proyecta integrarlas a 
la Comisión Federal de Electricidad, que sería entonces la única 
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empresa encargada de la producción y distribución de electrici­
dad. Pero esta fusión sería mucho más lenta de lo previsto, en 
primera instancia por razones técnicas y administrativas, y lue­
go por causas político-sindicales. En primer lugar, el gobierno 
adquiere la totalidad del capital de la American Foreign Power, 
Co., pero solamente 750Jo de las acciones ordinarias de la Me­
xican Light and Power, por lo que esta última conserva su es­
tructura administrativa, a pesar de que cambia de nombre a Com­
pañ.ía de Luz y Fuerza del Centro. 1 

A diferencia de lo que sucedía con la Mexican Light and Po­
wer, no existía esta dificultad técnica en el caso de la American 
Foreign Power, Co., porque el Estado detentaba 100% del ca­
pital. En 1966, durante la presidencia de Díaz Ordaz, se decide 
incorporar esta empresa a la Comisión Federal de Electricidad. 
Pero a raíz de esta solución, el problema se extendió hacia el pla­
no sindical porque la Ley Federal del Trabajo especifica que no 
debe haber más que una representación sindical por empresa; el 
caso se complicó particularmente por las diferentes estructuras 
organizacionales y por las tradiciones de la FNTICE y del SNES­
CRM, los dos sindicatos directamente involucrados. 

El Sindicato Mexicano de Electricistas, creado en 1914, es 
el primer sindicato nacional de industria en México y se ha ca­
racterizado por una tradición democrática, que consiste en fre­
cuentes elecciones mediante el concurso de diversas planillas; es­
to se ha traducido en cambios frecuentes de dirección. En este 
sindicato, el voto siempre ha sido secreto y por sufragio directo, 
lo que contrasta con lo que sucede en la gran mayoría de los sin­
dicatos mexicanos, donde las elecciones tienen lugar a mano al­
zada en las asambleas. La FNTICE fue creada en 1935 y almo­
mento de la nacionalización se convirtió en el Sindicato de 
Trabajadores Electricistas de la República Mexicana (STERM), pa­
sando a ser de un sindicato federativo a un sindicato nacional 
de industria. Aunque desde su creación, en 1935, hasta la na­
cionalización, en 1960, esta agrupación tuvo un solo secretario 

1 Esta empresa todavía existe en la actualidad, a pesar de que el Estado 
ha logrado controlar cerca de lOOO!o de su capital. Evidentemente, por razones 
políticas no se ha logrado su integración total a la Comisión Federal de Elec­
tricidad, ya que esto significaría de hecho la fusión de los sindicatos de ambas 
empresas, lo que implicaría_ el riesgo de generar un conflicto similar al que es­
tamos en proceso de describir. 
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general, Rafael Galván, su estructura federativa garantizaba un 
grado de descentralización en la toma de decisiones, una tradi­
ción que hereda el STERM y que la Tendencia Democrática in­
tenta imitar al interior del organismo surgido de la fusión que 
tuvo lugar en 1972: el Sindicato Único de Trabajadores Electri­
cistas de la República Mexicana (SUTERM). 

Hay que señalar, además, que ni el Sindicato de Trabaja­
dores Electricistas de la República Mexicana ni el Sindicato Me­
xicano de Electricistas forman parte de la CTM y que estos dos 
sindicatos mostraron su independencia frente a ésta y al gobier­
no en varias ocasiones. En 1960, por ejemplo, fundaron la Con­
federación Nacional de Trabajadores, con varios sindicatos que 
habían sido expulsados de la CTM o que la habían abandonado 
a raíz de ciertos desacuerdos con respecto a la posición que de­
bía adoptarse frente a los gobiernos que sucedieron al de Lázaro 
Cárdenas. La Confederación Nacional de Trabajadores fue una 
central que se presentó como alternativa al Bloque de Unidad 
Obrera controlado por la CTM. Ambas agrupaciones coinciden 
en 1966 con la CTM y con los sindicatos que formaban el Blo­
que, para conformar el Congreso del Trabajo. Por otra parte, 
a diferencia del Sindicato Mexicano de Electricistas y del Sin­
dicato de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana, 
el SNESCRM es constituido por iniciativa del gobierno cardenista 
en el momento en que se crea la Comisión Federal de Electri­
cidad. Desde entonces conservó una estrecha liga con el Estado 
y con la CTM. El SNESCRM fue organizado como un sindicato na­
cional de industria, con una estructura centralizada, y fue diri­
gido por Pérez Ríos, hasta su muerte en 1975, cuando fue sus­
tituido por Rodríguez Alcaine (Hernández Fujigaki, 1980, p. 49; 
Aguilar García, J., 1985, pp. 117-209). 

El proceso de integración de los sindicatos electricistas se com­
plicó considerablemente. A pesar de la disolución de la Ameri­
can Foreign Power, Co., la integración del Sindicato de Traba­
jadores Electricistas de la República Mexicana al sindicato de la 
Comisión Federal de Electricidad no tuvo lugar sino hasta 1971. 
Durante los once años que separan la nacionalización (1960) de 
la creación del Sindicato Único de Trabajadores de Industria Eléc­
trica de la República Mexicana, fueron organizados varios en­
cuentros entre los tres sindicatos de la rama para discutir la uni­
ficación y los problemas relativos al ajuste de los contratos 
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colectivos de trabajo. El Sindicato Mexicano de Electricistas se 
retiró de las negociaciones muy pronto, lo que le fue posible por­
que la empresa a la cual está ligada forma una entidad distinta 
de la Comisión Federal de Electricidad, por el ya mencionado 
problema de las acciones en manos de particulares. Además, a 
este sindicato no le favorecía la integración puesto que su con­
trato era el que garantizaba mejores condiciones. 

Pero como el STERM y el SNESCRM ya pertenecían a la mis­
ma empresa, tenían interés en llegar a un acuerdo antes de ser 
forzados al reagrupamiento, lo que sucedería si la Secretaría del 
Trabajo exigía que se llevara a cabo un recuento de miembros 
para definir a cuál de los dos sindicatos pertenecería el contrato 
colectivo de trabajo. Aparentemente, el gobierno de Díaz Ordaz 
también prefería la solución negociada aunque se opusiera a la 
Ley Federal del Trabajo. Los sindicatos y la empresa llegaron 
a un convenio que reconocía la jurisdicción de cada una de las 
agrupaciones en los centros de trabajo que controlaban y la va­
lidez de los respectivos contratos colectivos. A su vez, los dos 
sindicatos se pusieron de acuerdo para reconocer mutuamente 
su representatividad y abstenerse de exigir un recuento (Gómez 
Tagle, S., 1980 y Basurto, J., 1983a, pp. 245-279). 

Era evidente que en esa época lo que pretendían todas las 
partes involucradas era mantener el statu quo. Galván aspiraba 
a establecer la unificación sindical sobre la base de un consenso 
porque su sindicato era, después de 1960, el menos importante 
cuantitativamente de las tres agrupaciones de electricistas, el me­
nos sólidamente integrado por la propia estructura federada 
y el que se había caracterizado por una mayor independencia ante 
el Estado, así como por una oposición más abierta frente a la 
CTM. Galván sabía que, en caso de un recuento, el STERM pro­
bablemente resultaría perdedor. Por su parte, como lo demos­
traron los propios acontecimientos, el SNESCRM quería esperar 
hasta tener una mayoría más amplia para poder exigir, en ese 
momento, un recuento que le permitiera obtener la titularidad 
del contrato colectivo. Por su parte la empresa, así como el go­
bierno de Díaz Ordaz, apoyaban la estrategia de este último, y 
se encargaban de incrementar el número de sus miembros al tiem­
po que congelaban los efectivos del Sindicato de Trabajadores 
Electricistas de la Repúl1lica Mexicana y del Sindicato Mexicano 
de Electricistas. Para 1960, el SNESCRM, el STERM y el SME te-
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oían 7 393, 6 820 y 7 625 afiliados respectivamente; diez años 
más tarde, en 1970, sus agremiados se elevan a 18 499, lO 915 
y ll 316, respectivamente (Hernández Fujigaki, 1980, p. 72). 

De esta manera, al inicio del sexenio de Echeverría, el SNES­
CRM se ubica en una franca posición de obtener la titularidad 
del contrato colectivo; lo que le faltaba, por lo menos en un prin­
cipio, era el apoyo del gobierno. En contradicción con los acuer­
dos firmados anteriormente este sindicato exigió el recuento, apro­
vechando el. momento en que el Sindicáto de Trabajadores 
Electricistas de la República Mexicana lanzara los ataques más 
abiertos contra el sindicalismo oficialista y las réplicas cada vez 
más violentas de la CTM. A pesar de que el STERM y la Confe­
deración Nacional de Trabajadores, a la que estuvo incorpora­
do, se adhirieron al Congreso del Trabajo, las viejas rivalidades 
entre el sindicato de electricistas que dirigía Galván y la CTM nun­
ca fueron resueltas, sólo postergadas. Cuando la Comisión Fe­
deral de Electricidad comienza a incrementar ostensiblemente los 
efectivos del sindicato oficialista, simplemente contratando una 
mayor proporción de personal a través del SNESCRM, que me­
diante el STERM, y cuando, además, el primero intenta ejercer 
influencia y cooptar a los miembros del Sindicato de Trabaja­
dores Electricistas de la República Mexicana, este último respon­
de lanzando enérgicas declaraciones contra el sindicalismo de la 
CTM, por medio de su órgano de difusión, Solidaridad. El con­
flicto sufre un giro importante en el momento en que el Con­
greso del Trabajo, en contradición flagrante con sus estatutos, 
decide expulsar a la agrupación de Galván de su seno (Trejo De­
larbre/R., 1978, p. 49). 

Es en ese momento preciso en que el SNESCRM exige el re­
cuento entre los trabajadores electricistas. La Junta Federal de 
Conciliación y Arbitraje -un organismo federal tripartita en 
el cual están representadas las partes obrera, empresarial y el 
Estado- se declara favorable al recuento tras someterse a las 
presiones ~el sindicalismo oficialista. Es evidente que esta cir­
cunstancia sólo fue posible en la medida en que el gobierno es­
tuvo de acuerdo con todo el proceso, a pesar de las declaracio­
nes y acciones del presidente Echeverría en favor de la apertura 
democrática. Entre este momento y el del recuento, se organi­
zaron varias manifestaciones y asambleas que expresaban la fuer­
za creciente del movimiento dirigido por el Sindicato de Traba-



310 LA ACCIÓN OBRERA 

jadores Electricistas de la República Mexicana. Según un reporte 
de la corriente de Galván, el recuento de lo& trabajadores, que 
determina la atribución del contrato colectivo a una o a la otra 
de las agrupaciones sindicales, se llevó a cabo de la forma si­
guiente: " ... no se pidió a los trabajadores que manifestaran su 
voluntad de afiliación sindicitl; simplemente se les preguntó a cuál 
de los sindicatos pertenecían, refiriéndose a su credencial de afi­
liación, y ellos respondieron la verdad." El STERM proponía que 
se siguiera respetando la jurisdicción de su contrato colectivo y 
que se llevara a cabo un escrutinio por medio del cual los tra­
bajadores pudieran expresar su voluntad de pertenecer a uno u 
otro sindicato (Hernández Fujigaki, 1980, p. 79)~ 

Después de que el SNESCRM ganó el r,ecuento, el STERM acu­
dió a todos los recursos legales a su alcance, incluyendo a la Su­
prema Corte de Justicia, para pedir la cancelación del recuento 
por anomalías. Estos intentos y las manifestaciones que se su­
cedieron no condujeron a- ninguna resolución, por lo que el Sin­
dicato de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana 
intentó una última acción: emplazar a huelga para el23 de mayo 
de 1972. Ésta era una acción desesperada, en vista de la impor­
tancia que tiene la industria eléctrica para la economía y dado 
el carácter mismo del régimen político mexicano. El enfrenta­
miento se planteaba ahora directamente ante el Estado, ya que 
esta medida lo obligaba a definir su posición frente al conflicto. 
El grupo de Galván esperaba que el presidente de la República, 
que se había mantenido hasta ese momento al margen, estuviera 
favorablemente dispuesto hacia él. 

Pero la Junta Federal de .Conciliación y Arbitraje de nuevo 
se manifestó en contra del Sindicato de Trabajadores Electricis­
tas de la República Mexicana, declarando ilegal la huelga antes 
de que estallara. El 31 de mayo de 1972, la Comisión Federal 
de Electricidad y el SNESCRM firmaron el contrato colectivo que 
hasta ese momento había estado en manos del STERM. Pero ello 
obviamente no resolvió el problema, pues más de 10 000 obre­
ros aún pertenecían a este último. Lejos de solucionarse, la si­
tuación se agravaba pues a estos obreros se les cerraban todas 
las vías legales, lo que los orillaba a adoptar medidas ilegales. 
Se corría el riesgo de que se generalizara la violencia que hasta 
ese momento sólo había estallado entre miembros individuales 
de los dos sindicatos. 
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Por otra parte, el giro que había dado el conflicto estaba en 
evidente contradicción con los compromisos de apertura que ha­
bía contraído el presidente Echeverría, pero al mismo tiempo ofre­
cía a éste una de las primeras ocasiones que_se Jc=._presentarían 
para probar su sinceridad. Estaba elato que esta apertura no po­
día darse bajo la forma de un enfrentamiento directo contra el 
sindicalismo oficialista, aunque forzosamente implicaba su de­
bilitamiento, así como un apoyo a corrientes tales como la de 
Galván, que respetaban la relación entre el sindicalismo y el Es­
tado y estaban menos anquilosadas. Este diagnóstico de la co­
yuntura permitió que Galván conservara la esperanza de que una 
eventual intervención presidencial fuera favorable a la agrupa­
ción que dirigía. Sin embargo, por otro lado, el gobierno no po­
día permitir una huelga en un sector tan importante como el eléc­
trico, menos aun cuando la Junta Federal de Conciliación y 
Arbitraje ya había retirado al Sindicato de Trabajadores Elec­
tricistas de la República Mexicana la titularidad del contrato co­
lectivo, por lo que éste carecía de pérsonalidad jurídica. El se­
cretario del Trabajo, en persona, se encargó de informar estas 
circunstancias en varias declaraciones. 

En este contexto, se puede comprender el célebre discurso 
de Fidel Velázquez, del 12 de enero de 1972 en Tepeji del Río. 
Éste fue pronunciado después de que la Junta Federal decidió 
atribuirle el contrato colectivo al SNESCRM, pero antes que la Co­
misión Federal de Electricidad hubiera ratificado esta decisión, 
firmando el contrato colectivo. F. Velázquez da este discurso en 
el momento en que el STERM está organizando toda una serie de 
manifestaciones por el respeto de su contrato y con el fin de que 
se organice un escrutinio abierto para un nuevo recuento. Por 
último, tiene lugar un año después de un discurso no menos cé­
lebre del presidente Echeverría en el cual éste afirmó: "¿Cómo 
vamos a hablar de democracia en México, si cuando se elige la 
mesa directiva de un sindicato el proceso no es democrático?" 
(15/12170, citado por Tello, C., 1979, p. 42). 

Las palabras de Echeverría fueron secundadas por una serie 
de registros a sindicatos que se habían ido desafiliando de las cen­
trales obreras oficialistas. Y para que, en el caso que estamos 
discutiendo de la industria eléctrica, el poder ejecutivo no se sin­
tiera tentado a darle la razón al Sindicato de Trabajadores Elec­
tricistas de la República Mexicana, Fidel Velázquez expresó cla-
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ramente que "en la CTM y en el movimiento obrero, se 
encontrará siempre todo un ejército dispuesto a la lucha abierta 
o no". El discurso seguía diciendo que estaban dispuestos a se­
guir la lucha en el terreno que escogiera el enemigo, que la CTM 
era mayoritaria, que formaba un grupo serio y fuerte, con un 
poder económico, lo que les permitiría frenar a los enemigos de 
la Revolución y de la patria y seguir avanzando hacia la libertad 
(CETEME, 15/01/72). , 

Finalmente, la tan esperada intervención presidencial tuvo 
lugar después de la firma del contrato que le pertenecía al STERM, 
entre el SNESCRM y la Comisión Federal de Electricidad, cuan­
do el presidente de la República propuso la celebración de ún con­
greso en el cual se constituyera un nuevp sindicato. A pesar de 
que, por presiones del sindicalismo oficialista y concretamente 
de Fidel Velázquez, este congreso nunca tuvo lugar, ·se llevó a 
cabo un pacto entre los dos sindicatos en disputa, del que se de­
rivó la creación del Sindicato Único de Trabajadores Electricis..: 
tas de la República Mexicana. El pacto fue firmado el 27 de sep­
tiembre de 1972 por los dirigentes de ambos sindicatos, Galván 
y Pérez Ríos, así como por el propio presidente de la República, 
el secretario de Gobernación, el titular del Trabajo y el propio 
director de la CFE (Hernández Fujigaki, G., 1980, p. 130). 

En el pacto de creación del Sindicato Único de Trabajadores 
Electricistas, se decidió que los puestos sindicales tanto a nivel 
nacional como seccional, fueran divididos en forma paritaria. 
Y, en efecto, Pérez Ríos conserva el puesto de secretario gene­
ral, mientras que Rafael Galván es nombrado para el segundo 
cargo en importancia, a la cabeza de la Comisión Nacional de 
Vigilancia y Justicia, que es la encargada de aplicar las sancio­
nes y de llevar a cabo los arbitrajes de los conflictos en el seno 
del sindica,to. Al interior de las secciones, se debía respetar el mis­
mo principio: los puestos se dividirían entre los dirigentes de las 
antiguas secciones de los sindicatos; el cargo de secretario ge­
nerar de cada sección correspondería a la agrupación mayorita­
ria, conforme a un recuento por sección. 

A pesar de que, por lo menos en un primer momento, a ni­
vel nacional la situación pareció funcionar, a nivel local el pro­
ceso de unificación no pudo llevarse a cabo sin fricciones. Esto 
se confirmó rápidamente en las secciones de Puebla y en la em­
presa General Electric. En la sección de Puebla no se aceptó la 
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forma pactada de repartición de puestos, lo que incluso dio lu­
gar a episodios de violencia. En el caso de la General Electric, 
la discusión en torno de otorgar o no el apoyo del SUTERM a una 
huelga de los obreros de esta empresa, dividió radicalmente a la 
tendencia ligada a Galván de la corriente oficialista. 

Estos conflictos locales eran indicadores de diferendos im­
portantes entre las dos corrientes que habían conducido en el pa­
sado a la ruptura, como cuandp el Sindicato de Trabajadores Elec­
tricistas de la República Mexicana fue expulsado del Congreso 
del Trabajo. La intervención presidencial y la creación del Sin­
dicato Único de Trabajadores Electricistas habían establecido una 
tregua, pero era evidente que la situación se encaminaba de nue- · 
vo hacia un enfrentamiento cuando, en octubre de 1974, se creó 
el Movimiento Sindical Revolucionario. Desde el momento de 
·su creación, este movimiento se estableció como meta 

" ... servir de órgano coordinador de los esfuerzos insurgentes de 
la clase obrera y ofr_ecer Jl éstª una . .a.J.ternati_y_a fre~Jat>!Jro­
cracia sindical'guOemamen.Jal [ ... ],contribuir alielaboración de 
un programa de acción de la clase obrera y reestructurar democrá­
ticamente el movimiento sindical mexicano mediante la creación 
de comités de democracia sindical, centros de coordinación liga­
dos entre sí por industria o rama de actividad, como paso previo 
a la formación de sindicatos nacionales de industria (Solidaridad, 
6174, citado en Basurto, J., 1983a, p. 260). 

Para este momento la situación interna del Sindicato Único 
de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana se torna 
cada vez {Ilás desfavorable a los integrantes del ex STERM, quie­
nes encuentran como única salida, asegurarse de un apoyo ex­
terno a sus posiciones a través del Movimiento Sindical Revo­
lucionario. Esta organización tenía como vocación. y como 
posibilidad real, reagrupar a los sindicatos que abandonaron el 
sindicalismo oficialista durante el sexenio echeverrista. Aunque 
también está claro que la creación del Movimiento Sindical Re­
volucionario constituyó, de hecho, una declaración de guerra a 
la corriente oficialista en general, y a la CTM en particular. La 
respuesta de los sindicatos oficialistas no se hizo esperar; no du­
daron en adoptar una posición bélica abierta. El 5 de febrero de 
197,5, día de la Constitución, Fidel Velázquez en persona, en un 
comunicado publicado en Excelsior, acusa a Galvá~ de preten-
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der apropiarse de la dirección del SUTERM, para " .. .luego en­
tregarla a grupos contrarios a los intereses del país ... " (desplegado 
en Excelsior, 5102175, citado por Basurto, J., 1983a, p. 260). 

A esta declaración, los partidarios de Galván responden or­
ganizando una serie de reuniones en todo el país. En una de és­
tas, en Guadalajara, centro importante de apoyo al ex STERM, 
los partidarios de Galván se constituyen, por primera vez en for- . 
ma abierta, como la Tendencia Democrática del Sindicato Único 
de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana, hecho 
que significa explícitamente una escisión al interior del sindicato. 

Las sucesivas declaraciones de guerra que se pronuncian, 
apuntan a condiciones cada vez menos favorables para el sin­
dicalismo autónomo. Luego de cinco años de gobierno echeve­
rrista, la apertura democrática se enfrentó a una situación eco­
nómica cada vez más difícil y a la creciente oposición tanto de 
los sindicatos oficialistas como de las organizaciones empresa­
riales. Estas circunstancias, aunadas a la inminente postulación 
del candidato a la presidencia, obligaron al gobierno a recurrir 
a las fuerzas tradicionales de apoyo, entre las cuales el sindica­
lismo oficialista figura en un sitio privilegiado. 

En este contexto, el grupo de Pérez Ríos convoca a un con­
greso donde supuestamente se debatiría la unificación con el Sin­
dicato Mexicano de Electricistas. Si bien es verdad que, aun a 
pesar de la inestabilidad de la situación interna a la que había 
dado lugar la previa unión del SNESCRM y el STERM, el Sindi-• 
cato Mexicano de Electricistas estaba, en principio, de acuerdo· 
en discutir la fusión de las organizaciones sindicales; este último 
renunció a tal intento, como resultado de las protestas de la ten­
dencia de Galván, pues su grupo consideraba que era más ur­
gente resolver la situación interna con el STERM que discutir la 
unificación con el SME. 

Para explicar·el motivo de que la corriente oficialista se em­
peñara en efectuar el congreso, es necesario acordarse de que en 
el Sindicato Único de Trabajadores Electricistas, como en todo 
sindicato nacional de industria, el congreso nacional, es decir la 
asamblea general de delegados de todas las secciones, es el único 
habilitado para tomar decisiones en torno a la vida interna del 
sindicato (elecciones, expulsiones o sanciones contra alguno de 
los miembros). Era esto lo que estaba en juego en el congreso; 
de manera ·que el objetivo de unificación con el Sindicato Me-
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xicano de Electricistas había sido una mera excusa. Como la ten­
dencia de Galván intuía estas intenciones, trataba de impedir la 
reunión. ·· 

Sin embargo, el congreso tuvo lugar y la maniobra para ex­
pulsar a los dirigentes de la Tendencia Democrática fue concien­
zudamente preparada. Por una parte, los delegados no fueron 

- designados por las asambleas de las secciones, sino directamente 
por la dirección nacional, lo que ya aseguraba una importante 
mayoría. Por la otra, Fidel Velázquez asistió~ este congreso y 
exigió personalmente la expulsión de Galván y de su grupo (Trejo 
Delarbre, R.,' 1975, p. 55). 

Después de la expulsión del grupo de Galván, sus partida­
rios de todo el país se reúnen para emitir la célebre Declaración 
de Guadalajara cuya publicación no sólo muestra que la Ten­
dencia Democrática se situaba en oposición al sindicalismo ofi­
cialista, sino además que poseía su propio programa político, 
aunque, como veremos más adelante, no se enfrenta al Estado 
mexicano ni propone transformar su carácter. Sin embargo, co­
mo era de esperarse, tras la expulsión de los dirigentes de la Ten­
dencia Democrática, sus partidarios quedaban a merced de las 
decisiones de la línea oficialista del SUTERM; su única alterna-

. ti va fue organizar manifestaciones de protesta para obligar el go­
bierno a intervenir, como lo había hecho en 1972. De nuevo la 
presión tuvo éxito, pues el presidente Echeverría, por interme­
dio de la Secretaría de Patrimonio Nacional, ordenó que los 106 
trabajadores que habían sido expulsados del sindicato fueran rein­
corporados a su trabajo y volvieran a gozar de sus derechos sin­
dicales. 

Desafiando abiertamente al poder ejecutivo, los l.íderes ofi-:­
ciales sabotearon su decisión pues los miembros de la corriente 
oficialista lograron impedir que los trabajadores reinstalados a 
sus empleos, fueran readmitidos al sindicato· o entraran a labo­
rar .a sus centros de trabajo. Los dirigentes oficialistas plantea­
ron incluso la eventualidad de emplazar a huelga "en el mo­
mento oportuno" por "intromisiones indebidas" en cuestiones. 
sindicales, amenazando al gobierno, si intentaba intervenir ac­
tivamente para lograr la reincorporación de los trabajadores ex­
pulsados (citado por Basurto, J., 1983a, p. 265). 

Como respuesta a esta presión por parte del sindicalismo ofi­
cialist~, la Secretaría del Trabajo decidió anular el convenio que 
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habían firmado la Secretaría de Patrimonio Nacional y la Co­
misión Federal de Electricidad, que acordaba Ja reincorporación 
de los trabajadores expulsados. Esta decisión ocasionó, a su vez, 
.una manifestación de 150 000 persona~. la más importante des­
de el movimiento estudiantil de 1968; a ésta le sucedieron otras. 
Pero dentro del Sindicato Único de Trabajadores Electricistas se 
continúa intimidando e intentando cooptar a los miembros de 
la Tendencia Democrática. Cuando la Tendencia se da cuenta 
de que las represalias seguían, y que hasta las resoluciones' pre­
sidenciales eran boicoteadas por los dirigentes sindicales oficia­
listas, decide jugarse el todo por el todo. Así se emplaza a huel­
ga para el30 de junio de 1975, día de las elecciones presidenciales. 

La Tendencia Democrática consideraba que el momento es­
cogido para declarar la huelga era el más indicado para ejercer 
presión sobre el gobierno de Echeverría, ya que el día de las elec­
ciones presidenciales el gobierno no podría ejercer una medida 
represiva. Como era de esperarse, la Junta Federal de Concilia­
ción y Arbitraje declara que el emplazamiento es ilegal, porque 
sólo el SUTERM, como titular del contrato colectivo, estaba ha­
bilitado para llevar a cabo una huelga. Los medios gubernamen-· 
tales y el propio presidente de la República intentan disuadir a · 
Galván, pero sólo logran convencerlo de posponer la acción pa­
ra el 16 de julio; En este suceso, de nueva cuenta se percibe la 
gran importancia que tenía para Galván la opinión del presiden­
te de la República, como ocurre con cualquier movimiento que 
adquiera dimensiones polít~cas. La Tendencia Democrática siem­
pre planteó que pan luchar contra el sindicalismo oficialista era 
necesario constituir un frente común con las fuerzas progresis­
tas de los trabajadores y del propio gobiernp; Galván iné:,luía en 
este frente al presidente de la República (Basurto, J., 1983a, p. 
266). 

Ante la amenaza de huelga, cuya fecha sólo había sido pos­
puesta, la corriente oficialista decidió responder directamente. 
La noche del 15 de julio, trabajadores del Sindicato Único de 
Trabajadores Electricistas, ligados a la corriente oficialista, ocu­
paron las oficinas e instalaciones de la Comisión Federal de Elec­
tricidad. Esta acción recibe el apoyo del ejército, el cual se limita 
a impedir el paso de los partidarios de )a Tendencia Democrá­
tica. Sin embargo, la imposibilidad de·que esta última llevara a 
cabo su movimiento, no tuvo como consecuencia un rápido re-
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torno a la normalidad. El ejército tuvo que continuar vigilando 
tas instalaciones y permitía el acceso sólo a los miembros de 
la corriente oficilista. En estas condiciones, los partidarios de la 
tendencia se negaron a retornar al trabajo mientras el ejército 
estuviera presente en los 'centros laborales. A pesar de que se lle­
gó a un último acuerdo con el secretario general del SUTERM, Ro­
dríguez Alcaine, 2 es. evid~nte que la disolución de la tendencia 
de oposición al oficialismo se encuentra ya en un estado avan­
zado, hecho que será efectivo y aceptado por sus propios diri­
gentes, dos años más tarde. 

De la trayectoria de este conflicto podemos sacar varias con­
clusiones: un movmiento que se opone al conjunto del sindica­
lismo oficialista, es muy dependiente de la intervención y arbi­
traje del jefe del ejecutivo. Esta circunstancia se ilustró claramente 
en la simpatía y apoyo tácito del presidente Echeverría hacia el 
movimiento, lo cual le permitió sobrevivir en las muchas oca­
siones en las que fue atacado abiertamente. Pero la dependencia 
del ejecutivo se reflejó también al final del sexenio, cuando el 
movimiento de la Tendencia Democrática se volvió más disfun­
cional que funcional para el gobierno, y simplemente se la dejó 
a merced de la dirección del Sindicato Único de Tra,bajadores 
Electricistas. 

Pero la conclusión más significativa es que una confronta­
ción directa contra el más importante de los apoyos del sistema 
político mexicano y, por tanto, un enfrentamiento directo con 
el Estado, sólo puede terminar de dos maneras: ya sea como una 
derrQta total, como ha sido el caso de los ferrocarrileros·y de la 
Tendenci~ Democrática, o como una transformación del siste­
ma sindical y, por tanto, del régimen político, un cambio de sus 
bases de sustentación, de sus fuentes de legitimidad, lo que, por 
otra parte, solamente es posible en la medida en que la propia 
clase política,- y-el presidente de la República, lo favorezcan; du­
rante la primera mitad del sexenio de Echeverría éste parecía ser 
el caso. El propio Galván llega a esta conclusión en un balance 
sobre su movimiento: 

2 Rodríguez Ak:aine rempl~a a Pérez Ríos, quien fallece una semana des­
pué~. del congreso en el que· se decide la expulsión de los dirigentes de la Ten­
dencia Democrática. 
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Resulta de nuestra propia experiencia que todo movimiento de lu­
cha sindical termina fatalmente por enfrentarse al Estado, aun si 
cuidamos particular y escrupulosamente de evitarlo. Hace tiempo 
habíamos criticado al movimiento efe Vallejo porque habíamos no­
tado en él una peligrosa tendencia a enfrentarse en contra del Es­
tado. Ahora comprendemos que los enfrentamientos provienen no 
solamente de errores tácticos, sino que se presentan necesariamen­
te en el proceso de cualquier movimiento por la democracia sin­
dical (24/11177, citado por Hernández Fujigaki, G., 1980, p. 376). 

1 

Para matizar esta afirmación, se podría decir que un mo­
vimiento de oposición sindical no termina necesariamente en un 
enfrentamiento, con el Estado; eso depende del lugar en el cual 
se desarrolla. Es evidente que los sindicatos nacionales de indus­
tria son estratégicos para la estabilidad del sistema político. Es 
necesario afiadir también que todo ello depende de las preten­
siones del movimiento. En la medida en que la Tendencia De­
mocrática sentía que disponía del apoyo tácito del poder ejecu­
tivo (como en realidad ocurría) intentó servir de vanguardia a 
un movimiento que debilitara al sindicalismo oficialista. Al fra­
casar este movimiento renovador, dirigido y favorecido desde arri­
ba, se hundió con él la Tendencia Democrática. No haber sa­
bido medir sus fuerzas, haber creído poder sustituirlas mediante 
el apoyo del gobierno, y la dependencia que esto último signi­
ficó con respecto al proyecto de modernización del corporati­
vismo que intentó el gobierno de Echeverría, constituyeron las 
grandes debilidades del movimiento que acabamos de describir. 

Pero visto desde el interior del propio movimiento • .desde la 
perspectiva de la capacidad de constitución del actor social, el 
punto más débil fue la ineptitud para proponer un proyectq po­
lítico alternativo al que le imponía el propio Estado. A partir de 
esta premisa puede explicarse todo lo demás: su inclusión en un 
proyecto surgido desde el gobierno y su dependencia con res­
pecto a él. A pesar de que la Tendencia Democrática no cayó 
en la ilusión de pretender aislarse de la política, pues como he­
mos discutido, esto condujo a las bases sindicales de la UOI y de 
la Línea Proletaria, a la posibilidad de ser recuperadas por el ofi­
cialismo, no logró p/ántear un proyecto que fuera más allá del 
nacionalismo-populista ·consolidado durante, el gobierno de Cár­
denas. Esto significa que este movimiento no cuestionaba la alian-
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za entre el sindicalismo y el Estado, ni el d~minio de éste sobre 
la orientación de la'sociedad. De ahí que, aunque se oponía al 
sindicalismo oficialista, lo .hacía para sustituirlo. 

Esta situación se traduce en los planteamientos del Sindica­
to de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana, así 
como en los de la Tendencia Democrática y del Movimiento Sin­
dical Revolucionario. Según el STERM, el proletario es el 

1 

... único agente posible de todo cambio progresivo en el México del 
último tercio del siglo xx [ ... ] sabemos bien que el país se ha em­
pantanado en la corrupción en los últimos decenios y que el estan­
camiento político del proletariado le ha hecho perderJerreno [ ... ], 
el "sistema" resultante, que no es otra cosa que ia corrupción ob­
jetivizada, muestra ya su senilidad por los cuatro costados y es pre­
sa de contradicciones que no podrán resolverse en favor del país 
a menos que la clase obrera reanude la lucha revolucionaria. Entre 
las contradicciones, la más importante ahora mismo es la repre­
sentada por el enfrentamiento del seetor nacionalizado de la eco­
nomía con las fuerzas del capital monopolista norteamericano 
(Solidaridad, 1973, pp. 73-74). 

En consecuencia, el primer paso debería ser la conquista 
de la democracia en los sindicatos, entendida como l'a derrota 
del sindicalismo oficialista, que resultaría en un reforzamiento del 
movimiento obrero, que se traduciría, a su vez, en el hecho de 
que el Estado recuperara una base real de apoyo. Como se de­
duce de todo esto, el movimiento obrero tenía que independi­
zarse, no con el objeto de enfrentarse al Estado, sino por el con­
trario, para que conjuntamente con éste, que "representa un punto 
de convergencia de las fuerzas sociales", trabara una alianza pa­
ra enfrentarse de manera más eficaz a "la contradicción fun­
damental del proletariado", que es el imperialismo. "Cuando 
el Estado se asienta en amplias fuerzas sociales y ajusta su con­
ducta a los intereses de éstas, es un Estado poderoso y diná­
mico, y la legalidad que lo define encierra un significado de': 
mocrático y está dirigido en contra de las maquinaciones 
reaccionarias .... " (Solidaridad, 1973, p. 109 y Hernández Fu-
jigaki, G., 1980, p. 8). · . 

, La declaración de Guadalajara, el ~estamento político de la 
Tendencia Democrática, propone que la dirección sindical ofi-
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cialista es el enemigo principal de lá clase obrera, del Estado 
nacional-popular y del desarrollo independiente del país, porque 

... es la estructura política en la cual se ha sustentado el desarrollo 
del imperialismo en nuestro país [ .. ], en el Estado mexicano coe­
xisten corrientes proimperialistas aliado de una corriente política 
nacional revolucionaria, en la cual pueden apoyarse los sectores de­
mocráticos para reconquistar la dirección del SUTERM (declaración 
de Guadalajara, 5/4175, citado por Gomez Tagle, S., 1980, p. 200). 

De estas citas se infiere que el proyecto de la Tendencia De­
mocrática estaba constituido por dos componentes principales: 
por una parte, la lucha contra el imperialismo y contra la co­
rriente proimperialista al interior del Estado; por otra parte, el 
reforzamiento del Estado por medio del apoyo de la clase obre­
ra, del sindicalismo. Para ello era necesario luchar contra la co­
rriente sindical oficialista, cuyo anquilosamiento significaba que 
el sector progresista del Estado mexicano no contaba con un apo­
yo activo para enfrentar a la corriente proimperialista. De estas 
propuestas se deduce que la función del sindicalismo mexicano 
es apoyar al Estado en su proyecto original de modernizar al país 
con justicia social. La lucha se orienta entonces fundamental­
mente contra los obstáculos que se oponen a este proyecto y a 
esta voluntad. 

Una manifestación fundada sobre estos principios es más que 
una acción crítica organizacional cuyo objetivo es la recupera­
ción de las direcciones sindicales; es una acción crítica institu­
cional en la medida en que pretende responder a una crisis que 
concibe como institucional y que intenta recuperar los funda­
mentos de la legitimidad y de la práctica de determinado sistema 
político. Es además una acción modernizadora que se concibe 
como nacionalista porque s~ propone eliminar obstáculos a la 
modernización del país, Adopta este carácter modernizador cuan­
do plantea que existe un sector en el interior del Estado, al cual 
pertenece la burocracia sindical oficialista, que representa un fre­
no al desarrollo independiente del país y que explica las grandes 
desigualdades provocadas por el proceso de desarrollo, y las li­
mitaciones a las que se,enfrenta éste en la actualidad. 

Una década más tarde, un sector que había pertenecido a la 
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Tendencia Democrática Hacía el mismo análisis sobre el Estado 
mexicano, aunque de esta inteFpretación se derivaba que ahora 
ni siquiera se proponía la necesidad de derrotar al oficialismo ya 
que ahora sorprendentemente3 s~ veía en él un potencial aliado: 

... hay un sector en el que se comprende a la dirigencia oficial del 
sindicalismo mexicano, y a los sectores que podemos llamar na­
cionalistas. Ellos plantean continuar con la tradición del' Estado me­
xicano como rector de la vida económica y social del país, que re­
coja las demandas populares insatisfechas desde la Revolución hasta· 
la fecha y dé nueva vida a la alianza del Estado con las masas 
(Whaley, A., dirigente del SUTIN, Proceso, diciembre de 1979). 

Esta posición en torno al carácter del Estado mexicano es 
idéntica a la que fuera adoptada por la crM, bajo la dirección 
de Lombardo Toledano, durante la época cardenista, la cual per­
mitió el encuadramiento corporativo del sindicalismo mexica­
no. En la declaración del dirigente del SUTIN, encontramos la 
concepción general del Estado mexicano, definido como agente 
de desarrollo, que se propone vigilar el carácter independiente 
y nacionalista de este proceso y que defiende los intereses de las 
clases populares; en síntesis, es un Estado garante del desarrollo 
nacional, de la justicia social, y de la distribución de la riqueza 
generada por la industrialización, lo que, 'como vi111os al inicio 
de este libro, coincide con la idea que tiene el Estado mexicano 
sobre sí mismo.' 

La crítica fundamental de esta corriente sindical, obviamen­
te no se refiere a la intervención del Estado, o al hecho de que 
éste se sustituya a los actores sociales en la determinación de la 
orientación de la sociedad, o lo que es lo mismo, que invada el 
espacio social y el sistema político. Se cuestiona exclusivamente 
la orientación de la intervención estatal. Esta corriente propone 
que después del gobierno de Cárdenas se abandonó la orienta-

3 Esto solamente podía explicarse por la debilidad en la que, 'desde la de­
rrota de la Tendencia Democrática, había caído el sindicalismo independiente, 
especialmente la corriente politizada, así como por el hecho de que a raíz de 
la Reforma Política toda la atención de la oposición estaba enfocada a la vía 
electoral. Además, es cierto que por lo menos el discurso de los dirigentes del 
sindicalismo oficialista había cambiado. 
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ción nacional y popular del Estado, y se acentuó exclusivamente 
su papel de agente de desarrollo. Por ello, a pesar de que el Es­
tado ha logrado industrializar al país, ha favorecido los intere­
ses imperialistas, ya que el capital extranjero se ha beneficiado 
más que el nacional, y a la burguesía más que a las clases popu­
lares: El papel del Estado mexicano de llevar a cabo un proceso 
de modernización económica equilibrado ha sido abandonado 
en el camino; el desarrollo económico ha sido desequilibrado; 
se ha generado una grave desigualdad del ingreso y una propor­
ción importante de la población mexicana se ha visto excluida 
de los beneficios de la modernización. 

Según esto, la tarea principal del sindicalismo es criticar esta 
desviación y apoyar al sector progresista en el Estado, que com­
parte la misma concepción y que ha sido relegado paulatina­
mente en su interior. No sólo no se cuestiona, sino hasta se rea­
firma la preeminencia de los intereses políticos sobre los intereses 

. gremiales, de la misma manera que lo hacía Lombardo Toleda­
no, en la cita reproducida al comienzo de este libro, al procla­
mar que el sindicalismo no sólo debía preocuparse por los in­
tereses del proletariado, sino también por los intereses generales 
del pueblo mexicano. 

En realidad·, tanto la Tendencia Democrática, como sus su­
cesores, hacen un análisis sobre el sindicalismo, similar al que 
llevó al gobierno de Echeverría a proponer la apertura demo­
crática de las organizaciones sindicales y populares. La burocra­
tizac:ión exeesiva de los sindicatos, su falta de representatividad, 
no solamente les impide defender los intereses obreros, lo cual 
en cualquier momento podría provocar. una crisis de legitimidad 
e incluso una crisis institucional que pusiera en peligro al Estado 
nacional-popular, sino que además, la esclerotización de las or­
ganizaciones sindicales no les permite representar una ·defensa 
eficaz y les impide movilizarse· para defender a un Estado que 
proyectara un desarrollo económico con justicia social. Se de­
duce de estos planteamientos que, en vista de la creciente debi­
lidad de las bases de apoyo popular del Estado, las corrientes 
conservadoras del exterior así como del propio Estado, logran 
avanzar en la imposición de su proyecto antinacional y antipo-
pular. . · 

Ya· que el sindicalismo burocratizado es inc~_p~z de oponer­
se eficazmente a estas tendencias, se puede concluir-que la lucha 



,b.CCIÓN OBRERA, SISTEMA POLÍTICO Y ESTADO 323 

por la democracia sindical es en realidad una lucha contra el an­
quilosamiento y no tanto por autonomizar a la sociedad del Es­
tado.~ Esta posición asume el papel y el carácter de l.a interven­
ción ·del Estado; no propone sino renovar una cierta concepción 
del Estado, la que subyace en el origen de la alianzw-corporativa 
entre sindicalismo y Estado. Por eso es incapaz de distinguirse 
de la postura que adopta el sindicalismo oficialista. 

En 1979, en el contexto del boom petrolero y de la reforma 
política, luego de varios años de existencia de un sindicalismo 
autónomo, los diputados obreros del PRI publican un Manifies­
to a la Nación en el cual adoptan varios de los planteamientos 
de la oposición y proponen, en su calidad de representantes po­
líticos del poder sindical, que el sindicalismo 

... cerrará el paso a la ofensiva de las fuerzas oligárquicas que se 
proponían mantener el modelo económico y sus beneficios acre­
centados ahora con la riqueza petrolera[ ... ], la elevada concentra­
ción que la rlqueza alcanza en México y, por consiguiente, el po- · 
derío en ascenso del capital monopólico interno y externo, 
representan ya amenazantes expectativas para la nación y en par­
ticular para el poder público, que se encuentra desde hace tiempo 
sometido a la continua y redoblada presión de los grupos mino­
ritarios representativos del poder económico (Legisladores del sec­
tor obrero del PRI, Manifiesto a la Nación, 1979). 

Las posiciones adoptadas por los diputados obreros en su ma­
nifiesto y por la propia CTM en varios de sus congresos, deter­
minaron que la tendencia politizada de la oposición sindical, e 
incluso conocidos militantes del PCM, consideraran que se ha­
bía producido un "viraje" en el sindicalismo oficialista y que por 
ello era posible plantear un acercamiento a él. En este contexto 
se producen varios intentos pot: parte de los sindicatos univer­
sitarios en el sentido de entrar al Congreso del Trabajo, así co­
mo la aproximación del SUTIN a los sindicatos oficialistas. Esta 
posición es resumida por el Movimiento de Acció~ Proletaria, 
que reunió a los dirigentes de varias de estas corrientes, y pro­
puso la posibilidad de acercarse al Congreso-del Trabajo en tan­
to que 

.. .la burocracia sindical, en los años recientes, a diferencia de .. su 
ya tradicional apoyo sin condíciones a la política del gobierno, ha 



324 LA ACCIÓN OBRERA 

llegado a proponer programas alternativos a los gubernamentales 
[ ... ]-la burocracia sindical se ha mostrado deliberadamente recep­
tiva a demandas reales que existen en el seno del movimiento obre­
ro y ha buscado ejercer (en gran parte recuperar) su capacidad de 
representación de los trabajadores, ante las amenazas de una in­
surgencia obrera que puso en cuestión la legitimidad de los líderes 
tradicionales (Movimiento de Acción Proletaria, Programa y Prin­
cipios, 1981). 

Pero, evidentemente, las consecuencias de estas posiciones 
fueron mucho más favorables para el sindicalismo oficialista que 
para la oposición politizada. Mientras que la corriente politiza­
da se dividía en torno a la oportunidad de ingresar al Congreso 
del Trabajo y a la posibilidad real de establecer una aliánza con 
el sector más progresista de la línea oficialista, esta última re­
cuperaba las reivindicaciones abanderadas por la oposición. El 
sindicalismo de oposición había reconocido incluso la capaci­
dad del sindicalismo oficialista de adaptarse a las reivindicacio­
nes de la clase obrera, lo que directamente la legitimaba. 

Pero lo más importante es que esta situación demostró que 
frente a una tendencia sindical corporativa, generalmente prisio­
nera de una acción de crisis organizacional, incapaz de propo­
ner un proyecto que fuera más allá de la mera recuperación de 
los sindicatos de manos de la corriente oficialista y de un recha­
zo a la política y a la intervención del Estado, solamente existía 
una tendencia sindical que percibía que lo que estaba en juego 
era el retorno al carácter original del Estado mexicano. La li­
mitante más significativa de esta corriente sindical politizada era 
entonces que la acción crítica institucional, de la cual era presa, 
le impedía diferenciarse de la corriente oficialista, porque am­
bas proponían la preeminencia de lo político y la función del sin­
dicato como apoyo a un Estado nacional-popular. Ninguna de 
las corrientes sindical_es de oposición es capaz de articular una 
visión que cuestione el desarrollo como un proceso em,anado de 
la voluntad del&tado, a la cual debe subordinarse la sociedad. 

Tal postura, por parte de la oposición, es débil porque de­
pende de la voluntad de cambio del gobierno, como vimos que 
sucedió en el caso de la Tendencia Democrática durante el se­
xenio de Echeverría. Pero es aún más grave la incapacidad de 
la oposición para oponer una visión alternativa, pues esta li- . 
mitación implica que las posiciones de esta Tendencia y, en ge-



ACCIÓN OBRERA, SISTEMA POlÍTICO Y ESTADO 325 

neral, del conjunto de la corriente politizada; sean mejor defen­
didas por la línea oficialista, cuando ésta se decide a hacerlo, como 
en 1979. Esto explica el hecho de que cuando el gobierno de Eche­
verría decidiera abandonar su proyecto renovador y reanudara 
su apoyo al sindicalismo oficialista, éste hubiera podido recu­
perar las banderas e incluso a la base sindical de la Tendencia 
Democrática. · 

Se imponen dos últimas afirmaciones que explican las limi­
tantes de un sindicalismo de oposición que privilegia lo político 
y que no logra distinguirse radicalmente del oficialismo. Por una 
parte, el sindicalismo politizado es poco atractivo para los obre­
ros con intereses corporativos, los obreros calificados y los que 
están ubicados en los sectores más modernos, en la medida en 
que postula la subordinación de lo sindical a lo político y el re­
forzamiento de la intervención del Estado. Por la otra, en los 
sectores tradicionales, la desventaja de esta oposición frente a 
la línea oficialista se debe a que en estos sectores los obreros con­
sideran al sindicalismo oficialista más eficaz porque cuenta con 
mayor influencia política. Esto explica la tradicionalmente débil 
influencia de las corrientes politizadas de oposición sindical, así 
como el hecho de que las corrientes tendientes al particularismo 
hayan demostrado una mayor capacidad de penetración e inclu­
so de sobrevivencia, a pesar de estar actualmente muy golpea­
das, a causa del limitado margen de acción que la crisis econó­
mica permite a este tipo de sindicalismo. 





CONCLUSIONES 

ESTADO Y SOCIEDAD 

La posición central que ocupa el Estado en tanto que agente de 
desarrollo, implica ·que la función primordial del sistema polí­
tico consiste en servir como mecanismo de movilización de re­
cursos sociales y cor:no instruQJ.ento de legalización de sus deci­
siones. Ello significa que el sistema político sea vivido más como 
coerción que como espacio de resolución de conflictos entre in­
tereses y sectores sociales. También quiere clecir que en virtud 
de que existe poca autonomía entre el sistema adr:ninistrativo y 
el político, es el Estado quien legitima sus propias decisiones a 
través del sistema político, y que no es del conflicto entre las re­
presentaciones de los intereses sociales de donde surgen las ins­
tituciones y las leyes. El sistema político sirve poco como legi­
timador del sistema de dominación .Y del Estado. Es el Estado 
el que institucionaliza, por la vía autóritaria; el que establece las 
reglas del juego; el que incluso impulsa la creación de las orga­
nizaciones de las clases populares y del sector empresarial. Su 
legitimidad, entonces, proviene de su propia acción, de la me­
dida en la cual puede cumplir con su papel de agente de desa­
rrollo y no tanto de la racionalidad formal-legal. Es esto lo que 
hemos denominado el doble desequilibrio del sistema político. 
¡Doble porque incluye un desequilibrio en favor de una de las fun­
Ciones de todo sistema político, el de la definición de las reglas 
que comandan el funcionamiento de la sociedad, frente a la de 
servir como espacio al conflicto social. Y porque privilegia la le­
gitimidad mediante la interpretación general que sostiene a un 
sistema de dominación en $U conjunto, frente a las formas le­
gales. Es la acción del Estado mismo, basada en el nacionalismo 
y en la ideología popular, la que legitima en primera instancia 
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al Estado. En este sentido, el Estado mexicano se parece a cual­
quier Estado surgido de una revolución. 

En México, el Estado ha actuado como clase dirigente, ha 
sustituido a la burguesía nacional. El proyecto reivindicado por 
el Estado es el que ha sido llevado a cabo, el que ha servido de 
orientación a la sociedad. El espacio económico con que cuen-

. "tan los empresarios nacionales se ha debido a la protección y al 
estímulo del Estado; pocas veces (quizá solamente en el caso de 
los empresarios del grupo Monterrey) ha sido un campo ganado 
po.r la propia acción empresarial; a pesar de que esta protección 
y estímulo estaban justificados al inicio del proceso de industria­
lización hacia adentro, porque era necesario desarrollar una eco­
nomía nacional de cara a la internacional, que ya estaba inte­
grada y dominada por las potencias industriales de desarrollo 
temprano. El que la transición de una sociedad agraria a u11a in­
dustrial haya tenido que ilevarse a cabo en tales circunstancias 
implicó que fuera el Estado mismo el que adoptara el papel prin­
cipal de ·agente de desarrollo y protegiera a la economía y al ca­
pital nacional de una competencia en condiciones de superiori­
dad indudable. No obstante, la perpetuación de esa función del 
Estado ha tenido como consecuencia las limitaciones de este mo­
delo: el capital nacional no sólo no llegó a madurar, sino que 
se conformó con la protección y el paternalismo estatal, al gra­
do de depender casi totalmente de ello. 

Así es como por una parte el control sobre el sistema polí­
tico y el populismo han permitido al Estado desempeñ.ar su pa­
pel de agente de desarrollo en un clima de indudable estabilidad 
política. Por la otra, el que el Estado haya seguido una política 
nacionalista implicó que se haya podido desarrollar la industria 
con las limitaciones que conocemos actualmente, pero que sin 
duda han transformado al país. La política popular del Estado 
logró atenuar las injusticias sociales, que serían mucho más pro­
nunciadas si no se hubiera encargado de los servicios educati­
vos, de salud, vivienda, distribución de alimentos, etc .. Pero to­
do ello también tuvo como consecuencia que el modelo 
concentrara sus limitaciones y su debilidad más significativa en 
el hecho de que no se hubiera logrado constituir una burguesía 
nacional fuerte e independiente, capaz de competir a nivel in­
ternacional, como era el objetivo inicial. 

Esto se debe a una contradicción fundamental del modelo 
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mexicano, que puede resumirse en que el papel preponderante 
del Estado y su control sobre la sociedad civil tuvo como resul­
tado la débil constitución de actores sociales. Si bien ello era ine­
vitable al inicio del proceso de desarrollo, la perpetuacióQ ,de es­
ta debilidad limita al propio desarrollo, que sólo 'hasta .cierto ·. 
momento puede ser generado exteriormente e impuesto a la so­
ciedad. Esta situación proviene en parte del carácter mismo del 
Estado mexicano, que se ha apoderado de todo el espacio po­
lítico y que siempre ha considerado cualquier ~desarrollo social 
como una amenaza a su hegemonía política y, ·por ende, a su pro­
yecto. Existe una gran diferencia entre esta situación y laque des­
cribe Barrington Moore para los casos de Alemania y Japón, en 
los cuales a través de un proceso de "modernización conserva­
dora", el Estado no sólo se erige en_ agente de desarrollo, sino 
que logra que se constituyan actores social~s. En el caso de Mé­
xico, la débil constitución de los actores sociales, tanto de la cla­
se obrera como de la empresarial, se debe a que, hacit,:ndo abs­
tracción del próyecto original, en la práctica el Estado no se. ha 
propuesto más que la creación de una base social y política so­
bre la cual pudiera constituirse él mismo en principal agente de 
desarrollo. El proyecto de desarrollo promovido por el Estado, 
ha conducido a la generación de actores dependientes. El Esta­
do ha impulsado la constitución de organizaciones obreras y cam­
pesinas esencialmente para incorporarlas a un sistema político 
sobre el cual conserva el control. Todavía más, las ha incluido 
directamente en el seno del partido del Estado, como corpora­
ciones que le aseguran un apoyo popular a sus políticas. Por su 
parte, el ctmpresariado se ha desarrollado de la misma manera, 
bajo la tutela del Estado, tanto en lo que se refiere a sus posi­
bilidades de inversión, como a su constitución como actor eco-
nómico y a su organización política. ·. 

Estas conclusiones generales acerca de la constitución de los 
actores sociales son producto de nuestro estudio sobre el sindi­
calismo. Hemos visto que una de las consecuencias de la limi­
tada autonomía del sistema político mexicano es que el Estado 
mismo es el que, precozmente y por la vía.autoritaria, institu­
cionaliza los derechos obreros. Es el Estado también el que es­
timula la creación de las organizaciones sindicales y las incor­
pora al partido dominante, para que le sirvan de apoyo político. 
Esta institucion~Iización "desde arriba" se convierte, a su v~z. 
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en dependencia. Así, se otorgaron derechos a los obreros y se 
estimularon sus organizaciones antes de que surgiera una pre­
sión "desde abajo" para exigirlos. Por ello,-las organizaciones, 
desde el momento mismo de su nacimiento fueron poderosas po­
líticamente, sin.tener una capacidad real de movilización. Ello 
·ha implicado que el logro de las reivindicaciones dependa mu­
cho más de la influencia directa al nivel político que de la ca­
paCidad de movilización. El Estado mexicano ha logrado per­
petuar esta situación e'n la medida en que ha tenido siempre la 
capacidad para controlar o reprimir toda movilización, y en tan­
to que ha demostrado que estas últimas no garantizan de ma­
nera alguna el logro de reivindicaciones. Es, al contrario, a tra­
vés de· los canales institucionales -centralizados en el poder 
ejecutivo y en la presidencia de la República- como pueden ser 
satisfechas las reivindicaciones. Ello ha significado la politiza­
c_ión de la acción social y la desarticulación entre el plano social 
y el político. La efectividad de la representación política no está 
definida en cuanto a su articulación hacia el grupo social o sec­
tor social que se representa, sino "hacia arriba", en función de 
su relación con el centro de decisiones, el aparato de Estado. 
· De los empresarios podemos afirmar algo análogo, aunque 

en este caso la dependencia está menos relacionada con la cons­
titución de -las organizaciones empresariales (pese a que el Es­
tado ~exicano también tuvo un papel preponderante en su im­
pulso) que con el hecho de que el capital nacional naciera, creciera 
y siguiera dependiendo actualmente de la acción económica del 
Estado. Como en el caso de las organizaciones sindicales, la fuer­
za de los empresarios proviene menos de su capacidad de movili­
zación que de otras fuentes. De hecho, su capacidad de movi­
lización social, sólo ha sido realmente utilizada en una ocasión: 
en la lucha contra el libro de texto gratuito durante la presiden­
cia. de López Mateos. Por otro lado, el hecho de que el empre­
sariado no se encuentre dentro del PRI significa, a diferencia del 
sindicalismo, que con el objeto de ejercer influencia y presión 
política sobre el gobierno recurra frecuentemente a acciones y 
canales que escapan a sus proJ'ias organizaciones corporativas, 
lo·que en absoluto quiere decir que no sean utilizadas. 

Aunque parezca paradójico, esto significa que su fuerza pro­
viene de su debilidad y de su dependencia económica del Esta­
do. Para presionar a un gobierno, más que recurrir directamtn-· 
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te a las instancias políticas, intentar presionar a través de sus 
organizaciones y movilizar a sus miembros y partidarios, se acu­
de al recurso de no responder a las oportunidades de inversión 
que le da el Estado y a la especulación a través de la fuga de ca­
pitales. Sólo una clase empresarial débil puede responder de esta 
forma; sin arriesgarse a dejar escapar mercados, a perder espa­
cio frente a la competencia. Un empresariado fuerte e involu­
crado en el mercado internacional no puede dejar de invertir, de­
crecer y especular sin tii riesgo de perder su espacio económico. 
La efectividad de los medios de presión de la clase empresarial 
mexicana no está definida por la articulación entre su poder eco­
nómico, su función sociafy el poder político que de ellos sé de­
rivan, sino por la desarticulación entre su poder económico y su 
capacidad de presionar políticamente. La debilidad económica 
como actor social implica que el poder político de los empre­
sarios proviene justamente de su dependencia frente a la acción 
económica del Estado. 

Aunque puede explicarse la ausencia de actores sociales só­
lidamente constituidos e independieptes en el hecho de que el pro­
yecto estatal no incluyera la creación de un espacio que permi­
tiera su constitución, la perpetuación de la débil capacidad de 
acción de la sociedad sobre sí misma no puede buscarse sola­
mente en la acción del Estado. Hay que acudir a las propias ca­
racterísticas de la acción social, a los distintos significados que 
ella tiene para los diferentes actores sociales. 

EL SIGNIFICADO DE LA ACCIÓN OBRERA 

Frente al planteamiento que propone una evolución lineal y gra­
dual de la: conciencia obrera -del significado que para el obrero 
tiene la acción- estamos de acuerdo con A. Touraine al afir­
mar que esta conciencia depende de la capacidad que tienen. los 
obreros para constituir~e en ~ctqres.sociales. Ello, a su vez, está 
en función de su capacidad para constituirse en torno a un prin­
cipio de identidad, de reconocer a su oponente social y definir 
lo que está en juego en determinado conflicto. La conciencia de . 
clase radica en una combinación específica. de estos tres elemen .. 
tos; se trata de una combinación coherente que tiene un carácter 
defensivo y contestatario, y que está dirigida hacia un problema 
central definido en torno a la orientación gen~ral de la sociedad, 
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y no solamente a temas organizacionaleso institucionales. De­
dicamos la tercera parte de este libro al análisis de la acción obre­
ra y de la acción sindical desde esta perspectiva. 

El enfoque funcionalista comparte la idea de la moderniza­
ción política y la concepción de la escuela norteamericana de re­
laciones industriales, que propone un tipo ideal de equilibrio y 
explica los conflictos como una disfunción: en el caso del con­
cepto de la modernización, ésta se interpreta en torno a expec­
tativas frustradas; en el caso de la escuela de relaciones indus­
triales se define en torno a la falta de integración, o bien, a la 
inadaptación a un tipo de organización del trabajo. Rechaza­
mos ambas perspectivas funcionalistas en tanto que consideran 
que toda acción es resultado de un desequilibrio, siempre en tér­
minos negativos. Según la idea de la modernización política, el 
hombre moderno es conformista; para la escuela de relaciones 
industriales, la integración al sistema de trabajo industrial sig­
nifica una disminución de los conflictos y una tendencia a la es­
tabilidad de las relaciones industriales. Pero, como lo muestra 
nuestro estudio, no hay que perder de vista que toda acción tie­
ne un carácter "negativo", defensivo, y otro "positivo", con­
testatario, y que si la dificultad de constituir la identidad obrera 
conduce a acciones con un carácter predominantemente defen­
sivo, la configuración de un actor implica la posibilidad de cues­
tionamiento de problemas fundamentaJes y no necesariamente 
el conformismo. 

Cuando abordamos las condiciones en las cuales el actor obre­
ro constituye su identidad, en función del significado que reviste 
su acción, vimos que las expresiones individuales y colectivas es­
pontáneas de pequeñ.os grupos, no determinan una actitud de ina­
daptación sino la incapacidad de configurar una identidad con 
base en la cual pueda desarrollarse la acción colectiva. Obser­
vamos que en el caso de lo~ obreros recientemente incorporados 
al trabajo industrial, como ya lo han explicado muchos autores 
antes que nosotros, el migrante considera su trabajo en forma 
instrumental; su objetivo al migrar es la promoción social, lo que 
consigue a través de su incorporación al medio urbano. En este 
propósito se confiere prioridad a la propia incorporación, res­
tándole importancia a los problemas que enfrenta el obrero en 
su trabajo. Por ello generalmente se muestra una mayor capa­
cidad de integración al trabajo industrial, o lo que es lo mismo, 
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menos dificultades de adaptación a este tipo de labor, que la es­
perada por la escuela funcionalista norteamericana. Pero la prio­
ridad que se da a la promoción social también conduce a un me­
nor interés por los asuntos sindicales. 

Entre los trabajadores ya integrados al sistema de trabajo in­
dustrial, pero circunscritos a los sectores obreros menos califi­
cados, encontramos que los que están ocupados en las tareas de 
operación tienden a contemplar su sindicato como un mecanis­
mo de defensa. Estos obreros deben llevar a cabo sus tareas en 
condiciones generalmente adversas; se trata de labores que fre­
cuentemente son fáciles de aprender, debido a que son tareas re­
petitivas, constantes, y por ende alienantes; estos trabajadores 
carecen de oficio, son fácilmente remplazables en tanto que son 
menos imprescindibles, y por ello tienen mayor dificultad en en­
contrar un nuevo empleo. Todo ello implica que este tipo de tra­
bajadores tienda a ver al sindicato como una asociación de de­
fensa de su empleo, como una organización que los ayuda a 
conservar y quizá mejorar sus condiciones laborales. De modo 
que su actitud básica hacia el sindicato y el significado que para 
ellos tiene la acción obrera son básicamente defensivos. 

Mientras tanto, el sector obrero calificado que ejerce un ofi­
cio, cuenta con una personalidad profesional; él lleva a cabo ta­
reas que están menos definidas por el equipo o por la maqui­
naria y más por los ritmos y movimientos que el mismo obrero 
determina; además su labor es menos rutinaria y requiere de ma­
yor creatividad. Este tipo de trabajador dispone, en suma, de un 
mayor grado de autonomía; por el orgullo que pueden llegar a 
sentir debido a la forma en la que practican su trabajo, pueden 
surgir más fácilmente fricciones entre estos obreros y la empre­
sa, cuando ésta intenta imponer su concepción de cómo deben 
realizarse las actividades. El obrero calificado, en general de man­
tenimiento, se ubica entonces en el lugar privilegiado para ser 
el actor de un conflicto en torno al proceso y a la organización 
del trabajo. Un conflicto positivo, porque recusa la autoridad 
patronal en el interior de la fábrica, y central, en cuanto cues­
tiona la orientación de la dirección empresarial, en el sentido de 
concentrar cada vez más el conocimiento y el poder de decisión 
sobre cómo debe llevarse a cabo el trabajo, lo que tiene como 
consecuencia (a excepción de algunas tareas muy particulares) la 
constante descalificación del trabajo obrero. 
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LAS ACCIONES CONTRA EL SINDICALISMO SUBORDINADO 

Descritas en numerosos estudios sobre el mundo obrero, las ac­
ciones referidas en el apartado anterior tienen una particular im­
portancia para nosotros en tanto que hemos encontrado indica­
dores que las confirman para el caso de un país como México. 
Sobre la base de esta constatación, hemos podido proponer las 
singularidades y las consecuencias específicas de esta gama de ac­
ciones en el caso de nuestro país: ¿En qué medida, en el caso 
mexicano, las características generales de los significados que la 
acción sindical tiene para los obreros migrantes, los no califi­
cados y los calificados, son modificadas por la subordinación del 
sindicalismo al sistema político y al Estado? ¿Qué característi­
cas adopta la acción obrera dada la gran proporción de obreros 
migrantes y el consecuente alto grado de heterogeneidad en la 
composición de la clase obrera, así como la subordinación del 
sindicalismo a su función política? 

En primera instancia, un sindicalismo subordinado al siste­
ma político, y a través de él, al Estado, no es considerado como 
una desventaja para los intereses obreros. Como lo han demos­
trado diversas encuestas, y también el propio comportamiento 
de muchos movimientos sindicales de cara al poder político, la 
influencia política puede ser considerada como un elemento efi­
caz para el logro de reivindicaciones, e incluso como un medio 
más efectivo que la propia movilización. No obstante, cuando 
esta influencia pierde su eficacia, o cuando la vinculación al sis­
tema político impide a la organización sindical cumplir con su 
función reivindicaliva, puede producirse una acción con la in­
tención de tomar ei poder del sindicato. Aunque esta acción ha­
ya sido frecuentemente interpretada como una impugnación de 
la relación entre sindicalismo y Estado o como una oposición a 
la preeminencia de los fines políticos sobre los intereses sindi­
cales, nuestras observaciones nos permiten concluir que lo que 
realmente surge no es una expresión de este tipo, sino más bien 
una crisis organizacional, una acción definida en términos de­
fensivos. 

Esta acción de crisis organizacional, basada en un principio 
de oposición y que surge contra la ineficiencia de un sindicalis­
mo subordinado, pronto se enfrenta a limitaciones de distintos 
tipos. Aunque esta acción defensiva tiene la capacidad de reco-
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nocer a su adversario, no logra definir lo que está en juego, más 
allá de la recuperación por parte del sindicato de su capacidad 
reivindicativa. Una acción de este tipo no podrá rebasar lacen­
tralización del poder sindical, ni el paternalismo y el clientelis­
mo característicos del sindicalismo mexicano. Tampoco impug­
nará la relación que existe entre el sindicalismo y el Estado, pues 
su preocupación se concentra en la ineficiencia de unos dirigen­
tes y no de un tipo de sindicalismo. Por tal razón, estos movi­
mientos son fácilmente recuperables. 

LA TRANSICIÓN DE LO SINDICAL A LO POLÍTICO 

Otra consecuencia de una acción que se limita a re'sponder a una 
crisis organizacional es que, estando basada en un principio de 
oposición, en la recuperación del sindicato, es probable que se 
constituya en torno a un principio de identidad con un carácter 
netamente defensivo. Esta acción crítica organjzacional difícil­
mente puede rebasar el economicismo y la concepción mutualis­
ta del sindicato que tienen los sectores obreros de reciente incor­
poración al trabajo industrial y los trabajadores no calificados. 
Por otra parte, cuando el conflicto contra el sindicalismo subor­
dinado se da entre obreros calificados, o bien, cuando se pro­
duce en un sector industrial de punta, cuyas condiciones labo­
rales y de salarios son muy ventajosas, será difícil evitar el 
corporativismo. Ambas limitantes se perciben en el hecho de que 
muchos de los sindicatos que se separaron de las organizaciones 
oficialistas se acantonaron en una postura localista y tendiente 
al particularismo que rechazaba toda definición política; se de­
claraban incluso antipolíticos. 

Otra de las limitaciones de este tipo de acción reside en que 
dada su ineptitud para definir claramente lo que está en juego, 
más allá de la recuperación del sindicato, se deriva su falta de 
capacidad para autolimitar sus aspiraciones, con el objeto de asi­
milar lo ganado. Esto es especialmente cierto en una situación 
como la mexicana donde una reivindicación económica puede dar 
lugar a una acción de crisis organizacional, lo que, en caso de 
suceder en un lugar particularmente sensible para el sistema po­
lítico, puede amenazar con engendrar una crisis política e im­
plicar un enfrentamiento directo con el Estado, en un contexto 
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de clara desventaja para el movimiento y prácticamente sin que 
el actor social se percate de ello. Este enfrentamiento directo tam­
bién puede ser desatado en el contexto de la recuperación polí­
tica de una acción derivada de una crisis de legitimidad en el ni­
vel organizacional, de disponibilidad política de esta acción. 

Pero en algunos casos, el sindicalismo tradicional también 
puede ser recusado de una manera positiva (contestataria) y no 
solamente defensiva. En algunas fábricas existe un sector de obre­
ros calificados, o bien, un grupo de obreros poco calificados pe­
ro que están integrados al trabajo industrial y que viven clara­
mente la organización del trabajo como un dominio (como es 
el caso de industrias tales como la automotriz), se ha observado 
que se produce un incremento de conflictos en torno al proceso 
y a la organización del trabajo. La acción tiende, entonces, 
"naturalmente" a una descentralización del poder sindical y a 
un debilitamiento de las relaciones paternalistas, tanto las que 
ejercen los dirigentes sindicales como los empresariales. Vimos 
cómo esto se traduce en una creciente importancia tanto de los 
delegados departamentales frente a la dirección sindical, como 
de los conflictos surgidos a partir del lugar de trabajo. 

Interpretar este fenómeno que se produce en algunas de las 
empresas ubicadas en los sectores más modernos de la estructu­
ra industrial. como el desarrollo de un movimiento de oposición 
contra el sindicalismo tradicional y en favor de la democracia 
sindical, significa falta de objetividad al analizar las dificultades 
que, en condiciones come la mexicana, encuentra un proceso en 
este sentido; en primer lugar, existe lo que hemos denominado 
la tendencia institucional a· }a burocratización sindical. El con­
trol sobre el sindicalismo tiene tal in'iportancia para el sistema 
político, que éste no puede permitir el desarrollo de una oposi­
ción que no sea cooptable. La democracia es imposible cuando 
una de las partes en conflicto puede llegar a aplastar a la otra. 
Por su parte, la oposición sindical no tiene otra opción que adap­
tarse a una lucha desigual, y no puede, por lo tanto, permitir la 
existencia de un espacio político al interior de los sindicatos que 
controla, un espacio político que pudiera ser utilizado por sus 
adversarios. De esta manera, la descentralización del poder sin­
dical, que los obreros en algunos sindicatos de ciertos sectores 
industriales pueden estar exigiendo, contradice las necesidades 
de una guerra de posiciones. 
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De la misma forma que las acciones reivindicativas pueden 
devenir en acciones críticas organizacionales o políticas y perder 
su carácter original, prácticamente sin la voluntad de los diri­
gentes para que ello ocurra; puede suceder que éstas sean recu­
peradas por un movimiento político; también es factible que una 
acción percibida en términos de relaciones de clase, o en tér­
minos de una exigencia por ampliar el espacio democrático, ter­
mine por perder este carácter y sea penetrada por una acción crí­
tica. Podemos considerar que una acción por la autonomía del 
trabajo, que contesta el dominio de la dirección patronal sobre 
la organización del trabajo, es una acción de clase que puede per­
der este rasgo en cuanto apunta a un enfrentamiento contra la 
dirección sindical y a un rechazo a la subordinación del sindi­
calismo al Estado. Según hemos visto, se produjo algo análogo 
en el caso del movimiento estudiantil de 1968, que aun cuando 
no se trataba de una acción de clase, no logró cobrar el carácter 
que lo distinguió en otros países. En Europa y en Estados Uni­
dos, el movimiento estudiantil tuvo un significado netamente cul­
tural (aunque no hay que olvidar el rasgo político que adquirió 
en el caso de Francia); en México fue un movimiento funda­
mentalmente político, contra la respuesta rígida y estrecha con 
la que el Estado lo encaró. De esta misma forma, una acción de­
finida en torno a la organización del trabajo o que busca un fun­
cionamiento más democrático del sindicalismo, adopta el carác­
ter de una acción crítica frente a la respuesta rígida y limitada 
del sistema político. En ocasiones esto puede conducir al cor­
poratismo y al apoliticismo, como sucedió en los sindicatos de 
la UOI y de la Línea Proletaria. En otros casos, como el de la 
Tendencia Democrática, puede inducir al movimiento a antepo­
ner intereses políticos a los intereses gremiales e implicar una cri­
sis de legitimidad del sistema institucional y, por ende, empujar 
a un enfrentamiento directo con el sistema político y con el Estado. 

EL CONSENSO EN TORNO AL CARÁCTER NACIONAL-POPULAR 
DEL ESTADO 

Por último, el predominio del Estado en todos los espacios eco­
nómicos, políticos y sociales, tiene otra consecuencia importan­
te: la incapacidad de prácticamente todo movimiento sindical pa-
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ra proponer una alternativa a la interpretación general que 
fundamenta la acción del· Estado mexicano como agente de de­
sarrollo, es decir su carácter nacionalista y popular. Cualquier 
movimiento sindical que pretenda tener alguna importancia no 
puede dejar de definirse como antimperialista, como nacionalis­
ta. En primer lugar, porque los obstáculos más serios al desa­
rrollo se interpretan efectivamente como producto de la situa­
ción del país en un contexto internacional que le es generalmente 
desfavorable. En segundo lugar, porque el capital extranjero es 
el adversario más fácilmente identificable, ya que la burguesía 
nacional está débilmente integrada y opera en función del Es­
tado o del propio capital extranjero. Por otra parte, en México, 
como (!n todo país en desarrollo, el movimiento sindical tiende 
a. definirse en términos más amplios que los que determinan es­
trictamente un conflicto entre obreros y patrones, debido a que 
la sociedad es muy heterogénea y a que un importante sector de . 
la población vive parcialmente al margen del desarrollo. Por es­
to, el principio de identidad es extendido para englobru: a los mar­
ginados, a los pobres. El movimiento sindical tiende a erigirse 
en representante no sólo de los obreros, sino también del pueblo 
pobre. Pero asimismo es cierto, que en esta circunstancia, un mo­
vimiento sindical que se define como representante de un desa­
rrollo nacional y popular, antimperialista e integrador, no pue­
de más que apoyar la orientación general que fuera definida desde 
la génesis del Estado mexicano posrevolucionario, como se pu­
do observar claramente en el caso de la Tendencia Democrática. 

Lo que hemos descrito nos lleva a concluir que es difícil que 
en un país en vías de desarrollo surjan movimientos sociales 
"simples", definidos primordialmente en términos de relacio­
nes de clase, y donde la acción obrera se autodetermine por el 
hecho de estar bajo el dominio de la organización del trabajo y 
de la alienación del producto del mismo, y que a partir de su con­
ciencia de identidad, designe a su adversario COJ;IlO el organiza­
dor del trabajo y poseedor de los bienes de producción y del pro­
ducto del trabajo, y donde el conflicto, en consecuencia, esté 
definido menos por un cambio de orientación de la sociedad 
-orientación que, en los países más desarrollados, la clase obre­
ra comparte con su adversario- que por apoderarse de la di­
-r~cción de esta orientación. En el caso de los países en vías de 
~~s;ur:ollo estos temas casi siempre están dominados por un ele-
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mento que se relaciona con el propio desarrollo, por una res­
puesta de crisis modernizadora, que intenta proponer alguna for­
!Jla de afrontar los obstáculos que se presentan en este proceso 
y que generalmente se manifiestan, en términos nacionales y po­
pulares, antimperialistas y populistas. 

En el caso de México, además, la acción social está general­
mente penetrada por una reacción a una crisis organizacional o 
institucional, derivada de la posición que ocupa el sindicalismo 
dentro del sistema político. Estas circunstancias dificultan aun 
más que un movimiento social, y específicamente uno sindical, 
se defina en términos "simples", porque empujan al actor a de­
finir el campo del conflicto y lo que está en juego, siempre en 
relación con el Estado, ya sea como un movimiento reformista, 
que proponga reforzar un sector de Estado frente a otro -el sec­
tor progresista de cara al conservador- ya sea como un movi­
miento de corte revolucionario, que postula la toma del poder 
del aparato de Estado. · 

De esta forma puede comprenderse que en México, así co­
mo en el resto de América Latina, los movimientos sociales con 
mayor relevancia hayan tenido y continúen teniendo un conte­
nido populista, que consiste precisamente en una segmentación 
y en una combinación de los distintos significados de la acción 
obrera que, más allá de las relaciones de dominación, pone el 
acento sobre el desarrollo económico y social. Sólo de esta for­
ma, dentro del marco de una de las más importantes implica­
ciones del populismo: el consenso que existe sobre el papel del 
Estado nacional-popular, como principal agente de desarrollo, 
es posible comprender el fenómeno de que en ciertos países de 
Latinoamérica, ·y muy especialmente en México, el sindicalismo 
se haya prestado a sacrificar sus propios intereses de clase, en 
favor de la lógica del desarrollo. 
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CUADRO 3 
EVOLUCIÓN DE LA PRODUCCIÓN DE 

LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, 1950-1985 

19501 196rfl 197rfl 198o2 19852 

Rama industrial % % % % 

Alimentos y similares 36.3 33.9 27.9 23.1 25.4 
Textiles e indumentaria 26.1 16.1 14.8 12.4 11.6 
Madera y productos 4.0 4.2 3.4 3.3 2.8 
Celulosa, papel y editorial 6.9 5.0 5.4 5.2 5.4 
Productos químicos 7.8 15.3 17.5 21.6 24.8 
Materiales no metálicos 3.5 5.0 5.8 5.7 5.6 
Metales básicos 4.1 5.6 5.6 5.6 5.2 
Productos metálicos, 

maquinaria y equipo 9.3 13.2 17.9 21.2 17.8 
Otras industrias 2.0 1.7 1.7 1.4 1.4 

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 

Nota: no hay datos disponibles para 1940. 

Fuentes: elaborado con base en: 
1 Nacional Financiera, La economla mexicana en cifras, México, 1981. 
2 SPP·INEGI, Sistema de Cuentas Nacionales de México, 1960-1985, Méxi­

co, 1987. 
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CUADRO 4 
PERSONAL OCVPADO PROMEDIO POR EMPRESA 

POR RAMA INDUSTRIAL, 1975-1985 · 

Rama industrial 

Fabricación de alimentos 
Prep. y envasado de frutas y legumbres• 
Elaboración de bebidas · 
Elaboración de refrescos• 
Beneficio y elaboración de tabaco 
Textil 
Prep., hilado y tej. de fibras blandas* 
Prendas de vestir (excepto calzado) 
Calzado y cuero . 
Madera y corcho (excepto muebles) 
Fab. y rep. 'de muebles (excepto metal y plástico) 
Celulosa, papel y sus productos 
Industria editorial 
Productos químicos 
Aceites y grasas vegetales* 
Ref. de petróleo y der. de carbón mineral 
Hule y plásticos 
Productos de minerales no metálicos 
Cemento, cal y yeso* 
Metales básicos 
Producción de hierro y acero• 
Productos metálicos (excepto maquinaria) 
Maquinaria y equipo (excepto eléctrico) 
Maquinaria y equipC' eléctrico 
Equipo de transporte y partes 
Automotriz y camiones* 

Promedio 

Personal ocupa­
do promedio 

/975 /985 

5 
84 
45 

120 
152 
47 
66 
9 

17 
18 
6 

72 
lO 
67 
13 
82 
37 
12 
63 

242 
255 

13 
18 
86 

119 
132 

14 

8 
110 
ll1 

n.d. 
245 
56 

105 
12 
24 
12 
5 

15 
ll 
70 

n.d. 
38 
50 
14 

112 
112 
154 

9 
21 

106 
llO 
ll3 

18 

* Subramas incluidas en las ramas industriales que les anteceden. 

Fuentes: elaborado con base en: 
1975-SPP, X Censo Industrial, 1976, Resumen General, México, 1979. 
1985-INEGI, Resultados Oportunos Nacionales, Censos Económicos 86, Mé­
xico, 1987. 
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CUADRO 5 
VALOR DE LA PRODUCCIÓN POR EMPRESA 

POR RAMA INDUSTRIAL, 1975-1985 

Rama industrial 

Fabricación de alimentos 
Elaboración de bebidas 
Beneficio y elaboración de tabaco 
Textil 
Prendas de vestir (excepto calzado) 
Calzado y cuero · 
Madera y corcho (excepto muebles) 
Fab. y rep. de muebles (excepto metal y plástico) 
Celulosa, papel y sus productos 
Industria editorial 
Productos químicos 
Ref. de petróleo y der. de carbón mineral 
Hule y plásticos 
Productos de minerales no metálicos 
Metales básicos 
Productos metálicos (excepto maquinaria) 
Maquinaria y equipo (excepto eléctrico) 
Maquinaria y equipo eléctrico 
Equipo de transporte y partes 

Promedio 

Producción por 
empresa (millo­

nes de pesos) 

1975 1985 

1.5 
16.9 

113.1 
9.6 
l.l 
.9 

2.0 
.8 

29.4 
2.1 

. 32.3 
54.0 
10.8 
2:3 

143.2 
2.5 
4.3 

18.7 
45.8 

4.0 

72.5 
976.3 

5 362.1 
230.9 

32.4 
87.8 
38.3 
13.~ 

847:2 
49.9 

885.6 
684.5 
366.4 
98.4 

1 346.7 
44:3 

137.2 
511.8 

1 155.8 

129.3 

Nota: Aunque los datos de 1975 se refieren al valor de los productos elaborados, 
mientras que los de 1985 aluden a los ingresos de las empresas, sf son compa­
rables, pues las definiciones de estos dos conceptos son idénticas. No obstan­
te, nosotros los utilizamos básicamente para establecer jerarquías entre ramas 
de actividad, y es por ello qtie los mantenemos en pesos corrientes. 

Fuentes: elaborado con base en: . 
1975-SPP, X Censo Industrial, 1976, Resumen General, México, 1979. 
1985-INEGI, Resultados Oportunos Nacionales, Censos Económicos 86, Mé-
xico, 1987. · · · 



368 ANEXOS 

CUADRO 6 
VALOR AGREGADO POR PERSONA POR RAMA INDUSTRIAL, 

1975-1985 

Valor agregado 
por persona 

(pesos corrientes) 
1975 1985 

Rama industrial (en miles) ·(en millones) 

Fabricación de alimentos 
Elaboración de bebidas 
Beneficio y elaboración de tabaco 
Textil 
Prendas de vestir (excepto calzado) 
Calzado y cuero 
Madera y corcho (excepto muebles) 
Fab. y rep. de muebles (excepto metal y plástico) 
Celulosa, papel y sus productos 
Industria editorial 
Productos químicos 
Ref. de petróleo y der. de carbón mineral 
Hule y plásticos 
Productos de minerales no metálicos 
Metales básicos 
Productos metálicos (excepto maquinaria) 
Maquinaria y equipo (excepto eléctrico) 
Maquinaria y equipo eléctrico 
Equipo de transporte y partes 

Promedio 

74.0 
178.1 
458.8 

83.8 
5l.l 
55.0 
5l.l 
53.1 

140.7 
94.8 

187.8 
219.4 
125.6 
96.8 

194.5 
89.1 

116.1 
99.9 

117.5 

107.0 

13.3 
271.9 

2 769.0 
69.9 

8.7 
22.4 
9.7 
2.4 

300.1 
14.9 

245.9 
1 223.6 

251.2 
41.4 

298.5 
13.4 
48.6 

160.6 
271.3 

34.6 

Nota: El dato de 1975 es efectivamente el valor agregado; el de 1985 lo elaboramos 
deduciendo los gastos (que no incluyen las remuneraciones al personal) de los 
ingresos, porque al momento en el que escribimos este libro la información 
final del censo todavía no había sido publicada, y no nos fue posible conse­
guir los datos directamente en el INEGJ. De esta manera, aunque para 1985 
tenemos un indicador muy aproximativo, puede ser utilizado en tanto que nues­
tra intención es comparar entre ramas. 

Fuentes: elaborado con base en: 
1975-SPP, X Censo Industrial, 1976, Resumen General, México, 1979. 
1985-INEGI, Resultados Oportunos Nacionales, Censos Económicos 86, Mé­
xico, 1987. 
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376 ANEXOS 

CUADRO 11 
NÚMERO DE AFILIADOS POR CENTRAL OBRERA* 

Central obrera 

Confederación de Trabajadores de México (CTM)1 

.... Confederación Revolucionaria de Obreros y 
Campesinos (cRoc)3 

Confederación Regional Obrera Mexicana (CROM)3 

Confederación Obrera Revolucionaria (COR)1 

Confederación General de Trabajadores (CGT)3 

Confederación Revolucionaria de Trabajadores (CRT)3 

Sin Nac. de Trab. Mineros, Metalúrgicos y Sim. de 
la R.M.2 

Sindicato de Trabajadores Petroleros de la R.M.2 

Sindicato de Trabajadores Ferrocarrileros de la R.M.2 

Sindicato Unico de Trabajadores Electricistas 
de la R.M.2 

Sindicato Mexicano de Electricistas2 

Sindicato de Telefonistas de la República mexicana2 

Federación de. Sindicatos de Trabajadores al Servicio 
del Estado4 

Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación4** 
Sindicato Nacional de Trabajadores del IMss1 

Federación Nacional de Sindicatos de Industria 
de Nuevo León5*** 

Unidad Obrera Independiente-(UOI)5*** 

Número 
de afiliados 

2 ()()() ()()() 

850 ()()() 
400 ()()() 
150 ()()() 
200 ()()() 
300 ()()() 

120 ()()() 
98 ()()() 
94 ()()() 

80 ()()() 
25 ()()() 
27 ()()() 

1 518 100 
645 500** 
126 ()()() 

Sindicato Único Nacional de Trabajadores Universitarios5*** 

150 ()()() 
45 800 
44 905 

• A principios de los aftos ochenta. 
•• Forma parte del total para la FSTSE. 

••• Independiente del Congreso del Trabajo. 

Fuentes: 1 Camacho, M., El Futuro Inmediato. México, Siglo XXI, 1980. 
2 ST y PS-CENIET, Prontuario de Información Laboral, México, varios aftos 

entre 1979 y 1982. 
3 Xelhuantzi López, M., El Congreso del Trabajo en la recomposición del 

sindicalismo mexicano. Tesis, ENAH, 1984. 
4 Germán Parra, M., "Historia del Movimiento Sindical de Jos Trabajadores 

del Estado", México, 1983; citado por El Cotidiano, núm. 7, México, 
UAM-Azcapotzalco, agosto-septiembre, 1985. 

s Leal, J .F., "Las estructuras sindicales" en varios autores, El obrero 
mexicano, t. 3, México, Siglo XXI, 1985. 
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CUADR012 
TASA DE SINDICALIZACIÓN POR RAMA DE ACTIVIDAD, 1978 

Rama de actividad 

Textil 
Eléctrica 
Cinematográfica 
Hulera 
Azucarera 
Minera, metalúrgica y siderúrgica 
Hidrocarburos 
Petroquímica 
Cementera 
Calera 
Automotriz 
Química farmacéutica 
Celulosa y papel 
Aceites y grasas vegetales 
Alimentos empacados 
Bebidas envasadas 
Ferrocarrilera 
Maderera 
Vidriera 
Tabacalera 

Tasa de sindicalización 
(porcentaje) 

41.8 
52.4 
14.8 
43.6 
79.2 
48.9 
57.1 
8.9 

40.9 
3.8 

10.3 
10.1 
17.1 
46.2 

5.7 
15.4 
79.2 
11.7 
3.3 

15.6 

Fuente: Zazueta, C., y S. Gduda, Población, Planta Industrial y Sindicatos, México, 
CENIET, 1981. 
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CUADRO 13 
CONFLICTIVIDAD POR RAMA DE A<;:TIVIDAD, 1977-1987* 

·Emplazamientos Huelgas 
Rtmra de iictividad (1) (2) (2)1(1) 

Textil 15 760 1 282 8.1 
Eléctrica 327 6 1.8 
Hulera 870 202 23.2 
Azucarera' 1 676 33 2.0 
Minera 1 798 34 1.9 
Metalúrgica y siderúrgica 3 058 127 4.2 
Hidrocarburos 16 0.0 
Petroquímica 379 17 4.5 
Cementera 747 36 4.8 
Calera 564 31 5.5 
Automotriz l 054 61 5.8 
Química-farmacéutica 5 210 117 2.2 
Celulosa y papel 856 44 5.1 
Aceites y grasas vegetales 634 27. 4.3 
Alimentos empacados 3 929 95 2:4 
Bebidas envasadas 4 991 65 1.3 
Ferrocarrilera 59 2 3.4 
Madera 637 40 6.3 
Vidriera 98 6 6.1 
Tabacalera 132 2 1.5 
Otras manufacturas 134 5 3.7 
Construcción 1 785 37 2.1 
Argropecuaria 673 27 4.0 
Distribución de gas y agua 220 1 n.s. 
Transporte terrestre 5 454 147 2.7 
Transporte marítimo 2 179 117 5.4 
Transporte aéreo 594 44 7.4 
Cinematográfica 17 164 85 n.s. 
Servicios 1 662 59 3.5 
Servicios telefónicos 87 9 10.3 
Radio y televisión 7 893 15 n.s. 
Otras 4 595 48 0.1 

Total 85 235 2 821 3.3 

* Decidimos excluir la totalidad del áfto de 1983, porque sólo existe información por 
rama de actividad para el primer semestre; para el segundo semestre, en el cual 
se dieron la mayorfa de l<lS emplazamientos y huelgas, solamente se cuenta con 
el dato global. 

Fuentes: elaborado con base en ST y PS-CENJET, Prontuario de Información Laboral, 
México, varios aftos. 
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CUADRO 15 
ACTITUDES HACIA LA CAUFICACIÓN POR TIPO DE OCUPACIÓN 

Tipo de ocupación 
Mantenimiento Operación 

(porcentaje) (porcentaje) 
Actitudes hacia la calificación (1) (2) (1) 

A. El trabajo es bueno si es: 
Interesante 28.0 30.9 15.0 
Otras 72.0 61.0 85.0 

B. El trabajo es bueno si permite: 
Aprender 65.0 56.0 60.0 
Otras 35.0 34.0 40.0 

C. Un salario es justo si se define por: 
La calificación 43.0 52.0 38.0 
Otras 57.0 38.0 52.0 

D. La diferencia entre Jos obreros radica en: 
La calificación 40.0 44.0 29.0 
Otras 60.0 56.0 71.0 

E. Hacer bien el trabajo implica: 
Preparación 45.0 40.0 52.0 
Otras 55.0 60.0 48.0 

F. Los objetivos del sindicato deben ser: 
La capacitación de los obreros 74.0 67.0 63.0 
Otras 26.0 33.0 37.0 

(1) Se considera a 72 oficiales de mantenimiento y 56 oficiales de operación. 
(2) Se considera a 52 oficiales de mantenimiento y 46 oficiales de operación. 
Fuentes: (1) Encuesta en las Truchas, 1979. 

(2) Encuesta en Monclova, 1984. 

(2) 

20.0 
80.0 

30.0 
70.0 

28.0 
72.0 

28.0 
72.0 

33.0 
67.0 

52.0 
48.0 
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CUADR016 
ACTITUDES HACIA LA EMPRESA POR TIPO DE OCUPACIÓN. 

Tipo de ocupación 
Mantenimiento Operación 

(porcentaje) (porcentaje) 
Actitudes hacia la empresa (/) (2) (/) (2) 

A. ¿Reciben los obreros un trato justo? 
Sí 26.0 33.0 24.0 4b.O 
No 74.0 67.0 76.0 54.0 

B. ¿Beneficia a los obreros el aumento de 
producción? 

Sí 51.0 86.0 66.0 98.0 
No 49.0 14.0 34.0 2.0 

c. Los obreros deben defender a 
la empresa porque: 

Los beneficia 5.0 20.0 9.0 36.0 
Otras 95.0 80.0 91.0 64.0 

• En este caso sólo se toman en cuenta a los que contestaron que sí defenderían 
a la empresa. 

(1) le considera a 72 oficiales de mantenimiento y 56 oficiales de operación. 
(2) ~e considera· a 52 oficiales de mantenimiento y 46 ofiCiales de operación. 
Fuentes: (1) Encuesta en Las Truchas, 1979. 

(2) Encuesta en Monclova, 1984. 
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CUADRO 17 
PA~TlCIPACIÓN SINDICAL POR TIPO DE OCUPACIÓN 

· T:qJo de ócupai:ión 

Marrtenimiento Operación 
(fXNcerJl'tlje) (porcentaje) 

Actitudes hacia la empresll (Jj (2) O) (2) 

A. Asistencia a asambleas generales 
·Regular 54.0 50.~ 5GJO 33.0 
Aveces 18.0 25.0 29..1() 17.0 
Nunca 28.0 25.0 21.0 '50.0 

B. Da su opinión 
, Regularmente 19.0 2.0 11.0 
A veces 19.0 48.0 25.0 28.0 
Nunca 81.0 33.0 73.0 61.0 

C. Asistencia a asambleas departamentales 
Regular n.d. 15.0 n.d. 35.0 
A veces n.d. 20.0 n.d. 17.0 

D. Da su opinión 
Regularmente n.d. 42.0 · n.d. .30.0 
A veces n.d. 35.0 n.d, 
Nunca n.d .. 23.0 n.d. 

(1) Se considera a 72 oficiales de mantenimiento y 56 oficiales de operación. 
(2) Se considera a 52 oficiales de mantenimiento y 46 oficiales de operación. 
Fuentes: (1) Encuesta en Las Truchas, 1979. 

(2) Encuesta en Monclova, 1984. 

35.0 
35.0 
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CUADR018 
ORIENTACIÓN SINI;>ICAL-POR TIPO DE OCU~ACIÓN 

Tipo tfe ocupación 
Mantenim~to Operación. 
(porcentaje) .. (porcentaje) 

Orientación sindiCIII (1) (2) (1) 

A. La bicha debe llevarse a nivd: 
Local 19.0 34.0 23.0 
Sindicato minero 28.0 40.0 25.0 
Sindicatos del país 53.0 26.0 52.0 

B. Discurso preferido sé refiere a: 
Sociedad sin explotados ni explotadores 68.0 50.0 72.0 
Necesidades inmediatas . 32.0 50.0 28.0 

C. La función de los sindicatos en México es: 
Luchar por la democracia en México 32.0 27.0 25.0 
Otras 58.0 73.0 75.0 

D. ¿Mejoraría la situación de la población 
si los obreros tuvieran más poder? 

Sí 74.0 36.0 63.0 
No (y sin respuesta) 26.0 -64.0 37.0 

(lt Se considera a 72. oficiales de mantenimiento y S6 oficiales de operación. 
(2) Se considera a S2 oficiales de mantenimiento y 46 oficiales de operación. 
Fuentes: (1) Encuesta en Las Truchas, 1979. 

(2) Encuesta en Monclova, 1984. 

(2) 

33.0 
30.0 
37.0 

61.0 
39.0 

41.0 
59.0 

45.0 
SS;O 
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CUADR019 
ORIENf ACIÓN SINDICAL POR LOCALIDAD 

Orientación sindical 
A. La lucha debe llevarse a nivel: 

Local 
Del Sindicato minero 
Sindicatos del país 
No contesta 

B. La función de los sindicatos en México es: 
La capacitación de los obreros 
Mejorar la situación econánica de los obreros 
Luchar por la democracia en México 
Otras 

C. ¿Mejoraría la situación de la población 
si los obreros tuvieran más poder? 

Sí 
No 
Sin respuesta 

D. ¿Se justifiean los topes salariales? 
Sf 
No 

E. ¿Pueden coincidir los intereses de 
un sindicato con los de un partido? 
Sí 
No 
Sin respuesta 

• Sólo se considera la primera opción. 
•• Incluye a los que no responden. 

Las Truchas Monclova 
(porcentaje) (porcentaje) 

18.0 
26.0 
49.0 

7.0 

20.() 
43.0 
29.0 

8.0 

68.0 
22.0 
10.0 

? 

4S.ó 
5s.o•• 

n.d. 
n.d. 
n.d. 

33.0 
36.0 
27.0 
4.0 

25.0 
62.0 
6.0 
7.0 

46.0 
46.0 
8.0 

29.0 
71.0** 

34.0 
61.0 

5.0 

Fuentes: Encuestas en Las Truchas, 1979 y en Monclova, 1984. 
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CUADRO 20 
ACTITUDES HACIA EL SINDICATO POR LOCALIDAD 

Actitudes hacia el sindiCilto 
A. ¿Contribuye el sindicato a solucionar 

problemas? 
Sí 
No 

B. ¿Beneficia ser miembro del sindicato? 
Sí 
No 

C. Se logra más de la empresa a través: 
De la huelga 
De la negociación 

D. Los incrementos de salarios dependen de: 
Producción de la empresa 
Fuerza del sindicato 
Situación del país 
Sin respuesta 

Las Truchas Monclova 
(porcentaje) (porcentaje) 

55.0 
45.0 

61.0 
39.0 

40.0 
60.0 

35.0 
15.0 
43.0 
7.0 

66.0 
34.0 

70.0 
30.0 

6.0 
94.0 

34.0 
8.0 

51.0 
l. O 

Fuentes: Encuestas en Las Truchas, 1979 y en Monclova, 1984. 
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CUADRO 21 
ACTITUDES HACIA EL SINDICATO POR GRADO 

DE PARTICIPACIÓN SINDICAL 

Asistencia a las asambleas generales 
Regular A veces Nunca 

(porcentaje) (porcentaje) (porcentaje) 
Actitudes hacia el sindicato (1) (2) (1) (2) (1) . (2) 

A. ¿Contribuye el sindicato a solucionar 
problemas? 

Sí 50.0 71.0 61.0 71.0 S3.0. ss.o 
No 50.0 29.0 39.0 29.0 47.0 45.0 

B. ¿Beneficia ser miembro del sindicato? 
Sí 58.0 77.0 68.0 73.0 58.0 66.0 
No 42.0 23.0 32.0 27.0 42.0 34.0 

C. Los objetivos del sindicato deben ser: 
Alentar la participación n.d. 18.0 n.d. 14.0 n.d. 7.0 
Otras n.d. 82.0 n.d. 86.0 .n.d. 93.0 

(1) Se considera a 119 trabajadores que participan regularmente, 60 qué lo hacen 
a veces y 60 que nunca o casi nunca participan. · 

(2) Se considera a 84 trabajadores que participan regularmente, 49 que lo hacen a 
veces y 68 que nunca o casi nunca participan. 
Fuentes: (1) encuestas en Las Truchas, 1979. 

(2) encuesta en Monclova, 1984. 
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CUADRO 22 
ACTITUDES HACIA LA EMPRESA POR LOCALIDAD 

Actitudes hacia la empresa 
A. ¿Su trabajo es un progreso? 

Sí 
No 

B. ¿Esta satisfecho ,con su trabajo? 
Sí 
No 

C. ¿Su trabajo cumple con sus expectativas? 
Sí 
No 

D. ¿Beneficia a los obreros el aumento de 
la producción? 

Sí 
No 

E. ¿Los obreros deben defender a la empresa? 
Sí . 
No 

F. ¿Reciben los obreros un trato justo? 
Sí . 
No 

• Incluye r~uestas de no y regular. 

Las Truchas 
(porcentaje) 

77.0 
23.0 

72.0 
28.0* 

38.0 
62.0** 

55.0 
45.0** 

82.0 
18.0* 

37.0 
63.0* 

•• Incluye a los que no responden, que son más de SOlo del total. 
Fuentes: Encuestas en Las Truchas, 1979 y en Monclova, 1984. 

Monclova 
(porcentaje) 

96.0 
4.0 

92.0 
8.0• 

73.0 
27.0** 

89.0 
tt.o•• 

97.0 
3.0* 

76.0 
24.0* 
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CUADRO 23 
ACTITUDES HACIA LA EMPRESA POR GRADO 

DE PARTICIPACIÓN SINDICAL 
Asistencia a las asambleas generales 

Regular Aveces NunCII 
(porcentaje) (porcentaje) (porcentaje) 

Actitudes hacia la empresa (1) (2) (1) (2) (1) (2) 

A. ¿Reciben los obreros un trato justo? 
Sí 29.0 70.0 42.0 71.0 31.0 88.0 
No 71.0 30.0 58.0 29.0 69.0 12.0 

B. ¿Los obreros deben defender 
a la empresa:• 

Sí 84.0 1.0 83.0 0.0 76.0 7.0 
No 16.0 99.0 17.0 100.0 24.0 93.0 

C. Se logra más de la empresa a través: 
De la huelga 43.0 6.0 47.0 6.0 30.0 3.0 
De la negociación 57.0 94.0 53.0 3.0 70.0 97.0 

• En este caso solamente se toma en cuenta a los obreros que contestaron que SÍ 
defenderían a la empresa. 

(1) Se considera a 119 trabajadores que participan regularmente, 60 que lo hacen 
a veces y 60 que nunca o casi nunca participan. 

(2) Se considera a 84 trabajadores que participan regularmente, 49 que lo hacen a 
veces y 68 que nunca o casi nunca participan. 
Fuentes: (1) Encuestas en Las Truchas, 1979. 

(2) Encuesta en Monclova, 1984. 
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CUADRO 24 
ACTITUDES HACIA EL TRABAJO. POR GRADO 

DE PARTICIPACIÓN SINDICAL 1 
Asistencia a las asambleas generales 

Regular A veces Nunca 
(porcentaje) (porcentaje) (porcentaje) 

Actitudes hacia la empresa (/) (2) (/) (2) (l) (2) 

A. Quejas sobre el trabajo 
Ninguna 26.0 29.0 32.0 33.0 33.0 37.0 
Otras 74.0 71.0 68.0 67.0 67.0 63.0 

B. El trabajo permite hacer lo que 
el obrero sabe 

Sí 58.0 66.0 72.0 n.o 67.0 76.0 
No 42.0 34.0 28.0 23.0 33.0 24.0 

C. ¿Quiere cambiar de trabajo? 
Sí S7.0 21.0 34.0 18.0 34.0 3S.O 
No 43.0 79.0 66.0 82.0 66.0 6S.O 

(1) Se considera a 119 trabajadores que participan regularmente, 60 que lo hacen 
a veces y 60 que nunca o casi nunca participan. 

(2) Se considera a 84 t~abajadores que participan regularmente, 49 que lo hacen a 
veces y 68 que nunca o casi nunca participan. 
Fuentes: (1) Encuestas en Las Truchas, 1979. 

(2) Encuesta en Monc1ova, 1984. 
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CUADRO 25 
ACTITUDES HACIA EL TRABAJO POR GRADO 

DE PARTICIPACIÓN SINDICAL 
Asistencia a las asambleas generales 

Regular A veces Nunca 
(porcentaje) (porcentaje) (porcentaje) 

Actitudes hacia el trabajo (1) (2) (1) (2) (1) (2) 

A. ¿Las quejas sobre el trabajo 
versan sobre:• 

Seguridad en el trabajo 41.0 22.0 37.0 19.0 25.0 5.0 
Otras 59.0 78.0 63.0 81.0 75.0 95.0 

B. El trabajo es bueno si brinda: 
Seguridad en el trabajo 54.0 68.0 56.0 78.0 45.0 56.0 
Otras 46.0 32.0 44.0 22.0 55.0 44.0 

D. Los objetivos del sindicato deben ser: 
La capacitación de los obreros 50.0 68.0 55.0 59.0 52.0 52.0 
Otras 50.0 32.0 35.0 41.0 48.0 48.0 

• En este caso solamente se toman en cuenta a los obreros que tuvieron quejas; se 
excluye a los que respondieron que no tenían ninguna. 
(l) Se considera a 119 trabajadores que participan regularmente, 60 que lo hacen 

a veces y 60 que nunca o casi nunca participan. 
(2) Se considera a 84 trabajadores que participan regularmente, 49 que lo hacen a 

veces y 68 que nunca o casi nunca participan. 
Fuentes: (1) Encuestas en Las Truchas, 1979. 

(2) Encuesta en Monclova, 1984. 
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E 
n esta obra el autor caracteriza al Estado mexi­
cano, en especial en lo que se refiere a su rela­
ción con la sociedad, tanto en el plano econó­

mico como en el político. De aquí surge el concepto 
básico que define al modelo económico y político, el 
desequilibrio, que sirve para analizar al sindicalismo 
mexicano tradicional. Pero la aportación más original 
de este libro es pasar del estudio de la acción sindical, 
en el contexto del sistema político y del f!larco de las 
relaciones industriales, al análisis de la acción obrera . 
Sólo mediante un cambio tal de perspectiva resulta 
posible estudiar el carácter del sindicalismo mexica­
no, superando las limitaciones que han restringido a 
los estuctios tradicionales. Así, desde este punto de 
vista, se analizan los alcances y las limitaciones del ~in­
dicalismo de oposición, hoy por hoy tema fundamen­
tal de la realidad mexicana. 
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